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- Poder Judicial. Aumento a sus funcionarios. 


- Lo presentan los señores senadores Cassina y 
Elso Goñi. 


- “Martín M. Ois”. Desígnase con su nombre a la 
Escuela Técnica de UTU del departamento de 
Treinta y Tres. 


- Lo presentan los señores senadores Elso Goñi, 
Priore, Silveira Zavala, Olascoaga, Azzini, Zu- 
marán y Ramírez. 


8, 11 y 13) Poder Judicial. Aumento a sus funciona- 
rios. Proyecto de ley ....oonnoconnonnoaconooo» erssnesass 29, 90 y 96 


- El señor senador Cassina solicita se reparta in- 
mediatamente. 


- El señor senador Cassina solicita sea considera- 
do como urgente. 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 21 de marzo de 1994. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 
traordinaria, el próximo jueves 24, a la hora 15, a fin de infor- 
marse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Autorización al señor presidente de la República para 
ausentarse del país. 


(Carp. N* 1436/94 - Rep. N' 740/94) 


2% Discusión general y particular del proyecto de ley de 
Reforma Constitucional. 


(Carp. N” 1300/93 - Rep. N* 739/94 
Anexos I y 11) 


LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso, Arana, Astori, 
Azzini, Belvisi, Besozzi, Blanco, Bouza, Bouzas, Bruera, Cas- 
sina, Elso Goñi, González Modernell, Grenno, Hackenbru- 
ch, Irisity, Irurtia, Jude, Korzeniak, Librán Bonino, Lom- 
bardo, Mascheroni, Millor, Olascoaga, Pérez, Priore, Ra- 
mírez y Silveira Zavala. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Alonso Te- 
llechea, Amorín Larrañaga, Batalla, Gargano, Pereyra, Ri- 
caldoni y Urioste; con aviso, el señor senador Santoro. 
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- En consideración. Aprobado. Pasa a la Cámara 
de Representantes. 
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(Es la hora 15 y 7 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 24 de marzo de 1994. 


La Presidencia de la Asamblea (jeneral destina un 
Mensaje del Poder Ejecutivo al que acompaña un pro- 
yecto de ley por el que se aprueba la convención sobre 
la prohibición del desarrollo, la producción, el almace- 
namiento y el empleo de armas químicas y sobre su 
destrucción. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo comunicando haber 
dictado los siguientes decretos y resoluciones: 


por el que se aprueba la adecuación de las partidas 
presupuestales correspondientes al Presupuesto Ope- 
rativo, de Operaciones Financieras y de Inversiones 
de la Administración Nacional de Puertos, ejercicio 
1993; 


y por el que se amplía el contrato de las obras del 
“Edificio Anexo al Poder Legislativo”. 


9) Autorización al señor presidente de la República 
para ausentarse del PAÍS ..ooooconnnononcnansincccorrnsnonaness 26 
- —Concedida. 
10) Constitución de la República. Reforma. Prayec- 
to de ley cormooonciconicnocononas direis idcads 26 
- En discusión general, 
- Exposición del señor presidente del Senado, 
como miembro informante del mismo. 
- Intervención de varios señores senadores. 
- Se resuelve continuar su consideración el día 
martes 5 de abril a la hora 15. 
14) Se levanta la SesiÓN ...ooononcncnccccocncnononcaccnccconannanencno YY 
3) ASUNTOS ENTRADOS 
SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


24 de Marzo de 1994 


-Ténganse presente. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varias 
notas del Tribunal de Cuentas de la República comuni- 
cando Jas resoluciones adoptadas: 


por la que se designó a la escribana Elizabeth Castro 
como secretaria general del organismo; 


por la que se observa al Poder Judicial en el gasto 
efectuado con la empresa “Metalizadora Uruguaya 
S.A”; 


y por la que se efectúa la distribución de varios cré- 
ditos asignados a varios proyectos de inversión del 
organismo. 


-Ténganse presente. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas remite 
la información solicitada por el señor senador Tabaré 
Hackenbruch referente a las obras efectuadas en la mat- 
gen izquierda del Arroyo Solís Chico. 


-Oportunamente le fue entregado al señor senador 
Tabaré Hackenbruch. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas acusa 
recibo de la exposición escrita formulada por el señor 
senador Carlos Julio Pereyra, referente a problemas exis- 
tentes en la empresa ASTRA en el departamento de 
Rocha. 


-Oportunamente le fue entregado al señor senador 
Carlos Julio Pereyra. 


La Presidencia del Banco de la República Oriental 
del Uruguay remite una nota sobre el proyecto de ley 
referente al aumento de la comisión que este Banco 
percibirá sobre las importaciones, destinado a la devolu- 
ción de tributos que integren el costo de bienes exporta- 
dos, que se encuentra a estudio de la Comisión de Ha- 
cienda. 


-Téngase presente y agréguese a sus antecedentes. 
, 


La Corte Electoral remite notas comunicando haber 
adoptado varias resoluciones por las que se efectúan 
adecuaciones escalafonarias, trasposiciones de rubros y 
transformaciones de cargos. 


-Ténganse presente, 


El señor senador Wilson Elso Goñi, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 118 de la Constitución, 
solicita se curse un pedido de informes al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas referente a si las Intenden- 
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cias Municipales del interior han presentado a dicho 
Ministerio los recaudos exigidos para el cobro de la 
partida anual asignada por la ley N” 16.462 y financiada 
con recursos del FIMTOP para la ejecución de obras de 
mantenimiento y adecuación de infraestructura física de- 
partamental. 


-Oportunamente fue tramitado. 


De conformidad con lo establecido en el artículo 118 
de la Constitución, los señores senadores José Korze- 
niak, Jaime Pérez, Leopoldo Bruera, Hugo Villar, Jorge 
Irisity, Mariano Arana y Carlos Bouzas, solicitan se cur- 
se un pedido de informes al Ministerio de Salud Pública 
sobre la aplicación de la ley N” 16.343, que facultó al 
Poder Ejecutivo a instalar y poner en funcionamiento 
institutos de medicina altamente especializados. 


-Oportunamente fue tramitado. 


La Cámara de Representantes remite nota comuni- 
cando que fue convocado el señor Lorenzo Palles para 
integrar, con carácter definitivo, la representación por el 
departamento de Canelones, al haber aceptado la Cáma- 
ra la renuncia del titular, señor Marcos Carámbula. 


-Téngase presente. 


Las Juntas Departamentales de Artigas, Rivera, Mal- 
donado y Durazno remiten notas comunicando la desig- 
nación de sus mesas directivas para el período 1995. 


-Ténganse presente. 


Las Juntas Departamentales de Colonia, Paysandú y 
Rivera remiten notas relacionadas con la inquietud de 
que se decrete la acumulación a su básico jubilatorio de 
la pasividad que perciben los miembros de las Juntas 
Electorales, el sueldo ficto que fija el decreto 322/93 de 
7 de julio de 1993. 


La Junta Departamental de Flores remite nota apo- 
yando el proyecto de ley de protección a los animales. 


La Junta Departamental de Soriano remite nota apo- 
yando el dragado del canal de la isla Martín García y la 


Hidrovía del Río Uruguay. 


-Ténganse presente.” 
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4) SOLICITUD DE LICENCIA 
SEÑOR PRESIDENTE, - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 
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(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Daviz Librán Bonino solicita licencia por 


el término de 34 días a partir del 7 de abril”, 
-Léase, 
(Se lee:) 


“Montevideo, 21 de marzo de 1994, 


Señor presidente de 

la Cámara de Senadores 

Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mi mayor consideración: 
Cúmpleme dirigirme al Cuerpo que usted dignamen- 
te preside, para solicitar se me conceda licencia para 


trasladarme al exterior donde haré una consulta médica 
y posible tratamiento. 


Dicha licencia por el término de 34 días comenzaría 
el día 7 de abril próximo. 


Sin otro motivo saludo a usted muy atentamente, 
Esc. Daoiz Librán Bonino. Senador.” 


-Se va a votar la solicitud de licencia presentada por el 
señor senador Librán Bonino. 


(Se vota:) 

-21 en 22. Afirmativa. 
5) INTEGRACION DEL CUERPO 

SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a dar cuenta, fuera de la 
relación de los asuntos entrados, de varias notas de desistimien- 


to de los suplentes del señor senador Pereyra. 


En primer lugar, se va a leer la nota presentada por el señor 
Saúl Posada. 


(Se lee:) 


“Montevideo, 24 de marzo de 1994, 


Sr. presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 


De mi consideración: 
Ante la convocatoria dispuesta, a efectos de ocupar 


una banca en el Cuerpo que Ud. preside, declaro que por 
esta vez no acepto la misma. 
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Sin otro particular, saluda a Ud. atentamente: 


Saúl Posada.” 


-Téngase presente. 


Por último, se va a leer la nota presentada por el señor 
Oscar López Balestra. 


(Se lee:) 


“Montevideo, 24 de marzo de 1994. 


Señor presidente de la 

Cámara de Senadores del Uruguay 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mi consideración: 


Por la presente pongo en vuestro conocimiento que 
por esta única vez, no asumiré la banca para la que fui 
convocado por licencia del señor senador Carlos Julio 
Pereyra, en el Cuerpo que Ud, preside, por estar inte- 
grando el Directorio de un Ente Autónomo. 


Sin otro particular, llegue a Ud. mi más alta conside- 
ración. 


Oscar López Balestra.” 
-Téngase presente, 


Corresponde convocar al siguiente suplente, que lo es el 
señor Enzo Mascheroni. Si se encontrare en antesala, se le 
invita a pasar al hemiciclo para prestar el juramento reglamen- 
tario e integrarse al Cuerpo. 


También si se encontrare en antesala el contador Ricardo 
Lombardo, quien ya fue convocado en calidad de suplente del 
señor senador Américo Ricaldoni, se le invita a pasar al hemi- 
ciclo y prestar luego el juramento reglamentario. 


(Ingresan a sala los señores Enzo Mascheroni y Ricardo 
Lombardo) 


-En primer lugar, prestará el juramento reglamentario el 
señor Enzo Mascheroni. 


Se invita a los señores senadores y a la barra a ponerse de 
pie. 
Señor Mascheroni: ¿Jura usted desempeñar debidamente el 


cargo de senador y obrar en todo conforme a la Constitución de 
la República? 


SEÑOR MASCHERONL. - Sí, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Jura usted guardar secreto en 
todos los casos en que sea ordenado por la Cámara a por la 
Asamblea General? 
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SEÑOR MASCHERONT. - Sí, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Queda usted investido del cargo 
de senador, 


(Aplausos en la sala y en la barra) 


-Señor Lombardo: ¿Jura usted desempeñar debidamente el 
cargo de senador y obrar en todo conforme a la Constitución de 
la República? 


SEÑOR LOMBARDO. - Sí, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Jura usted guardar secreto en 
todos los casos en que sea ordenado por la Cámara o por la 
Asamblea General? 


SEÑOR LOMBARDO. - Sí, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Queda usted investido del cargo 
de senador. 


(Aplausos en la sala y en la barra) 


6) NOTA DEL PRESIDENTE DEL SENADO COMUNI- 
CANDO QUE ENTRE EL 4 Y EL 12 DE ABRIL OCU- 
PARA INTERINAMENTE LA PRESIDENCIA DE LA 
REPUBLICA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una nota presen- 
tada por la Presidencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“Montevideo, 24 de marzo de 1994. 
Señor presidente del Senado 


Cúmpleme informar al Senado, por su intermedio, 
que entre los días 4 y 12 de abril, me encontraré ejer- 
ciendo interinamente la Presidencia de la República, en 
virtud del viaje a la República de Polonia y Santa Sede, 
del señor presidente de la República, en cuyo mérito -y 
con arreglo al artículo 94 de la Constitución- deberá 
asumir la Presidencia del Senado y de la Asamblea Ge- 
neral, el señor senador Walter Santoro. 


Hago propicia la oportunidad para saludarle con mi 
más distinguida consideración. 


Gonzalo Aguirre Ramírez. Presidente.” 
Téngase presente. 
7) PROYECTOS PRESENTADOS 
“PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Facúltase a la Suprema Corte de Justi- 
cia a otorgar a partir del 1% de enero de 1994, a los 
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luncionarios del Poder Judicial de los escalafones II al 
VI, un aumento del 6% (seis por ciento) sobre las remu- 
neraciones que perciben con catgo a los créditos presu- 
puestales, proventos y leyes especiales vigentes al 31 de 
diciembre de 1993, excluido el adelanto a cuenta de 
futuros incrementos salariales otorgados por el artículo 
1? del decreto 327/983 del 16 de setiembre de 1983 y 
modificativos (artículo 3” del decreto 18/984 del 12 de 
enero de 1984) y la contribución para el pago de las 
cuotas mensuales de salud, creada por el artículo 14 de 
la ley N* 15.903 de 10 de noviembre de 1987. 


Art. 2”. - Facúltase a la Suprema Corte de Justicia a 
otorgar a partir del 1” de enero de 1994, a los funciona- 
rios del Poder Judicial de los escalafones 1 y Q, un 
aumento del 3% (tres por ciento), sobre las bases esta- 
blecidas en el artículo anterior. 


Las erogaciones resultantes de lo dispuesto en este 
artículo y el precedente, serán atendidas con cargo a los 
fondos a que se refiere el Art. 96 de la ley N* 16.134 y 
sus modificativas. 


Art. 3”. - El tribunal de la causa controlará el pago 
del tributo creado por los artículos 87 y siguientes de la 
ley N* 16.134 de 24 de setiembre de 1990, y sus modifi- 
cativas. A tales efectos, presentada la demanda o la re- 
convención en su caso, fijará la cuantía del asunto. Tal 
determinación, no obstará a la revisión de la misma, de 
oficio O a petición de parte, en cualquier etapa del pro- 
ceso, si surgieren elementos que llevaran a modificar la 
estimación del valor de la causa. 


Art. 4%. - La determinación de la cuantía por el tri- 
bunal podrá ser impugnada con los recursos de revoca- 
ción y jerárquico ante la Suprema Corte de Justicia, de 
conformidad con el Capítulo FV de la Sección XVH de 
la Constitución de la República. 


La interposición de los recursos administrativos co- 
rrespondientes no tendrá efecto suspensivo. Si no se re- 
pusiere el tributo en un plazo de 5 días perentorios des- 
de la notificación de la resolución que fija la cuantía del 
asunto, la demanda, reconvención o contestación en su 
caso, se tendrán por no presentadas. 


Art. 5”. - Sin perjuicio de lo establecido en el artícu- 
lo precedente el tribunal, en cualquier etapa del proceso, 
podrá controlar el correcto pago del tributo. 


Deberá, asimismo, al dictar sentencia definitiva o 
interlocutoria O providencia que clausure el proceso, en 
primera O ulteriores instancias, realizar el mismo con- 
trol. 


A los efectos de lo dispuesto en los incisos anteriores 
el tribunal ordenará a ta Oficina Actuaria que realice la 
liquidación de lo adeudado en un plazo de tres días 


24 -C,S. 


hábiles. Cumplida la liquidación, si surgiere adeudo, de- 
terminará su monto y mandará intimar a la parte que 
corresponda el pago de la suma debida en un plazo de 
10 días hábiles. Esta resolución también será recurrible 
de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4*. 


Art. 6”. - Declárase que el no pago del tributo por 
una de las partes o alguno de los terceros intervinientes 
en el proceso, luego de que haya transcurrido el plazo 
de la intimación, será considerado presunción en su con- 
tra a los efectos de calificar su conducta procesal. 


Transcurridos treinta días a partir del vencimiento de 
la intimación y en el caso de que no se hubieren abona- 
do los tributos, la Sede dispondrá de oficio y sin más 
trámite, la traba del embargo sobre bienes del deudor, 
en el orden previsto en el artículo 380 del Código Gene- 
ral del Proceso y de conformidad a los antecedentes que 
surjan del expediente. Deberá asimismo el tribunal co- 


municar a la Suprema Corte de Justicia el embargo tra- 


bado, remitiéndole el correspondiente testimonio judí- 
cial para que a través de sus oficinas especializadas se 
encargue de obtener el cobro efectivo de lo adeudado, 
que se regirá en lo pertinente por la normativa del de- 
creto ley N*14.306 (Código Tributario). 


Art. 7". - Los procedimientos de contralor estableci- 
dos en los artículos anteriores son sin perjuicio de la 
* obligación expresa establecida por el artículo 94 de la 
ley N” 16.134 de 24 de setiembre de 1990, en el sentido 
de que el tributo deberá ser abonado en forma previa a 
la presentación de los escritos y a la comparecencia a 
las audiencias, siendo de cuenta de la respectiva Oficina 
Actuaria el contralor del cumplimiento de la obligación. 


Art. 8”. - Las disposiciones establecidas en la pre- 
sente ley son de aplicación inmediata y rigen inclusive 
para los procesos que se encuentren en trámite al mo- 
mento de su entrada en vigencia. 


Art, 9”. - Comuníquese, etc. 


Wilson Elso Goñi, Carlos Cassina. Senadores. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 
J 


El adjunto proyecto de ley importa una modificación 
parcial al ajuste de los salarios de los funcionarios públi- 
cos dispuesto por decreto del Poder Ejecutivo del 19/1/94. 


En el caso, el Poder Legislativo reasume la compe- 
tencia que le es propia -en cuanto a la determinación de 
las retribuciones de los funcionarios- y que fuera delega- 
da en el Poder Ejecutivo por la ley N* 15.809 en sus 
artículos 6* y 7”, 


Acorde con el mismo criterio de la ley mencionada, 
que establece que los ajustes trimestrales o cuatrimestra- 
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les deben determinarse sobre la base de las disponibili- 
dades de la Tesorería, en el proyecto de ley, simultánea- 
mente con el incremento de erogaciones que implica el 
aumento porcentual de las retribuciones de los funciona- 
rios del Poder Judicial, se crean los recursos necesarios 
para hacer frente a ese incremento, lo cual, además, es 
de sana política financiera. 


Es de hacer notar que para ello no ha sido necesario 
aumentar la carga tributaria a los justiciables. En efecto, 
de acuerdo a lo que surgió de las entrevistas mantenidas 
en el seno de la Comisión Permanente durante el receso 
parlamentario, la tasa judicial creada por los artículos 87 
y siguientes de la ley N” 16.134 del 24 de setiembre de 
1990, no es recaudada adecuadamente. 


En consecuencia, en el proyecto de ley a considera- 
ción ño se crean nuevas hipótesis tributarias sino que se 
establecen mecanismos, que juzgamos adecuados, a fin 
de perfeccionar el control del correcto pago del tributo 
ya vigente en cada uno de los actos procesales gravados, 
de acuerdo a la cuantía del asunto litigioso. 


Asimismo, se crean procedimientos de control a pos- 
teriori, a cargo del magistrado y de la Oficina Actuaria 
así como de cobro ejecutivo de los tributos adeudados 
en caso de que no hubieran sido satisfechos en la opor- 
tunidád legalmente fijada. 


Finalmente, resta expresar, que los aumentos han sido 
establecidos en un 6% para los escalafones Il a VI y 3% 
para los escalafones 1 y Q. 


La razón de la discriminación realizada, estriba en 
que las dos últimas categorías de funcionarios (magis- 
trados y de particular confianza) han percibido aumen- 
tos importantes en las oportunidades presupuestales an- 
teriores, superiores a las que se refieren a los incluidos 
en los restantes escalafones del Poder Judicial. 


Montevideo, 24 de marzo de 1994, 
Wilson Elso Goñi, Carlos Cassina. Senadores.” 
“PROYECTO DE LEY 
Artículo único. - Desígnase con el nombre de “Mar- 
tín M. Ois” la Escuela Técnica de Treinta y Tres de 
U.T.U. 
Wilson Elso Goñi, María Celia Priore, Jorge Sil- 
veira Zavala, Julián Olascoaga, Daniel F. Azzini, 
Alberto Zumarán, Juan A. Ramírez. Senadores. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 
Don Martín M. Ois. 


Nació el 16 de julio de 1900 en el departamento de 
Soriano. 


24 de Marzo de 1994 
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Su vida, su obra, su particular manera de hacer polí- 
tica es recordada por todos aquellos que militaron junto 
a él en el Partido Nacional. 


Casado con Dora Castro Pet. De su matrimonio na- 
cieron $ hijos, habiendo formado una familia ejemplar. 


En el año 1924 se inicía en el departamento de Treinta 
y Tres como hacendado y político. 


Durante cinco legislaturas, entre los años 1938 y 
1962, integró. la Cámara de Representantes como dipu- 
tado del Partido Nacional, por el departamento de Trein- 
ta y Tres, habiendo ocupado en el año 1958 el cargo de 
presidente de la Comisión de Hacienda de la citada Cá- 
mara. 


En el año 1963 fue designado presidente del Institu- 
to Nacional de Colonización, cargo que ocupara hasta el 
año 1966, fecha en que fue víctima de una enfermedad 
de la que no se recuperó, quedando trunca su gestión 
gubernamental y su militancia política. Fue así que el 
departamento de Treinta y Tres perdió a uno de sus más 
destacados líderes, de mayor arraigo popular en el de- 
partamento, 


Con la finalidad de favorecer la actividad y el pro- 
greso del departamento, participó como fundador de ins- 
tituciones necesarias a tales fines, entre las que se en- 
cuentran la Difusora y el canal de televisión, medios de 
comunicación tan importantes, necesarios e indispensa- 
bles en el desarrollo cultural y económico de la región. 


Intervino además en la formación de una Caja popu- 
lar con capitales provenientes del departamento forman- 
do así una empresa local que posteriormente se transfor- 
mó en el Banco de Treinta y Tres y llegó a instalar una 
sucursal en la ciudad de Montevideo. 


Por último merece destacarse su actuación en la for- 
mación de la Cooperativa Agropecuaria “CALITT”, lo 
que trajo aparejado grandes beneficios para el productor 
agropecuario. 


Ocupó durante veinticinco años la Presidencia de la 
Sociedad de Fomento de Treinta y Tres, preocupándose 
por el fiel cumplimiento del cometido de este tipo de 
sociedad, para favorecer y fomentar la actividad agrope- 
cuaria, con su repercusión en el mejoramiento del bien- 
estar de la familia rural. 


Fue un gran Juchador por los problemas del ruralis- 
mo con gran actuación en ese sentido como integrante 
de la Asociación Rural del Uruguay, de la Federación y 
de la Liga Federal de Acción Ruralista. De su actuación 
en el Parlamento merecen destacarse iniciativas legales 
referentes a temas tan trascendentales como la educa- 
ción, la salud, obras viales para el departamento del cual 


CAMARA DE SENADORES 


8) 


C.S.- 


era representante, las que defendió con entusiasmo y 
fervor para lograr su aprobación y su posterior realiza- 
ción. 


Es así que propuso en lo referente al terna de la 
enseñanza, la creación de la Escuela Industrial de Trein- 
ta y Tres y de Vergara, la de las escuelas Nro. 25 de la 
capital del departamento y la de Cerro Chato, como 
también el de establecer un comedor escuela para niños. 


Su preocupación por el tema de la salud fue puesta 
de manifiesto proponiendo entre otras la creación de la 
Sala de Auxilio en Cerro Chato, Servicio Médico en la 
localidad de Enrique Martínez (puerto La Charqueada), 
construcción de Salas de Auxilio en Vergara, etc., etc. 


Con relación a obras viales indispensables para la 
comunicación y traslado entre las distintas zonas, se 
enumeran a título de ejemplo: construcción y accesos 
del puente sobre el arroyo Yerbal; construcción del ca- 
mino Tupambaé-Santa Clara; construcción carretera pa- 
namericana tramos Treinta y Tres-Río Branco y cons- 
trucción carretera Treinta y Tres-Vergara, transforma- 
ción del puente sobre el río Tacuarí, en Ferro Carretero. 


No puede dejar de mencionarse además la destacada 
intervención para la realización de obras referentes al 
edificio del Liceo Departamental, ampliaciones realiza- 
das en el Hospital de la capital del departamento, pabe- 
llón de herrería en la Escuela Industrial, etapa inicial del 
puente sobre el río Olimar, carretera de Melo y de Mi- 
nas a Treinta y Tres; terminación del Museo Municipal, 
obras de saneamiento para la obtención de agua potable 
en distintas localidades. 


Como reconocimiento a tan pródiga obra, es de jus- 
ticia rendir homenaje a tan destacado hombre designan- 
do a la Escuela Técnica de Treinta y Tres de U.F.U. con 
su nombre. 


Wilson Elso Goñi, María Celia Priore, Jorge Sil- 
veira Zavala, Julián Olascoaga, Daniel Azzini, Alber- 
to Zumarán, Juan A. Ramírez. Senadores.” 
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PODER JUDICIAL. Aumento a sus funcionarios. Pro- 


yecto de ley. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: solicito que el pri- 
mer proyecto de ley a que se hizo referencia por parte de la 
Presidencia, sea distribuido lo más inmediatamente posible. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia desea aclarar que 
se están tomando las medidas conducentes a ese fin, y una vez 
que esté pronto el repartido correspondiente, será entregado a 
los señores senadores. 
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9) AUTORIZACION AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA PARA AUSENTARSE DEL PAIS 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en primer término: 
“Autorización al señor presidente de la República para ausentar- 
se del país. (Carp, N” 1436/94 - Rep. N* 740/94)”, 


(Antecedentes:) 
“Presidencia de la República Oriental del Uruguay 


Montevideo, 15 de marzo de 1994. 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


Tengo el honor de dirigirme al señor presidente a 
los efectos de solicitar la autorización prescripta por el 
artículo 170 de la Constitución de la República, en virtud 
de que me ausentaré del territorio nacional por más de 
cuarenta y ocho horas, a partir del día 4 de abril de 1994, 
con motivo de participar como invitado en la Marcha por 
la Vida en la República de Polonia y para visitar poste- 
riormente la Santa Sede. 


Saludo al señor presidente con mi más alta considera- 
ción. 


Luis Alberto Lacalle Herrera. PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Pablo García Pintos, secretario de la 
Presidencia de la República”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase la nota elevada por el señor 
presidente de la República. 


(Se lee) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la autorización 
solicitada por el señor presidente de la República para ausentar- 
se del país. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


10) CONSTITUCION DE LA REPUBLICA. Reforma. 
Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en segundo término del orden del día: “Proyecto 
de ley de Reforma Constitucional (Carp. N” 1300/93 - Rep. 
N* 739/94 Anexos l y 1)”. 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N* 1300/93 
Rep. N” 739/94 


PROYECTO DE LEY CONSTITUCIONAL 


ARTICULO 1”.- Refórmase el texto de la Constitución vi- 
gente, que queda sustituido por el que a continuación se inserta: 


SECCION I 
De la Nación y su soberanía 
CAPITULO I 


Artículo 1”.- La República Oriental del Uruguay es la aso- 
ciación política de todos los habitantes comprendidos dentro de 
su territorio. 


Artículo 2?.- Ella es y será para siempre libre e independien- 
te de todo poder extranjero. 


Artículo 3".- Jamás será el patrimonio de personas ni de 
familia alguna. 


CAPITULO II 


Artículo 4?.- La soberanía en toda su plenitud existe radical- 
mente en la Nación, a la que compete el derecho exclusivo de 
establecer sus leyes, del modo que más adelante se expresará. 


CAPITULO Mm 


Artículo 5%.- Todos los cultos religiosos son libres en el 
Uruguay. El Estado no sostiene religión alguna. Reconoce a la 
Iglesia Católica el dominio de todos los templos que hayan sido 
total o parcialmente construidos cón fondos del Erario Nacional, 
exceptuándose sólo las capillas destinadas al servicio de asilos, 
hospitales, cárceles u otros establecimientos públicos. Declara, 
asimismo, exentos de toda clase de impuestos a los templos 
consagrados al culto de las diversas religiones. 


CAPITULO IV 


Artículo 6”.- La República propondrá que todas las diferen- 
cias que surjan entre los Estados, sean decididas por el arbitraje 
u otros medios pacíficos, 


Asimismo, procurará la integración social y económica de 
los Estados Latinoamericanos, así como propenderá a la efectiva 
complementación de sus servicios públicos. 


SECCION HU 
Derechos, deberes y garantías 
CAPITULO I 4 


Artículo 7”.- Los habitantes de la República tienen derecho 
a ser protegidos en el goce de su vida, honor, libertad, seguri- 
dad, trabajo y propiedad, Nadie puede ser privado de estos dere- 
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chos sino conforme a las leyes que se establecieren por razones 
de interés general. 


Artículo 8?.- Todas las personas son iguales ante la Ley, no 
reconociéndose otra distinción entre ellas sino la de los talentos 


o las virtudes. 


Artículo 9.- Se prohíbe la fundación de mayorazgos. Nin- 
guna autoridad de la República podrá conceder título alguno de 
nobleza, ni honores o distinciones hereditarias. 


Artículo 10.- Las acciones privadas de las personas que de 
ningún modo atacan el orden público ni perjudican a un tercero, 
están exentas de la autoridad de los magistrados. 


Ningún habitante de la República será obligado a hacer lo 
que no manda la Ley, ni privado de lo que ella no prohíbe, 


Artículo 11.- El hogar es un sagrado inviolable. De noche 
nadie podrá entrar en él sin consentimiento de su jefe, y de día, 
sólo de orden expresa de Juez competente, por escrito y en.los 
casos determinados por la Ley. 


Artículo 12.- Nadie puede ser penado ni confinado sin for- 
ma de proceso y sentencia legal. 


Artículo 13.- La ley ordinaria podrá establecer el juicio por 
jurados en las causas criminales. 


Artículo 14.- No podrá imponerse la pena de confiscación 
de bienes por razones de carácter político. 


Artículo 15.- Nadie puede ser preso sino infraganti delito o 
habiendo semiplena prueba de él, por orden escrita de Juez com- 
petente. 


Artículo 16.- En cualquiera de los casos del artículo ante- 
rior, el Juez bajo la más seria responsabilidad, tomará al arresta- 
do su declaración dentro de veinticuatro horas, y dentro de cua- 
renta y ocho, lo más, empezará el sumario. La declaración del 
acusado deberá ser tomada en presencia de su defensor. Este 
tendrá también el derecho de asistir a todas las diligencias suma- 


riales. 


Artículo 17.- En caso de prisión indebida el interesado o 
cualquier persona podrá interponer ante el Juez competente el 
recurso de “habeas corpus”, a fin de que la autoridad aprehenso- 
ra explique y justifique de inmediato el motivo legal de la apre- 
hensión, estándose a lo que decida el Juez indicado. 


En caso de menoscabo, lesión, restricción o amenaza de cual- 
quier otro derecho o libertad, con ilegitimidad manifiesta, el 
interesado o quien pueda invocar su representación con arreglo a 
la ley, podrá interponer la acción de amparo ante el Juez compe- 
tente, a fin de que la autoridad o particular demandado cese en 
su acción u omisión causante del menoscabo o amenaza del 
derecho o tibertad de que se trate. 
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Si este resultado pudiere obtenerse por otros medios jurisdic- 
cionales O administrativos, no procederá la acción de amparo. 
Esta tampoco procederá contra los actos jurisdiccionales, las 
leyes, los decretos de los Gobiernos Departamentales que tengan 
fuerza de ley en su jurisdicción y los actos de la Corte Electoral, 
cualquiera sea su naturaleza. 


La ley reglamentará los procedimientos pertinentes. 


Artículo 18.- Las leyes fijarán el orden y las formalidades de 
los juicios. 


Artículo 19.- Quedan prohibidos los juicios por comisión. 


Artículo 20.- Quedan abolidos los juramentos de los acusa- 
dos en sus declaraciones o confesiones, sobre hecho propio; y 
prohibido el que sean tratados en ellas como reos. 


Artículo 21.- Queda igualmente vedado el juicio criminal en 
rebeldía. La Ley proveerá lo conveniente a este respecto. 


Artículo 22.- Todo juicio criminal empezará por acusación 
de parte o del acusador público, quedando abolidas las pesquisas 
secretas. 


Artículo 23,- Todos los jueces son responsables ante la Ley, 
de la más pequeña agresión contra los derechos de las personas 
así como por separarse del orden de proceder que en ella se 
establezca. 


Artículo 24.- El Estado, los Gobiernos Departamentales, los 
Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y, en general, 
todo órgano del Estado, serán civilmente responsables del daño 
causado a terceros, en la ejecución de los servicios públicos, 
confiados a su gestión o dirección. 


Artículo 25.- Cuando el daño haya sido causado por sus 
funcionarios, en el ejercicio de sus funciones o en ocasión de ese 
ejercicio, en caso de haber obrado con culpa grave o dolo, el 
órgano público correspondiente podrá repetir contra ellos, lo 
que hubiere pagado en reparación. 


Artículo 26.- A nadie se le aplicará la pena de muerte. 

En ningún caso se permitirá que las cárceles sirvan para 
mortificar, y sí sólo para asegurar a los procesados y penados, 
persiguiendo su reeducación, la aptitud para el trabajo y la profi- 
laxis del delito. 


Artículo 27.- En cualquier estado de una causa criminal de 
que no haya de resultar pena de penitenciaría, los Jueces podrán 
poner al acusado en libertad, dando fianza según la ley. 


Artículo 28.- Los papeles de los particulares y su correspon- 
dencia epistolar, telegráfica o de cualquier otra especie, son in- 
violables, y nunca podrán hacerse su registro, examen o inter- 
ceptación sino conforme a las leyes que se establecieren por 
razones de interés general. 
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Artículo 29.. Es enteramente libre en toda materia la comu- 
nicación de pensamientos por palabras, escritos privados O pu- 
blicados en la prensa o por cualquier otra forma de divulgación, 
sin necesidad de previa censura; quedando responsable el autor 
y, en su caso, el impresor o emisor, con arreglo a la ley por los 
abusos que cometieren. 


Artículo 30.- Todo habitante tiene derecho de petición para 
ante todas y cualesquiera autoridades de la República. 


Artículo 31.- La seguridad individual únicamente podrá sus- 
penderse con la anuencia de la Asamblea General, otorgada por 
el voto de la mayoría absoluta del total de sus componentes, en 
el caso extraordinario de traición o conspiración contra la patria, 
y sólo para la aprehensión de los delincuentes, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el inciso 17 del artículo 168. 


Artículo 32.- La propiedad es un derecho inviolable, pero 
sujeto a lo que dispongan las leyes que se establecieren por 
razones de interés general. Nadie podrá ser privado de su dere- 
cho de propiedad sino en los casos de necesidad o utilidad públi- 
cas establecidos por una ley y recibiendo siempre del Tesoro 
Nacional una justa y previa compensación, Cuando se declare la 
expropiación por causa de necesidad o utilidad públicas, se in- 
demnizará a los propietarios por los daños y perjuicios que su- 
frieren en razón de la duración del procedimiento expropiatorio, 
se consume o no la expropiación; incluso los que deriven de las 
variaciones en el valor de la moneda. 


Artículo 33.- El trabajo intelectual, el derecho de autor, del 
inventor o del artista, serán reconocidos y protegidos por la Ley. 


Artículo 34.- Toda la riqueza artística o histórica del país, 
sea quien fuere su dueño, constituye el tesoro cultural de la 
Nación; estará bajo Ja salvaguardia del Estado y la Ley estable- 
cerá lo que estime oportuno para su defensa. 


Artículo 35.- Nadie será obligado a prestar auxilios, sean de 
la clase que fueren, para los ejércitos, ni a franquear su casa para 
alojamiento de militares, sino de orden del magistrado civil se- 
gún la ley, y recibirá de la República la indemnización del per- 
juicio que en tales casos se le infiera. 


Artículo 36.- Toda persona puede dedicarse al trabajo, culti- 
vo, industria, comercio, profesión o cualquier otra actividad líci- 
ta, salvo las limitaciones dey interés general que establezcan las 
leyes. 


Artículo 37.- Es libre la entrada de toda persona en el terri- 
torio de la República, su permanencia en él y su salida con sus 
bienes, observando las leyes y salvo perjuicios de terceros. 


La inmigración deberá ser reglamentada por la Ley, pero en 
ningún caso el inmigrante adolecerá de defectos físicos, menta- 
les o morales que puedan perjudicar a la sociedad. 

Artículo 38.- Queda garantido el derecho de reunión pacífi- 
ca y sin armas. El ejercicio de este derecho no podrá ser desco- 
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nocido por ninguna autoridad de la República sino en virtud de 
una ley y solamente en cuanto se oponga a la salud, la seguridad 
y el orden públicos, 


Artículo 39.- Todas las personas tienen el derecho de aso- 
ciarse, cualquiera sea el objeto que persigan, siempre que no 
constituyan una asociación ilícita declarada por ley. 


CAPITULO II 


Artículo 40.- La familia es la base de nuestra sociedad, El 
Estado velará por su estabilidad moral y material, para la mejor 
formación de los hijos dentro de la sociedad. 


Artículo 41.- El cuidado y la educación de los hijos para que 
éstos alcancen su plena capacidad corporal, intelectual y social, 
es un deber y un derecho de los padres. Quienes tengan a su 
cargo numerosa prole tienen derecho a auxilios compensatorios 
siempre que los necesiten. 


La Ley dispondrá las medidas necesarias para que la infancia 
y juventud sean protegidas contra el abandono corporal, intelec- 
tual o moral de sus padres o tutores, así como contra la explota- 
ción y el abuso, 


Artículo 42.- Los padres tienen para con los hijos habidos 
fuera del matrimonio los mismos deberes que respecto a los 
nacidos en él. 


La maternidad, cualquiera sea la condición o estado de la 
mujer, tiene derecho a la protección de la sociedad y a su asis- 
tencia en caso de desamparo. 


Artículo 43.- La ley procurará que la delincuencia infantil 
esté sometida a un régimen especial en que se dará participación 
a la mujer. 


Artículo 44.- El Estado legislará en todas las cuestiones rela- 
cionadas con Ja salud e higiene públicas, procurando el perfec- 
cionamiento físico, moral y social de todos los habitantes del 


país. 


Todos los habitantes tienen el deber de cuidar su salud, así 
como el de asistirse en caso de enfermedad. El Estado propor- 
cionará gratuitamente los medios de prevención y de asistencia 
tan sólo a los indigentes o carentes de recursos suficientes. 


Artículo 45.- Todo habitante de la República tiene derecho a 
gozar de vivienda decorosa. La ley propenderá a asegurar la 
vivienda higiénica y económica, facilitando su adquisición y 
estimulando la inversión de capitales privados para ese fin. 


Artículo 46.- El Estado dará asilo a los indigentes o carentes 
de recursos suficientes que, por su inferioridad física o mental 
de carácter crónico, estén inhabilitados para el trabajo. 


Artículo 47.- El Estado combatirá por medio de la Ley y de 
las Convenciones Internacionales, los vicios sociales. 
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Artículo 48.- El derecho sucesorio queda garantido dentro 
de los límites que establezca la Ley. La línea recta ascendente y 
la descendente tendrán un tratamiento preferencial en las leyes 
impositivas. 


Artículo 49.- El “bien de familia”, su constitución, conser- 
vación, goce y transmisión, serán objeto de una legislación pro- 
tectora especial. 


Artículo 50.- El Estado orientará el comercio exterior de la 
República. 


La ley promoverá las inversiones destinadas a incrementar la 
producción nacional exportable y encauzará preferentemente el 
ahorro público con esta finalidad. 


La ley prohibirá un grado excesivo de concentración en las 
organizaciones comerciales e industriales, 


Artículo 51.- El Estado o los Gobiernos Departamentales, en 
su caso, condicionarán a su homologación, el establecimiento y 
la vigencia de las tarifas de servicios públicos a cargo de empre- 
sas concesionarias. 


Las concesiones a que se refiere este artículo no podrán 
darse a perpetuidad en ningún caso. 


Artículo 52.- Prohíbese la usura. Es de orden público la Ley 
que señale límite máximo al interés de los préstamos. Esta deter- 
minará la pena a aplicarse a los contravertores. 


Nadie podrá ser privado de su libertad por deudas. 


Artículo 53.- La protección del medio ambiente es de interés 
general. Las personas deberán abstenerse de cualquier acto que 
cause depredación, destrucción o contaminación graves al me- 
dio ambiente. La ley reglamentará esta norma y podrá prever 
sanciones para los transgresores. 


Artículo 54.- El trabajo está bajo la protección especial de la 
Ley. 


Todo habitante de la República, sin perjuicio de su libertad, 
tiene el deber de aplicar sus energías intelectuales o corporales 
en forma que redunde en beneficio de ta colectividad, la que 
procurará ofrecer, con preferencia a los ciudadanos, la posibili- 
dad de ganar su sustento mediante el desarrotlo de una actividad 
económica. 


Artículo 55.- La ley ha de reconocer a quien se hallare en 
una relación de trabajo o servicio, como obrero o empleado, la 
independencia de su conciencia moral y cívica; la justa remune- 
ración; la limitación de la jornada; el descanso semanal y la 
higiene física y moral. 


El trabajo de las mujeres y de los menores de dieciocho años 
será especialmente reglamentado y tímitado. 
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La ley reglamentará la distribución imparcial y equitativa del 
trabajo. 


Artículo 56.- Toda empresa cuyas características determine 
la permanencia del personal en el respectivo establecimiento, 
estará obligada a proporcionarle alimentación y alojamiento ade- 
cuados, en las condiciones que la Ley establecerá. 


Artículo 57.- La Ley promoverá la organización de sindica- 
tos gremiales, acordándoles franquicias y dictando normas para 
reconocerles personería jurídica, 


Promoverá, asimismo, la creación de tribunales de concilia- 
ción y arbitraje. 


Declárase que la huelga es un derecho gremial. Sobre esta 
base se reglamentará su ejercicio y efectividad. 


Artículo 58.- Los funcionarios están al servicio de la Nación 
y no de una fracción política. En los lugares y las horas de 
trabajo queda prohibida toda actividad ajena a la función, repu- 
tándose ilícita la dirigida a fines de proselitismo de cualquier 
especie. 


No podrán constituirse agrupaciones con fines proselitistas 
utilizándose las denominaciones de reparticiones públicas o in- 
vocándose el vínculo que la función determine entre sus inte- 
grantes, 


Artículo 59.- La Ley establecerá el Estatuto del Funcionario 
sobre la base fundamental de que el funcionario existe para la 
función y no la función para el funcionario. 


Sus preceptos se aplicarán a los funcionarios dependientes: 


A) del Poder Ejecutivo, con excepción de los militares, poli- 
ciales y diplomáticos, que se regirán por leyes especiales; 


B) del Poder Judicial y del Tribunal de lo Contencioso Ad- 
ministrativo, salvo en lo relativo a los cargos de la Judi- 
catura; 


C) del Tribunal de Cuentas; 


D) de la Corte Electoral y sus dependencias, sin perjuicio de 
las reglas destinadas a asegurar el contralor de los parti- 
dos políticos; 


E) de los Servicios Descentralizados, sin perjuicio de lo que 
a su respecto se disponga por leyes especiales en aten- 
ción a la diversa índole de sus cometidos. 


Artículo 60.- La Ley creará el Servicio Civil de la Adminis- 
tración Central, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 
que tendrá los cometidos que ésta establezca para asegurar una 
administración eficiente, 
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Establécese la carrera administrativa para los funcionarios 
presupuestados de la Administración Central que se declaran 
inamovibles, sin perjuicio de lo que sobre el particular disponga 
la ley por mayoría absoluta de votos del total de componentes de 
cada Cámara y de lo establecido en el inciso cuarto de este 
artículo, 


Su destitución sólo podrá efectuarse de acuerdo con las re- 
glas establecidas en la presente Constitución. 


No están comprendidos en la carrera administrativa los fun- 
cionarios de carácter político o de particular confianza, estatuí- 
dos, con esa calidad, por ley aprobada por mayoría absoluta de 
votos del total de componentes de cada Cámara, los que serán 
designados y podrán ser destituidos por el órgano administrativo 
correspondiente. 


Artículo 61.- Para los funcionarios de carrera, el Estatuto del 
Funcionario establecerá las condiciones de ingreso a la Admi- 
nistración, reglamentará el derecho a la permanencia en el car- 
go, al ascenso, al descanso semanal y al régimen de licencia 
anual y por enfermedad; las condiciones de la suspensión o del 
traslado; sus obligaciones funcionales y los recursos administra- 
tivos contra las resoluciones que los afecten, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la Sección XVI. 


Artículo 62.- Los Gobiernos Departamentales sancionarán 
el Estatuto para sus funcionarios, ajustándose a las normas esta- 
blecidas en los artículos precedentes, y mientras no lo hagan 
regirán para ellos las disposiciones que la Ley establezca para 
los funcionarios públicos. 


Alos efectos de declarar la amovilidad de sus funcionarios y 
de calificar los cargos de carácter político o de particular con- 
fianza, se requerirán los tres quintos del total de componentes de 
la Junta Departamental. 


Artículo 63.- Los Entes Autónomos comerciales e industria- 
les proyectarán, dentro del año de promulgada la presente Cons- 
titución, el Estatuto para los funcionarios de su dependencia, el 
cuál será sometido a la aprobación del Poder Ejecutivo. 


Este Estatuto contendrá las disposiciones conducentes a ase- 
gurar el normal funcionamiento de los servicios y las reglas de 
garantía establecidas en los artículos anteriores para los funcio- 
narios, en lo que fuere conciliable con los fines específicos de 
cada Ente Autónomo. 


Artículo 64.- La Ley, por dos tercios de votos del total de 
componentes de cada Cámara, podrá establecer normas especia- 
les que por su generalidad o naturaleza sean aplicables a los 
funcionarios de todos los Gobjernos Departamentales y de todos 
los Entes Autónomos, o de alguno de ellos, según los casos. 


Artículo 65.- La Ley podrá autorizar que en los Entes Autó- 
nomos se constituyan comisiones representativas de los persona- 
les respectivos, con fines de colaboración con los Directores 
para el cumplimiento de las reglas del Estatuto, el estudio del 
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ordenamiento presupuestal, la organización de los servicios, regla- 
mentación del trabajo y aplicación de las medidas disciplinarias. 


En los servicios públicos administrados directamente o por 
concesionarios, la Ley podrá disponer la formación de órganos 
competentes para entender en las desinteligencias entre las auto- 
ridades de los servicios y sus empleados y obreros; así como los 
medios y procedimintos que pueda emplear la autoridad pública 
para mantener la continuidad de los servicios. 


Artículo 66.- Ninguna investigación parlamentaria o admi- 
nistrativa sobre irregularidades, omisiones o delitos, se conside- 
rará concluida mientras el funcionario inculpado no pueda pre- 
sentar sus descargos y articular su defensa. 


Artículo 67.- Las jubilaciones generales y seguros sociales 
se organizarán en forma de garantizar a todos los trabajadores, 
patronos, empleados y obreros, retiros adecuados y subsidios 
para los casos de accidentes, enfermedad, invalidez, desocupa- 
ción forzosa, etc.; y a sus familias, en caso de muerte, la pensión 
correspondiente. La pensión a la vejez constituye un derecho 
para el que llegue al límite de la edad productiva después de 
larga permanencia en el país y carezca de recursos para subvenir 
a sus necesidades vitales, 


Los ajustes de las asignaciones de jubilación y pensión no 
podrán ser inferiores a la variación del Indice Medio de Salarios, 
y se efectuarán en las mismas oportunidades en que se establez.- 
can ajustes o aumentos en las remuneraciones de los funciona- 
rios de la Administración Central. 


Las prestaciones previstas en el inciso anterior se financiarán 
sobre la base de: 


A) Contribuciones obreras y patronales y demás tributos es- 
tablecidos por ley. Dichos recursos no podrán ser afecta- 
dos a fines ajenos a los precedentemente mencionados, y 


B) La asistencia financiera que deberá proporcionar el Esta- 
do, si fuera necesario. 


Artículo 68.- Queda garantida la libertad de enseñanza. 


La Ley reglamentará la intervención del Estado al solo obje- 
to de mantener la higiene, la seguridad y el orden públicos. 


Todo padre o tutor tiene derecho a elegir, para la enseñanza 
de sus hijos o pupilos, los maestros e instituciones que desee. 


Artículo 69.- Las instituciones de enseñanza privada y las 
culturales de la misma naturaleza estarán exoneradas de impues- 
tos nacionales y municipales, como subvención por sus servicios. 


Artículo 70.- Son obligatorias la enseñanza primaria y lu 
enseñanza media, agraria o industrial, 


El Estado propenderá al desarrollo de la investigación cientí- 
fica y de la enseñanza técnica. 
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La Ley proveerá lo necesario para la efectividad de estas 
disposiciones. 


Artículo 71.- Declárase de utilidad social la gratuidad de la 
enseñanza oficial primaria, media, superior, industrial y artística 
y de la educación física; la creación de becas de perfecciona- 
miento y especialización cultural, científica y obrera, y el esta- 
blecimiento de bibliotecas populares. 


En todas las instituciones docentes se atenderá especialmente 
ta formación del carácter moral y cívico de los alumnos. 


CAPITULO II 


Artículo 72.- La enumeración de derechos, deberes y garan- 
tías hecha por la Constitución, no excluye los otros que son 
inherentes a la personalidad humana o se derivan de la forma 
republicana de gobierno. 


SECCION II 
De la ciudadanía y del sufragio 
CAPITULO ! 


Artículo 73.- Los ciudadanos de la República Oriental del 
Uruguay son naturales o legales. 


Artículo 74.- Ciudadanos naturales son todos los hombres y 
mujeres nacidos en cualquier punto del territorio de la Repúbli- 
ca. Son también ciudadanos naturales los hijos de padre o madre 
orientales, cualquiera haya sido el lugar de su nacimiento, por el 
hecho de avecinarse en el país e incribirse en el Registro Cívico. 


Artículo 75,- Tienen derecho a la ciudadanía legal: 


A) Los hombres y mujeres extranjeros de buena conducta, 
con familia constituída en la República, que poseyendo 
algún capital en giro o propiedad en el país, o profesado 
alguna ciencia, arte o industria, tengan tres años de resi- 
dencia habitual en la República; 


B) Los hombres y mujeres extranjeros de buena conducta, 
sin familia constituída en la República, que tengan algu- 
na de las cualidades del inciso anterior y cinco años de 
residencia habitual en el país; 


C) Los hombres y las mujeres extranjeros que obtengan gra- 
cia especial de la Asamblea General por servicios nota- 
* bles o méritos relevantes. 


La prueba de la residencia deberá fundarse indispensable- 
mente en instrumento público o privado de fecha comprobada. 


Los derechos inherentes a la ciudadanía legal no podrán ser 
ejercidos por los extranjeros comprendidos en los incisos A) y 
B) hasta tres años después del otorgamiento de la respectiva 
carta. 
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La existencia de cualesquiera de las causales de suspensión a 
que se refiere el artículo 80, obstará al otorgamiento de la carta 
de ciudadanía. 


Artículo 76.- Todo ciudadano puede ser llamado a los em- 
pleos públicos. Los ciudadanos legales no podrán ser designados 
sino tres años después de habérseles otorgado la carta de ciuda- 
danía. 


No se requerirá la ciudadanía para el desempeño de funcio- 
nes de profesor en la enseñanza superior. 


CAPITULO II 


Artículo 77.- Todo ciudadano es miembro de la soberanía 
de la Nación; como tal es elector y elegible en los casos y forma 
que se designarán. 


El sufragio se ejercerá en la torma que determine la Ley, 
pero sobre las bases siguientes: 


1? Inscripción obligatoria en el Registro Cívico; 


2” Voto secreto y obligatorio. La Ley, por mayoría absoluta 
del total de componentes de cada Cámara, reglamentará 
el cumplimiento de esta obligación; 


3” Representación proporcional integral; 


4 Los magistrados judiciales, los miembros del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo y del Tribunal de Cuen- 
tas, los Directores de los Entes Autónomos y de los Ser- 
vicios Descentralizados, los militares en actividad, cual- 
quiera sea su grado, y los funcionarios policiales de cual- 
quier categoría, deberán abstenerse, bajo pena de destitu- 
ción e inhabilitación de dos a diez años para ocupar cual- 
quier empleo público, de formar parte de comisiones o 
clubes políticos, de suscribir manifiestos de partido, auto- 
rizar el uso de su nombre y, en general ejecutar otro acto 
público o privado de carácter político, salvo el voto. No 
se considerará incluida en estas prohibiciones, la concu- 
rrencia de los Directores de los Entes Autónomos y de 
los Servicios Descentralizados a los organismos de los 
partidos que tengan como cometido específico el estudio 
de problemas de gobierno, legislación y administración. 


Será competente para conocer y aplicar las penas de estos 
delitos electorales, la Corte Electoral. La denuncia deberá 
ser formulada ante ésta por cualquiera de las dos Cáma- 
ras, el Poder Ejecutivo o las autoridades nacionales de 
los partidos. 


Sin perjuicio de lo dispuesto anteriormente, en todos los 
casos se pasarán los antecedentes a la Justicia Ordinaria a 
los demás efectos a que hubiere lugar; 


5 El Presidente de la República y los miembros de la Corte 
Electoral no podrán formar parte de comisiones o clubes 
políticos, ni actuar en los organismos directivos de los 


32 -C.S. 


62 


qe 


82 


ge 


partidos, ni intervenir en ninguna forma en la propagan- 
da política de carácter electoral; 


Todas las corporaciones de carácter electivo que se de- 
signen para intervenir en las cuestiones de sufragio debe- 
rán ser elegidas con las garantías consignadas en este 
artículo; 


Toda nueva ley de Registro Cívico o de Elecciones, así 
como toda modificación o interpretación de las vigentes, 
requerirá dos tercios de votos del total de componentes 
de cada Cámara. Esta mayoría especial regirá sólo para 
las garantías del sufragio y elección, composición, fun- 
ciones y procedimientos de la Corte Electoral y corpora- 
ciones electorales. Para resolver en materia de gastos, 
presupuestos y de orden interno de las mismas, bastará la 
simple mayoría; 


La Ley podrá extender a otras autoridades por dos tercios 
de votos del total de componentes de cada Cámara, la 
prohibición de los numerales 4? y 5; 


La elección de los miembros de ambas Cámaras del Po- 
der Legislativo, del Presidente y Vicepresidente de la 
República y segundo Vicepresidente de la República, del 
Presidente, Primer y Segundo Vicepresidente de la Cá- 
mara de Diputados, de los miembros de la Juntas Depar- 
tamentales, de los Intendentes y de las autoridades loca- 
les electivas, así como la de cualquier Órgano para cuya 
constitución o integración las leyes establezcan el proce- 
dimiento de la elección por el Cuerpo Electoral, se reali- 
zarán el último domingo del mes de noviembre, cada 
cinco años, sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección 
VII. 


La Ley, por el voto de los dos tercios del total de compo- 
nentes de cada Cámara, podrá establecer que la elección 
de los miembros de los Gobiernos Departamentales se 
haga en fecha distinta a la establecida precedentemente, 
en cuyo caso deberá determinarse si se prorroga o se 
reduce el mandato de los titulares de los cargos a elegir- 
se. 


Las listas de candidatos para ambas Cámaras, para Presi- 
dente, Vicepresidente de la República y segundo Vice- 
presidente de la República, para Presidente, primer y se- 
gundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados, y para 
las Juntas Electorales, deberán figurar en una hoja de 
votación, 


En hoja aparte, se votarán, conjuntamente, las listas de 
candidatos a Intendentes y Juntas Departamentales. Las 
autoridades locales electivas se votarán en otra hoja apar- 
te. 


10. Ningún Legislador ni Intendente que renuncie a su cargo 


después de incorporado al mismo, tendrá derecho al co- 
bro de ninguna compensación ni pasividad que pudiera 
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corresponderle en razón del cese de su cargo, hasta cum- 
plido el período completo para el que fue elegido. Esta 
disposición no comprende a los casos de renuncia por 
enfermedad debidamente justificada ante Junta Médica, 
ni a los autorizados expresamente por los tres quintos de 
votos del total de componentes del Cuerpo a que corres- 
pondan, ni a los Intendentes que renuncien tres meses 
antes de la elección para poder ser candidatos. 


11. El Estado velará por asegurar a los Partidos Políticos la 
más amplia libertad. Sin perjuicio de ello, los Partidos 
deberán: 


a) ejercer efectivamente la democracia interna en la elec- 
ción de sus autoridades y de sus candidatos a Jos 
Cargos electivos; 


b) dar la máxima publicidad a sus Cartas Orgánicas y 
Programa de Principios, en forma tal que el ciudada- 
no pueda conocerlos ampliamente; y 


c) Cumplir con los requisitos de unidad programática, 
organización interna y disciplina política que deter- 
mine la ley dictada por los dos tercios del total de 
componentes de cada Cámara y, si ésta no se dictare, 
con los requisitos que, en esas materias, previeren sus 
respectivas Cartas Orgánicas. 


La ley, podrá por igual mayoría establecer un régi- 
men de sanciones a los partidos políticos y a sus inte- 
grantes que no cumplieren con lo establecido en este 
artículo. 


Artículo 78.- Tienen derecho al sufragio, sin necesidad de 
obtener previamente ciudadanía legal, los hombres y las mujeres 
de extranjeros, de buena conducta, con familia constituida en la 
República, que poseyendo algún capital en giro o propiedad en 
el país, o profesando alguna ciencia, arte O industria, tengan 
residencia habitual de quince años, por lo menos, en la Repúbli- 
ca. 


La prueba de la residencia, se fundará indispensablemente en 
instrumento público o privado de fecha comprobada, y si la 
justificación fuera satisfactoria para la autoridad encargada de 
juzgarla, el extranjero quedará habilitado para el ejercicio del 
voto desde que se inscriba en el Registro Cívico, autorizado por 
la certificación que, a los efectos, le extenderá aquella misma 
autoridad. 


CAPITULO II 


Artículo 79.- La acumulación de votos por lema, para todos 
los cargos electivos, solo podrá hacerse en función de lemas 
permanentes. 


Son lemas permanentes los que hayan participado en el co- 
micio nacional anterior y obtenido representación parlamentaria, 
La ley, por dos tercios de votos del total de componentes de 
cada cámara, podrá modificar dichos requisitos. 
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Asimismo, podrá la ley, por igual mayoría, suprimir la dis- 
tinción entre lemas permanentes y los que no lo sean. 


El veinticinco por ciento del total de inscriptos habilitados 
para votar, podrá: A) interponer el recurso de referéndum contra 
las leyes, dentro de los ciento veinte días de su promulgación y 
en los locales que al efecto habiliten las Juntas Electorales du- 
rante no menos de sesenta días anteriores al vencimiento de 
dicho plazo; B) ejercer el derecho de iniciativa ante el Poder 
Legislativo, 


Estos institutos no son aplicables con respecto a las leyes que 
establezcan tributos. Tampoco caben en los casos en que la 
iniciativa sea privativa del Poder Ejecutivo. Ambos institutos 
serán reglamentados por ley, dictada por mayoría absoluta del 
total de componentes de cada Cámara. 


CAPITULO IV 
Artículo 80.- La ciudadanía se suspende: 


1% Por ineptitud física o mental que impida obrar libre y 
reflexivamente. 


2” Por la condición de legalmente procesado en causa crimi- 
nal de que pueda resultar pena de penitenciaría. 


3” Por no haber cumplido dieciocho años de edad. 


4% Por sentencia que imponga pena de destierro, prisión, 
penitenciaría o inhabilitación para el ejercicio de dere- 
chos políticos durante el tiempo de la condena. 


5" Por el ejercicio habitual de actividades moralmente des- 
honrosas, que determinará la ley sancionada de acuerdo 
con el numeral 7? del artículo 77, 


6 Por formar parte de organizaciones sociales o políticas 
que, por medio de la violencia, o de propaganda que 
incitase a la violencia, tiendan a destruir las bases funda- 
mentales de la nacionalidad. Se consideran tales, a los 
efectos de esta disposición, las contenidas en las Seccio- 
nes l y 11 de la presente Constitución. 


7* Por la falta superviniente de buena conducta exigida en 
el artículo 75. 


y 
Estas dos últimas causales sólo regirán respecto de los ciuda- 
danos legales. 


El ejercicio del derecho que otorga el artículo 78 se suspende 
por las causales enumeradas precedentemente. 


CAPITULO V 


Artículo 81.- La nacionalidad no se pierde ni aún por natu- 
ralizarse en otro país, bastando simplemente, para recuperar el 
ejercicio de los derechos de ciudadanía, avecinarse en la Repú- 
blica e inscribirse en el Registro Cívico, 
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La ciudadanía legal se pierde por cualquier otra forma de 
naturalización ulterior, 


SECCION IV 
De la forma de gobierno y sus diferentes poderes 
CAPITULO UNICO 


Artículo $2.- La nación adopta para su Gobierno la forma 
democrática republicana. 


Su soberanía será ejercida directamente por el Cuerpo Elec- 
toral en los casos de elección, iniciativa y referendum, e indirec- 
tamente por los Poderes representativos que establece esta Cons- 
titución; todo conforme a las reglas expresadas en la misma. 


SECCION V 
Del Poder Legislativo 
CAPITULO 1 


Artículo 83.- El Poder Legislativo será ejercido por la Asarn- 
blea General. 


Artículo $4.- Esta se compondrá de dos Cámaras: una de 
Diputados y otra de Senadores, las que actuarán separadamente 
o conjuntamente, según las distintas disposiciones de la presente 
Constitución. 


Artículo 85.- A la Asamblea General compete: 
1? Formar y mandar publicar los Códigos. 


2? Establecer los Tribunales y arreglar la Administración de 
Justicia y de lo Contencioso-Administrativo. 


3" Expedir leyes relativas a la independencia, seguridad, tran- 
quilidad y decoro de la República; protección de todos 
los derechos individuales y fomento de la ilustración, 
agricultura, industria, comercio interior y exterior. 


o 


4” Establecer los tributos necesarios para cubrir los presu- 
puestos, su distribución, el orden de su recaudación e 
inversión y suprimir, modificar o aumentar los existen- 
tes, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del 


artículo 133. 


La ley dictada por la mayoría absoluta o por el voto de la 
mayoría absoluta del total de componentes de cada Cá- 
mara y dentro de los límites y condiciones que la misma 
establezca, podrá facultar al Poder Ejecutivo a modificar 
las alícuotas de los tributos sobre los consumos, el co- 
mercio exterior y las operaciones cambiarias, dentro de 
los límites y condiciones que establezca. 


5% Aprobar o reprobar, en todo o en parte, las cuentas que 
presente el Poder Ejecutivo. 
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blica Nacional, consolidarla, designar sus garantías y re- 
glamentar el crédito público, requiriéndose, en los tres 
primeros casos, la mayoría absoluta de votos del total de 
componentes de cada Cámara. 


Decretar la guerra y aprobar o reprobar por mayoría ab- 
soluta de votos del total de componentes de cada Cáma- 
ra, los tratados de paz, alianza, comercio y las convencio- 
nes o contratos de cualquier naturaleza que celebre el 
Poder Ejecutivo con potencias extranjeras. 


Designar todos los años la fuerza armada necesaria. Los 
efectivos militares sólo podrán ser aumentados por la 
mayoría absoluta de votos del total de componentes de 
cada Cámara. 


Crear nuevos Departamentos, por el voto de los dos ter- 
cios del total de componentes de cada Cámara; fijar sus 
límites; habilitar puertos; establecer aduanas y derechos 
de exportación e importación, aplicándose, en cuanto a 
estos últimos, lo dispuesto en el numeral 4? del presente 
artículo y en el artículo 87; así como declarar de interés 
nacional zonas turísticas, que serán atendidas por el Mi- 
nisterio respectivo. 


.Justificar el peso, ley y valor de las monedas; fijar el tipo 


y denominación de las mismas, y arreglar el sistema de 
pesas y medidas. 


. Permitir o prohibir que entren tropas extranjeras en el 


territorio de la República, determinando, para el primer 
caso, el tiempo en que deban salir de él. Se exceptúan las 
fuerzas que entran al solo efecto de rendir honores, cuya 
entrada será autorizada por el Poder Ejecutivo. 


Negar o conceder la salida de fuerzas nacionales fuera de 
la República, señalando, para este caso, el tiempo de su 
regreso a ella. 


. Crear o suprimir empleos públicos, determinando sus do- 


taciones o retiros; y aprobar, reprobar o disminuir los 
presupuestos que presente el Poder Ejecutivo, acordar 
pensiones y recompensas pecuniarias o de otra clase y 
decretar honores públicos a los grandes servicios. 


Conceder indultos por dos tercios de votos del total de 
componentes de la Asamblea General en reunión de am- 
bas Cámaras, y acordar amnistías en casos extraordina- 
rios, por mayoría absoluta de votos del total de compo- 
nentes de cada Cámara. 


. Hacer los reglamentos de milicias y determinar el tiempo 


y número en que deben reunirse. 


16. Elegir el lugar en que deban residir las primeras autorida- 


des de la Nación. 
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17. Conceder monopolios, requiriéndos para ello dos tercios 
de votos del total de componenetes de cada Cámara. Para 
instituirlos en favor del Estado o de los Gobiernos De- 
partamentales, se requerirá la mayoría absoluta de votos 
del total de componentes de cada Cámara. 


18. Elegir, en reunión de ambas Cámaras, los miembros de la 
Suprema Corte de Justicia, de la Corte Electoral, del Tri- 
bunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal 
de Cuentas con sujeción a lo dispuesto en las Secciones 
respectivas. 


19. Juzgar políticamente la conducta de los Ministros de Es- 
tado, de acuerdo a lo dispuesto en la Sección VII. 


20). Interpretar la Constitución sin perjuicio de la facultad 
que corresponde a la Suprema Corte de Justicia, de acuer- 
do con los artículos 256 a 261. 


Artículo 86.- La creación y supresión de empleos. de orga- 
nismos y servicios públicos, así como la autorización para todos 
los gastos, se hará mediante las leyes de Presupuesto, con suje- 
ción a lo establecido en la Sección XTTL 


Toda otra ley que determine gastos o el financiamiento del 
funcionamiento de organismos estatales, con cargo al Tesoro 
Nacional o a otras fuentes que generen obligaciones de dichos 
organismos, deberá establecer los recursos necesarios, con la 
única excepción de las leyes que autoricen pensiones graciubles. 


La iniciativa legislativa para la creación de empleos, de dota- 
ciones o retiro, o sus aumentos, establecimiento o modificación 
de causales, cómputos o beneficios jubilatorios; afectación, asig- 
nación o distribución de fondos extrapresupuestales; creación, 
modificación y adjudicación de subsidios, disminución y adjudi- 
cación de financiamientos no tributarios, corresponderá exclusi- 
vamente al Poder Ejecutivo. 


Artículo 87.- Para sancionar impuestos se necesitará el voto 
conforme de la mayoría absoluta del total de componentes de 
cada Cámara. 


CAPITULO HI 


Artículo $8.- La Cámara de Diputados se compondrá de 
noventa y nueve miembros. Su Presidente, su primer y su segun- 
do Vicepresidente, serán elegidos directamente por el pueblo, en 
una sola circunscripción electoral, a mayoría simple de votantes. 
mediante el sistema de doble voto simultáneo y sin acumulación 
por sublemas. El Presidente y primer Vicepresidente correspon- 
derán a la lista de candidatos más votada del lema más votado y 
el segundo Vicepresidente a la que le siga en número de votos 
dentro del mismo lema, si la hubiere. 


Sus otros noventa y seis miembros serán también elegidos 
directamente por el Cuerpo Electoral, con arreglo a un sistema 
de representación proporcional que reglamentará la ley dictada 
por el voto de dos tercios del total de componentes de cada 
Cámara. 


24 de Marzo de 1994 
Corresponderán dos Diputados, por lo menos, a cada Depar- 
tamento. 


La ley, por dos tercios de votos del total de componentes de 
cada Cámara, podrá modificar el número de Diputados. 


Artículo 89.- Los Diputados durarán cinco años en sus fun- 
ciones y su elección se efectuará con las garantías y conforme a 
las normas que para el sufragio se establecen en la Sección 11. 


Artículo 90.- Para ser Diputado se necesita ciudadanía natu- 
ral en ejercicio o legal con cinco años de ejercicio, y, en ambos 
casos, veinticinco años cumplidos de edad. 


Artículo 91.- No pueden ser Diputados: 


19 El Presidente y el Vicepresidente de la República, los 

miembros del Poder Judicial, del Tribunal de Cuentas, 

. del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, de la Corte 

Electoral, de los Consejos o Directorios o los Directores 

de los Entes Autónomos y de los Servicios Descentrali- 

zados, de las Juntas Departamentales, de las Juntas Loca- 
les y los Intendentes. 


2” Los empleados militares o civiles dependientes de los 
Poderes Legislativo, Ejecutivo o Judicial, de la Corte Elec- 
toral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y 
del de Cuentas, de los Gobiernos Departamentales, de los 
Entes Autónomos y de los Servicios Descentralizados, 
por servicios a sueldo con excepción de los retirados y 
jubilados. Esta disposición no rige para los que desempe- 
ñien cargos universitarios docentes o universitarios técni- 
cos con funciones docentes; pero si el elegido opta por 
continuar desempeñandolos, será con carácter honorario 
por el tiempo que dure su mandato. Los militares que 
renuncien al destino y al sueldo para ingresar al Cuerpo 
Legislativo, conservarán el grado, pero mientras duren 
sus funciones legislativas no podrán ser ascendidos, esta- 
rán exentos de toda subordinación militar y no se contará 
el tiempo que permanezcan desempeñando funciones le- 
gislativas a los efectos de la antigiledad para el ascenso. 


Artículo 92.- No pueden ser candidatos a Diputados el Pre- 
sidente de la República, el Vicepresidente de la República y los 
ciudadanos que hubiesen sustituido a aquél, cuando hayan ejer- 
cido-la Presidencia por más de un año, continuo o discontinuo. 
Tampoco podrán serlo lós Jueces y Fiscales Letrados, ni los 
Intendentes, ni los funcionarios policiales en los Departamentos 
en que desempeñan sus funciones, ni los militares en la región 
en que tengan mando de fuerza o ejerzan en actividad alguna 
otra función militar, salvo que renuncien y cesen en sus cargos 
con tres meses de anticipación a! acto electoral. 


Para los Consejeros y Directores de los Entes Autónomos y 
de los Servicios Descentralizados se estará a lo previsto en el 
artículo 200. 


Artículo 93.- Compete a la Cámara de Diputados el derecho 
exclusivo de acusar ante la Cámara de Senadores a los miem- 
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bros de ambas Cámaras, al Presidente y el Vicepresidente de la 
República, a los Ministros de Estado, a los miembros de la 
Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso-Ad- 
ministrativo, del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral, 
por violación de la Constitución u otros delitos graves, después 
de haber conocido sobre ellos a petición de parte o de algunos 
de sus miembros y declarado haber lugar a la formación de 
causa. 


CAPITULO HI 


Artículo 94,- La Cámara de Senadores se compondrá de 
treinta miembros, elegidos directamente por el pueblo, en una 
sola circunscripción electoral, conforme con las garantías y las 
normas que para el sufragio se establecen en la Sección Ill y a lo 
que expresen los artículos siguientes. 


Será integrada, además, con el Vicepresidente de la Repúbli- 
ca, que ejercerá su Presidencia y la de la Asamblea General, y 
con un segundo Vicepresidente de la República. Ambos tendrán 
voz y voto en dichos órganos, serán elegidos de acuerdo al 
artículo 154, y gozarán de las mismas inmunidades y les alcan- 
zarán las mismas incompatibilidades y prohibiciones que a los 
Senadores y Diputados. 


En caso de empate en una votación realizada con quónim 
pleno, el Vicepresidente de la República tendrá voto doble. 


Cuando el Vicepresidente de la República pase a desempe- 
far definitiva o temporalmente la Presidencia de la República o 
en caso de vacancia definitiva o temporal de la Vicepresidencia, 
desempeñará aquellas presidencias el segundo Vicepresidente, 
quien será sustituido, de darse la misma situación a su respecto, 
por el primer titular de la lista más votada, del lema más votado 
y, de repetirse las mismas circunstancias, por el titular que le 
siga en la misma lista. En tales casos, se convocará a su suplen- 
te, quien se incorporará al Senado. 


Artículo 95.- Los Senadores serán elegidos por el sistema de 
representación proporcional integral. 


Artículo 96.- La distribución de los cargos de Senadores 
obtenidos por diferentes sub-lemas dentro del mismo lema parti- 
dario, se hará también proporcionalmente al número de votos 
emitidos a favor de las respectivas listas. 


Artículo 97.. Los Senadores durarán cinco años en sus fun- 
ciones, 


Artículo 98.- Para ser Senador se necesita ciudadanía natural 
en ejercicio, o legal con siete años de ejercicio, y, en ambos 
casos, treinta años cumplidos de edad. 


Artículo 99.- Son aplicables a los Senadores las incompati- 
bilidades a que se refiere el artículo 91, con las excepciones en 
el mismo establecidas. 


Artículo 100.- No pueden ser candidatos a Senadores los 
Jueces y Fiscales Letrados, ni los funcionarios policiales, ni los 
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militares con mando de fuerza o en ejercicio de alguna actividad. 
militar, salvo que renuncien y cesen en sus cargos con tres me- 
ses de anticipación al acto electoral. 


Para los Consejeros y Directores de Entes. Autónomos y 
de los Servicios Descentralizados se estará a lo previsto por el 
artículo 200. 


Artículo 101.- El ciudadano que fuere elegido Senador y 
Diputado podrá optar entre uno y otro cargo. 


Artículo 102.- A la Cámara de Senadores corresponde abrir 
juicio público a los acusados por la Cámara de Diputados o la 
Junta Departamental, en su caso, y pronunciar sentencia al solo 
efecto de separarlos de sus cargos, por dos tercios de votos del 
total de sus componentes. 


Artículo 103.- Los acusados, a quienes la Cámara de Sena- 
dores haya separado de sus cargos de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo anterior, quedarán, no obstante, sujetos a juicio 
conforma a la ley. 


SECCION VI 


De las sesiones de la Asamblea General 
Disposiciones comunes a ambas Cámaras 
De la Comisión Permanente 


CAPITULO I 


Artículo 104.- La Asamblea General empezará sus sesiones 
el quince de marzo de cada año, sesionando hasta el quince de 
diciembre, o sólo hasta el quince de octubre, en el caso de que 
haya elecciones, debiendo entonces la nueva Asamblea empezar 
sus sesiones el quince de febrero siguiente. 


La Asamblea General se reunirá en las fechas indicadas sin 
necesidad de convocatoria especial del Poder Ejecutivo y presi- 
dirá sus sesiones y las de la Cámara de Senadores hasta la toma 
de posesión del Vicepresidente de la República, el primer titular 
de la lista de Senadores más votada del lema más votado. 


Sólo por razones graves y urgentes la Asamblea General o 
cada una de las Cámaras, así como el Poder Ejecutivo podrán 
convocar a sesiones extraordinarias para hacer cesar el receso y 
con el exclusivo objeto de tratar los asuntos que han motivado la 
convocatoria así como el proyecto de ley declarado de urgente 
consideración que tuviere a estudio aunque no estuviere incluido 
en aquélla. Asimismo, el receso quedará automáticamente sus- 
pendido para la Cámara que tenga o reciba, durante el transcurso 
del mismo, para su consideración, un proyecto con declaración 
de urgente consideración. 


La simple convocatoria a sesiones extraordinarias no bastará 
para hacer cesar el receso de la Asamblea General o de cada una 
de las Cámaras. Para que el receso se interrumpa, deberán reali- 
zarse efectivamente sesiones y la interrupción durará mientras 
éstas se efectúen. 
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CAPITULO II 


Artículo 105.- Cada Cámara se gobernará interiormente por 
el reglamento que se dicte, y, reunidas ambas en Asamblea Ge- 
neral, por el que ésta establezca. 


Artículo 106.- Cada Cámara, de conformidad con su regla- 
mento, nombrará aquellos de sus Vicepresidentes que no hubie- 
ren sido electos de acuerdo con los artículos 88 y 94. 


Artículo 107.- Cada Cámara nombrará sus Secretarios y el 
personal de su dependencia, de conformidad con las disposicio- 
nes reglamentarias que deberá establecer contemplando las re- 
glas de garantías previstas en los artículos 58 a 66, en lo que 
corresponda. 


Artículo 108.- Cada Cámara sancionará dentro de los doce 
primeros meses de cada Legislatura, sus presupuestos, por tres 
quintos de votos del total de sus componentes, y le avisará al 
Poder Ejecutivo para que los incluya en el Presupuesto Nacio- 
nal, 


Dentro de los cinco primeros meses de cada período legisla- 
tivo, podrá, por el mismo quórum, establecer las modificaciones 
que estime indispensables. . 


Si vencidos los plazos el presupuesto no hubiera sido apro- 
bado, continuará rigiendo el anterior. 


Artículo 109.- Ninguna de las Cámaras podrá abrir sus se- 
siones mientras no esté reunida más de la mitad de sus miem- 
bros, y si esto no se hubiera realizado el día que señala la Cons- 
titución, la minoría podrá reunirse para compeler a los ausentes 
bajo las penas que acordare. 


Artículo 110.- Las Cámaras se comunicarán por escrito en- 
tre sí y con los demás Poderes, por medio de sus respectivos 
Presidentes, y con autorización de un Secretario. 


Artículo 111.- Las pensiones graciables serán resueltas me- 
diante el voto secreto y requerirán la conformidad de la mayoría 
absoluta del total de componentes de cada Cámara. 


Los Reglamentos de cada Cámara podrán establecer el voto 
secreto para los casos de venias y designaciones. 


CAPITULO IM 


Artículo 112.- Los Senadores y los Diputados jamás serán 
responsables por los votos y opiniones que emitan durante el 
desempeño de sus funciones. 


Artículo 113.- Ningún Senador o Diputado, desde el día de 
su elección hasta el de su cese, puede ser arrestado, salvo en el 
caso de delito infraganti y entonces se dará cuenta inmediata a la 
Cámara respectiva, con la información sumaria de! hecho. 


Artículo 114.- Ningún Senador o Diputado, desde el día de 
su elección hasta el de su cese, podrá ser acusado criminalmen- 
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te, ni aun por delitos comunes que no sean de los detallados en 
el artículo 93, sino ante su respectiva Cámara, la cual, por dos 
tercios de votos del total de sus componentes, resolverá si hay 
lugar a la formación de causa, y, en caso afirmativo, lo declarará 


suspendido en sus funciones y quedará a disposición del Tribu- . 


nal competente. 


Artículo 115.- Cada Cámara puede corregir a cualquiera de 
sus miembros por desorden de conducta en el desempeño de sus 
funciones y hasta suspenderlo en el ejercicio de las mismas, por 
dos tercios de votos del total de sus componentes. 


Por igual número de votos podrá removerlo por imposibili- 
dad física o incapacidad mental superviniente a su incorpora- 
ción, o por actos de conducta que le hicieren indigno de su 
cargo, después de su proclamación. 


Bastará la mayoría de votos de presentes para admitir las 
renuncias voluntarias. 


Artículo 116.- Las vacantes que por cualquier motivo se 
produzcan en cada Legislatura, se lenarán por los suplentes 
designados al tiempo de las elecciones, del modo que expresará 
la Ley, y sin hacerse nueva elección. 


La Ley podrá autorizar también la convocatoria de suplentes 
por impedimento temporal o licencia de los Legisladores titula- 
res. 


Artículo 117.- Los Senadores y Diputados serán compensa- 
dos por sus servicios con una asignación mensual que percibirán 
durante el término de sus mandatos, sin perjuicio de los des- 
cuentos que correspondieren, de acuerdo con el reglamento de la 
respectiva Cámara, en caso de inasistencias injustificadas a las 
sesiones de la Cámara que integran o de las comisiones infor- 
mantes de que forman parte. 


Tales descuentos, en todo caso, se fijarán proporcionalmente 
a la asignación. 


La asignación será fijada por dos tercios de votos del total de 
componentes de la Asamblea General, en reunión de ambas 
Cámaras, en el último período de cada Legislatura, para los 
miembros de la siguierite. Dicha compensación les será satisfe- 
cha con absoluta independencia del Poder Ejecutivo y fuera de 
ella los Legisladores no podrán recibir beneficios económicos de 
ninguna naturaleza que deriven del ejercicio de su cargo. 


CAPITULO IV 


Artículo 118.- Todo Legislador puede pedir a los Ministros 
de Estado, a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, a la 
Suprema Corte de Justicia, al Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo, a la Corte Electoral y al Tribunal de Cuentas, los 
datos e informes que estime necesarios para llenar su cometido. 
El pedido se hará por escrito y por intermedio del Presidente de 
la Cámara respectiva, el que lo trasmitirá de inmediato al órgano 
que corresponda. Si éste no facilitare los informes dentro del 
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plazo de cuarenta días, el Legislador podrá solicitarlos por inter- 
medio de la Cámara a que pertenezca, estándose a lo que ésta 
resuelva. 


No podrá ser objeto de dicho pedido lo relacionado con la 
materia y competencia jurisdiccionales, 


Artículo 119.- Cada una de las Cámaras tiene facultad por 
resolución de un tercio de votos del total de sus componentes, 
de hacer venir a Sala a los Ministros de Estado para pedirles y 
recibir los informes que estime convenientes, ya sea con fines 
legislativos, de inspección o de fiscalización, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la Sección VIII. 


Cuando los informes se refieran a Entes Autónomos o Servi- 
cios Descentralizados, los Ministros podrán requerir la asistencia 
conjunta de un representante del respectivo Consejo o Directo- 
rio. 


Artículo 120.- Las Cámaras podrán nombrar Comisiones 
Parlamentarias de Investigación o para suministrar datos con 
fines legislativos. 


Artículo 121.- En los casos previstos en los tres artículos 
anteriores, cualquiera de la Cámaras podrá formular declaracio- 
nes, sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección VIII. 


CAPITULO V 


Artículo 122.- Los Senadores y los Diputados, después de 
incorporados a sus respectivas Cámaras, no podrán recibir em- 
pleos rentados de los Poderes del Estado, de los Gobiernos De- 
partamentales, de los Entes Autónomos, de los Servicios Des- 
centralizados o de cualquier otro órgano público ni prestar servi- 
cios retribuidos por ellos en cualquier forma, sin consentimiento 
de la Cámara a que pertenezcan quedando en todos los casos 
vacante su representación en el acto de recibir el empleo o de 
prestar el servicio. 


Cuando un Senador sea convocado para ejercer termporal- 
mente la Presidencia de la República y cuando los Senadores y 
los Diputados sean llamados a desempeñar Ministerios o Subse- 
cretarías de Estado, quedarán suspendidos en sus funciones le- 
gislativas, sustituyéndoseles, mientras dure la suspensión, por el 
suplente correspondiente. 


Artículo 123.- La función legislativa es también incompati- 
ble con el ejercicio de todo otro cargo público electivo, cual- 
quiera sea su naturaleza. 


Artículo 124,- Los Senadores y los Diputados tampoco po- 
drán durante su mandato: 


1” Intervenir como directores, administradores o empleados 
en empresas que contraten obras o suministros con el 
Estado, los Gobiernos Departamentales, Entes Autóno- 
mos, Servicios Descentralizados o cualquier otro órgano 
público. 
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2” Tramitar o dirigir asuntos de terceros ante la Administra- 
ción Central, Gobiernos Departamentales, Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados. 


La inobservancia de lo preceptuado en este artículo impor- 
tará la pérdida inmediata del cargo legislativo. 


Artículo 125.- La incompatibilidad dispuesta por el inciso 
primero del artículo 122, alcanzará a los Senadores y a los Dipu- 
tados hasta un año después de la terminación de su mandato, 
salvo expresa autorización de la Cámara respectiva. 


Artículo 126.- La Ley, por mayoría absoluta de votos del 
total de componentes de cada Cámara, podrá reglamentar las 
prohibiciones establecidas en los dos artículos precedentes o 
establecer otras; así como extenderlas a los integrantes de otros 
Órganos. j 


CAPITULO VI 


Artículo 127,- Habrá una Comisión Permanente compuesta 
de cuatro Senadores y siete Diputados elegidos por el sistema 
proporcional, designados unos y otros, por sus respectivas Cá- 
maras. Será Presidente de la misma un Senador de la mayoría. 


La designación se hará anualmente, dentro de los quince días 
de la constitutución de la Asamblea General o de la iniciación 
de cada período de sesiones ordinarias de la Legislatura. 


Artículo 128.- Al mismo tiempo que se haga esta elección, 
se hará la de un suplente para cada uno de los once miembros 
que entre a llenar sus funciones en los casos de enfermedad, 
muerte u otros que ocurran, de los titulares. 


Artículo 129.- La Comisión Permanente velará sobre la ob- 
servancia de la Constitución y de las leyes, haciendo al Poder 
Ejecutivo las advertencias convenientes al efecto, bajo responsa- 
bilidad para ante la Asamblea General actual o siguiente, en su 
caso. 


Artículo 130.- Para el caso de que dichas advertencias, he- 
chas hasta por segunda vez, no surtieran efecto, podrá por sí 
sola, según la importancia o gravedad del asunto, convocar a la 
Asamblea General. 


En el caso de que el Presidente de la República hubiere 
hecho uso de la facultad sotorgada por el inciso séptimo del 
artículo 149, la Comisión Permanente dará cuenta a la Asamblea 
General al constituirse las nuevas Cámaras o al reiniciar sus 
funciones las anteriores. 


Artículo 131.- Ejercerá sus funciones desde la fecha indica- 
da por la Constitución para la iniciación del receso de la Asam- 
blea General, hasta que se reinicien las sesiones ordinarias. 


Los asuntos de competencia de la Comisión Permanente que 
se encuentren a estudio de la Asamblea General o de la Cámara 
de Senadores en la fecha indicada para la iniciación del receso, 
pasarán de oficio a conocimiento de aquélla. 


CAMARA DE SENADORES 


24 de Marzo de 1994 


No obstante, interrumpido el receso y mientras dure el perío- 
do de sesiones extraordinarias, la Asamblea General o la Cáma- 
ra de Senadores podrán, cuando así lo resuelvan, asumir juris- 
dicción en los asuntos de su competencia que se encuentren a 
consideración de la Comisión Permanente, previa comunicación 
a este Cuerpo. 


Terminadas las sesiones extraordinarias, los asuntos no re- 
sueltos sobre los que hayan asumido jurisdicción la Asamblea 
General o la Cámara de Senadores, serán remitidos de oficio, 
por la Mesa respectiva, a la Comisión Permanente. 


En cada nuevo perfodo de sesiones extraordinarias que se 
realice durante el receso, la Asamblea General o la Cámara de 
Senadores, podrán hacer uso de la facultad que les acuerda este 
artículo. 


Terminado el receso los asuntos sin resolución a conoci- 
miento de la Comisión Permanente pasarán de oficio al Cuerpo 
que corresponda. 


No afectará la obligación y la responsabilidad que impone a 
la Comisión Permanente el artículo 129, la circunstancia de que 
la Asamblea General o cualquiera de las Cámaras se reúnan en 
sesiones extraordinarias, ni aun cuando la Asamblea General o 
la Cámara de Senadores hayan asumido jurisdicción sobre todos 
los asuntos a consideración de la Comisión Permanente. 


Si hubiesen caducado los poderes de los Senadores y Diputa- 
dos por expiración del plazo constitucional, sin que estuviesen 
proclamados los Senadores y Diputados electos, o se hubiera 
hecho uso de la facultad del inciso séptimo del artículo 149, la 
Comisión Permanente en ejercicio continuará en las funciones 
que en este Capítulo se le confieren, hasta la constitución de las 
nuevas Cámaras. 


En este caso, al constituirse cada una de las Cámaras, proce- 
derá a efectuar la designación de los nuevos miembros de la 
Comisión Permanente. 


Artículo 132.- Corresponderá también a la Comisión Perma- 
nente, prestar o rehusar su consentimiento en todos los casos en 
que el Poder Ejecutivo lo necesite, con arreglo a la presente 
Constitución y la facultad concedida a las Cámaras en los artícu- 
los 118 y siguientes, sin perjuicto de lo dispuesto por el numeral 
13 del artículo 168. 


SECCION VII 


De la proposición, discusión, sanción 
y promulgación de las leyes 


CAPITULO 1 


Artículo 133.- Todo proyecto de ley puede tener su origen 
en cualquiera de las dos Cámaras, a consecuencia de proposicio- 
nes hechas por cualquiera de sus miembros o por el Poder Eje- 
cutivo por medio de sus Ministros, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el numeral 6? del artículo 85 y artículo 86, 
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Requerirá la iniciativa del Poder Ejecutivo todo proyecto de 
ley que determine la supresión, rebaja o exoneración de tributos, 
así como hipótesis de no imposición, o que fije salarios mínimos 
o precios de los bienes y servicios de la actividad pública o 
privada. 


El Poder Legislativo no podrá aumentar las exoneraciones 
tributarias ni los mínimos propuestos por el Poder Ejecutivo 
para salarios y precios, ni tampoco, disminuir los precios máxi- 
mos propuestos. 


CAPITULO HI 


Artículo 134.- Si la Cámara en que tuvo principio el proyec- 
to, lo aprueba, lo pasará a la otra para que, discutido en ella, lo 
apruebe también, lo reforme, adicione o deseche. 


Artículo 135.- Si cualquiera de las dos Cámaras a quien se 
remitiese un proyecto de ley, lo devolviese con adiciones u 
observaciones, y la remitente se conformase con ellas, se lo 
avisará en contestación, y quedará para pasarlo al Poder Ejecuti- 
vo; pero si no las hallare justas, e insistiese en sostener su pro- 
yecto tal y cual lo había remitido al principio, podrá en tal caso, 
por medio de oficio, solicitar la reunión de ambas Cámaras, y, 
según el resultado de la discusión, se adoptará lo que decidan los 
dos tercios de sufragios, pudiéndose modificar los proyectos 
divergentes o, aun, aprobar otro nuevo. 


Artículo 136.- Si la Cámara a quien fuese remitido el pro- 
yecto no tiene reparos que oponerle, lo aprobará, y sin más que 
avisarlo a la Cámara remitente, lo pasará al Poder Ejecutivo para 
que lo haga publicar. 


Los proyectos de Ley no sancionados, por una y otra Cáma- 
ra en la misma Legislatura, se considerarán como iniciados en la 
Cámara que los sancione ulteriormente, 


Artículo 137.- Si recibido un proyecto de Ley, el Poder 
Ejecutivo tuviera objeciones que oponer u observaciones que 
hacer, lo devolverá con ellas a la Asamblea General, dentro del 
plazo perentorio de diez días. 


Artículo 138.- Cuando un proyecto de ley fuese devuelto 
por el Poder Ejecutivo con objeciones u observaciones a su 
totalidad, se convocará a la Asamblea General y se estará a lo 
que decidan los tres quintos de los miembros presentes de cada 
una de las Cámaras. Transcurridos treinta días de la primera 
convocatoria sin mediar nueva aprobación expresa del proyecto, 
éste se considerará rechazado. 


Artículo 139.- Si las observaciones del Poder Ejecutivo se 
refiriesen a una parte del proyecto, la Asamblea General, por el 
voto de tres quintos de los miembros presentes de cada una de 
las Cámaras, podrá ratificar el proyecto ajustándose a las obser- 
vaciones o rechazar las observaciones y aprobar nuevamente el 
proyecto sancionado. 


CAMARA DE SENADORES C.S.- 39 


Transcurridos treinta días de la primera convocatoria sin me- 
diar nueva aprobación expresa del proyecto se darán por acepta- 
das las observaciones parciales del Poder Ejecutivo. 


Artículo 140.- Si las Cámaras reunidas desaprobaran el pro- 
yecto devuelto por el Poder Ejecutivo, quedará sin efecto por 
entonces, y no podrá ser presentado de nuevo hasta la siguiente 
Legislatura. 


Artículo 141.- En todo caso de reconsideración de un pro- 
yecto devuelto por el Poder Ejecutivo, las votaciones serán no- 
minales, por sí o por no, y deberán recaer sobre el mismo pro- 
yecto observado. No se podrán votar disposiciones modificati- 
vas de aquél. 


Artículo 142.- Cuando un proyecto hubiese sido desechado 
al principio por la Cámara a quien la otra se lo remita, quedará 
sin efecto por entonces, y no podrá ser presentado hasta el si- 
guiente período de la Legislatura. 


CAPITULO II 


Artículo 143.- Si el Poder Ejecutivo, a quien se hubiese 
remitido un proyecto de ley, no tuviese reparo que oponerle, lo 
avisará inmediatamente, quedando así de hecho sancionado y 
expedito para ser promulgado sin demora. 


Artículo 144.- Si el Ejecutivo no devolviese el proyecto, 
cumplidos los diez días que establece el artículo 137, tendrá 
fuerza de Ley y se cumplirá como tal, reclamándose esto, en 
caso omiso, por la Cámara remitente. 


Artículo 145.- Reconsiderado por las Cámaras reunidas un 
proyecto de Ley que hubiese sido devuelto por el Poder Ejecuti- 
vo con objeciones u observaciones, si aquéllas lo aprobaren nue- 
vamente, se tendrá por su última sanción, y comunicado al Po- 
der Ejecutivo, lo hará promulgar enseguida sin más reparos. 


CAPITULO IV 


Artículo 146.- Sancionada una ley para su promulgación se 
usará siempre de esta fórmula: 


“El Senado y la Cámara de Diputados de la República Orien- 
tal del Uruguay, reunidos en Asamblea General, decretan:” 


SECCION VHI 


De las relaciones entre el Poder Legislativo y el 
Poder Ejecutivo 


CAPITULO UNICO 


Artículo 147.- Dentro de los cinco días del inicio del perío- 
do de gobierno, el Consejo de Ministros comparecerá ante la 
Asamblea General y requerirá un voto de respaldo, previa expo- 
sición de su programa de gobierno por uno de sus integrantes y 
sin debate. 
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La Asamblea General se pronunciará, luego, por el voto de 
la mayoría absoluta de sus componentes y si no lo hiciere dentro 
del plazo de setenta y dos horas se considerará otorgado el voto 
de respaldo, 


Si la Asamblea General negare dicho voto, el Presidente de 
la República dispondrá de diez días para requerirlo nuevamente, 
en la forma prevista en el inciso primero y sin perjuicio de su 
facultad de modificar la integración del Consejo de Ministros. 


En caso de que la Asamblea General, dentro de las setenta y 
dos horas siguientes, volviere a negar el voto de respaldo, el 
Presidente de la República podrá mantener al Consejo de Minis- 
tros y convocar a nuevas elecciones parlamentarias. Serán de 
aplicación, en tal caso, los incisos quinto y séptimo a noveno del 
artículo 149. 


En caso de que el Presidente de la República no mantuviere 
al Consejo de Ministros, el nuevo Gabinete podrá requerir un 
voto de respaldo en la forma y con los efectos previstos en los 
incisos anteriores. Si no lo hiciere durante los primeros doce 
meses de su mandato, no regirá lo dispuesto en el inciso sexto 
del artículo 149. 


Celebradas las referidas elecciones, el Presidente de la Repú- 
blica mantendrá o sustituirá al Consejo de Ministros. 


Dentro de los quince días de su constitución, la nueva Asam- 
blea General, por el voto de la mayoría absoluta de sus compo- 
nentes, le otorgará o negará un voto de respaldo y si no lo 
hiciere dentro del plazo precedente, se considerará otorgado el 
mismo. Si lo negare, caerá el Consejo de Ministros, el Presiden- 
te de la República no podrá ejercer la facultad establecida en el 
inciso cuarto y designará un nuevo Consejo de Ministros, que 
no requerirá el voto de respaldo de la Asamblea General. En tal 
caso, no regirá lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 149, 


Artículo 148.- Cualquiera de las Cámaras podrá juzgar la 
gestión de los Ministros de Estado, proponiendo que la Asam- 
blea General, en sesión de ambas Cámaras, declare que se cen- 
suran sus actos de administración o de gobierno. 


Cuando se presenten mociones en tal sentido, la Cámara en 
la cual se formulen será especialmente convocada, con un térmi- 
no no inferior a cuarenta y ocho horas, para resolver sobre su 
curso. y 


Si la moción fuese aprobada por mayoría de presentes, se 
dará cuenta a la Asamblea General, la que será citada dentro de 
las cuarenta y ocho horas. 


Si en una primera convocatoria de la Asamblea General, no 
se reúne el número suficiente para sesionar, se practicará una 
segunda convocatoria y la Asamblea General se considerará cons- 
tituida con el número de Legisladores que concurra. 


Artículo 149.- La desaprobación podrá ser individual, que 
afectará a un Ministro, plural, que afectará a más de un Ministro, 
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o colectiva, que afectará a la mayoría del Consejo de Ministros, 
y será pronunciada por el voto de la mayoría absoluta de los 
componentes de la Asamblea General. 


La desaprobación determinará la renuncia del Ministro, de 
los Ministros o del Consejo de Ministros, según los casos y sin 
perjuicio de la facultad del Presidente de la República estableci- 
da en el artículo 150, 


Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el Presidente 
de la República podrá ejercer dicha facultad u observar el voto 
de desaprobación. En este último caso el o los Ministros censu- 
rados continuarán transitoriamente en funciones y la Asamblea 
General, dentro de los diez días siguientes, se pronunciará sobre 
el voto de desaprobación, cuya ratificación se entenderá referida 
al Consejo de Ministros. 


Si en una primera convocatoria la Asamblea General no 
: ¿uniere número para sesionar, se practicará una segunda con- 
vocatoria, no antes de veinticuatro horas ni después de setenta y 
dos horas de la primera y, si en ésta tampoco hubiere número, se 
considerará revocado el acto de desaprobación. 


La Asamblea General, por el voto de la mayoría absoluta de 
sus componentes, se pronunciará exclusivamente sobre la des- 
aprobación colectiva del Consejo de Ministros. Si la ratificare, el 
Presidente de la República, dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes y en un mismo decreto, podrá mantener al Consejo de 
Ministros y convocar a nueva elección de Senadores y Diputa- 
dos la que se efectuará el octavo domingo siguiente a la fecha de 
su decisión. Interin, las Cámaras entrarán en receso y funcionará 
la Comisión Permanente. El receso sólo podrá levantarse a ini- 
ciativa del Poder Ejecutivo. 


El Presidente de la República no podrá ejercer esa facultad 
durante los primeros doce meses ni en los últimos quince meses 
de su mandato, Durante dichos lapsos, la Asamblea General sólo 
podrá votar la desaprobación prevista en los incisos primero y 
quinto del presente artículo, cuando sea pronunciada por el voto 
de los tres cuartos del total de sus componentes. 


Si el Poder Ejecutivo no diere cumplimiento al decreto de 
convocatoria a las nuevas elecciones, se levantará el receso y 
caerá el Consejo de Ministros. 


Dentro de los noventa días de realizada la elección, la Corte 
Electoral proclamará a los nuevos Senadores y Diputados y la 
Asamblea General, sin previa convocatoria del Poder Ejecutivo, 
se reunirá de pleno derecho dentro del tercer día de recibida la 
comunicación respectiva, cesando su antecesora. 


Dentro de los quince días de su constitución, la nueva Asam- 
blea General, por el voto de la mayoría absoluta de sus compo- 
nentes, mantendrá o revocará el voto de desaprobación. Si lo 
mantuviere, caerá el Consejo de Ministros y se aplicará lo dis- 
puesto en el último inciso del artículo precedente. 


Los Ministros designados tras la renuncia o el cese indivi- 
dual o plural de sus antecesores, no deberán requerir el voto de 
respaldo de la Asamblea General, 
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Artículo 150.- El Presidente de la República podrá declarar, 
si así lo entendiere, que su Gabinete carece de respaldo parla- 
mentario. 


La declaración lo facultará, si lo considerare necesario, a 
sustituir uno o más Ministros, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 174, También podrá remover total o parcialmente, a los 
miembros no electivos de los directorios de los Entes Autóno- 
mos y de los Servicios Descentralizados, así como, en su caso, a 
los Directores Generales de estos últimos. 


Acto seguido, el Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de 
Ministros, solicitará la venia del Senado, de acuerdo con el 
artículo 1837, para designar a los nuevos Directores o, en su 
caso, a Directores Generales. Simultáneamente, podrá sustituir, 
con carácter interino, a quienes hubieren sido removidos, por 
Directores o Directores Generales de otros Entes. 


Las remociones a que se refiere el inciso segundo no darán 
lugar a recurso alguno ante el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo, 


El Consejo de Ministros, ratificado o modificado por el Pre- 
sidente de la República, podrá, si éste así lo decidiere, compare- 
cer ante la Asamblea General, dentro de los plazos y a los efec- 
tos previstos en el artículo 147. 


El Presidente de la República no podrá ejercer esta última 
facultad en los últimos quince meses de su mandato ni más de 
una vez durante su período de gobierno, salvo en el caso previs- 
to en el inciso segundo del artículo 149. 


Artículo 151.- El Poder Ejecutivo será ejercido por el Presi- 
dente de la República actuando con el Ministro o Ministros 
respectivos, o con el Consejo de Ministros, de acuerdo a lo 
establecido en esta Sección y demás disposiciones concordantes. 


El Presidente de la República tendrá la representación del 
Estado en el interior y en el exterior. 


3 
Artículo 152,- Habrá un Vicepresidente, que en todos los 
casos de vacancia temporal o definitiva de la Presidencia deberá 
desempeñarla con sus mismas facultades y atribuciones. Si la 
vacancia fuese definitiva, la desempeñará hasta el término del 
período de Gobierno. 


El Vicepresidente de la República desempeñará la Presiden- 
cia de la Asamblea General y de la Cámara de Senadores. 


Artículo 153.- El Presidente y Vicepresidente de la Repúbli- 
ca así como el segundo Vicepresidente de la República, serán 
elegidos conjunta y directamente por el Cuerpo Electoral, a ma- 
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yoría simple de votantes y en una hoja de votación individuali- 
zada con el lema del Partido que postula los candidatos. 


Cada Partido presentará una única fórmula de candidatos, 
seleccionada en la forma que establezca la ley por el voto de los 
dos tercios del total de componentes de cada Cámara o, si ésta 
no se dictare, por los procedimientos de democracia interna pre- 
vistos en su Carta Orgánica. 


Quienes fueren postulados ante los órganos de su Partido 
para ser candidatos a la Presidencia de la República y no obtu- 
vieren la nominación, no podrán ser candidatos a aquélla o a 
ésta, por otros Partidos, en la misma instancia electoral a la que 
se refirió dicha postulación. 


Regirán, además, las garantías que se establecen para el su- 
fragio en la Sección III, considerándose a la República como 
una sola circunscripción electoral. 


Sólo podrán ser elegidos los ciudadanos naturales en ejerci- 
cio, que tengan treinta y cinco años cumplidos de edad. 


Artículo 154.- El Presidente durará cinco años en sus fun- 
ciones. 


El Presidente no podrá ser reelecto ni electo Vicepresidente 
en el comicio siguiente a aquél en que fue electo. 


En ese comicio tampoco podrá ser electo Presidente el ciu- 
dadano que hubiese desempeñado la Presidencia por vacancia 
definitiva y por más de un año. 


Tampoco podrá ser elegido Presidente el ciudadano que es- 
tuviese en el ejercicio de la Presidencia en el término compren- 
dido en los tres meses anteriores a la elección. 


Artículo 155.. En el caso de vacancia definitiva o temporal 
de la Presidencia de la República, en razón de licencia, renuncia, 
cese o muerte del Presidente, del Vicepresidente y del segundo 
Vicepresidente, en su caso, deberá desempeñarla el Senador pri- 
mer titular de la lista más votada del lema más votado que reúna 
las calidades exigidas por el artículo 153 y no esté impedido por 
lo dispuesto en el artículo 154. En su defecto, el primer titular de 
la misma lista en ejercicio del cargo, que reuniese esas calidades 
si no tuviese dichos impedimentos, y así sucesivamente, 


Artículo 156.- Las dotaciones del Presidente y del Vicepre- 
sidente de la República serán fijadas por ley previamente a cada 
elección sin que puedan ser alteradas mientras duren en el des- 
empeño del cargo. 


Artículo 157.- En caso de renuncia, incapacidad permanen- 
te, muerte del Presidente, Vicepresidente y segundo Vicepresi- 
dente electos, antes de tomar posesión de los cargos, desempe- 
ñarán la Presidencia y la Vicepresidencia de la República, res- 
pectivamente, el primer y segundo titular de la lista más votada 
del lema más votado a la Cámara de Senadores, que reuniesen 
las calidades exigidas por el artículo 153, no estuviesen impedi- 
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dos por lo dispuesto por el artículo 154 y ejercieran el cargo de 
Senador. 


Artículo 158.- Si en la fecha en que deban asumir sus fun- 
ciones no estuvieran proclamados por la Corte Electoral, el Pre- 
sidente, el Vicepresidente y el segundo Vicepresidente de la 
República, o fuera anulada su elección, el Presidente cesante 
delegará el mando en el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, quien actuará hasta que se efectúe la trasmisión, que- 
dando en tanto suspendido en sus funciones judiciales. 


Artículo 159.- El 1” de marzo siguiente a la elección, el 
Presidente y Vicepresidente de la República tomarán posesión 
de sus cargos haciendo previamente en presencia de ambas Cá- 
maras reunidas en Asamblea General la siguiente declaración: 
“Yo, N.N., me comprometo por mi honor a desempeñar leal- 
mente el cargo que se me ha confiado y a guardar y defender la 
Constitución de la República”. 


CAPITULO HI 


Artículo 160.- El Consejo de Ministros se integrará con los 
titulares de tos respectivos Ministerios o quienes hagan sus ve- 
ces, y tendrá competencia privativa en todos los actos de gobier- 
no y administración que planteen en su seno el Presidente de la 
República o sus Ministros en temas de sus respectivas carteras, 
Tendrá, asimismo, competencia privativa en los casos previstos 
en los numerales 7* (declaratoria de urgencia), 16, 19 y 24 del 
artículo 168. 


Artículo 161.- Actuará bajo la presidencia del Presidente de 
la República quien tendrá voz en las deliberaciones y voto en las 
resoluciones que será decisivo para los casos de empate, aun 
cuando éste se hubiera producido por efecto de su propio voto. 


El Consejo de Ministros será convocado por el Presidente de 
la República cuando lo juzgue conveniente o cuando lo soliciten 
uno o varios Ministros para plantear temas de sus respectivas 
carteras; y deberá reunirse dentro de las veinticuatro horas si- 
guientes o en la fecha que indique la convocatoria. 


Artículo 162.- El Consejo celebrará sesión con la concurren- 
cia de la mayoría de sus miembros y se estará a lo que se 
resuelva por mayoría absoluta de votos de miembros presentes. 


Artículo 163.- En cualquier momento y por igual mayoría se 
podrá poner término a una deliberación. La moción que se haga 
con ese fin no será discutida. 


Artículo 164.- Todas las resoluciones del Consejo de Minis- 
tros podrán ser revocadas por el voto de la mayoría absoluta de 
sus componentes. 


Artículo 165.- Las resoluciones que originariamente hubie- 
ran sido acordadas por el Presidente de la República con el 
Ministro o Ministros respectivos, podrán ser revocadas por el 
Consejo, por mayoría absoluta de presentes. 
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Artículo 166.- El Consejo de Ministros dictará su reglamen- 
to interno. 


Artículo 167.- Cuando un Ministro esté encargado lempora- 
riamente de otro Ministerio, en el Consejo de Ministros se le 
computará un solo voto, 


CAPITULO TM 


Artículo 168.- Al Presidente de la República, actuando con 
el Ministro o Ministros respectivos, o con el Consejo de Minis- 
tros, corresponde: 


1? La conservación del orden y tranquilidad en lo interior, y 
la seguridad en lo exterior. 


2” El mando superior de todas las fuerzas armadas. 


3 Dar retiros y arreglar las pensiones de los empleados 
civiles y militares conforme a las leyes, 


4” Publicar y circular, sin demora, todas las leyes que, con- 
forme a la Sección VII, se hallen ya en estado de publicar 
y circular; ejecutarlas, hacerlas ejecutar, expidiendo los 
reglamentos especiales que sean necesarios para su eje- 
cución. 


5% Informar al Poder Legislativo, al inaugurarse las sesiones 
ordinarias, sobre el estado de la República y las mejoras 
y reformas que considere dignas de su atención. 


6” Poner objeciones a hacer observaciones a los proyectos 
de ley que le remita el Poder Legislativo, y suspender u 
oponerse a su promulgación, en la forma prevista en la 
Sección VIL 


7” Proponer a las Cámaras proyectos de ley o modificacio- 
nes a las leyes anteriormente dictadas. Dichos proyectos 
podrán ser remitidos con declaratoria de urgente conside- 
ración. 


La declaración de urgencia deberá ser hecha simultánea- 
mente con la remisión de cada proyecto, en cuyo caso 
deberán ser considerados por el Poder Legislativo dentro 
de los plazos que a continuación se expresan, y se ten- 
drán por sancionados si dentro de tales plazos no han 
sido expresamente desechados, ni se ha sancionado un 
proyecto sustitutivo. Su trámite se ajustará a las siguien- 
tes reglas: 


a) El Poder Ejecutivo no podrá enviar a la Asamblea 
General más de un proyecto de ley con declaratoria 
de urgente consideración simultáneamente, ni enviar 
un nuevo proyecto en tales condiciones mientras es- 
tén corriendo los plazos para la consideración legista- 
tiva de otro anteriormente enviado; 


b) no podrán merecer esta calificación los proyectos de 
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Presupuesto, ni aquéllos para cuya sanción se requiera 
el voto de tres quintos o dos tercios del total de com- 
ponentes de cada Cámara; 


c) cada Cámara por el voto de los tres quintos del total 
de sus componentes, podrá dejar sin efecto la de- 
claratoria de urgente consideración, en cuyo caso se 
aplicarán a partir de ese momento los trámites norma- 
les previstos en la Sección VII; 


d) cada Cámara deberá considerar el proyecto dentro de 
un plazo de cuarenta y cinco días. Vencidos los pri- 
meros treinta días, la Cámara será convocada a sesión 
extraordinaria y permanente para la consideración del 
proyecto. Una vez vencidos los quince días de tal 
convocatoria sin que el proyecto hubiere sido expre- 
samente desechado, se reputará aprobado por dicha 
Cámara en la forma en que lo remitió el Poder Ejecu- 
tivo y será comunicado inmediatamente y de oficio a 
la otra Cámara o al Poder Ejecutivo según el caso; 


e) si la segunda Cámara aprobase un texto distinto al 
remitido por la primera, lo devolverá a ésta, que dis- 
pondrá de veinte días para su consideración. Vencido 
este nuevo plazo sin pronunciamiento expreso, el pro- 
yecto se remitirá inmediatamenté y de oficio a la 
Asamblea General; 


f La Asamblea General dispondrá de otros diez días 
para su consideración. Si venciera este nuevo plazo 
sin pronunciamiento expreso, se tendrá por sanciona- 
do el proyecto en la forma que lo votó la última 
Cámara que le prestó expresa aprobación. 


g) cuando un proyecto de ley con declaratoria de urgen- 
te consideración fuese desechado por cualquiera de 
las dos Cámaras se aplicará lo dispuesto por el artícu- 
lo 142; 


h) el plazo para la consideración por la primera Cámara 
empezará a correr a partir del día siguiente al del 
recibo del proyecto por el Poder Legislativo. Cada 
uno de los plazos ulteriores comenzará a correr auto- 
máticamente al vencer el plazo inmediatamente ante- 
rior o a partir del día siguiente al del recibo por el 
órgano correspondiente si hubiese habido aprobación 
expresa antes del vencimiento del término. 


8% Convocar al Poder Legislativo a sesiones extraordinarias 


con determinación de los asuntos materia de la convoca- 
toria y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 


104. 


9” Proveer los empleos civiles y militares, conforme a la 


Constitución y a las leyes. 


10 Destituir los empleados por ineptitud, omisión o delito, 
cumpliendo, en todo caso, lo dispuesto en el artículo 66. 


CAMARA DE SENADORES 


11. 


C.S.. 43 


En caso de delito se pasará el expediente a la Justicia. Se 
entenderá por ineptitud, tanto la moral como la intelec- 
tual. Se entenderá por omisión el incumplimiento de los 
deberes funcionales. Los funcionarios diplomáticos o con- 
sulares podrán, además, ser destituidos, por la comisión 
de actos que afecten su buen nombre o el prestigio del 
país y de la representación que invisten. 


Conceder los ascensos militares conforme a las leyes, 
necesitando, para los de Coronel y demás Oficiales supe- 
riores la venia de la Cámara de Senadores o, en su rece- 
so, la de la Comisión Permanente. 


12. Nombrar el personal consular y diplomático, con obliga- 


ción de solicitar el acuerdo de la Cámara de Senadores, o 
de la Comisión Permanente hallándose aquélla en receso, 
para los Jefes de Misión. Si la Cámara de Senadores o la 
Comisión Permanente no dictaran resolución dentro de 
los sesenta días el Poder Ejecutivo prescindirá de la venia 
solicitada. 


Los cargos de Embajadores y Ministros del servicio ex- 
terior serán considerados de particular confianza del Po- 
der Ejecutivo, salvo que la ley dictada con el voto con- 
forme de la mayoría absoluta del total de componentes 
de cada Cámara disponga lo contrario, 


13. Designar al Fiscal de Corte y a los demás Fiscales Letra- 


dos de la República, con venia de la Cámara de Senado- 
res o de la Comisión Permanente en su caso, otorgada 
siempre por tres quintos de votos del total de componen- 
tes. La venia no será necesaria para designar al Procura- 
dor del Estado en Jo Contencioso-Administrativo ni los 
Fiscales de Gobierno y de Hacienda. 


14. Destituir por sí los empleados militares y policiales y los 


demás que la ley declare amovibles. 


15. Recibir Agentes Diplomáticos y autorizar el ejercicio de 


sus funciones a los Cónsules extranjeros. 


16 .Decretar la ruptura de relaciones y, previa resolución de 


la Asamblea General, declarar la guerra, si para evitarla 
no diesen resultado el arbitraje u otros medios pacíficos. 


17. Tomar medidas prontas de seguridad en los casos graves 


e imprevistos de ataque exterior o conmoción interior, 
dando cuenta dentro de las veinticuatro horas a la Asam- 
blea General, en reunión de ambas Cámaras o, en su 
caso, a la Comisión Permanente de lo ejecutado y sus 
motivos, estándose a lo que éstas últimas resuelvan. 


En cuanto a las personas, las medidas prontas de seguri- 
dad sólo autorizan a arrestarlas o trasladarlas de un punto 
a otro del territorio, siempre que no optasen por salir de 
€l. También esta medida, como las otras, deberá someter- 
se, dentro de las veinticuatro horas de adoptada, a la 
Asamblea General en reunión de ambas Cámaras o, en su 
caso, a la Comisión Permanente, estándose a su resolución. 
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El arresto no podrá efectuarse en locales destinados a la 
reclusión de delincuentes. 


18. Recaudar las rentas que, conforme a las leyes, deban 
serlo por sus dependencias, y darles el destino que según 
aquéllas corresponda. 


19. Preparar y presentar a la Asamblea General los presu- 
puestos, de acuerdo a lo establecido en la Sección XIII, y 
dar cuenta instruida de la inversión hecha de los anterio- 
res. 


20. Concluir y suscribir tratados, necesitando para ratificar- 
los la aprobación del Poder Legislativo. 


21. Conceder privilegios industriales conforme a las leyes, 


22. Autorizar o denegar la creación de cualesquier Bancos 
que hubieren de establecerse. 


23. Prestar, a requerimiento del Poder Judicial, el concurso 
de la fuerza pública. 


24. Delegar por resolución fundada y bajo su responsabilidad 
política las atribuciones que estime convenientes. 


25. El Presidente de la República firmará las resoluciones y 
comunicaciones del Poder Ejecutivo con el Ministro o 
Ministros a que el asunto corresponda, requisito sin el 
cual nadie estará obligado a obedecerlas. 


No obstante el Poder Ejecutivo podrá disponer que deter- 
minadas resoluciones se establezcan por acta otorgada 
con el mismo requisito precedentemente fijado. 


26. El Presidente de la República designará libremente un 
Secretario y un Prosecretario, quienes actuarán como ta- 
les en el Consejo de Ministros. 


Ambos cesarán con el Presidente y podrán ser removi- 
dos o reemplazados por éste, en cualquier momento. 


Artículo 169.- No podrá permitir goce de sueldo por otro 
título que el de servicio activo, jubilación, retiro o pensión, con- 
forme a las leyes. 


CAPITULO IV 


Artículo 170.- El Presidente de la República no podrá salir 
del territorio nacional por más de cuarenta y ocho horas sin 
autorización de la Cámara de Senadores. 


Artículo 171.- El Presidente de la República gozará de las 
mismas inmunidades y le alcanzarán las mismas incompatibili- 
dades y prohibiciones que a los Senadores y a los Diputados. 


Artículo 172.- El Presidente de la República no podrá ser 
acusado, sino en la forma que señala el artículo 93 y aun así, 


CAMARA DE SENADORES 


24 de Marzo de 1994 


sólo durante el ejercicio del cargo o dentro de los seis meses 
siguientes a la expiración del mismo durante los cuales estará 
sometido a residencia, salvo autorización para salir del país, 
concedida por mayoría absoluta de votos del total de componen- 
tes de la Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras. 


Cuando la acusación haya reunido los dos tercios de votos 
del total de los componentes de la Cámara de Diputados, el 
Presidente de la República quedará suspendido en el ejercicio de 
sus funciones. 


CAPITULO Y 


Artículo 173.- En cada departamento de la República habrá 
un Jefe de Policía que será designado para el período respectivo 
por el Poder Ejecutivo, entre ciudadanos que tengan las calida- 
des exigidas para ser Senador. 


El Poder Ejecutivo podrá separarlo o removerlo cuando lo 
estime conveniente, 


SECCION X 
De los Ministros de Estado 
CAPITULO I 


Artículo 174.- Cada Ministerio tendrá su denominación pro- 
pia, las competencias en razón de materia que le señalare la ley 
dictada por mayoría absoluta de votos del total de componentes 
de cada Cámara y las atribuciones que le comete el artículo 181. 


El Presidente de la República, actuando en Consejo de Mi- 
nistros, podrá redistribuir dichas atribuciones y competencias. 


La ley podrá modificar el número de Ministerios a iniciativa 
del Poder Ejecutivo, requiriéndose en cada caso el voto confor- 
me de la mayoría absoluta del total de miembros de cada Cáma- 
ra. 


El Presidente de la República adjudicará los Ministerios en- 
tre ciudadanos que por contar con apoyo parlamentario aseguren 
su permanencia en el cargo. 


Los Ministros cesarán en sus cargos por resolución del Presi- 
dente de la República, sin perjuicio de lo establecido en la Sec- 
ción VIH. 


Artículo 175.- El Ministro o Ministros serán responsables de 
los decretos u órdenes que firmen o expidan con el Presidente de 
la República, salvo el caso de resolución expresa del Consejo de 
Ministros en el que la responsabilidad será de los que acuerden 
la decisión, haciéndose efectiva de conformidad a los artículos 
93, 102 y 103. 


Artículo 176.- Para ser Ministro se necesitan las mismas 
calidades que para Senador. 
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Artículo 177.- Al iniciarse cada período legislativo, los Mi- 
nistros darán cuenta sucinta a la Asamblea General, del estado 
de todo lo concerniente a sus respectivos Ministerios. 


Artículo 178.- Los Ministros de Estado gozarán de las mis- 
mas inmunidades y les alcanzarán las mismas incompatibilida- 
des y prohibiciones que a los Senadores y Diputados en lo que 
fuere pertinente, 


No podrán ser acusados sino en la forma que señala el 
artículo 93 y, aun así sólo durante el ejercicio del cargo. Cuando 
la acusación haya reunido los dos tercios de votos del total de 
componentes de la Cámara de Diputados, el Ministro acusado 
quedará suspendido en el ejercicio de sus funciones. 


Artículo 179.- Los Ministros no quedarán exentos de res- 
ponsabilidad por causa de delito aunque invoquen la orden es- 
erita o verbal del Presidente de la República o del Consejo de 
Ministros. 


Artículo 180.- Los Ministros podrán asistir a las sesiones de 
la Asamblea General, de cada Cámara, de la Comisión Perma- 
nente y de sus respectivas comisiones internas, y tomar parte en 
sus deliberaciones, pero no tendrán voto. Igual derecho tendrán 
los Subsecretarios de Estado, previa autorización del Ministro 
respectivo, salvo en las situaciones previstas en los artículos 119 
y 143 en las que podrán asistir acompañando al Ministro. En 
todo caso, los Subsecretarios de Estado actuarán bajo la respon- 
sabilidad de los Ministros. 


Artículo 181.- Son atribuciones de los Ministros, en sus 
respectivas carteras y de acuerdo con las leyes y las disposicio- 
nes del Poder Ejecutivo: 


1? Hacer cumplir la Constitución, las leyes, decretos y reso- 
luciones. 


2” Preparar y someter a consideración superior, los proyec- 
tos de ley, decretos y resoluciones que estimen conve- 
nientes. 


3" Disponer, en los límites de su competencia, el pago de 
las deudas reconocidas del Estado. 


4% Conceder licencias a los empleados de su dependencia. 


5" Proponer el nombramiento o destitución de los emplea- 
dos de sus reparticiones. 


6 Vigilar la gestión administrativa y adoptar las medidas 
adecuadas para que se efectúe debidamente e imponer 
penas disciplinarias. 


7” Firmar y comunicar las resoluciones del Poder Ejecutivo. 


8 Ejercer las demás atribuciones que Jes cometan las leyes 
o las disposiciones adoptadas por el Poder Ejecutivo en 
Consejo de Ministros, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 160. 
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9” Delegar a su vez por resolución fundada y bajo su res- 
ponsabilidad política, las atribuciones que estimen con- 
venientes. 


Artículo 182.- Las funciones de los Ministros y Subsecreta- 
rios serán reglamentadas por el Poder Ejecutivo. 


CAPITULO II 


Artículo 183.- Cada Ministerio tendrá un Subsecretario, de- 
signado por el Poder Ejecutivo a propuesta del Ministro y que 
cesará con él, salvo nueva designación. 


La ley, por el voto de la mayoría absoluta de ambas Cáma- 
ras, podrá aumentar su número, en uno o más Ministerios. 


Artículo 184.- En caso de licencia de un Ministro, el Presi- 
dente de la República designará a quien lo sustituya interina- 
mente, debiendo recaer la designación en otro Ministro o en el 
Subsecretario de la respectiva Cartera. 


SECCION XI 


De los Entes Autónomos y 
de los Servicios Descentralizados 


CAPITULO I 


Artículo 185.- Los diversos servicios del dominio industrial 
y comercial del Estado serán administrados por Directorios o 
Directores Generales y tendrán el grado de descentralización 
que fijen la presente Constitución y las leyes que se dictaren con 
la conformidad de la mayoría absoluta del total de componentes 
de cada Cámara. 


Los Directorios se compondrán del número de miembros 
que establezca la ley dictada por el voto de la mayoría absoluta 
del total de componentes de cada Cámara. Por el voto de los dos 
tercios del total de componentes de cada Cámara podrá la ley 
determinar que los Servicios Descentralizados sean dirigidos por 
un Director General. 


En la concertación de convenios entre los Consejos o Direc- 
torios con Organismos Internacionales, Instituciones o Gobier- 
nos extranjeros, el Poder Ejecutivo señalará los casos que reque- 
rirán su aprobación previa, sin perjuicio de las facultades que 
correspondan al Poder Legislativo, de acuerdo a lo establecido 
en la Sección V. 


Artículo 186.- Los servicios que a continuación se expresan: 
Correos y Telégrafos, Administraciones de Aduanas y Puertos y 
la Salud Pública no podrán ser descentralizados en forma de 
Entes Autónomos, aunque la ley podrá concederles el grado de 
autonomía que sea compatible con el contralor del Poder Ejecu- 
tivo. 


Artículo 187.- Los miembros de los Directorios y los Direc- 
tores Generales que no sean de carácter electivo, serán designa- 
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dos por el Presidente de la República en acuerdo con el Consejo 
de Ministros, previa venia de la Cámara de Senadores, otorgada 
sobre propuesta motivada en las condiciones personales, funcio- 
nales y técnicas, por el voto de la mayoría absoluta de los com- 
ponentes elegidos conforme al inciso primero del artículo 94. 


Si la Cámara de Senadores no adoptare decisión dentro del 
término de treinta días de recibida su solicitud, se considerará 
concedida su venia. 


La ley, por tres quintos de votos del total de componentes de 
cada Cámara, podrá establecer otro sistema de designación. Asi- 
mismo, por mayoría absoluta del total de componentes de cada 
Cámara, podrá determinar las condiciones de idoneidad que de- 
berán reunir los miembros de los Directorios y los Directores 
Generales. 


Artículo 188.- Para que la ley pueda admitir capitales priva- 
dos en la constitución o ampliación del patrimonio de los Entes 
Autónomos o de los Servicios Descentralizados, así como para 
reglamentar la intervención que en tales casos pueda correspon- 
der a los respectivos accionistas en los Directorios, se requerirán 
los tres quintos de votos del total de los componentes de cada 
Cámara. 


El aporte de los capitales particulares y la representación de 
los mismos en los Consejos o Directorios nunca serán superiores 
a los del Estado. 


El Estado podrá, asimismo, participar en actividades indus- 
triales, agropecuarias o comerciales, de empresas formadas por 
aportes obreros, cooperativos o capitales privados, cuando con- 
curra para ello el libre consentimiento de la empresa y bajo las 
condiciones que se convengan previamente entre las partes. 


Ea ley, por mayoría absoluta del total de componentes de 
cada Cámara, autorizará en cada caso esa participación, asegu- 
rando la intervención del Estado en la dirección de la empresa. 
Sus representantes se regirán por las mismas normas que los 
Directores de los Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos. 


Artículo 189.- Para crear nuevos Entes Autónomos y para 
suprimir los existentes, se requerirán los dos tercios de votos del 
total de componentes de cada Cámara. 


La ley por tres quintos"de votos del total de componentes de 
cada Cámara, podrá declarar electiva la designación de los miem- 
bros de los Directorios, determinando en cada caso las personas 
o los Cuerpos interesados en el servicio, que han de efectuar esa 
elección. 


Artículo 190.- Los Entes Autónomos y los Servicios Des- 
centralizados no podrán realizar negocios extraños al giro que 
preceptivamente les asignen las leyes, ni disponer de sus recur- 
sos para fines ajenos a sus actividades normales. 


Artículo 191.- Los Entes Autónomos, los Servicios Descen- 


tralizados y, en general, todas las administraciones autónomas 
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con patrimonio propio, cualquiera sea su naturaleza jurídica, 
publicarán periódicamente estados que reflejen claramente su 
vida financiera. La ley fijará la norma y número anual de los 
mismos y todos deberán llevar la visación del Tribunal de Cuen- 
tas. 


Artículo 192.- Los miembros de los Directorios o Directores 
Generales cesarán en sus funciones cuando estén designados o 
electos, conforme a las normas respectivas, quienes hayan de 
sucederlos. 


Las vacancias definitivas se llenarán por el procedimiento 
establecido para la provisión inicial de los cargos respectivos, 
pero la ley podrá establecer que, conjuntamente con los titulares 
de los cargos electivos, se efijan suplentes que los reemplazarán 
en caso de vacancia temporal o definitiva. 


La ley, dictada por el voto de la mayoría absoluta del total de 
componentes de cada Cámara, regulará lo correspondiente a las 
vacancias temporales, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 
anterior. 


Podrán ser reelectos o designados para otro Directorio o Di- 
rección General siempre que su gestión no haya merecido obser- 
vación del Tribunal de Cuentas, emitida por lo menos por cuatro 
votos conformes de sus miembros. 


Artículo 193.- Los Directorios o Directores Generales ce- 
santes, deberán rendir cuentas de su gestión al Poder Ejecutivo, 
previo dictamen del Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de fas 
responsabilidades a que hubiere lugar, de acuerdo con lo dis- 
puesto en la Sección XII. 


Artículo 194.- Las decisiones definitivas de los Entes Autó- 
nomos, sólo darán lugar a recursos o acciones ante el Tribunal 
de lo Contencioso-Administrativo o el Poder Judicial, según lo 
disponga esta Constitución o las leyes, sin perjuicio de lo dis- 
puesto en los artículos 196 y 197. 


Artículo 195.- El Banco de Previsión Social será Ente Autó- 
nomo y tendrá el cometido de coordinar los servicios estatales 
de previsión social y organizar la seguridad social. 

Su Directorio se integrará en la siguiente forma: 

a) cuatro miembros designados por el Poder Ejecutivo, en 
la forma prevista en el artículo 187, uno de los cuales lo 
presidirá; 

b) uno electo por los afiliados activos; 

c) uno electo por los afiliados pasivos; y 

d) uno electo por las empresas contribuyentes. 

Artículo 196.- Cuando el Poder Ejecutivo considere incon- 


veniente o ilegal la gestión o los actos de los Directorios o 
Directores Generales, podrá hacerles las observaciones que crea 
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pertinentes, así como disponer la suspensión de los actos obser- 
vados. 


En caso de ser desatendidas las observaciones, el Poder Eje- 
cutivo podrá disponer las rectificaciones, los correctivos o remo- 
ciones que considere del caso, comunicándolos a la Cámara de 
Senadores, la que en definitiva resolverá. Se aplicará en lo perti- 
nente, lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 
197. 


Artículo 197.- Lo dispuesto en el artículo precedente es sin 
perjuicio de la facultad del Poder Ejecutivo de destituir a los 
miembros de los Directorios o a los Directores Generales con 
venia de la Cámara de Senadores, en caso de ineptitud, omisión 
o delito en el ejercicio del cargo o de la comisión de actos que 
afecten su buen nombre o el prestigio de la institución a que 
pertenezcan. 


Si la Cámara de Senadores no se expidiera en el término de 
sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá hacer efectiva la destitu- 
ción. 


Cuando lo estime necesario, el Poder Ejecutivo, actuando en 
Consejo de Ministros, podrá reemplazar a los miembros de Di- 
rectorios o Directores Generales cuya venia de destitución se 
solicita, con miembros de Directorios o Directores Generales de 
otros Entes, con carácter interino y hasta que se produzca el 
pronunciamiento del Senado. 


Las destituciones y remociones previstas en este artículo y 
en el anterior, no darán derecho a recurso alguno ante el Tribu- 
nal de lo Contencioso-Administrativo. 


Artículo 198.- Para modificar la Carta Orgánica de los Ban- 
cos del Estado, se requerirá la mayoría absoluta de votos del 
total de componentes de cada Cámara. 

Artículo 199.- Los miembros de los Directorios o Directores 
Generales de los Entes Autónomos o de los Servicios Descentra- 
lizados no podrán ser nombrados para cargos ni aun honorarios, 
que directa o indirectamente dependan del Instituto de que for- 
man parte. Esta disposición no comprende a los Consejeros o 
Directores de los servicios de enseñanza, los que podrán ser 
reelectos como catedráticos o profesores y designados para des- 
empeñar el cargo de Decano o funciones docentes honorarias. 


La inhibición durará hásta un año después de haber termina- 
do las funciones que la causen, cualquiera sea el motivo del 
cese, y se extiende a todo otro cometido, profesional o no, aun- 
que no tenga carácter permanente ni remuneración fija. 


Tampoco podrán los miembros de los Directorios o Directo- 
res Generales de los Entes Autónomos o de los Servicios Des- 
centralizados, ejercer simultáneamente profesiones o actividades 
que, directa o indirectamente, se relacionen con la Institución a 
que pertenecen. 


Las disposiciones de los dos incisos anteriores no alcanzan a 
las funciones docentes. 
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Artículo 200.- Los miembros de los Directorios o Directores 
Generales de los Entes Autónomos y de los Servicios Descentra- 
lizados, no podrán ser candidatos a Diputados ni a ningún cargo 
electivo departamental hasta que transcurra un período de go- 
bierno desde su cese. 


Para poder ser candidatos a Presidente de la República o 
primer y segundo Vicepresidente de la República, así como a 
Senadores, deberán cesar en sus cargos dieciocho meses antes 
de la fecha de la elección, por lo menos. 


En estos casos la sola presentación de la renuncia fundada en 
esta causal, determinará el cese inmediato del renunciante, en 
sus funciones. 


La probibición del inciso primero se aplicará respecto de los 
Directores del Banco de Previsión Social, a todos los cargos 
electivos. 


La Corte Electoral y las Juntas Electorales no registrarán 
listas en que figuraren candidatos que incumplieren estas prohi- 
biciones. Las mismas no serán aplicables cuando los titulares de 
los cargos correspondientes los hubieren ocupado por menos de 
un año, salvo que ese año fuere el previo a las elecciones ordina- 
rias. 


La ley por el voto de la mayoría absoluta de los componen- 
tes de cada Cámara, podrá modificar la prohibición establecida 
en este artículo, 


CAPITULO H 


Artículo 201.- La Enseñanza Pública Superior, Secundaria, 
Primaria, Normal, Industrial y Artística, serán regidas por uno o 
más Consejos Directivos Autónomos. 


Los demás servicios docentes del Estado, también estarán a 
cargo de Consejos Directivos Autónomos, cuando la ley lo de- 
termine por dos tercios de votos del total de componentes de 
cada Cámara. 


Artículo 202.- Los Entes de Enseñanza Pública serán oídos, 
con fines de asesoramiento, en la elaboración de las leyes relati- 
vas a sus servicios, por las Comisiones Parlamentarias. Cada 
Cámara podrá fijar plazos para que aquéllos se expidan. 


Artículo 203.- La ley dispondrá la coordinación de la ense- 
fñanza. 


Artículo 204.- Los Consejos Directivos de los servicios do- 
centes serán designados o electos en la forma que establezca la 
ley sancionada por la mayoría absoluta de votos del total de 
componentes de cada Cámara. 


Artículo 205.- El Consejo Directivo de la Universidad de la 
República será designado por los órganos que la integran, y los 
Consejos de sus órganos serán electos por docentes, estudiantes 
y egresados, conforme a lo que establezca la ley sancionada por 
la mayoría determinada en el artículo 204. 
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Artículo 206.- Los Consejos Directivos tendrán los cometi- 
dos y atribuciones que determinará la ley sancionada por mayo- 
ría absoluta de votos del total de componentes de cada Cámara. 


Dichos Consejos establecerán el Estatuto de sus funcionarios 
de conformidad con las bases contenidas en los artículos 58 a 61 
y las reglas fundamentales que establezca la ley, respetando la 
especialización del Ente. 


Artículo 207.- Serán aplicables, en lo pertinente, a los dis- 
tintos servicios de enseñanza, los artículos 189, 190, 191, 192, 
193, 194,, incisos primero y segundo del 197, 199 y 200. 


SECCION XII 
Del Tribunal de Cuentas 
CAPITULO UNICO 


Artículo 208.- El Tribunal de Cuentas estará compuesto por 
siete miembros que deberán reunir las mismas calidades exigi- 


das para ser Senador. 


Serán designados por la Asamblea General por dos tercios 
de votos del total de sus componentes. 


Regirán a su respecto las incompatibilidades establecidas en 
los artículos 122, 123, 124 y 125. 


Sus miembros cesarán en sus funciones cuando la Asamblea 
General, que sustituya a la que los designó, efectúe los nombra- 
mientos para el nuevo período. 


Podrán ser reelectos y tendrán cada uno de ellos, tres suplen- 
tes para los casos de vacancia, impedimento temporal o licencias 
de los titulares. 


Artículo 209.- Los miembros del Tribunal de Cuentas son 
responsables, ante la Asamblea General, en reunión de ambas 
Cámaras, por el fiel y exacto cumplimiento de sus funciones. La 
Asamblea General podrá destituirlos, en caso de ineptitud, omi- 
sión o delito, mediante la conformidad de dos tercios de votos 
del total de sus componentes. 


Artículo 210.- El Tribunal de Cuentas actuará con autono- 
mía funcional, la que será reglamentada por ley, que proyectará 
el mismo Tribunal. También podrá atribuírsele por ley, funcio- 
nes no especificadas en esta Sección. 


Artículo 211.- Compete al Tribunal de Cuentas: 
A) Dictaminar e informar en materia de presupuestos. 


B) Intervenir preventivamente en los gastos y los pagos, con- 
forme a las normas reguladoras que establecerá la ley y 
al solo efecto de certificar su legalidad, haciendo, en su 
caso, las observaciones correspondientes. Si el ordenador 
respectivo insistiera, lo comunicará al Tribunal sin per- 
juicio de dar cumplimiento a lo dispuesto. 
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Si el Tribunal de Cuentas, a su vez, mantuviera sus ob- 
servaciones, dará noticia circunstanciada a la Asamblea 
General, o a quien haga sus veces, a sus efectos. 


En los Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados, el cometido a que se refiere 
este inciso podrá ser ejercido con las mismas ulteriori- 
dades, por intermedio de los respectivos contadores o 
funcionarios que hagan sus veces, quienes actuarán en 
tales cometidos bajo la superintendencia del Tribunal de 
Cuentas, con sujeción a lo que disponga la ley, la cual 
podrá hacer extensiva esta regla a otros servicios públi- 
cos con administración de fondos. 


C) Dictaminar e informar respecto de la rendición de cuen- 
tas y gestiones de todos los órganos del Estado, inclusive 
Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados, cualquiera sea su naturaleza, así 
como también, en cuanto a las acciones correspondientes 
en caso de responsabilidad, exponiendo las consideracio- 
nes y observaciones pertinentes. Cuando de los dictáme- 
nes e informes resultaren observaciones sobre la gestión 
de los Entes Autónomos y los Servicios Descentraliza- 
dos, se dará cuenta al Poder Ejecutivo, a los efectos del 
eventual ejercicio de las atribuciones que a éste cometen 
los artículos 196 y 197, 


D) Presentar a la Asamblea General la memoria anual relati- 
va a la rendición de cuentas establecida en el inciso ante- 
rior. 


E) Intervenir en todo lo relativo a la gestión financiera de 
los Órganos del Estado, Gobiernos Departamentales, En- 
tes Autónomos y Servicios Descentralizados, y denun- 
ciar, ante quien corresponda, todas las irregularidades en 
el manejo de fondos públicos e infracciones a las leyes 
de su presupuesto y contabilidad. 


F) Dictar las ordenanzas de contabilidad, que tendrán fuerza 
obligatoria para todos los órganos del Estado, Gobiernas 
Departamentales, Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, cualquiera sea su naturaleza. 


G) Proyectar sus presupuestos que elevará al Poder Ejecutt- 
vo, para ser incluidos en los presupuestos respectivos. El 
Poder Ejecutivo, con las modificaciones que considere 
del caso, los elevará al Poder Legislativo, estándose a su 
resolución. 


Artículo 212.- El Tribunal de Cuentas tendrá superintenden- 
cia en todo lo que corresponda a sus cometidos y con sujeción a 
lo que establezca su Ley Orgánica, sobre todas las oficinas de 
contabilidad, recaudación y pagos del Estado, Gobiernos Depar- 
tamentales, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, cua- 
lesquiera sea su naturaleza, pudiendo proponer, a quien corres- 
ponda, las reformas que creyere convenientes. 


Artículo 213.- El Tribunal de Cuentas presentará al Poder 
Ejecutivo el proyecto de Ley de Contabilidad y Administración 
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Financiera, el que lo elevará al Poder Legislativo con las obser-' 


vaciones que le mereciera. Dicho proyecto comprenderá las nor- 
mas reguladoras de la administración financiera y económica y 
especialmente la organización de los servicios de contabilidad y 
recaudación; requisitos con fines de contralor, para la adquisi- 
ción y enajenación de bienes y contratación que afecten a la 
Hacienda Pública; para hacer efectiva la intervención preventiva 
en los ingresos, gastos y pagos; y las responsabilidades y garan- 
tías a que quedarán sujetos los funcionarios que intervienen en 
la gestión del patrimonio del Estado. 


SECCION XIII 
De la Hacienda Pública 
CAPITULO I 


Artículo 214.- El Poder Ejecutivo proyectará con el asesora- 
miento de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, el Presu- 
puesto Nacional que regirá para su período de Gobierno y lo 
presentará al Poder Legislativo dentro de los seis primeros me- 
ses del ejercicio de su mandato. 


El Presupuesto Nacional se proyectará y aprobará con una 
estructura que solamente contendrá: 


A) Los montos globales de los gastos corrientes e inversio- 
nes del Estado, distribuidos en cada Inciso por programa. 


B) Los escalafones y sueldos funcionales, así como su costo 
anual, distribuidos en cada Inciso por programa. 


C) Los recursos y la estimación de su producido. 


D) Las normas para la ejecución e interpretación del presu- 
puesto. 


Los apartados precedentes podrán ser objeto de leyes separa- 
das en razón de la materia que comprendan. 


El Poder Ejecutivo, dentro de los cinco meses de vencido el 
ejercicio anual, que coincidirá con el año civil, presentará al 
Poder Legislativo la Rendición de Cuentas y el Balance de Eje- 
cución Presupuestal correspondiente a dicho ejercicio, pudiendo 
proponer las modificaciones'que estime indispensables al monto 
global de gastos, inversiones y sueldos o recursos y efectuar 
creaciones, supresiones y modificaciones de programas por ra- 
zones debidamente justificadas. 


Artículo 215.- El Poder Legislativo se pronunciará exclusi- 
vamente sobre montos globales por inciso, programas, objetivos 
de los mismos, escalafones y número de funcionarios y recursos. 


Quedan prohibidas las modificaciones que significaren ma- 
yores erogaciones que las propuestas y las que carecieren de 
iniciativa, cuando la misma fuere preceptiva del Poder Ejecutivo. 
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Artículo 216.- Podrá por ley establecerse una Sección espe- 
cial en los presupuestos que compren da los Gastos Ordinarios 
permanentes de la Administración cuya revisión periódica no 
sea indispensable. 


No se incluirá ni en los presupuestos ni en las leyes de 
Rendición de Cuentas, disposiciones cuya vigencia exceda la del 
mandato de gobierno ni aquellas que no se refieren exclu- 
sivamente a su interpretación o ejecución. 


Todos los proyectos de presupuestos serán elevados a quien 
corresponda para su consideración y aprobación, en forma com- 
parativa con los presupuestos vigentes. 


CAPITULO II 


Artículo 217.- Cada Cámara deberá pronunciarse sobre los 
proyectos de Presupuesto Nacional dentro del término de cua- 
renta y cinco días de recibidos, y, sobre los proyectos de Rendi- 
ción de Cuentas, dentro de los treinta días de recibidos. 


De no haber pronunciamiento en dichos términos, el o los 
proyectos se considerarán rechazados. 


Artículo 213.- Cuando el proyecto aprobado por una de las 
Cámaras, fuera modificado por la otra Cámara, la Cámara que 
originariamente lo aprobó deberá pronunciarse sobre las modifi- 
caciones dentro de los quince días siguientes, transcurridos los 
cuales o rechazadas las modificaciones el proyecto pasará a la 
Asamblea General. 


La Asamblea General deberá pronunciarse dentro de los quin- 
ce días siguientes. 


Tratándose de los proyectos de Rendición de Cuentas, am- 
bos plazos serán de diez días. 


Si la Asamblea General no se pronunciare dentro de dichos 
términos, los proyectos se tendrán por rechazados. 

Artículo 219.- Sólo se podrán enviar mensajes complemen- 
tarios o sustitutivos, en el caso exclusivo del Proyecto de Presu- 
puesto Nacional y sólo dentro de los veinte días a partir de la 
primera entrada del proyecto a cada Cámara, 


CAPITULO II 


Artículo 220.- El Poder Judicial, el Tribunal de lo Conten- 
cioso-Administrativo, la Corte Electoral, el Tribunal de Cuentas, 
los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados, con ex- 
cepción de los comprendidos en el artículo siguiente, proyecta- 
rán sus respectivos presupuestos y los presentarán al Poder Eje- 
cutivo, incorporándolos éste al proyecto de presupuesto. El Po- 
der Ejecutivo podrá modificar los proyectos originarios y some- 
terá éstos y las modificaciones al Poder Legislativo. 


Artículo 221.- Los presupuestos de los Entes Industriales o 
Comerciales del Estado serán proyectados por cada uno de éstos 


50 -C.S. 


y elevados al Poder Ejecutivo y al Tribunal de Cuentas cinco 
meses antes del comienzo de cada ejercicio, con excepción del 
siguiente al año electoral, en que podrán ser presentados en 
cualquier momento. 


El Tribunal de Cuentas dictaminará dentro de los treinta días 
de recibidos. 


El Poder Ejecutivo con asesoramiento de la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto podrá observarlo y, en este caso, así 
como en el que mediasen observaciones del Tribunal de Cuentas 
lo devolverá al Ente respectivo. 


Si el Ente aceptase las observaciones del Poder Ejecutivo y 
el dictamen del Tribunal de Cuentas, devolverá los antecedentes 
al Poder Ejecutivo para la aprobación del presupuesto y su in- 
clusión con fines informativos en el Presupuesto Nacional. 


No mediando la conformidad establecida en el inciso ante- 
rior, los proyectos de presupuestos se remitirán a la Asamblea 
General con agregación de antecedentes. 


La Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras, resol- 
verá en cuanto a las discrepancias con sujeción a lo dispuesto en 
el artículo 215, por el voto de los dos tercios del total de sus 
componentes. Si no resolviera dentro del término de cuarenta 
días se tendrá por aprobado el presupuesto, con las observa- 
ciones del Poder Ejecutivo. 


El dictamen del Tribunal de Cuentas requiere el voto afirma- 
tivo de la mayoría de sus miembros. 


La ley fijará, previo informe de los referidos Entes y del 
Tribunal de Cuentas y la opinión del Poder Ejecutivo emitida 
con el asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto, los porcentajes que cada Ente podrá destinar a sueldos y 
gastos de dirección y administración. 


CAPITULO IV 


Artículo 222.- Se aplicará al Presupuesto Departamental, en 
lo pertinente, las disposiciones de los artículos 86, 133, 214, 216 
y 219. 


Artículo 223,.- Cada Intendente proyectará el Presupuesto 
que regirá para su período de Gobierno y lo someterá a la consi- 
deración de la Junta Departamental dentro de los seis primeros 
meses del ejercicio de su mandato. 


Artículo 224.- Las Juntas Departamentales considerarán los 
proyectos de presupuesto preparados por los Intendentes, dentro 
de los tres meses de su presentación. 


Artículo 225.- Las Juntas Departamentales sólo podrán mo- 
dificar los proyectos de presupuesto para aumentar los recursos 
o disminuir los gastos, no pudiendo prestar aprobación a nin- 
gún proyecto que signifique déficit ni crear empleos por su 
iniciativa, 
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Previamente a la sanción del presupuesto, la Junta recabará 
informe del Tribunal de Cuentas, que se pronunciará dentro de 
los veinte días, pudiendo únicamente formular observaciones 
sobre error en el cálculo de los recursos, omisión de obligacio- 
nes presupuestales o violación de la disposiciones constituciona- 
les o leyes aplicables. 


Si el Tribunal de Cuentas no se expidiere dentro del término 
precedentemente fijado, se entenderá que no formula observa- 
ciones. 


Si la Junta aceptase las observaciones del Tribunal de Cuen- 
tas, O no mediaran éstas, sancionará definitivamente el presu- 
puesto. 


En ningún caso la Junta podrá introducir otras modificacio- 
nes con posterioridad al informe del Tribunal. 


Si la Junta Departamental no aceptase las observaciones for- 
muladas por el Tribunal de Cuentas, el presupuesto se remitirá, 
con lo actuado, a la Asamblea General, para que ésta, en reunión 
de ambas Cámaras, resuelva las discrepancias dentro del plazo: 
de cuarenta días, y si no recayera decisión, el presupuesto se 
tendrá por sancionado. 


Artículo 226.- Vencido el término establecido en el artículo 
224 sin que la Junta Departamental hubiese tomado resolución 
definitiva, se considerará rechazado el proyecto de presupuesto 
remitido por el Intendente. 


Artículo 227.- Los presupuestos departamentales declarados 
vigentes, se comunicarán al Poder Ejecutivo para su inclusión, a 
título informativo, en los presupuestos respectivos y al Tribunal 
de Cuentas con instrucción a éste de los antecedentes relativos a 
sus observaciones, cuando las hubiere. 


CAPITULO V 


Artículo 228.- La vigilancia en la ejecución de los presu- 
puestos y la función de contralor de toda gestión relativa a la 
Hacienda Pública, será de cargo del Tribunal de Cuentas. 


Mientras no se aprueben los proyectos de presupuestos, con- 
tinuarán rígiendo los presupuestos vigentes. 


Artículo 229.- El Poder Legislativo, las Juntas Departamen- 
tales, los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados no po- 
drán aprobar presupuestos, crear cargos, determinar aumentos 
de sueldos y pasividades, ni aprobar aumentos en las Partidas de 
Jornales y Contrataciones, en los doce meses anteriores a ta 
fecha de las elecciones ordinarias, con excepción de las asigna- 
ciones a que se refieren los artículos 117, 156 y 295, 


CAPITULO VI 


Artículo 230.- Habrá una Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto que dependerá directamente de la Presidencia de la, 
República. Estará dirigida por una Comisión integrada con re- 
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presentantes de los Ministros vinculados al desarrollo y por un 
Director designado por el Presidente de la República que la 
presidirá. 


El Director deberá reunir las condiciones necesarias para ser 
Ministro y ser persona de reconocida competencia en la materia. 
Su cargo será de particular confianza del Presidente de la Repú- 
blica. 


La Oficina de Planeamiento y Presupuesto se comunicará 
directamente con los Ministerios y Organismos Públicos para el 
cumplimiento de sus funciones. 


Formará Comisiones Sectoriales en las que deberán estar 
representados los trabajadores y las empresas públicas y priva- 
das. pe 


La Oficina de planeamiento y Presupuesto, asistirá al Poder 
Ejecutivo en la formulación de los Planes y Programas de Desa- 
rrollo. 


Tendrá además los cometidos que por otras disposiciones se 
le asignen expresamente así como los que la ley determine. 


Artículo 231.- La Ley dictada por mayoría absoluta del total 
de componentes de cada Cámara podrá disponer expropiaciones 
correspondientes a planes y programas de desarrollo económico, 
propuestas por el Poder Ejecutivo, mediante una justa indemni- 
zación y conforme a las normas del artículo 32. 


Artículo 232.- Dicha indemnización podrá no ser previa, 
pero en ese caso la Ley deberá establecer expresamente los 
recursos necesarios, para asegurar su pago total en el término 
establecido que nunca superará los diez años; la entidad expro- 
piante no podrá tomar posesión del bien sin antes haber pagado 
efectivamente por lo menos la cuarta parte del total de la in- 
demnización. 


Los pequeños propietarios, cuyas características determinará 
la Ley, recibirán siempre el total de la indemnización previa- 
mente a la toma de posesión del bien. 


SECCION XIV 
Del Poder Judicial 
3 
CAPITULO I 


Artículo 233.- El Poder Judicial será ejercido por la Supre- 
ma Corte de Justicia y por los Tribunales y Juzgados, en la 
forma que estableciere la Ley. 


CAPITULO Il 


Artículo 234.- La Suprema Corte de Justicia se compondrá 
de cinco miembros. La ley, por el voto de la mayoría absoluta 
del total de componentes de cada Cámara, podrá modificar su 
número de integrantes y disponer su funcionamiento en Salas. 
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Artículo 235.- Para ser miembros de la Suprema Corte de 
Justicia requiere: 


1? Cuarenta años cumplidos de edad. 


2” Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con diez años de 
ejercicio y veinticinco años de residencia en el país. 


"3" Ser abogado con diez años de antigiiedad o haber ejerci- 
do con esa calidad la Judicatura o el Ministerio Público o 
Fiscal por espacio de ocho años. 


Artículo 236.- Los miembros de la Suprema Corte de Justi- 
cia serán designados por la Asamblea General por dos tercios de 
votos del total de sus componentes, La designación deberá 
efectuarse dentro de los noventa días de producida la vacancia a 
cuyo fin la Asamblea General será convocada especialmente. 
Vencido dicho término sin que se haya realizado la designación, 
quedará automáticamente designado como miembro de la Su- 
prema Corte de Justicia el miembro de los Tribunales de Apela- 
ciones con mayor antigiledad en tal cargo y a igualdad de anti- 
giiedad en tal cargo por el que tenga más años en el ejercicio de 
la Judicatura o de! Ministerio Público o Fiscal. 


En los casos de vacancia y mientras éstas no sean provistas, 
y en los de recusación, excusación o impedimento para el cum- 
plimiento de su función jurisdiccional, la Suprema Corte de Jus- 
ticia se integrará de oficio en la forma que establezca la ley. 


Artículo 237.- Los miembros de la Suprema Corte de Justi- 
cia durarán diez años en sus cargos sín perjuicio de lo que 
dispone el artículo 250 y no podrán ser reelectos sin que medien 
cinco años entre su cese y la reelección. 


Artículo 238.- Su dotación será fijada por el Poder Legis- 
lativo. 


CAPITULO III 
Artículo 239.- A la Suprema Corte de Justicia corresponde: 


1% Juzgar a todos los infractores de la Constitución, sin ex- 
cepción alguna; sobre delitos contra Derecho de Gentes y 
causas de Almirantazgo; en las cuestiones relativas a tra- 
tados, pactos y convenciones con otros Estados; conocer 
en las causas de los diplomáticos acreditados en la Repú- 
blica, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 


Para los asuntos enunciados y para todo otro en que se 
atribuya a la Suprema Corte jurisdicción originaria, será 
la Ley la que disponga sobre las instancias que haya de 
haber en los juicios, que de cualquier modo serán públi- 
cos y tendrán su sentencia definitiva motivada con refe- 
rencias expresas a la ley que se aplique. 


2” Ejercer la superintendencia directiva, correctiva, consul- 
tiva y económica sobre los Tribunales, Juzgados y demás 
dependencias del Poder Judicial. 
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3” Formular los proyectos de presupuestos del Poder Judi- 
cial, y remitirlos en su oportunidad al Poder Ejecutivo 
para que éste los incorpore a los proyectos de presupues- 
to respectivos, acompañados de las modificaciones que 
estime pertinentes. 


4% Con aprobación de la Cámara de Senadores o en su rece- 
so con la de la Comisión Permanente, nombrar los ciuda- 
danos que han de componer los Tribunales de Apelacio- 
nes, ciñendo su designación a los siguientes requisitos: 


a) Al voto conforme de tres de sus miembros, para can- 
didatos que pertenezcan a la Judicatura o al Ministe- 
rio Público, y 


b) al voto conforme de cuatro, para candidatos que no 
tengan las calidades del párrafo anterior. 


5% Nombrar a los Jueces Letrados de todos los grados y 
denominaciones, necesitándose, en cada caso, la mayoría 
absoluta del total de componentes de la Suprema Corte. 


Estos nombramientos tendrán carácter de definitivos des- 
de el momento en que se produzcan, cuando recaigan 
sobre ciudadanos que ya pertenecían, con antigiiedad de 
dos años, a la Judicatura, al Ministerio Público y Fiscal o 
a la Justicia de Paz, en destinos que deban ser desempe- 
ñados por abogados. 


Si los mismos funcionarios tuviesen menor antigiiedad 
en Sus respectivos cargos serán considerados con carácter 
de Jueces Letrados interinos, por un período de dos años, 
a contar desde la fecha de nombramiento, y por el mismo 
tiempo tendrán ese carácter los ciudadanos que recién 
ingresen a la Magistratura. 


Durante el período de interinato, la Suprema Corte podrá 
remover en cualquier momento al Juez Letrado interino, 
por mayoría absoluta del total de sus miembros. Vencido 
el término del interinato, el nombramiento se considerará 
confirmado de pleno derecho. 


6” Nombrar a los Defensores de Oficio permanentes y a los 
Jueces de Paz por mayoría absoluta del total de compo- 
nentes de la Suprema Corte de Justicia. 


7% Nombrar, promover y destituir por sí, mediante el voto 
conforme de cuatro de sus componentes, los empleados 
del Poder Judicial, conforme a lo dispuesto en los artícu- 
tos 58 a 66, en lo que corresponda. 


8” Cumplir los demás cometidos que le señale la ley. 


Artículo 240.- En el ejercicio de sus funciones, se comuni- 
cará directamente con los otros Poderes del Estado, y su Presi- 
dente estará facultado para concurrir a las comisiones parlamen- 
tarias, para que con voz y sin voto, participe de sus deliberacio- 
nes cuando traten de asuntos que interesen a la Administración 
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de Justicia, pudiendo promover en ellas el andamiento de pro- 
yectos de reforma judicial y de los Códigos de Procedimientos. 


CAPITULO IV 


Artículo 241.- Habrá los Tribunales de Apelaciones que la 
ley determine y con las atribuciones que ésta les fije. 


Cada uno de ellos se compondrá de tres miembros. 


Artículo 242.- Para ser miembro de un Tribunal de Apela- 
ciones, se requiere: 


1? Treinta y cinco años cumplidos de edad. 


2” Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con siete años de 
ejercicio. 


3” Ser abogado con ocho años de antigiiedad o haber ejerci- 
do con esa calidad la Judicatura o el Ministerio Público o 
Fiscal por espacio de seis años. 


Artículo 243.- Los miembros de los Tribunales de Apelacio- 
nes durarán en sus cargos por todo el tiempo de su buen com- 
portamiento hasta el límite dispuesto por el artículo 250. 


CAPITULO V 


Artículo 244.- La ley fijará el número de Juzgados Letrados 
de la República, atendiendo a las exigencias de la más pronta y 
fácil administración de Justicia, y señalará los lugares de sede de 
cada uno de ellos, sus atribuciones y el modo de ejercerlas. 


Artículo 245.- Para ser Juez Letrado, se requiere: 


1” Veintiocho años cumplidos de edad. 


2” Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con cuatro años 
de ejercicio. 


3” Ser abogado con cuatro años de antigtiedad o haber per- 
tenecido con esa calidad por espacio de dos años al Mi- 
nisterio Público o Fiscal o a la Justicia de Paz. 


Artículo 246.- Los Jueces Letrados con efectividad en el 
cargo, durarán en sus funciones todo el tiempo de su buena 
comportación hasta el límite establecido en el artículo 250, 


No obstante, y por razones de buen servicio, la Suprema 
Corte de Justicia podrá trasladarlos en cualquier tiempo, de car- 
go o de lugar, o de ambas cosas con tal que ese traslado se 
resuelva después de oído el Fiscal de Corte y con sujeción a los 
siguientes requisitos: 


1? Al voto conforme de tres de los miembros de la Suprema 
Corte en favor del traslado si el nuevo cargo no implica 
disminución de grado o de remuneración, o de ambos 
extremos, con respecto al anterior. 
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2” Al voto conforme de cuatro de sus miembros en favor 
del traslado, si el nuevo cargo implica disminución de 
grado o de remuneración, o de ambos extremos, con res- 
pecto al anterior. 


CAPITULO VI 
Artículo 247.- Para ser Juez de Paz se requiere: 
1? Veinticinco años cumplidos de edad. 


2” Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con dos años de 
ejercicio. 


A las calidades enunciadas, se deberán agregar la de abo- 
gado para ser Juez de Paz en el departamento de Monte- 
video y la de abogado o escribano público para serlo en 
las Capitales y ciudades de los demás departamentos y en 
cualquiera otra población de la República, cuyo movi- 
miento judicial así lo exija, a juicio de la Suprema Corte. 


Artículo 248.- En la República habrá tantos Juzgados de Paz 
cuantas sean las secciones judiciales en que se divida el territo- 
rio de los departamentos. 


Artículo 249.- Los Jueces de Paz durarán cuatro años en el 
cargo y podrán ser removidos en cualquier tiempo, si así convie- 
ne a los fines del mejor servicio público. 


CAPITULO VII 


Artículo 250.- Todo miembro del Poder Judicial cesará en el 
cargo al cumplir setenta años de edad. 


Artículo 251.- Los cargos de la Judicatura serán incompati- 
bles con toda otra función pública retribuida, salvo el ejercicio 
del profesorado en la Enseñanza Pública Superior en materia 
jurídica, y con toda otra función pública honoraria permanente, 
excepto aquellas especialmente conexas con la judicial. 


Para desempeñar cualesquiera de estas funciones se requeri- 
rá previamente la autorización de la Suprema Corte de Justicia, 
otorgada por mayoría absoluta de votos del total de sus compo- 
nentes. 


Artículo 252.- A los magistrados y a todo el personal de 
empleados pertenecientes a los despachos y oficinas internas de 
la Suprema Corte, Tribunales y Juzgados, les está prohibido, 
bajo pena de inmediata destitución, dirigir, defender o tramitar 
asuntos judiciales o intervenir, fuera de su obligación funcional, 
de cualquier modo en ellos, aunque sean de jurisdicción volun- 
taria. La transgresión será declarada de oficio en cuanto se ma- 
nifieste. Cesa la prohibición, únicamente cuando se trate de asun- 
tos personales del funcionario o de su cónyuge, hijos y ascen- 
dientes. 


En lo que se refiere al personal de los despachos y oficinas, 
se estará, además, a las excepciones que la ley establezca. 
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La ley podrá también instituir prohibiciones particulares para 
los funcionarios o empleados de las dependencias no aludidas 
por el apartado primero de este artículo. 


CAPITULO V]I 


Artículo 253.- La jurisdicción militar queda limitada a los 
delitos militares y al caso de estado de guerra. 


Eos delitos comunes cometidos por militares en tiempo de 
paz, cualquiera que sea el jugar donde se cometan, estarán so- 
metidos a la Justicia ordinaria, 


Artículo 254.- La justicia será gratuita para Jos declarados 
pobres con arreglo a la ley. En los pleitos en que tal declaración 
se hubiere hecho a favor del demandante, el demandado gozará 
del mismo beneficio hasta la sentencia definitiva, la cual lo con- 
solidará si declara la ligereza culpable del demandante en el 
ejercicio de su acción. 


Artículo 255.- No se podrá iniciar ningún pleito en materia 
civil sin acreditarse previamente que se ha tentado la concilia- 
ción ante la Justicia de Paz, salvo las excepciones que estable- 
ciere la ley. 


CAPITULO IX 


Artículo 256.- Las leyes podrán ser declaradas inconstitu- 
cionales por razón de forma o de contenido, ya fueren anteriores 
o posteriores a la presente Constitución, de acuerdo con lo que 
se establece en los artículos siguientes. 


Artículo 257.- A la Suprema Corte de Justicia le compete el 
conocimiento y la resolución originaria y exclusiva en la mate- 
ria; y deberá pronunciarse con los requisitos de las sentencias 
definitivas. 


Artículo 258.- La declaración de inconstitucionalidad de una 
ley y la inaplicabilidad de las disposiciones afectadas por aqué- 
lla, podrán solicitarse por todo aquel que se considere lesionado 
en su interés directo, personal y legítimo: 


1 Por vía de acción, que deberá entablar ante la Suprema 
Corte de Justicia. 


2” Por vía de excepción, que podrá oponer en cualquier 
procedimiento judicial. 


El Juez o Tribunal que entendiere en cualquier procedimien- 
to judicial, o el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, en 
su caso, también podrá solicitar de oficio la declaración de in- 
constitucionalidad de una ley y su inaplicabilidad, antes de dic- 
tar resolución. 


En este caso y en el previsto por el numeral 2, se suspende- 
rán los procedimientos, elevándose las actuaciones a la Suprema 
Corte de Justicia. 
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Artículo 259.- El fallo de la Suprema Corte de Justicia se 
referirá exclusivamente al caso concreto y sólo tendrá efecto en 
los procedimientos en que se haya pronunciado. 


Artículo 260.- Los decretos de los Gobiernos Departamenta- 
les que tengan fuerza de ley en su jurisdicción, podrán también 
ser declarados inconstitucionales, con sujeción a lo establecido 
en los artículos anteriores. 


Artículo 261.- La ley reglamentará los procedimientos perti- 
nentes. 


SECCION XV 


Del Gobierno y de la Administración 
de los Departamentos 


CAPITULO I 


Artículo 262.- El Gobierno y la Administración de los De- 
partamentos, con excepción de los servicios de seguridad públi- 
ca, serán ejercidos por una Junta Departamental y un Intendente. 
Tendrán sus sedes en la capital de cada Departamento e inicia- 
rán sus funciones el 15 de febrero siguiente a su elección. 


Habrá una autoridad local en toda población que tenga las 
condiciones mínimas que fijará la ley. También podrá haberla, 
una o más, en la planta urbana de las capitales departamentales, 
si así lo dispone la Junta Departamental a iniciativa del Inten- 
dente. 


Las autoridades locales serán elegidas por el Cuerpo Electo- 
ral respectivo, salvo en las poblaciones que no reúnan las condi- 
ciones mínimas que establecerá la ley, a este efecto. 


La ley establecerá la materia departamental y la municipal, 
de modo de delimitar los cometidos respectivos de las autori- 
dades departamentales y locales, así como los poderes jurídicos 
de sus órganos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 
273 y 275. 


El Intendente, con acuerdo de la Junta Departamental, podrá 
delegar en las autoridades locales la ejecución de determinados 
cometidos, en sus respectivas circunscripciones territoriales. 


Los Gobiernos Departamentales podrán acordar, entre sí y 
con el Poder Ejecutivo, así como con los Entes Autónomos y los 
Servicios Descentralizados, la organización y la prestación de 
servicios y actividades propias o comunes, tanto en sus respecti- 
vos territorios como en forma regional e interdepartamental. 


Artículo 263.- Las Juntas Departamentales se compondrán 
del número de miembros que establezca la ley dictada por el 
voto de los tres quintos del total de componentes de cada Cáma- 
ra, la que podrá determinar distinto número de integrantes para 
cada uno de estos Organos, con un máximo de treinta y uno y un 
mínimo de quince. 


CAMARA DE SENADORES 


24 de Marzo de 1994 


Artículo 264.- Para ser miembro de la Junta Departamental 
se requerirá: veintitrés años cumplidos de edad; ciudadanía natu- 
ral o legal con tres años de ejercicio y ser nativo del departa- 
mento o estar radicado en él desde tres años antes, por lo menos. 


Artículo 265.- Los miembros de las Juntas Departamentales 
durarán cinco años en el ejercicio de sus funciones. Simultánea- 
mente con los titulares se elegirá triple número de suplentes. 
Con ellos, por el orden de su elección, se llenarán las vacantes 
que se produzcan, del modo que expresará la ley y sin hacerse 
nueva elección. 


La ley podrá también autorizar la convocatoria de suplentes, 


- por impedimento temporal o licencia de los titulares. 


Prohíbense las suplencias automáticas. 


Artículo 266.- Los Intendentes durarán cinco años en el 
ejercicio de sus funciones y podrán ser reelectos, por una sola 
vez, requiriéndose para ser candidatos que renuncien con tres 
meses de anticipación, por lo menos a la fecha de las elecciones. 


Artículo 267.- Para ser Intendente se requerirán las mismas 
calidades que para ser Senador, necesitándose, además, ser nati- 
vo del departamento o estar radicado en él desde tres años antes 
de la fecha de toma de posesión, por lo menos. 


Artículo 268.- Simultáneamente con el titular del cargo de 
Intendente, se elegirán cuatro suplentes, que serán llamados por 
su orden a ejercer las funciones en caso de vacancia del cargo, 
impedimento temporal o licencia del titular. La no aceptación 
del cargo por parte de un suplente le hará perder su calidad de 
tal, excepto que la convocatoria fuese para suplir una vacancia 
temporal. 


Si el cargo de Intendente quedase vacante definitivamente y 
agotada la lista de suplentes, la Junta Departamental elegirá nue- 
vo titular por mayoría absoluta del total de sus componentes y 
por el término complementario del período de gobierno en trans- 
curso. Mientras tanto, o si la vacancia fuera temporal, el cargo 
será ejercido por el Presidente de la Junta Departamental -siem- 
pre y cuando cumpliese con lo dispuesto por los artículos 266 y 
267- y en su defecto por los Vicepresidentes que reuniesen di- 
chas condiciones. 


Si en la fecha en que deba asumir sus funciones no estuviese 
proclamado el Intendente electo o fuese anulada la elección 
departamental quedará prorrogado el período del Intendente ce- 
sante, hasta que se efectúe la transmisión del mando, 


Artículo 269.- La Ley sancionada con el voto de dos tercios 
del total de los componentes de cada Cámara podrá modificar el 
número de miembros de las Juntas Departamentales. 


CAPITULO Y 


Artículo 270.- Las Juntas Departamentales y los Intenden- 
tes, serán elegidos directamente por el pueblo, con las garantías 
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y conforme a las normas que para el sufragio establece la Sec- 
ción IL 


Artículo 271.- Para la elección de Intendentes Municipales 
se acumularán los votos por lema, quedando prohibida la acu- 
mulación por sub-lemas. 


Corresponderá el cargo de Intendente Municipal al candidato 
de la lista más votada del lema más votado. 


Artículo 272.- Los cargos de miembros de las Juntas Depar- 
tamentales se distribuirán entre los diversos lemas, proporcio- 
nalmente al caudal electoral de cada uno, sin perjuicio de lo 
establecido en los apartados siguientes. 


Si el lema que haya obtenido el cargo de Intendente sólo 
hubiese obtenido la mayoría relativa de sufragios se adjudicará a 
ese lema la mayoría de los cargos de la Junta Departamental, los 
que serán distribuidos proporcionalmente entre todas sus listas. 


Los demás cargos serán distribuidos por el sistema de la 
representación proporcional integral, entre los lemas que no hu- 
biesen obtenido representación en la adjudicación anterior. 


CAPITULO Ill 


Artículo 273.- La Junta Departamental ejercerá las funcio- 
nes legislativas y de contralor en el Gobierno Departamental. 


Su jurisdicción se extenderá a todo el territorio del departa- 
mento. 


Además de las que la ley determine, serán atribuciones de las 
Juntas Departamentales: 


1? Dictar, a propuesta del Intendente o por su propia inicia- 
tiva, los decretos y resoluciones que juzgue necesarios, 
dentro de su competencia. 


2” Sancionar Jos presupuestos elevados a su consideración 
por el Intendente, conforme a lo dispuesto en la Sección 
XIIL 


3” Crear o fijar, a proposición del Intendente, impuestos, 
tasas, contribuciones, tarifas y precios de los servicios 
que presten, mediante el voto de la mayoría absoluta del 
total de sus componentes. 


4% Requerir la intervención del Tribunal de Cuentas para 
informarse sobre cuestiones relativas a la Hacienda o a la 
Administración Departamental. El requerimiento deberá 
formularse siempre que el pedido obtenga un tercio de 
votos del total de componentes de la Junta. 


5” Destituir, a propuesta del Intendente y por mayoría abso- 
luta de votos del total de componentes, los miembros de 
las Juntas Locales no electivas. 
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6” Sancionar, dentro de los doce primeros meses de cada 
período de Gobierno y por el voto de tres quintos del 
total de sus componentes, su Presupuesto de Sueldos y 
Gastos y remitirlo al Intendente a los efectos previstos en 
el artículo 281 y para que lo incluya en el Presupuesto 
respectivo. 


Si el Intendente observare el Presupuesto, lo comunicará 
a la Junta Departamental y sí ésta no aceptare sus obser- 
vaciones en un término de quince días, lo elevará, con las 
mismas, a la Asamblea General. Esta resolverá las discre- 
pancias dentro del plazo de cuarenta días y, si no recaye- 
ra decisión, el Presupuesto se tendrá por sancionado. 


Dentro de los cinco primeros meses de cada año podrán 
establecer, por el voto de tres quintos del total de sus 
componentes, las modificaciones que estime indispensa- 
bles en su Presupuesto de Sueldos y Gastos, las que se 
comunicarán al Intendente a los fines expresados en los 
incisos primero y segundo. 


7” Nombrar los empleados de sus dependencias, corregirlos, 
suspenderlos y destituirlos en los casos de ineptitud, omi- 
sión o delito, pasando en este último caso los anteceden- 
tes a la Justicia, 


8 Otorgar concesiones para servicios públicos, locales o 
departamentales, a propuesta del Intendente, y por mayo- 
ría absoluta de votos del total de sus componentes. 


9” Crear, a propuesta del Intendente, nuevas Juntas Locales. 


10. Considerar las solicitudes de venia o acuerdo que el In- 
tendente formule. 


11. Solicitar directamente del Poder Legislativo modificacio- 
nes o ampliaciones de la Ley Orgánica de los Gobiernos 
Departamentales. 


CAPITULO IV 


Artículo 274.- Corresponden al Intendente las funciones eje- 
cutivas y administrativas en el Gobierno Departamental. 


Artículo 275,- Además de las que la ley determine, sus atri- 
buciones son: 


1? Cumplir y hacer cumplir la Constitución y las Leyes. 


2” Promulgar y publicar los decretos sancionados por la Junta 
Departamental, dictando los reglamentos o resoluciones 
que estime oportuno para su cumplimiento. 


3" Preparar el presupuesto y someterlo a la aprobación de la 
Junta Departamental, todo con sujeción a lo dispuesto en 
la Sección XIHL. 
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4” Proponer a la Junta Departamental, para su aprobación, 
los impuestos, tasas y contribuciones; fijar los precios 
por utilización o aprovechamiento de los bienes o servi- 
cios departamentales y homologar las tarifas de los servi- 
cios públicos a cargo de concesionarios o permisarios. 


5” Nombrar los empleados de su dependencia, corregirlos y 
suspenderlos. Destituirlos en caso de ineptitud, omisión o 
delito, con autorización de la Junta Departamental, que 
deberá expedirse dentro de los cuarenta días. De no ha- 
cerlo, la destitución se considerará ejecutoriada. En caso 
de delito, pasará, además, los antecedentes a la Justicia. 


6” Presentar proyectos de decretos y resoluciones a la Junta 
Departamental y observar los que aquélla sancione den- 
tro de los diez días siguientes a la fecha en que se le haya 
comunicado la sanción. 


7” Designar Jos bienes a expropiarse por causa de necesidad 
o utilidad públicas, con anuencia de la Junta Departa- 
mental. 


8% Designar los miembros de las Juntas Locales, con anuen- 
cia de la Junta Departamental. 


9% Velar por la salud pública y la instrucción primaria, se- 
cundaria y preparatoria, industrial y artística, proponien- 
do a las autoridades competentes los medios adecuados 
para su mejoramiento. 


Artículo 276.- Corresponde al Intendente representar al de- 
partamento en sus relaciones con los Poderes del Estado o con 
los demás Gobiernos Departamentales y en sus contrataciones 
con órganos oficiales o privados. 


CAPITULO V 


Artículo 277.- El Intendente firmará los decretos, las resolu- 
ciones y las comunicaciones con el Secretario v el funcionario 
que designe, requisito sin el cual nadie estará obligado a obede- 
cerlos. No obstante podrá disponer que determinadas resolucio- 
nes se establezcan por acta otorgada con los mismos requisitos 
precedentemente fijados. 


El Secretario será nombrado por cada Intendente y cesará 
con él, salvo nueva designación, pudiendo ser removido o reem- 
plazado transitoriamente en cualquier momento, 


Artículo 278.- El Intendente podrá atribuir a comisiones es- 
peciales la realización de cometidos específicos, delegando las 
facultades necesarias para su cumplimiento. 


Artículo 279.- El Intendente determinará la competencia de 
las direcciones generales de departamento y podrá modificar su 
denominación. 


Artículo 280.- Los directores generales de departamento ejer- 
cerán los cometidos que el Intendente expresamente delegue en 
ellos. 
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CAPITULO VI 


Artículo 281.- Los decretos que sancione la Junta Departa- 
mental requerirán, para entrar en vigencia, la previa promulga- 
ción por el Intendente Municipal. 


Este podrá observar aquéllos que tenga por inconvenientes, 
pudiendo la Junta Departamental insistir por tres quintos de vo- 
tos del total de sus componentes, y en ese caso entrarán inme- 
diatamente en vigencia. 


Si el Intendente Municipal no los devolviese dentro de los 
diez días de recibidos, se considerarán promulgados y se cum- 
plirán como tales. 


No podrán ser observados los presupuestos que hayan llega- 
do a la Asamblea General por el trámite establecido en el artícu- 
lo 225, 


Artículo 282.- El Intendente podrá asistir a las sesiones de la 
Junta Departamental y de sus comisiones internas y tomar parte 
en sus deliberaciones, pero no tendrá voto. 


Artículo 283.- Los Intendentes o las Juntas Departamentales 
podrán reclamar ante la Suprema Corte de Justicia por cualquier 
lesión que se infiera a la autonomía del departamento, en la 
forma que establezca la ley. 


Artículo 284.- Todo miembro de la Junta Departamental 
puede pedir al Intendente los datos e informes que estime nece- 
sarios para llenar su cometido. El pedido será formulado por 
escrito y por intermedio del Presidente de la Junta Departamen- 
tal, el que lo remitirá de inmediato al Intendente. 


Si éste no facilitara los informes dentro del plazo de veinte 
días, el miembro de la Junta Departamental) podrá solicitarlos 
por intermedio de la misma. 


Artículo 285.- La Junta tiene facultad por resolución de la 
tercera parte de sus miembros, de hacer venir a su Sala al Inten- 
dente para pedirle y recibir los informes que estime convenien- 
tes ya sea con fines legislativos o de contralor. 


El Intendente podrá hacerse acompañar con los funcionarios 
de sus dependencias que estime necesarios, o hacerse represen- 
tar por el funcionario de mayor jerarquía de la repartición res- 
pectiva, salvo cuando el llamado a Sala se funde en el incumpli- 
miento de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo ante- 
rior. 


Artículo 286.- La Junta Departamental podrá nombrar comi- 
siones de investigación para suministrar datos que considere ne- 
cesarios para el cumplimiento de sus funciones, quedando obli- 
gados el Intendente y las oficinas de su dependencia, a facilitar 
los datos solicitados. 


CAPITULO VII 


Artículo 287.- El número de miembros de las autoridades 
locales, que podrán ser unipersonales o pluripersonales, su for- 
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ma de integración, en este último caso, así como las calidades 
exigidas para ser titular de las mismas, serán establecidas por la 
ley. ' 


Los Intendentes y los miembros de las Juntas Departamenta- 
les no podrán integrar las autoridades locales. 


Artículo 288.- Si el Intendente incumpliere las resoluciones 
adoptadas por las Juntas Locales en el ámbito de sus competen- 
cias, éstas podrán recurrir ante la Junta Departamental. 


La resolución de la Junta Departamental se adoptará por 
mayoría absoluta del total de sus componentes y deberá ser 
cumplida por el Intendente. 


CAPITULO VII 


Artículo 289.- Es incompatible el cargo de Intendente y de 
miembro de las Juntas Departamentales con todo otro cargo o 
empleo público, excepción hecha de los docentes, o con cual- 
quier situación personal que importe recibir sueldo o retribución 
por servicios de empresas que contraten con el Gobierno Depar- 
tamental. 


No obstante ello, los miembros de las Juntas Departamenta- 
les que fueren funcionarios públicos, pero no de su Gobierno 
Departamental, podrán optar por la reserva de su cargo hasta la 
fecha de su cese, quedando suspendidos en sus otras funciones. 


El Intendente no podrá contratar con el Gobierno Departa- 
mental. 


Artículo 290.- No podrán formar parte de las Juntas Locales 
los empleados de su Gobierno Departamental o quienes estén a 
sueldo o reciban retribución por servicios de empresas privadas 
que contraten con el Gobierno Departamental. 


Tampoco podrán formar parte de las Juntas Departamentales 
ni de las Juntas Locales, los funcionarios comprendidos en el 
numeral 4? del artículo 77. 


Artículo 291.- Los Intendentes, los miembros de las Juntas 
Departamentales y de las Juntas Locales, tampoco podrán du- 
rante su mandato: 


1) Intervenir como dindcioras o administradores en empre- 
* sas que contraten obras o suministros con el Gobierno 
Departamental, o con cualquier otro órgano público que 
tenga relación con el mismo. Los Intendentes tampoco 
podrán ser propietarios, socios o accionistas de dichas 
empresas. 


2) Tramitar o dirigir asuntos propios o de terceros ante el 
Gobierno Departamental. 


Artículo 292.- La inobservancia de lo preceptuado en los 
artículos precedentes, importará la pérdida inmediata del cargo. 
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Artículo 293.- Son incompatibles los cargos de miembros de 
las Juntas Locales y Departamentales con el de Intendente, pero 
esta disposición no comprende a los miembros de la Junta De- 
partamental que sean llamados a desempeñar interinamente el 
cargo de Intendente. En este caso quedarán suspendidos en sus 
funciones de miembros de la Junta Departamental, sustituyéndo- 
seles, mientras dure la suspensión, por el suplente correspon- 
diente. 


Artículo 294.- Los cargos de Intendente y de miembros de 
Junta Departamental, son incompatibles con el ejercicio de otra 
función pública electiva, cualquiera sea su naturaleza. 


CAPITULO IX 


Artículo 295.- Los Intendentes y los miembros de las Juntas 
Departamentales percibirán la remuneración que les fije la Junta 
Departamental, con anterioridad a su elección y por el voto de 
los dos tercios del total de sus componentes. Su monto no podrá 
ser alterado durante el término de sus mandatos, será la única 
retribución que percibirán y no podrán recibir otros beneficios 
económicos de ninguna naturaleza, que deriven del ejercicio de 
su cargo. 


Facúltase a la Asamblea General, por el voto de los dos 
tercios del total de sus componentes a fijar niveles máximos a 
las remuneraciones de los Intendentes y de los miembros de las 
Juntas Departamentales, con anterioridad a su elección. 


Los cargos de miembros de las Juntas Locales serán honora- 
rios, pero sus titulares podrán percibir dietas por su asistencia a 
las sesiones, fijadas por la mayoría absoluta del total de compo- 
nentes de la respectiva Junta Departamental. 


Artículo 296.- Los Intendentes y los miembros de la Junta 
Departamental podrán ser acusados ante la Cámara de Senado- 
res por un tercio de votos del total de componentes de dicha 
Junta por los motivos previstos en el artículo 93. 


La Cámara de Senadores podrá separarlos de sus destinos 
por dos tercios de votos del total de sus componentes. 


CAPITULO X 


Artículo 297.- Serán fuentes de recursos de los Gobiernos 
Departamentales, decretados y administrados por éstos: 


1 Los impuestos sobre la propiedad inmueble, urbana y 
suburbana, situada dentro de los límites de su jurisdicción, 
con excepción, en todos los casos, de los adicionales 
nacionales establecidos o que se establecieren. Los im- 
puestos sobre la propiedad inmueble rural serán fijados 
por el Poder Legislativo, pero su recaudación y la totali- 
dad de su producido, excepto el de los adicionales esta- 
blecidos o que se establecieren, corresponderá a los 
Gobiernos Departamentales respectivos. La cuantía de los 
impuestos adicionales nacionales, no podrá superar el 
monto de los impuestos con destino departamental. 


58 -C.S. 


239 


3 


40 


go 


6? 


E 


ge 


ga 


El impuesto a los baldíos y a la edificación inapropiada 
en las Zonas urbanas y suburbanas de las ciudades, villas, 
pueblos y centros poblados. 


Los impuestos establecidos con destino a los Gobiernos 
Departamentales y los que se creen por ley en lo futuro 
con igual finalidad sobre fuentes no enumeradas en este 
artículo. 


Las contribuciones por mejoras a los inmuebles benefi- 
ciados por obras públicas departamentales, 


Las tasas, tarifas y precios por utilización, aprovecha- 
miento o beneficios obtenidos por servicios prestados por 
el Gobierno Departamental, y las contribuciones a cargo 
de las empresas concesionarias de servicios exclusiva- 
mente departamentales. 


Los impuestos a los espectáculos públicos con excepción 
de los establecidos por ley con destinos especiales, mien- 
tras no sean derogados, y a los vehículos de transporte. 


Los impuestos a la propaganda y avisos de todas clases. 
Están exceptuados la propaganda y los avisos de la pren- 
sa radial, escrita y televisada, los de carácter político, 
religioso, gremial, cultural o deportivo, y todos aquellos 
que la ley determine por mayoría absoluta de votos del 
total de componentes de cada Cámara. 


Los beneficios de la explotación de los juegos de azar, 
que les hubiere autorizado o les autorice la ley, en la 
forma y condiciones que ésta determine. 


Los impuestos a los juegos de carreras de caballos y 
demás competencias en que se efectúen apuestas mutuas, 
con excepción de los establecidos por ley, mientras no 
sean derogados. 


10, El producido de las multas: 


a) que el Gobierno Departamental haya establecido mien- 
tras no sean derogadas, o estableciere según sus fa- 
cultades; 


b) que las leyes vigentes hayan establecido con destino a 
los Gobiernos Departamentales; 
J A 
c) que se establecieran por nuevas leyes, con destino a 
los Gobiernos Departamentales, 


11. Las rentas de los bienes de propiedad del Gobierno De- 


partamental y el producto de las ventas de éstos. 


12. Las donaciones, herencias y legados que se le hicieren y 


aceptare. 


13. La cuota parte del porcentaje que, sobre el monto total de 


recursos del Presupuesto Nacional, fijará la Ley Presu- 
puestal con destino a obras públicas departamentales. 
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Artículo 298.- La ley, por dos tercios de- votos del total de 
componentes de cada Cámara, podrá extender la esfera de apli- 
cación de los gravámenes departamentales o ampliar las fuentes 
sobre las cuales podrán recaer, siempre que no se incurra en 
superposición impositiva. 


Artículo 299.- Los decretos de los Gobiernos Departamenta- 
les creando o modificando impuestos, no serán obligatorios, sino 
después de diez días de publicados en el Diario Oficial y se 
insertarán en el Registro Nacional de Leyes y Decretos en una 
sección especial. 


Deberán publicarse, además, por lo menos, en dos periódicos 
del departamento. 


Artículo 300.- El Poder Ejecutivo podrá apelar ante la Cá- 
mara de Diputados dentro de los quince días de publicados en el 
Diario Oficial, fundándose en razones de interés general, los 
decretos de los Gobiernos Departamentales que crean o modifi- 
can impuestos. Esta apelación tendrá efecto suspensivo. 


Si transcurridos sesenta días después de recibidos los antece- 
dentes por la Cámara de Diputados, ésta no resolviera la apela- 
ción, el recurso se tendrá por no interpuesto, 


La Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes 
a la fecha en que se dé cuenta de la apelación, podrá solicitar por 
una sola vez, antecedentes complementarios, quedando, en este 
caso, interrumpido el término hasta que éstos sean recibidos. 


El receso de la Cámara de Diputados interrumpe los plazos 
fijados precedentemente. 


Artículo 301.- Los Gobiernos Departamentales no podrán 
emitir títulos de Deuda Pública Departamental, ni concertar 
préstamos ni empréstitos con organismos internacionales o ins- 
tituciones o gobiernos extranjeros, sino a propuesta del Inten- 
dente, aprobada por la Junta Departamental, previo informe del 
Tribunal de Cuentas y con la anuencia del Poder Legislativo, 
otorgada por mayoría absoluta del total de componentes de la 
Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras, dentro de un 
término de sesenta días, pasado el cual se entenderá acordada 
dicha anuencia. 


Para contratar otro tipo de préstamos, se requerirá la iniciati- 
va del Intendente y la aprobación de la mayoría absoluta de 
votos del total de componentes de la Junta Departamental, pre- 
vio informe del Tribunal de Cuentas. Si el plazo de los présta- 
mos, excediera el período de gobierno del Intendente proponen- 
te, se requerirá para su aprobación, los dos tercios de votos del 
total de componentes de la Junta Departamental. 


Artículo 302.- Todo superávit deberá ser íntegramente apli- 
cado a amortizaciones extraordinarias de las obligaciones 
departamentales, Si dichas obligaciones no existiesen se aplicará 
a la ejecución de obras públicas o inversiones remuneradoras, 
debiendo ser adoptada la resolución por la Junta Departamental, 
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«a propuesta del Intendente y previo informe del Tribunal de 
Cuentas. 


CAPITULO XI 


Artículo 303.- Los decretos de la Junta Departamental y las 
resoluciones del Intendente Municipal contrarios a la Constitu- 
ción o a las leyes, no susceptibles de ser anulados por el Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo, serán apelables para ante 
la Suprema Corte de Justicia dentro de los quince días de su 
promulgación, por un tercio del total de miembros de la Junta 
Departamental o por mil ciudadanos inscriptos en el Departa- 
mento. En este último caso, así como cuando el decreto apelado 
tenga por objeto el aumento de las rentas departamentales, la 
apelación no tendrá efecto suspensivo. 


- El pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia, fuere 
confirmatorio o revocatorio, tendrá efecto desde la fecha de su 
sentencia. 


CAPITULO XII 


Artículo 304.- La ley, por mayoría absoluta de votos del 
total de componentes de cada Cámara, reglamentará el referén- 
dum como recurso contra los decretos de las Juntas Departa- 
mentales. 


También podrá la ley, por mayoría absoluta de votos del 
total de componentes de cada Cámara, instituir y reglamentar la 
iniciativa popular en materia de Gobierno Departamental. 


Artículo 305.- El quince por ciento de los inscriptos residen- 
tes en una localidad o circunscripción que determine la ley, 
tendrá el derecho de iniciativa ante lo órganos del Gobierno 
Departamental en asuntos de dicha jurisdicción. 


Artículo 306,- La fuerza pública prestará su concurso a las 
Juntas e Intendentes Municipales y a las Juntas Locales, siempre 
que lo requieran para el cumplimiento de sus funciones. 


SECCION XVI 
De lo Contencioso Administrativo 
CAPITULO I 


Artículo 307.- Habrá un;Tribunal de lo Contencioso-Admi- 
nistrativo, el que estará compuesto de cinco miembros. 


En los casos de vacancia y mientras éstas no sean provistas, 
y en los de recusación, excusación o impedimento para el cum- 
plimiento de su función jurisdiccional, se integrará de oficio en 
la forma que establezca la ley. 


Artículo 308.- Las calidades necesarias para ser miembro 
de este Tribunal, la forma de su designación, las prohibiciones 
e incompatibilidades, la dotación y duración del cargo, serán 
las determinadas para los miembros de la Suprema Corte de 
Justicia, 
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CAPITULO U 


Artículo 309.- El Tribunal de lo Contencioso-Administrati- 
vo conocerá de las demandas de nulidad de actos administrati- 
vos definitivos, cumplidos por la Administración, en el ejercicio 
de sus funciones, contrarios a una regla de derecho o con des- 
viación de poder. 


La jurisdicción del Tribunal comprenderá también los actos 
administrativos definitivos emanados de los demás órganos del 
Estado, de los Gobiernos Departamentales, de los Entes Autóno- 
mos y de los Servicios Descentralizados. 


La acción de nulidad sólo podrá ejercitarse por el titular de 
un derecho de un interés directo, personal y legítimo, violado o 
lesionado por el acto administrativo. 


Artículo 310.- El Tribunal se limitará a apreciar el acto en sí 
mismo, confirmándolo o anulándolo, sin reformarlo. 


Para dictar resolución, deberán concurrir todos los miembros 
del Tribunal, pero bastará la simple mayoría para declarar la 
nulidad del acto impugnado por lesión de un derecho subjetivo. 


En los demás casos, para pronunciar la nulidad del acto, se 
requerirán. cuatro votos conformes. Sin embargo, el Tribunal 
reservará a la parte demandante, la acción de reparación, si tres 
votos conformes declaran suficientemente justificada la causal 
de nulidad invocada. 


Artículo 311.- Cuando el Tribunal de lo Contencioso-Admi- 
nistrativo declare la nulidad del acto administrativo impugnado 
por causar lesión a un derecho subjetivo del demandante, la 
decisión tendrá efecto únicamente en el proceso en que se dicte. 


Cuando la decisión declare la nulidad del acto en interés de 
la regla de derecho o de la buena administración, producirá 
efectos generales y absolutos. 


Artículo 312.- La acción de reparación de los daños causa- 
dos por los actos administrativos a que refiere el artículo 309 se ' 
interpondrá ante la jurisdicción que la ley determine y sólo 
podrá ejercitarse por quienes tuvieren legitimación activa para 
demandar la anulación del acto de que se tratare. 


El actor podrá optar entre pedir la anulación del acto o la 
reparación del daño por éste causado. 


En el primer caso y si obtuviere una sentencia anulatoria, 
podrá luego demandar la reparación ante la sede correspondien- 
te. No podrá, en cambio, pedir la anulación si hubiere optado 
primero por la acción reparatoria, cualquiera fuere el contenido 
de la sentencia respectiva. Si la sentencia del Tribunal fuere 
confirmatoria, pero se declarara suficientemente justificada la 
causal de nulidad invocada, (artículo 310), también podrá de- 
mandarse la reparación. 
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Artículo 313.- El Tribunal entenderá, además, en las con- 
tiendas de competencia fundadas en la legislación y en las diferen- 
cias que se susciten entre el Poder Ejecutivo, los Gobiernos 
Departamentales, los Entes Autónomos y los Servicios Descen- 
tralizados, y, también, en las contiendas o diferencias entre uno 
y otro de estos órganos. 


También entenderá en las contiendas o diferencias que se 
produzcan entre los miembros de las Juntas Departamentales, 
Directorios o Consejos de los Entes Autónomos o Servicios Des- 
centralizados, siempre que no hayan podido ser resueltas por el 
procedimiento normal de la formación de la voluntad del órgano. 


De toda contienda fundada en la Constitución entenderá la 
Suprema Corte de Justicia. 


CAPITULO HI 


Artículo 314.- Habrá un Procurador del Estado en lo Con- 
tencioso-Administrativo, nombrado por el Poder Ejecutivo. 


Las calidades necesarias para este cargo, las prohibiciones e 
incompatibilidades, así como la duración y dotación, serán las 
determinadas para los miembros del Tribunal de lo Contencio- 
so-Administrativo., 


Artículo 315.- El Procurador del Estado en lo Contencioso- 
Administrativo será necesariamente oído, en último término, en 
todos los asuntos de la jurisdicción del Tribunal. 


El Procurador del Estado en Jo Contencioso-Administrativo 
es independiente en el ejercicio de sus funciones. Puede, en 
consecuencia, dictaminar según su convicción, estableciendo las 
conclusiones que crea arregladas a derecho. 


Artículo 316.- La autoridad demandada podrá hacerse repre- 
sentar o asesorar por quien crea conveniente. 


CAPITULO IV 


Artículo 317.- Los actos administrativos pueden ser impug- 
nados con el recurso jerárquico o el recurso de revocación, se- 
gún que el acto impugnado haya sido dictado o no por una 
autoridad sometida a jerarquías. 


Cuando el acto administrativo provenga de una autoridad 
que según su estatuto jurídico esté sometida a tutela administra- 
tiva, podrá ser impugnada por las mismas causas de nulidad 
previstas en el artículo 309, mediante recurso de anulación para 
ante el Poder Ejecutivo, el que deberá interponerse conjunta- 
mente y en forma subsidiaria, al recurso de revocación. 


Cuando el acto emane de un órgano de los Gobiernos Depar- 
tamentales, se podrá impugnar con los recursos de reposición y 
apelación en Ja forma que determine la ley. 


La ley determinará los plazos, condiciones y efectos de la 
interposición de los recursos administrativos, así como su trami- 
tación. También podrá, por el voto de la mayoría absoluta de los 
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componentes de cada Cámara, modificar lo dispuesto en los 
incisos precedentes. 


Artículo 318.- Toda autoridad administrativa está obligada a 
decidir sobre cualquier petición que le formulare el titular de un 
interés legítimo en la ejecución de un determinado acto adminis- 
trativo, previos los trámites que correspondan para la debida 
instrucción del asunto, dentro del término de sesenta días, a 
contar de la fecha de cumplimiento del último acto que ordene 
la ley o el reglamento aplicable. 


Igual obligación tendrá la autoridad respecto de los recursos 
administrativos que se interpongan contra sus actos. 


Se entenderá desechada la petición o rechazado el recurso 
administrativo, si la autoridad no resolviere dentro del término 
indicado, el cual podrá ser modificado por ley. 


Artículo 319.- La acción de nulidad ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, no podrá ejercitarse si antes no se 
ha agotado la vía administrativa, mediante los recursos corres- 
pondientes. 


No obstante, la ley podrá suprimir este requisito por la ma- 
yoría absoluta del total de componentes de cada Cámara. En tal 
caso, la acción de nulidad procederá aunque el acto administrati- 
vo no sea definitivo. 


La acción de nulidad deberá interponerse, so pena de caduci- 
¡dad, dentro de los términos que en cada caso determine la ley. 


CAPITULO V 


Artículo 320.- La ley podrá, por tres quintos de votos del 
total de componentes de cada Cámara, crear órganos inferiores 
dentro de la jurisdicción contencioso-administrativa, 


Estos Órganos serán designados por el Tribunal de lo Con- 
tencioso-Administrativo, conforme a lo que disponga la ley so- 
bre la base de las disposiciones que se establecen para el Poder 
Judicial y estarán sometidos a su superintendencia directiva, co- 
rreccional, consultiva y económica. 


Artículo 321.- El Tribunal de lo Contencioso-Administrati- 
vo proyectará sus presupuestos y los remitirá en su oportunidad, 
al Poder Ejecutivo para que éste los incorpore a los respectivos 
proyectos de presupuestos, acompañándolos de las modificacio- 
nes que estime pertinentes. 


SECCION XVII 
De la Justicia Electoral 
CAPITULO UNICO 


Artículo 322,- Habrá una Corte Electoral que tendrá las si- 
guientes facultades, además de las que se establecen en la Sec- 
ción [II y las que le señale la ley: 


A) Conocer en todo lo relacionado con los actos y procedi- 
mientos electorales. 
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B) Ejercer la superintendencia directiva, correccional, con- 
sultiva y económica sobre los órganos electorales, 


C) Decidir en última instancia sobre todas las apelaciones y 
reclamos que se produzcan, y ser juez de las elecciones 
de todos los cargos electivos, de los actos de plebiscito y 
referéndum. 


Artículo 323.- En materia presupuestal y financiera, se esta- 
rá a lo que se dispone en la Sección XIII. 


Artículo 324.- La Corte Electoral se compondrá de nueve 
titulares que tendrán doble número de suplentes. Cinco titulares 
y sus suplentes serán designados por la Asamblea General en 
reunión de ambas Cámaras por dos tercios de votos del total de 
sus cormponentes, debiendo ser ciudadanos que, por su posición 
en la escena política, sean garantía de imparcialidad. 


Los cuatro titulares restantes, representantes de los Partidos, 
serán elegidos por la Asamblea General, por el sistema del doble 
voto simultáneo, correspondiéndole dos a la lista mayoritaria del 
lema más votado y dos a la lista mayoritaria del lema que le siga 
en número de votos. 


Artículo 325.- Los miembros de la Corte Electoral no po- 
drán ser candidatos a ningún cargo que requiera la elección por 
el Cuerpo Electoral, salvo que renuncien y cesen en sus funcio- 
nes por lo menos seis meses antes de la fecha de aquélla. 


Artículo 326.- Las resoluciones de la Corte Electoral se 
adoptarán por mayoría de votos y deberán contaf, para ser 
válidas, por lo menos con el voto afirmativo de tres de los 
cinco miembros a que se refiere el inciso primero del artículo 
324, salvo que se adopten por dos tercios de votos del total de 
sus componentes. 


Artículo 327.- La Corte Electoral podrá anular total o par- 
cialmente las elecciones, requiriéndose para ello el voto confor- 
me de seis de sus miembros, de los cuales tres, por lo menos, 
deberán ser de los miembros elegidos por dos tercios de votos 
de la Asamblea General, 


En tal caso deberá convocar a una nueva elección -total o 
parcial- la que se efectuará el segundo domingo siguiente a la 
fecha de pronunciamiento de nulidad. 


Artículo 328.- La Corte Electoral se comunicará directa- 
mente con los Poderes Públicos. 


SECCION X VIH 
De la observancia de las leyes anteriores, 
del cumplimiento y de la reforma 
de la presente Constitución 


CAPITULO I 


Artículo 329.- Decláranse en su fuerza y vigor las leyes que 
hasta aquí han regido en todas las materias y puntos que directa 
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o indirectamente no se opongan a esta Constitución ni a las 
leyes que expida el Poder Legislativo. 


CAPITULO 11 


Artículo 330.- El que atentare o prestare medios para aten- 
tar contra la presente Constitución después de sancionada y 
publicada, será reputado, juzgado y castigado como reo de lesa 
Nación. 


CAPITULO IN 


Artículo 331.- La presente Constitución podrá ser reforma- 
da, total o parcialmente, conforme a los siguientes procedi- 
mientos: 


A) Por iniciativa del diez por ciento de los ciudadanos inscrip- 
tos en el Registro Cívico Nactonal, presentando un pro- 
yecto articulado que se elevará al Presidente de la Asam- 
blea General, debiendo ser sometido a la decisión popu- 
lar en la elección más inmediata. 


La Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras, 
podrá formular proyectos sustitutivos que someterá a la 
decisión plebiscitaria, juntamente con la iniciativa popular. 


B) Por proyectos de reforma que reúnan dos quintos del 
total de componentes de la Asamblea General, presenta- 
dos al Presidente de la misma, los que serán sometidos al 
plebiscito en la primera elección que se realice. 


Para que el plebiscito sea afirmativo en los casos de los 
literales A) y B), se requerirá que vote por “Sí” la mayo- 
ría absoluta de los ciudadanos que concurran a los comi- 
cios, la que debe representar por lo menos, el treinta y 
cinco por ciento del total de inscriptos en el Registro 
Cívico Nacional. 


C) Los Senadores, los Diputados y el Poder Ejecutivo po- 
drán presentar proyectos de reforma que deberán ser apro- 
bados por mayoría absoluta del total de los componentes 
de la Asamblea General. 


El proyecto que fuere desechado no podrá reiterarse has- 
ta el siguiente período legislativo, debiendo observar las 
mismas formalidades. 


Aprobada la iniciativa y promulgada por el Presidente 
de la Asamblea General, el Poder Ejecutivo convocará, 
dentro de los noventa días siguientes, a elecciones de 
una Convención Nacional Constituyente que deliberará y 
resolverá sobre las iniciativas aprobadas para la reforma, 
así como sobre las demás que puedan presentarse ante la 
Convención. El número de convencionales será doble del 
de Legisladores. Conjuntamente se elegirán suplentes en 
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número doble al de convencionales. Las condiciones de 
elegibilidad, inmunidades e incompatibilidades, serán las 
que rijan para los Diputados. 


Su elección por listas departamentales, se regirá por el 
sistema de la representación proporcional integral y con- 
forme a las leyes vigentes para la elección de Diputados. 
La Convención se reunirá dentro del plazo de un año, 
contado desde la fecha en que se haya promulgado la 
iniciativa de reforma. 


Las resoluciones de la Convención deberán tomarse por 
mayoría absoluta del número total de convencionales, 
debiendo terminar sus tareas dentro del año, contado des- 
de la fecha de su instalación. El proyecto o proyectos 
redactados por la Convención serán comunicados al Po- 
der Ejecutivo para su inmediata y profusa publicación. 


El proyecto O proyectos redactados por la Convención 
deberán ser ratificados por el Cuerpo Electoral, convoca- 
do al efecto por el Poder Ejecutivo, en la fecha que indi- 
cará la Convención Nacional Constituyente. 


Los votantes se expresarán por “Sf” o por “No” y si 
fueran varios los textos de enmienda, se pronunciarán 
por separado sobre cada uno de ellos. A tal efecto, la 
Convención Constituyente agrupará las reformas que por 
su naturaleza exijan pronunciamiento de conjunto. Un 
tercio de miembros de la Convención podrá exigir el 
pronunciamiento por separado de uno o varios textos. La 
reforma o reformas deberán ser aprobadas por mayoría 
de sufragios, que no será inferior al treinta y cinco por 
ciento de los ciudadanos inscriptos en el Registro Cívico 
Nacional. 


En los casos de los apartados A) y B) sólo se someterán 
a la ratificación plebiscitaria simultánea a las más próxi- 
mas elecciones, los proyectos que hubieren sido presenta- 
dos con seis meses de anticipación --por lo menos-- a la 
fecha de aquéllas, o con tres meses para las fórmulas 
sustitutivas que aprobare la Asamblea General en el pri- 
mero de dicho caso. Los presentados después de tales 
términos, se someterán al plebiscito conjuntamente con 
las elecciones subsiguientes. 


D) La Constitución podrá ser reformada, también, por leyes 


constitucionales que requerirán para su sanción, los dos 
tercios del total de componentes de cada una de las Cá- 
maras dentro de una misma Legislatura. Las leyes consti- 
tucionales no podrán ser vetadas por el Poder Ejecutivo y 
entrarán en vigencia luego que el electorado convocado 
especialmente en la fecha que la misma ley determine, 
exprese su conformidad por mayoría absoluta de los vo- 
tos emitidos y serán promulgadas por el Presidente de la 
Asamblea General. 
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E) Si la convocatoria del Cuerpo Electoral para la ratifica- 


ción de las enmiendas, en los casos de los literales A), 
B), C) y D) coincidiera con alguna elección de integran- 
tes de órganos del Estado, los ciudadanos deberán ex- 
presar su voluntad sobre las reformas constitucionales, 
en documentos separados y con independencia de las 
listas de elección. Cuando las reformas se refieran a la 
elección de cargos electivos, al ser sometidas al plebis- 
cito, simultáneamente se votará para esos cargos por el 
sistema propuesto y por el anterior, teniendo fuerza impe- 
rativa la decisión plebiscitaria. 


CAPITULO IV 


Artículo 332.- Los preceptos de la presente Constitución 
que reconocen derechos a los individuos, así como los que atri- 


buyen 


facultades e imponen deberes a las autoridades públicas, 


no dejarán de aplicarse por falta de la reglamentación respectiva, 
sino que ésta será suplida recurriendo a los fundamentos de 
leyes análogas, a los principios generales de derecho y a las 
doctrinas generalmente admitidas. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y ESPECIALES 


A) Si el plebiscito fuera proclamado afirmativo, por resolu- 


B) 


O) 


ción firme de la Corte Electoral, la presente reforma en- 
trará en vigor, con fuerza obligatoria, el 15 de febrero de 
1995. 


El numeral 9? del artículo 77, así como las disposiciones 
transitorias C), D), E), J) numeral 37, K), L) y M), se 
aplicarán en los comicios de 1994, 


En los comicios del 27 de noviembre de 1994, las coali- 
ciones de partidos con lemas permanentes podrán acu- 
mular votos para los cargos electivos nacionales, así 
como para los cargos electivos departamentales. No obs- 
tante, deberán presentar candidaturas únicas a la Presi- 
dencia y Vicepresidencia de la República, así como a 
las Intendencias Municipales. En sus hojas de votación 
figurarán el nombre de la coalición y, luego, el lema 
permanente del partido que registre cada hoja, que po- 
drá acumular sus propios votos a los cargos votados en 
la misma, de acuerdo al inciso primero del artículo 79 y 
a las disposiciones concordantes de la presente Consti- 
tución. 


Las coaliciones de partidos se registrarán ante la Corte 
Electoral o ante las Juntas Electorales, según acumulen 
sus votos para cargos nacionales o departamentales, y 
no menos de ciento veinte días antes de las elecciones. 
Deberán presentar, en ese acto, un programa común de 
gobierno, nacional o departamental, que garantice su 
futura unidad de acción. 


Sus hojas de votación se registrarán ante las Juntas 
Electorales, con sujeción a la legislación vigente en la 
materia. No se admitirá el registro de hojas de votación 
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que no cumplan con lo dispuesto en los dos incisos 
anteriores. 


D) Mientras no se dicte la tey prevista por el inciso segundo 


del artículo 88, se aplicará a la elección de los Diputados 
un sistema de representación proporcional en el que se 
tomen en cuenta los votos emitidos a favor de cada lema 
en todo el país, de conformidad con los artículos 7? y 8" 
de la Ley N* 7.912, de 22 de octubre de 1925. 


E) En los comicios del 27 de noviembre de 1994 no regirá 


F) 


lo dispuesto por los incisos segundo y tercero del artícu- 
lo 153. Los partidos con lema permanente, podrán pre- 
sentar más de una candidatura a la Presidencia y Vice- 
presidencias de la República, así como acumular sus 
votos, de conformidad con el artículo 79 de la Constitu- 
ción. 


Mientras no se dicte la ley prevista en el inciso segundo 
del artículo 185, los Directorios de los Entes Autónomos 
y de los Servicios Descentralizados se integrarán en la 
forma dispuesta por la Ley N* 15.746, de 8 de abril de 
1985, sus modificativas y concordantes. 


G) El Banco Central del Uruguay funcionará con sujeción a 


su Carta Orgánica. Si ésta no estuviere vigente a la fecha 
de entrada en vigor de Ja presente reforma, éste seguirá 
ejerciendo los cometidos y atribuciones del antiguo De- 
partamento de Emisión del Banco de la República Orien- 
tal del Uruguay, así como los que se le hubieren asignado 
por leyes vigentes. 


H) Mientras no se dicte la ley prevista en el artículo 265, la 


1) 


Y) 


provisión de las vacantes que se produzcan en las Juntas 
Departamentales, así como la convocatoria de suplentes 
por impedimento temporal o licencia de los titulares, se 
regirán por las leyes que regulan ambas materias para la 
Cámara de Diputados. 


Mientras no se dicte la ley prevista en el artículo 263, la 
Junta Departamental de Montevideo tendrá treinta y un 
miembros, la de Canelones veinticinco miembros y las 
de los restantes Departamentos tendrán veintiún miem- 
bros. 


Mientras no se dicten las leyes previstas por los artículos 
262 y 287, las autoridades locales se regirán por las si- 
guientes normas: 


1) Se ilamarán Juntas Locales, tendrán cinco miembros 
y, cuando fueren electivas se integrarán por represen- 
tación proporcional. 


2) Habrá Juntas Locales en todas las poblaciones en que 
ellas existan al catorce de febrero de mil novecientos 
noventa y cinco, así como en las que a partir de dicha 
fecha, cree la Junta Departamental, a propuesta del 
Intendente. 
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3) Se elegirán Juntas Locales en todas las poblaciones 
que cuenten, al cierre del período de inscripción cívi- 
ca, con más de diez mil ciudadanos inscriptos y habi- 
litados para votar. 


4) En las restantes Juntas Locales, sus miembros se de- 
signarán por los Intendentes, con la anuencia de la 
Junta Departamental, y respetando la proporcionali- 
dad existente en la representación de los diversos Par- 
tidos en la Junta Departamental. 


5) Los cometidos y atribuciones de los Intendentes, las 
Juntas Departamentales y las Juntas Locales, serán 
los establecidos por la presente Constitución, la Ley 
N* 9,515, de veintiocho de octubre de mil novecien- 
tos treinta y cinco, sus modificativas y concordantes, 


K) En los comicios del 27 de noviembre de 1994, cada lista 


de candidatos a la Presidencia y Vicepresidencias de la 
República deberá ser acompañada de una misma y única 
lista de candidatos a la Presidencia y primera y segunda 
Vicepresidencias de la Cámara de Diputados, en todo el 
país. 


Corresponderá la Presidencia y la primer Vicepresidencia 
de la Cámara de Diputados a la lista más votada para 
esos cargos, del lema que obtenga la Presidencia de la 
República y la segunda Vicepresidencia de la Cámara, a 
la lista del mismo lema, que le siga en número de votos, 
si la hubiere. 


L) Las listas de candidatos a Diputados que acumulen con 


otras en las elecciones del 27 de noviembre de 1994 
mediante un sublema común deberán acreditar, para su 
inscripción, la autorización expresa para esa acumula- 
ción, de los candidatos a la Presidencia de la República 
que postulen en sus hojas de votación tales fistas. La 
Corte Electoral reglamentará esta disposición para asegu- 
rar su efectiva aplicación. 


No se requerirá dicha autorización cuando las listas, en 
sus hojas de votación, los mismos candidatos a la Presi- 
dencia de la República y Vicepresidencia de la República. 


M) En las elecciones del 27 de noviembre de 1994 se reco- 


noce el carácter de lemas permanentes al Partido Demó- 
crata Cristiano y al Partido Unión Cívica. 


ARTICULO 2”.- La presente ley constitucional será someti- 
da a plebiscito de ratificación el día. 


Sala de la Comisión, 16 de marzo de 1994, 


Gonzalo Aguirre Ramírez (Miembro Informante), 
Danilo Astori (discorde), Alvaro Alonso Tellechea, 
Federico Bouza, Jaime Pérez (discorde), Walter 
R. Santoro, Alberto Zumarán, Juan Carlos Blan- 
co, José Korzeniak (discorde), Carlos Julio Pere- 
yra, Juan Andrés Ramírez. Senadores. 
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Carp. N” 1300/93 
Anexo l al Rep. N” 739/94 
INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión Especial de Reforma de la Constitución 
aconseja al Cuerpo la aprobación del presente proyecto de ley 
constitucional, por los fundamentos que tiene el honor de pasar 
a exponer: 


La reforma de la Constitución, en 1966, se inspiró en el 
propósito central de crear un Poder Ejecutivo capaz de ejercer 
un gobierno eficiente, que no lo era -se pensaba- el Colegiado 
instituido en 1952, 


A tal efecto, además de restablecer la Presidencia de la 
República y también las Intendencias, se centralizó en el Eje- 
cutivo la política económica, se aumentaron sus poderes exclu- 
sivos de iniciativa legislativa en las materias vinculadas a dicha 
política y se creó la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
además de otras innovaciones destinadas a tecnificar la admi- 
nistración. 


La experiencia recogida desde 1967 lleva a la fácil conclu- 
sión de que los objetivos honestamente enunciados entonces no 
se alcanzaron en plenitud. Se vive en situación más o menos 
habitual de “bloqueo político” y los cuatro gobiernos electos en 
1966, 1971, 1984 y 1989, han tenido un relacionamiento difi- 
cultoso con el Parlamento y rara vez han contado, en éste, con 
mayorías que se sintieran obligadas a respaldar con el impres- 
cindible instrumento de la ley las orientaciones del Poder Eje- 
cutivo, situación que éste no puede modificar por medios jurí- 
dicos previstos en la Carta, 


Como ya se expresó en la exposición de motivos de esta 
iniciativa reformista: “El eje del problerna, pues, pasa por obte- 
ner un relacionamiento fluido y constructivo de ambos poderes 
políticos del gobierno. Por transitar, merced a nuevos mecanis- 
mos constitucionales, de desentendimiento actual a la coordi- 
nación y cooperación futuras.” 


Ese es el fin básico de esta reforma. Dicho con palabras que 
están de moda en la jerga política, queremos alcanzar la gober- 
nabilidad, sin perjuicio de otras importantes mejoras del texto 
constitucional, que examinaremos más adelante. 


Principiamos, entonces, por explicitar los institutos y proce- 
dimientos destinados a viabilizar el objetivo primario de este 
proyecto de ley constitucional. 


I 


RELACIONES ENTRE EL PODER EJECUTIVO 
Y EL PODER LEGISLATIVO 


A) Una precisión previa 
No es ésta una reforma presidencialista ni parlamentarista. 


No entramos, los miembros de vuestra Comisión, al eterno 
debate entre ambos sistemas tipo. 
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No queremos, por consiguiente, más presidencialismo ni 
más parlamentarismo. Y mantenemos el carácter híbrido de 
nuestro sistema, que toma del primero la elección popular del 
presidente de la República, jefe del Estado y del gobierno al 
mismo tiempo, y recibe del segundo el poder de la Asamblea 
de censurar y cesar a los ministros, contrabalanceado con la 
facultad presidencial de disolver las Cámaras y arbitrar el con- 
flicto en elecciones parlamentarias anticipadas, 


Nuestro objetivo es otro. Y no se inspira en definiciones 
teóricas sino en necesidades prácticas. Queremos un Ejecutivo 
ágil y eficiente, que cuente con respaldo efectivo de las Cáma- 
ras y sea realmente responsable ante la Asamblea. 


B) La presentación del gabinete 


Esta es la innovación principal de esta reforma, que se 
consagra en el nuevo artículo 147. Consiste, en síntesis, en la 
obligación del Consejo de Ministros, al inicio de su gestión, de 
comparecer ante la Asamblea General a fin de exponer su plan 
de gobierno y requerir un voto de respaldo que, de serle otorga- 
do, verifica la existencia del “apoyo parlamentario” exigido 
por el artículo 174 como “conditío sine qua non” para designar 
a los secretarios de Estado. 


Al mismo tiempo -y esto es fundamental, a la luz de la 
experiencia vivida bajo la Constitución vigente- dicha manifes- 
tación de confianza compromete a las Cámaras a sancionar los 
proyectos de ley que les sean remitidos en cumplimiento de 
aquel plan. 


El presidente de la República, además, queda obligado, si 
no obtuvo mayoría en los comicios, a alcanzar un acuerdo con 
otras fuerzas políticas y formar una coalición que le garantizará 
a su gobierno el respaldo parlamentario exigido por la Lex 
Magna. Ello también configura un avance de gran trascenden- 
cia. 


Si este paso no resultare necesario, por contar con mayoría 
el partido ganador en las urnas, será siempre una práctica con- 
veniente la presentación del gabinete y el subsiguiente voto de 
respaldo de la Asamblea, que evitarán que el gobierno comien- 
ce a funcionar bajo el supuesto falso de contar con un apoyo 
parlamentario en verdad inexistente. 


Es fundamental tener presente que esta situación, casi segu- 
ramente, es la que ha de darse en la práctica. Esto es, que habrá 
acuerdo previo a la instalación del gobierno y que, presentado 
el gabinete y expuesto su plan de gobierno, se le otorgará el 
respaldo, expresa o tácitamente, supuesto, este último, que se 
dará si la Asamblea no se pronuncia en un término de setenta y 
dos horas. 


Pero, como es posible -aunque muy improbable- que el 
acuerdo no se produzca, el artículo 147 contiene una serie de 
previsiones para regular los pasos a dar en caso de una eventual 
negativa inicial del voto de respaldo. 
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En tal caso, el presidente de la República contará con diez 
días para requerir otra vez de la Asamblea dicho voto, en apo- 
yo del mismo Consejo de Ministros o de un nuevo gabinete. Si 
aquél fuere otra vez negado, hipótesis de muy difícil ocurrencia 
práctica, el presidente podrá, si lo juzga conveniente, mantener 
al Consejo de Ministros y convocar a nuevas elecciones parla- 
mentarias. 


Claro está que prever esta situación no equivale a propiciar- 
la. Se le da, pues, esa poderosa facultad al presidente de la 
República para inducir a los legisladores a no negar su respaldo 
por segunda vez. Porque en última instancia, si la prudencia y 
la sensatez no predominaren, el primer magistrado tiene que 
estar habilitado, pero no obligado, a trasladar al sufragio popu- 
lar la solución del conflicto. 


Va de suyo que, al igual que cuando la Asamblea General 
censura por dos veces consecutivas a los ministros, (actual 
artículo 148), si electa la nueva Asamblea ésta vuelve a negar 
su respaldo al gabinete, el mismo cae. Y la norma en examen 
añade que se designará un nuevo Consejo de Ministros, “que no 
requerirá el voto de respaldo de la Asamblea General”, de modo 
de no arriesgar la reiteración del conflicto “ad infinitam”. 


C) La censura del gabinete por la Asamblea General 


El proyecto mantiene en su artículo 149 este instituto típico 
del sistema parlamentario. Pero introduce al texto vigente algu- 
nas modificaciones, en el propósito de inclinar al Parlamento, 
en los episodios de confrontación con el presidente de la Repú- 
blica, a la cooperación y no al desacuerdo. A saber: 


1%) Se suprimen los impedimentos que impiden al presiden- 
te de la República observar el primer voto de censura, cuando 
éste es pronunciado por más de dos tercios de los componentes 
de la Asamblea, así como convocar a elecciones anticipadas 
cuando la Asamblea ratifica aquel voto por tres quintos o más 
de sus componentes. De este modo, el Parlamento no podrá 
censurar y voltear ministros sin arriesgar las bancas de sus 
integrantes. 


2”) Se establece que la ratificación del voto de desaproba- 
ción a uno o más ministros -no a todo el Consejo- se considera- 
rá referida a este último, de manera de desalentar el hostiga- 
miento a uno o varios ministros por parte de la Asamblea, toda 
vez que el presidente, para imantenerlos en sus cargos, observe 
la censura inicial. 


3”) Se suprime la posibilidad de que el presidente de la 
República pueda disolver las Cámaras tras la ratificación del 
voto de desaprobación y en el mismo acto en que mantiene al 
Consejo de Ministros y convoca a elecciones parlamentarias 
anticipadas. Interin, las Cámaras entrarían en receso y funcio- 
naría la Comisión Permanente, tal como sucede en los años 
electorales, a partir del 15 de octubre. Quizás sea una modifica- 
ción más semántica que sustancial. Pero lo cierto es que la 
disolución del Parlamento, aun en un supuesto previsto por la 
Constitución, tiene connotaciones traumáticas. 
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4”) En la Carta vigente, durante el último año del gobierno 
el presidente no puede convocar a elecciones anticipadas y la 
Asamblea sólo puede censurar a los ministros por.el voto de 
más de dos tercios de sus componentes. 


Se extiende dicho plazo a quince meses, por ser de obvia 
inconveniencia la realización de una elección parlamentaria 
dentro del año anterior a los comicios nacionales. Y el impedi- 
mento, se agrega, regirá también para el presidente durante los 
primeros doce meses de su gobierno, por suponerse que deberá 
funcionar, durante dicho lapso, el acuerdo constitutivo del pri- 
mer gabinete, al que la Asamblea General le habrá otorgado un 
voto de respaldo tras su presentación. 


Elévase, en ambos casos, a los tres cuartos del total de 
componentes de la Asamblea General, la mayoría exigida para 
votar una censura que obligue al cese de los ministros, de modo 
de no dejar desarmado al presidente ante el hostigamiento de 
una mayoría circunstancial del Parlamento. Además, el primer 
mandatario tendrá siempre una válvula de escape, pues, con 
arreglo al nuevo artículo 150, podrá declarar que su gabinete 
carece de respaldo, en lugar de observar el voto inicial de 
desaprobación, y llegar por esa vía al arbitraje popular en elec- 
ciones anticipadas. 


5”) Finalmente, el artículo 149 aclara que “los ministros 
designados tras la renuncia o el cese individual o plural de sus 
antecesores -O sea, cuando no se trata de la mayoría del Conse- 
jo de Ministros- no deberán requerir el voto de respaldo de la 
Asamblea General”, de modo de evitar episodios de posible 
confrontación y porque se supone que si aquélla no censura al 
gabinete en su conjunto, mantiene su respaldo al mismo o, por 
lo menos, a su mayoría. 


D) La crisis de respaldo parlamentario 


Una nueva figura se crea en el “artículo 150: la crisis de 
respaldo parlamentario, declarada discrecionalmente por el pre- 
sidente de la República y que lo habilita a sustituir uno o más 
ministros, así como -innovación trascendente- a remover total o 
parcialmente a los miembros no electivos de los directorios de 
la administración autónoma y descentralizada, que son prácti- 
camente inamovibles, inmunes a todas las crisis políticas, en la 
Constitución vigente. 


Así, cuando un partido o sector político deserta del acuerdo 
constitutivo del gobierno, retira a sus ministros del gabinete y 
pasa a la oposición, se queda sin embargo en la administración, 
esto es en los Entes Autónomos y los Servicios Descentraliza- 
dos, y sus representantes siguen votando y decidiendo en ban- 
cos y empresas de formidable importancia en la economía del 


país. 


Este fenómeno perturbador e inconveniente para la marcha 
del gobierno, debe conciuir. Así ocurrirá cuando el presidente 
de la República pueda ejercer esta facultad. 
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La disposición en examen regula, además, la designación, 
con venia del Senado, de los directores cesados. 


Pero lo más importante de este nuevo instituto es que habi- 
lita al presidente a presentar nuevamente al Consejo de Minis- 
tros -ratificado o modificado en su integración tras la declara- 
ción de la crisis- ante la Asamblea General, con todas las con- 
secuencias que puede llegar a producir la presentación inicial 
del gabinete, (artículo 147), incluida la convocatoria a eleccio- 
nes anticipadas. 


Véase que en la actual Constitución no sólo no es posible 
llegar al arbitraje popular sin iniciativa del Parlamento, que 
puede hostigar al gobierno sin llegar a la censura formal y sin 
comprometerse en absoluto, sino que aun votando una censura, 
si lo hace por más de tres quintos de sus votos, puede evitar la 
elección anticipada. 


Congruentemente con lo dispuesto para el caso de la censu- 
ra al gabinete por la Asamblea General -y por idénticas razo- 
nes- se inhibe al presidente de la República, durante los últimos 
quince meses de su mandato, de requerir a la Asamblea un voto 
de respaldo a su Consejo de Ministros y de llegar, por esa vía, 
eventualmente, a una elección parlamentaria anticipada. 


Y también se le inhibe, por tratarse de una facultad excep- 
cional, sobre la que no hay experiencia nacional y cuyo ejerci- 
cio debe administrarse prudentemente, de ejercerla más de una 
vez durante su mandato. Pero entiéndase bien. No rige esta 
limitación para la declaración presidencial de que el gabinete 
carece de respaldo parlamentario, con sus consecuencias inme- 
diatas. Rige para la eventual comparecencia del gabinete ante 
la Asamblea y la posible elección anticipada. 


E) Consideraciones finales 


Este extenso análisis, puede favorecer la creencia de que 
propiciamos una reforma que nos hará vivir en crisis política y 
gubernamental casi permanente: de censura en censura y de 
disolución en disolución. Pero no es así. 


Excepto la presentación inicial del gabinete, que es obliga- 
toria y conveniente para forzar y asegurar la aplicabilidad y el 
mantenimiento del acuerdo constitutivo del gobierno, los otros 
mecanismos previstos son de ocurrencia improbable algunos y 
de acaecimiento remotísimo- otros. 


Los conflictos, sin embargo, no son imposibles. Y, por tan- 
to, deben consagrarse las normas que los regulen y que viabili- 
cen salidas regulares -y no traumáticas- de tales situaciones. 


Trátase, en definitiva, de obtener un relacionamiento armó- 
nico entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento, de modo de 
consolidar la posición y la acción del presidente de la Repúbli- 
ca y sus ministros, de modo que éstos puedan desarrollar una 
gestión ágil y eficaz. Que se gobierne con el imprescindible 
respaldo parlamentario sí, pero que se gobierne, 
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1 
LA ADMINISTRACION AUTONOMA 


Es indiscutible la importancia que en la vida económica del 
país tiene este sector de la administración, orgánicamente sepa- 
rado dei Poder Ejecutivo, pero que funcionalmente integra lo 
que -“lata sensu”- se conoce como el Poder Administrador. 


De allí la trascendencia del control que el gobierno debe 
ejercer sobre los Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos y de allí que se introduzcan algunas modificaciones de 
cierta relevancia en la Sección XI de la Carta. 


Lo esencial, desde esa óptica, reside en la novísima facultad 
otorgada al presidente de la República en el artículo 150, en 
cuyo mérito podrá cesar libremente a los directores de los En- 
tes toda vez que declare una crisis de respaldo parlamentario, 
cuya fundamentación ya hicimos. 


La determinación del número de integrantes de los Directo- 
rios no es, en rigor, materia constitucional. Pero está consagra- 
da en el actual artículo 185, que cristaliza así dicho número e 
impide su modificación toda vez que la experiencia lo aconse- 
ja. Por ello, transferimos a la ley la potestad de fijar el número 
de componentes de los Directorios de los Entes. 


Se rebaja, en el artículo 187, la mayoría requerida a fin de 
que el Senado otorgue la venia que habilita al Ejecutivo a 
designar los miembros de dichos Directorios, de tres quintas a 
mayoría absoluta. Si ésta es la exigida, en la presentación ini- 
cial del gabinete para que la Asamblea General le otorgue su 
respaldo, resulta ¡lógico que, a los efectos de esta disposición, 
se exija una mayoría más rigurosa que la necesaria para hacer 
efectiva la parte más importante del mismo acuerdo política, 


En el artículo 195 -BPS- se elimina la alusión a la ley “que 
deberá dictarse en el plazo de un año”, desde que la misma ya 
está en vigencia, También se suprime su inciso segundo, que 
consagraba una inelegibilidad especial para los directores del 
BPS, que se propone extender a los directores de todos los 
Entes y Servicios Descentralizados, en el nuevo artículo 202, 


Y se incluye, sustituyéndolo, la parte de la actual disposi- 
ción especial M), relativa a la integración del Directorio del 
BPS, cuya expresión indicaría una voluntad de modificarla -que 
parece no existir- y que, si está en la Constitución, debe incluír- 
sela en su texto. 


Innovación muy trascendente es la que surge del referido 
artículo 202. Por ella, los directores de estos organismos esta- 
rán inbabilitados para ser candidatos a cargos electivos, salvo 
los de senadores y los de presidente y vicepresidente de la 
República, hasta que transcurra un período de gobierno -esto es 
cinco años- desde su cese. Pero aun, respecto de las excepcio- 
nes admitidas, el candidato debe renunciar a su cargo dieciocho 
meses antes de las elecciones. 
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Es nítida la innegable conveniencia de esta propuesta. Por 
un andarivel debe seguirse la carrera político-electoral de un 
ciudadano y por otro -bien separado de aquél- la de administra- 
dor de empresas y de servicios educativos del Estado. Para 
alejar los propósitos electorales y la política menor del ámbito 
de los Entes Autónomos, esta modificación resulta imposterga- 
ble, 


Se elimina el actual artículo 196, que creaba el Banco Cen- 
tral. Este se seguirá rigiendo por la legislación que le concierne 
y por su Carta Orgánica, cuando ésta entre en vigor, lo que se 
precisa en una disposición transitoria. 


Por último, en el artículo 211 literal C) -fuera de la Sección 
XIIl- se obliga al Tribunal de Cuentas a dar cuenta al Poder 
Ejecutivo de las observaciones contenidas en sus dictámenes e 
informes sobre la gestión de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, de modo que aquél puede realmente ejercer 
los poderes de control que le confieren los actuales artículos 
197 y 198 de la Carta, 


Mm 
EL SISTEMA ELECTORAL 


Trátase de una de las cuestiones capitales de este proyecto 
de reforma constitucional. Sabido es que nuestro sistema, por 
su constitucionalización, carece de flexibilidad y de posibilida- 
des de adaptarse a las cambiantes circunstancias de la realidad 
política. 


Responde, además, a la óptica de los partidos que lo incor- 
poraron gradualmente a la Carta, cuatro décadas atrás o más, 
según de cuáles normas se trate. Tales partidos, por otra parte, 
no son todos los que hoy existen. 


Consagra, por ello, varias prohibiciones y limitaciones lesi- 
vas de la libertad de los votantes, junto a ciertas facultades 
excesivas, pero éstas acordadas a los partidos y a sus candida- 
tos. No a los ciudadanos. 


En función de estas reflexiones, se proponen diversas for- 
mas al sistema electoral de rango constitucional, 


Unas pocas, a regir en los próximos comicios. Otras, en las 
elecciones de 1999. No es prudente cambiar todo -o mucho- a 
la carrera y sobre la marcha. Se corre el riesgo de saltar en el 
vacío, ejercicio a que no son afectas las sociedades. 


No hay tiempo, asimismo, de procesar ciertos cambios a 
toda velocidad, modificando en un santiamén costumbres de 
muchas décadas. Desconstitucionalicemos, pues -lo que confi- 
gura una saludable característica de todo el proyecto- y transfi- 


ramos a la ley ciertas regulaciones electorales, de modo de' 


flexibilizar así el sistema. 


Las modificaciones propuestas son las siguientes: 
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A) Elección del presidente de la República (Artículo 153) 


Trátase del hoy artículo 151, que, al consagrar el doble voto 
simultáneo, autorizaba la pluralidad de candidaturas -bajo un 
mismo lema- a la Presidencia y Vicepresidencia de la Repú- 
blica. 


Se propone que se pase a una sola candidatura por cada 
partido, seleccionada por procedimientos que establecerá la ley 
y, si ésta no se dictare, por los mecanismos de democracia 
interna previstos en las respectivas Cartas Orgánicas. 


Además de las conocidas razones contrarias al doble voto 
simultáneo a nivel presidencial, que es ocioso reiterar, se ha 
tenido en vista que ciertos sectores de los propios partidos 
tradicionales abogan hoy por el sistema de candidatura única, 
la cual, sin duda, respeta mejor la voluntad de los votantes, a 
quienes se da una certidumbre, respecto del destino de su sufra- 
gio, de la que carece cuando las candidaturas son múltiples. 


Pero existe una insuperable dificultad cronológica para apli- 
car el nuevo sistema en 1994. Las realidades existentes en las 
colectividades históricas, a nivel de sus diversos sectores, así 
como el muy escaso tiempo disponible para celebrar el plebis- 
cito ratificatorio de esta ley constitucional, tras el cual habría 
que organizar comicios en los partidos, a fin de seleccionar sus 
candidatos, torna materialmente imposible implantar ya las can- 
didaturas únicas. 


Tal, la razón de que, por disposición transitoria, se determi- 
ne que en las elecciones de 1994 siga rigiendo el doble voto 
simultáneo y, por tanto, admitiéndose las candidaturas múlti- 
ples. 


' B) Mandato y reelección del presidente y del vicepresi- 
dente (Artículo 154) 


Trátase del actual artículo 152, del que se suprime la prohi- 
bición de reelegir al vicepresidente de la República. 


Este no tiene la menor posibilidad de ejercer presión sobre 
los votantes. Los poderes de su cargo no son abusivos ni tienen 
relación con el ejercicio del sufragio. La prohibición, pues, no 
se justifica. 


C) Elecciones nacionales y departamentales: el voto ““cru- 
zado”. (Artículo 77, numeral 9”) 


La norma vigente, desde la Carta de 1952, impone la identi- 
dad de lema en ambas hojas de votación, la nacional y la 
departamental, so pena de nulidad del voto. 


Se quiere eliminar este constreñimiento artificial de la vo- 
luntad de los ciudadanos, de modo que puedan elegir libremen- 
te el partido y los candidatos de su preferencia, tanto en lo 
nacional como en lo departamental. 
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Se podrá, así, votar por un partido en lo nacional y por otro 
en Jo departamental, si tal es lo que procede, a criterio del 
ciudadano. 


La experiencia de cuarenta y dos años y siete elecciones 
realizadas bajo el imperio de la norma a modificar, no avala 
exactitud de las razones que, en su defensa, se invocaron en 
1951, so pretexto “de restablecer las grandes unidades políticas 
de tradición histórica, como medio de asegurar también para 
nuestro país los beneficios de una opinión pública no excesiva- 
mente fraccionada,...”. 


Ese confesado propósito de favorecer a los partidos tradi- 
cionales no ha impedido el entonces temido fraccionamiento de 
la opinión pública, si bien estos partidos han conservado, con 
ciertas dificultades, su condición de fuerzas políticas mayorita- 
rias. 


La exigencia cuya supresión se plantea, por otra parte, per-. 


judica indebidamente la libre expresión de la voluntad de los 
ciudadanos y obliga a éstos, en muchos casos a no votar, sea en 
lo nacional o en lo departamental, para no hacerlo contra su 
opinión. Y así se observó, en los comicios de 1989, que mu- 
chos miles de ciudadanos votaron en lo nacional pero no en lo 
departamental, registrándose también el fenómeno inverso, aun- 
que en menor medida. 


Todo ello evidencia la artificialidad del sistema, que no se 
justifica en el orden conceptual ni a la luz de su experiencia. 


También se establece, en el inciso final, que las autoridades 
locales electivas -Juntas Locales- se votarán en otra hoja apar- 
te, dada la evidente dificultad práctica de incluir en la hoja de 
votación departamental las listas de candidatos a diversas Jun- 
tas Locales, desde que en el artículo 262 se consagra la solu- 
ción de que estos órganos pasen a ser electivos, como regla de 
principio. 


Por último, se faculta al legislador a separar cronológica- 
mente las elecciones departamentales respecto de las naciona- 
les. Hay atendibles razones en favor y en contra de tal separa- 
ción. Sin fallar esta controversia, lo que sí parece indudable es 
que la solución rio debe estar cristalizada en la Constitución. La 
ley debe poder resolverla, a la luz de ta experiencia y adaptán- 
dose a la dinámica de los fambios políticos. 


D) Elección de la Cámara de Representantes. El tercer 
escrutinio. (Artículo 83) 


Trascendente innovación se introduce en el inciso primero 
de este precepto, al disponerse que el presidente, el primer y 
segundo vicepresidente de la Cámara Baja sean electos en cir- 
cunscripción nacional, a mayoría simple de votantes y por do- 
ble voto simultáneo, excluyéndolos así, en beneficio del parti- 
do ganador de la elección, de la distribución de las bancas por 
representación proporcional, en la cual igualmente le corres- 
pondería una de esas tres bancas, por lo menos. 
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Dicho beneficio, pues, es pequeño y la atenuación de la 
representación proporcional resulta casi homeopática. De todos 
modos, existe y se funda en la conveniencia de ensanchar la 
representación parlamentaria del partido ganador, de modo de 
favorecer la gobernabilidad, objetivo que constituye el eje cen- 
tral de esta reforma. 


Por otra parte, se concluye así con las presidencias anuales 
y rotativas de la Cámara de Diputados, resueltas a nivel de 
trabajosos acuerdos políticos. Desde este punto de vista, el 
sistema propuesto es indiscutiblemente mejor. 


En cuanto a las otras noventa y seis bancas, se pfopone, sin 
abandonar la representación proporcional, que su sistema de 
distribución se reglamente por ley, si bien dictada por una 
mayoría elevada (dos tercios del total de cada Cámara). 


Sabido es que la norma vigente obliga a “... que se tomen 
en cuenta los votos emitidos a favor de cada lema en todo el 
país”, lo que implica, en favor de la representación proporcio- 
nal integral, la constitucionalización del llamado tercer escruti- 
nio, consagrado en la “Ley Complementaria de Elecciones”, de 
22 de octubre de 1925, 


No repudiamos el tercer escrutinio, que regirá en los próxi- 
mos comicios, según se establece en una disposición transito- 
ria. Pero debe reconocerse que ocasiona injustas distorsiones en 
la distribución de las bancas entre los distintos departamentos. 
De allí que se traslade a la ley la decisión de este problema en 
el futuro, sin urgencias electorales y con la garantía de la citada 
mayoría. 


E) Integración y elección del Senado. El segundo vice- 
presidente. (Artículo 94) 


Sin modificar la forma de elección de la Cámara de Sena- 
dores, se crea la figura del segundo vicepresidente a elegirse, 
según el artículo 153, igual que el vicepresidente, y que tendrá, 
como éste, voz y voto en el Senado y en la Asamblea General. 


La Cámara Alta pasa así a tener treinta y dos integrantes y 
su presidente tiene doble voto en las votaciones realizadas con 
quórum pleno. 


Es obvio que esta propuesta se inspira también en el propó- 
sito de ampliar el respaldo parlamentario del gobierno, pero sin 
desertar de la representación proporcional, que se mantiene 
incambiada para los otros treinta cargos de senador. 


La innovación resulta de recibo desde otro punto de vista. 
Según el actual artículo 94, el suplente del vicepresidente lo es 
siempre el primer titular de la lista más votada del lema más 
votado. Ocurre -y la práctica lo ha evidenciado alguna vez- que 
dicho primer titular de la referida lista no necesariamente res- 
ponde a la orientación del presidente y del vicepresidente de la 
República. Desde que éstos pueden haber sido apoyados por 
una pluralidad de listas al Senado, cuya suma de votos les haya 
dado la victoria, sin ser ninguna de ellas la mayoritaria dentro 
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del lema, es posible que la lista con mayor número de votos 
haya apoyado otra fórmula presidencial de ese partido. 


Con la creación de la figura del segundo vicepresidente, el 
riesgo de que acceda a la Presidencia del Senado, y aun a la 
Presidencia de la República, un senador que a pesar de pertene- 
cer al mismo partido no comparta integralmente las orientacio- 
nes del gobierno, se torna mucho más remoto. 


F) Juntas Locales Electivas. (Artículo 262) 


En la Constitución vigente, sólo pueden declararse electi- 
vas, por ley, las Juntas Locales Autónomas. (Artículo 288). Las 
demás Juntas Locales, que son la inmensa mayoría, nunca pue- 
den ser electivas y sus integrantes se designan directamente por 
el intendente, respetando ciertas exigencias establecidas.en el 
artículo 287. 


La razonable aspiración de los vecinos de muchas poblacio- 
nes de elegir sus autoridades locales, se consagra en el inciso 3” 
del artículo 262. 


Allí se establece, en tal sentido, una regla de principio, 
excluyéndose únicamente a las poblaciones “que no reúnan las 
condiciones mínimas que establecerá la ley, a estos efectos.” 


Se entiende que la modificación propuesta dará mayor au- 
tenticidad al funcionamiento democrático en el ámbito departa- 
mental, así como esas autoridades ganarán en representativi- 
dad. 


Por otra parte, al tener las ilamadas autoridades locales 
carácter electivo y representar directamente la voluntad de sus 
conciudadanos, se favorecerá la administración descentralizada 
de los asuntos de cada pueblo y de cada región. 


Como la generalización «abrupta del sistema puede tener 
inconvenientes prácticos, se propone una solución gradual y, a 
tal efecto, por una disposición transitoria, se establece que en 
los próximos comicios se elegirán Juntas Locales en aquellas 
poblaciones que cuenten con más de diez mil ciudadanos ins- 
criptos y habilitados para votar. 


G) Lemas permanentes y coaliciones para 1994, (Artícu- 
lo 79 y disposición transitoria c)) 


En la primera de dichas normas, se faculta a la ley a elimi- 
nar, por el voto de dos tercios del total de componentes de cada 
Cámara, la discutida distinción entre los femas permanentes y 
los que no lo son. 


En la disposición transitoria c) se autorizan, para la próxima 
elección, las coaliciones entre partidos con lemas permanentes, 
tanto en lo nacional como en lo departamental, siempre que se 
registren no menos de ciento veinte días antes del acto electoral 
y que presenten, en ese acto, un programa común de gobierno, 
nacional o departamental. 
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Tratándose de dos disposiciones separadas pero que refieren 
a la misma cuestión, la de la acumulación de los votos por 
lemas y las alianzas electorales, realidades políticas preexisten- 
tes y difícilmente modificables en el muy corto plazo llevaron 
a descartar las propuestas que separadamente se hicieron para 
permitir la acumulación de votos por lemas no permanentes -o 
accidentales- primero en lo departamental y luego en lo na- 
cional. 


Durante las negociaciones previas a la presentación de este 
proyecto de ley constitucional, se consideró que las cuatro fuer- 
zas políticas principales, esto es, el Partido Colorado, el Partido 
Nacional, el Frente Amplio y el Partido Por el Gobierno del 
Pueblo, son hoy lemas permanentes y están, por ello, en perfec- 
ta igualdad de condiciones. 


Se ha entendido, no obstante, que el mantenimiento de la 
actual distinción en favor de los partidos que cuentan con Jema 
permanente, es de discutible fundamento, por lo que se opta 
por trasladar el problema al ámbito de la ley, a fin de que sea 
ésta, en el futuro y sin elecciones a la vista, la que lo estudie y 
resuelva. 


En cuanto a las coaliciones para 1994, que se habilitan por 
la citada disposición transitoria c), se reconoce que es asunto 
muy Opinable, pero se tas ha mantenido en el proyecto para 
respetar el acuerdo político anteriormente alcanzado al res- 
pecto. 


De todas maneras, se ha entendido que, con las garantías y 
en las condiciones ya expresadas, es admisible que «aquellos 
partidos con orientaciones cercanas y similares enfoques de los 
problemas nacionales o departamentales puedan presentar un 
programa común y sumar sus votos. Lo que no se admite, es el 
riesgo de que un partido se desarticule en favor de otro u otros, 
pues sólo se permitirán las coaliciones entre partidos con lemas 
permanentes y, además, con candidato único a la Presidencia 
de la República y a las Intendencias. Permitir, por esta vía 
excepcional, las candidaturas múltiples que, en lo nacional, 
desaparecerán en el año 1999, hubiera resultado contradictorio 
con los propósitos de la reforma en esta materia y con la exi- 
gencia de que los partidos políticos funcionen con verdadera 
organicidad y en forma disciplinada. 


H) Lema Permanente para el Partido Demócrata Cris- 
tiano y la Unión Cívica. (Disposición transitoria m)) 

Se ha considerado de estricta justicia reconocer su carácter 
de partidos con lema permanente a las dos colectividades refe- 
ridas. 


Su presencia en la vida política del país es de antigua data y 
no parece razonable que las contingencias políticas de la última 
elección nacional, los hayan privado del carácter permanente 
de sus lemas, que tantas veces utilizaron en los comicios, como 
unidades políticas claramente diferenciadas. 


Más allá de las consecuencias prácticas que puede traer este 
reconocimiento, cuando ya están a la vista las elecciones del 
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próximo 27 de noviembre, el mismo se había acordado meses 
atrás y se entendió que, formando parte del acuerdo político 
que abrió el camino a esta reforma, debía ser cumplido. 


IV 
GASTO PUBLICO Y POLITICA FISCAL 


Este es uno de los temas más serios que se encaran en esta 
reforma. La contención del gasto público y el ordenamiento de 
la legislación presupuestal que a él concierne, constituye un 
capítulo de la política fiscal, que también se ocupa de los 
recursos del Estado, cuya percepción requiere, en principio, 
autorización legislativa. A etilo refieren normas constituciona- 
les ajenas a la Sección XTV. (Artículos 86 y 133). 


En el año 1966, el constituyente quiso ser severo en esta 
materia. Sus propósitos, sin embargo, fueron superados por la 
realidad, que todos los años nos muestra cómo cada instancia 
legislativa presupuestal resulta favorable para aumentar el gas- 
to del Estado, sin la correspondiente financiación. 


Para corregir esta situación, y también en provecho del 
ordenamiento del trabajo legislativo, que se sobrecarga innece- 
saria y perjudicialmente durante el trámite de cada una de esas 
leyes, se sugieren en esta materia las siguientes modificacio- 
nes: 


a) En los artículos 86 y 215 se amplían y definen con 
mayor rigorismo las hipótesis que autorizan los aumentos de 
gastos con cargo a fondos presupuestales, así como a recursos 
extrapresupuestales y a financiamientos de otro origen, tanto en 
las leyes presupuestales como en las que no lo son. 


Se refuerza, por ello, el principio de que estas últimas no 
pueden determinar gastos sin financiación genuina. También se 
precisan los casos que requieren iniciativa exclusiva del Poder 
Ejecutivo y se prohíbe de modo terminante -lo que es básico- 
que se aumenten los gastos en las leyes presupuestales, toda 
vez que falte dicha iniciativa. 


b) En el artículo 133 se exige la iniciativa exclusiva del 
Poder Ejecutivo no sólo para crear o aumentar exoneraciones 
tributarias, sino también para suprimir o rebajar tributos, que es 
otra vía por la que el legislador puede desfinanciar el gasto 
público. 


c) En el artículo 214, literal a), se propone que la estructu- 
ra de la ley de presupuesto nacional detalle los gastos globales 
“de cada Inciso por Programa” y no “los gastos corrientes”, 
como expresa hoy este precepto. 


Así se será congruente con el artículo 215, que obliga al 
Poder Legislativo a pronunciarse “exclusivamente sobre mon- 
tos globales por Inciso”. Se supone, además, que por esta vía se 
contribuirá a moderar el inconveniente casuismo o detallismo 


de estas leyes. 
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d) En lo que dice relación con los plazos, por último, se 
sugiere reducir de seis a cinco meses el término de que dispone 
el Poder Ejecutivo para presentar los proyectos de Rendición 
de Cuentas, a estar a lo que dispone el artículo 214; de cuarenta 
y cinco a treinta días, el plazo con que cuenta cada Cámara 
para considerar dichos proyectos; de quince a diez días, el 
término que, respecto también de la Rendición de Cuentas, 
tienen las Cámaras para pronunciarse sobre las modificaciones 
votadas por la otra Cámara, así como la Asamblea General, en 
el caso eventual de que el proyecto llegue a su consideración. 


Trátase de modificaciones de innegable trascendencia. El 
trámite anual de cada Rendición de Cuentas es siempre propi- 
cio para crear un clima de intranquilidad en la Administración 
Pública. No sólo se distorsiona el trabajo en ciertos sectores «de 
la misma, sino que, en ocasiones, también se paralizan las 
tareas. Al mismo tiempo, se altera y hasta se detiene alternati- 
vamente en cada Cámara, el resto de la actividad legislativa. 


Estos fenómenos inconvenientes se producen entre los me- 
ses de julio a octubre o noviembre de cada año. Con las modifi- 
caciones propuestas, el trámite de cada Rendición de Cuentas 
dará comienzo en junio y finalizará, a más tardar, a fin de 
agosto. Si ello se logra, será un gran progreso. 


NÁ 


LOS GOBIERNOS DEPARTAMENTALES 


Modificaciones de importancia se sugiere introducir en la 
actual Sección XVI de la Carta Máxima, además de las relati- 
vas a la elección de las autoridades departamentales, que ya 
fueron objeto de análisis. A saber: 


a) Organización del gobierno departamental, autorida- 
des locales y descentralización. 


El actual artículo 262 se limita a establecer la estructura 
orgánica básica de este gobierno, a fijarles sede en la capital de 
cada departamento y a determinar que el 15 de febrero siguien- 
te a la elección, deben iniciar sus funciones los mandatarios 
electos. 


El nuevo artículo 262 busca desarrollar las estructuras orgá- 
nicas de estas administraciones y descentralizarlas. Así, consa- 
gra el principio de que “en toda población que tenga las condi- 
ciones mínimas que fijare la ley” deberá haber una autoridad 
local, así llamada, y no Junta Local como hasta hoy, porque en 
el artículo 287 se admite que su integración pueda ser uniperso- 
nal o pluripersonal. Y se agrega que también podrán haber 
autoridades locales, una o más, en las plantas urbanas de las 
capitales departamentales, si así lo resuelve la Junta Departa- 
mental a iniciativa del intendente. 


Aparte de su carácter electivo, asunto al que ya nos referi- 
mos anteriormente, se establece que el intendente, con acuerdo 
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de la Junta Departamental, puede delegar en las autoridades 
locales la ejecución de determinados cometidos. 


Es evidente que se favorece en alta medida la descentraliza- 
ción, entendiéndose por tal que la administración de los asuntos 
locales no se haga desde la capital del departamento ni por 
funcionarios subordinados del intendente, como en los hechos 
ocurre casi siempre en la actualidad, al disponer el funciona- 
miento de estas autoridades locales electas por el pueblo y 
autorizar que los intendentes deleguen en las mismas el cum- 
plimiento de las funciones que interesan directamente a cada 
vecindario. Por otra parte, se comete a la ley delimitar los 
cometidos respectivos de las autoridades departamentales y lo- 
cales, así como los poderes jurídicos de sus órganos, con lo 
cual se supone que las autoridades locales, en el futuro, tendrán 
cometidos propios y un ámbito de competencia precisamente 
determinado y de base legal. i 


Una norma de gran trascendencia para favorecer un verda- 
dero proceso de descentralización en el país, es la del inciso 
final de este artículo 262, que reza: “Los gobiernos departa- 
mentales podrán acordar, entre sí y con el Poder Ejecutivo, así 
como con los Entes Autónomos y los Servicios Descentraliza- 
dos, la organización y la prestación de servicios y actividades 
propias o en común, tanto en sus respectivos territorios como 
en forma regional o interdepartamental”. De este modo, se 
amplía y se da rango constitucional a la práctica de coordinar 
políticas y actividades propias entre las diversas intendencias, 
las que se han visto favorecidas por la institucionalización fác- 
tica del Congreso de Intendentes, así como entre las Intenden- 
cias y diversos Ministerios y Entes Autónomos. 


b) Reducción del número de ediles, (Artículo 263) 


Se establece que las Juntas Departamentales tendrán un máxi- 
mo de 31 integrantes, y un mínimo de 15. De este modo, 
desaparece la rigidez de la solución actual que, como se sabe, 
fija preceptivamente en 31, para todas las Juntas, su número de 
ediles. Al mismo tiempo, por una disposición transitoria, se 

_ establece que la Junta Departamental de Montevideo tendrá 31 
miembros, 25 la de Canelones y 21 las de los restantes departa- 
mentos. 


Se considera que, con excepción de la capital y parcialmen- 
te Canelones, estos órganos no tienen un cúmulo de tareas que 
justifiquen su integración con el mismo número de miembros 
de la Cámara de Senadores. * 


También incide en la definición de este problema, la reper- 
cusión financiera negativa que puede tener el mantenimiento 
del número actual de integrantes, dado que, como luego vere- 
mos, los ediles pasarán a ser rentados. Ello debe tenerse en 
cuenta, dado que las arcas de las Intendencias, por regla gene- 
ral, no lucen por su exceso de recursos. 


Además, dentro del máximo y el mínimo señalados, el nú- 
mero de ediles podrá ser modificado por ley, de manera tal 
que, si la experiencia así lo aconsejare, dicho número podrá 
variar en más o menos en el futuro. 
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c) Supresión y provisión de cargos vacantes. (Artículo 
265) 


Se mantiene la elección de triple número de suplentes, pero 
se propone eliminar las suplencias automáticas, que se han 
transformado en un sistema prácticamente permanente de alter- 
nancia entre el titular y sus suplentes, lo que no es admisible, 
desvirtúa su sistema de funcionamiento y altera, de hecho, au- 
mentándolo en gran medida, el número de integrantes. 


Ello no quiere decir, por supuesto, que no se autorice la 
convocatoria de suplentes por impedimento temporario o licen- 
cia de titulares, la que será reglamentada por ley. Esta, asimis- 
mo, determinará el modo en que se llenarán las vacantes que se 
produzcan, respetando el orden de elección de los tres suplen- 
tes antedichos. 


Mientras no se dicten tales leyes, se aplicará en la Junta 
Departamental, el mismo sistema que rige en ambos aspectos, 
en la Cámara de Diputados. Así se propone en una disposición 
transitoria. 


d) Presupuesto de las Juntas Departamentales. (Artículo 
273, numeral 6”) 


El pago de las erogaciones de los presupuestos de las Juntas 
Departamentales suele distorsionar las finanzas comunales. Las 
Juntas Departamentales aprueban sus presupuestos internos por 
el voto de tres quintos del total de sus componentes y sin 
control alguno del intendente municipal. Este está obligado a 
incluirlos en el presupuesto municipal y a cumplirlos. 


El sistema no es razonable, dado que, a veces, agrava las 
dificultades financieras que debe enfrentar el intendente. Se 
propone, por ello, que el intendente municipal, con arreglo al 
artículo 281 de la Lex Magna, pueda observar los presupuestos 
de estos organismos, al igual que los demás decrétos que los 
mismos sancionan. 


Las Juntas Departamentales dispondrán de un plazo de quince 
días para aceptar las observaciones formuladas por el intenden- 
te. Si nos las aceptaren, elevarán a la Asamblea General el 
presupuesto, con dichas observaciones. Si la Asamblea General 
no se pronunciare dentro de un término de cuarenta días, el 
presupuesto se tendrá por sancionado y las observaciones por 
rechazadas. 


También en materia presupuestal, aparecen dos innovacio- 
nes en los artículos 224 y 225. En el primero, se reduce a tres 
meses el plazo de que disponen las Juntas Departamentales 
para considerar los proyectos de presupuesto presentados por el 
intendente municipal y, en el segundo, se establece que si el 
Tribunal de Cuentas no se expidiere dentro del término de 
veinte días de que dispone para formular observaciones a los 
proyectos de presupuesto, se entenderá que no las plantea. De 
esta manera, se salva una omisión del constituyente, que no 
había aclarado el efecto del vencimiento del referido plazo. 


-aS,. 
e) Integración de las autoridades locales, (Artículo 287) 


Este artículo flexibiliza la integración de las autoridades 
locales que, en el futuro, podrán ser unipersonales o pluriperso- 
nales. Será la ley la que opte por una u otra solución y la que 
establezca las cualidades exigidas para ser titular de estos órga- 
nos. 


Se agrega que los intendentes y los miembros de las Juntas 
Departamentales, por razones obvias, no podrán integrar las 
autoridades locales. 


Todo esto es razonable y no requiere explicación alguna. 


f) Recurso contra el incumplimiento de las resoluciones 
de las Juntas Locales. (Artículo 288) 


Se ha observado, en la práctica, que los intendentes munici- 
pales suelen desconocer las resoluciones de las Juntas Locales 
y que éstas carecen de medios jurídicos para reclamar por ese 
incumplimiento, 


Se propone, por tanto, que cuando tal situación se dé, las 
Juntas Locales puedan recurrir ese incumplimiento ante sus 
respectivas Juntas Departamentales. 


Esta se pronunciará por el voto de la mayoría del total de 
sus componentes y su resolución deberá ser cumplida por el 
intendente. 


g) Incompatibilidades de los ediles. (Artículo 289) 


En esta disposición se equiparan las incompatibilidades de 
los ediles, con las que tiene el intendente municipal, excepto la 
prohibición que sobre éste pesa en el sentido de no contratar 
con el gobierno departamental. 


Ello se hace necesario, dado que los ediles pasan a ser 
rentados. Pero, como la incompatibilidad es con todo otro car- 
go o empleo público, excepción hecha de los docentes, se pro- 
pone que los titulares de estos cargos puedan optar por la reser- 
va de sus empleos públicos durante el período de su mandato, 
salvo que fueren funcionarios de su propio gobierno departa- 
mental, en cuyo caso sí no pueden retener el cargo, por razones 
evidentes. Es menester establecer esta válvula de escape, por- 
que, de lo contrario, esa severidad del alcance de la incompati- 
bilidad determinaría que muchos ciudadanos aptos para el des- 
empeño de esta importante función electiva, se abstuvieran de 
postularse para ella, en perjuicio de la mejor integración de las 
Juntas Departamentales. 


La modificación que a renglón seguido se introduce en el 
artículo 290, obedece a la necesidad de excluir de esta norma a 
los ediles, cuyas incompatibilidades están parcialmente regula- 
das en ella, en la Carta vigente, junto a las de los miembros de 
las Juntas Locales. 


CAMARA DE SENADORES 


24 de Marzo de 1994 


h) Prohibiciones. (Artículo 291) 


Se propone ampliar el espectro de las prohibiciones que 
pesan sobre el intendente, sin modificar las que alcanzan a los 
miembros de las Juntas Departamentales y de las Juntas Loca- 
les. 


En su mérito, los intendentes, en el futuro, no podrán ser 
propietarios, socios o accionistas de las empresas que contraten 
obras o suministros con el gobierno departamental o con cual- 
quier otro organismo público que tenga relación con el mismo. 


Parece evidente que la extensión de la prohibición es lógica 
y conveniente, pues salta a la vista que un intendente no debe 
tener ese tipo de vinculación jurídica en empresas que contra- 
ten habitualmente con el gobierno departamental. 


i) Sueldos de los intendentes y de los miembros de las 
Juntas Departamentales. (Artículo 295) 


Como ya fue dicho, se elimina el carácter honorario de los 
ediles. Se ha entendido que sus titulares desempeñan una im- 
portante función pública electiva y que no tiene sentido que la 
misma, como todo trabajo, no sea rentada. Elio obliga a deter- 
minar qué organismo y en qué momento fija el sueldo de los 
ediles. Al mismo tiempo, la experiencia ha evidenciado que no 
existe una uniformidad ni un criterio unívoco para la fijación 
del sueldo de los intendentes, establecido por la Junta Departa- 
mental respectiva con anterioridad a su elección. Importantes e 
ilógicas disparidades se observan en esta materia. 


En el seno de la Comisión se enfrentaron dos tesis, defendi- 
das ambas con calor. 


Se propuso, por unos, que la fijación de estos sueldos fuera 
facultad exclusiva de la Junta Departamental, con anterioridad 
a la elección. Sostuvimos otros, por el contrario, que para lle- 
gar a la deseada uniformidad y para evitar posibles excesos 
convenía que estos salarios fueran fijados por la Asamblea 
General, también antes de los comicios. 


Prevaleció una tesis intermedia, que quizás sea la más razo- 
nable. Los sueldos los fijará la Junta Departamental, pero por el 
voto de los dos tercios del total de sus componentes. Al mismo 
tiempo, se faculta a la Asamblea General, por el voto de los 
dos tercios de sus componentes, a fijar un tope a las remunera- 
ciones de los intendentes y de los miembros de las Juntas De- 
partamentales. 


La intervención de la Asamblea General no será preceptiva 
y la experiencia indicará si su actuación en esta materia resulta 
o no necesaria, Y seguramente no ha de serlo, si las Juntas 
Departamentales actúan con razonabilidad al fijar los sueldos. 


Se precisa, además, que estos sueldos no podrán ser altera- 
dos durante el término de los mandatos de sus titulares y que . 
será la única retribución que éstos percibirán por el ejercicio de 
su cargo. 
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Por último, se mantiene el carácter honorario de los cargos 
de miembros de las Juntas Locales, pero se les autoriza a perci- 
bir dietas por su asistencia a las sesiones, si así lo dispusiere la 
respectiva Junta Departamental. 


j) Recurso por ilegalidad de los decretos de la Junta 
Departamental y de resoluciones del intendente municipal. 
(Artículo 303) 


El precepto vigente hace competente a la Cámara de Repre- 
sentantes para resolver este recurso, que ha alcanzado notorie- 
dad en razón de sonados episodios políticos recientes. 


Tratándose de un medio de impugnación de ciertos decretos 
de la Junta Departamental y de ciertas resoluciones de la Inten- 
dencia Municipal por exclusivas razones de juridicidad, es cla- 
ramente inconveniente que el mismo sea fallado por un Cuerpo 
eminentemente político, como to es la Cámara Baja. Se propo- 
ne, por consiguiente, que sea la Suprema Corte de Justicia, en 
adelante, la que tenga competencia para resolver este recurso, 


Los inconvenientes surgidos, en diversas ocasiones, a raíz 
de la aplicación de esta norma, tornan innecesario formular 
otras consideraciones para justificar la modificación propuesta. 
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EL PODER JUDICIAL Y EL TRIBUNAL DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 


El proyecto original introducía trascendentes modificacio- 
nes en la Sección XV de la Constitución. Llegaba incluso a 
suprimir la Sección XVII, relativa al Tribunal de lo Contencio- 
so Administrativo, que dejaría de existir y pasaría a formar 
parte de una Suprema Corte de Justicia de trece miembros, que 
funcionaría en salas especializadas por materias. 


La entidad y profundidad de esta reforma, en muchos as- 
pectos delicada y opinable, llevó a vuestra Comisión a la con- 
clusión de que un asunto de esa trascendencia y complejidad 
técnico-jurídica, no podía abordarse sin un estudio profundo y 
en un tiempo del que no se disponía. 


En razón de lo expresado, se resolvió finalmente no refor- 
mar las Secciones XV y XVII de la Constitución. No obstante 
ello, se proponen unas pocas modificaciones en los siguientes 
artículos: 7 


a) Integración de la Suprema Corte de Justicia. (Artícu- 
lo 234) 


Se mantiene el número de cinco miembros que actualmente 
tiene la Suprema Corte de Justicia. Pero se faculta a la ley, por 
el voto de la mayoría absoluta de cada Cámara, a modificar 
dicho número y a disponer que la Corte pueda funcionar en 
salas. 


Desde 1907 la Suprema Corte de Justicia, entonces Alta 
Corte, tiene cinco miembros. La cristalización de esa solución 
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en la Constitución la hace inmodificable. Es de toda lógica, 
pues, que se faculte a la ley a modificar el número de miem- 
bros de ese alto cuerpo, de modo de adaptar su funcionamiento 
a las necesidades cambiantes de los tiempos que corren. En 
igual sentido, la previsión de que se pueda autorizar su funcio- 
namiento en salas, a adoptarse quizás en el futuro y con el 
debido estudio, resulta a todas luces aconsejable. 


b) Declaración de inconstitucionalidad de las leyes. (Ar- 
tículo 256) 


La modificación propuesta obedece al hecho de que la Su- 
prema Corte de Justicia, en reciente sentencia, ha abandonado 
su jurisprudencia tradicional sobre el problema que se suscita 
cuando una ley es inconciliable con una Constitución posterior 
a ella, Una de las dos tesis tradicionales sobre este espinoso 
problema, es que en tal caso no hay inconstitucionatidad de la 
ley sino derogación de ésta por la Constitución posterior, en 
cuyo supuesto la misma puede ser declarada por cualquier juez 
o tribunal y no sólo por la Corte. Al afiliarse ésta a esa tesis, se 
genera el innegable y grave riesgo de que comiencen a multi- 
plicarse sentencias de diversos Órganos jurisdiccionales, que 
declaren unos que la ley está vigente y, otros, que está deroga- 
da, según sea su criterio acerca de si la ley es o no conciliable 
con la Constitución en vigor. De allí al desorden y a la total 
incertidumbre acerca de la vigencia de las leyes, media poca 
distancia. 


Para resolver este problema se propone en el artículo 256 
que la ya tradicional competencia de la Suprema Corte de 
Justicia en esta materia, sea ejercida en todos los casos en que 
se contravierta la constitucionalidad de una ley o de un decreto 
departamental con fuerza de ley en su jurisdicción, ya sean una 
u otro anteriores o posteriores a la Carta en vigencia. 


c) Contencioso de anulación y contencioso de repara- 
ción. (Artículo 312) 


En función de lo dispuesto por el artículo 312 de la Consti- 
tución, la gran mayoría de la doctrina y la jurisprudencia han 
entendido siempre que el particular lesionado en su patrimonio 
por un acto de la Administración, no puede demandar al Estado 
para obtener la reparación a que tiene derecho, hasta que no 
obtenga la anulación previa del acto por sentencia ejecutoriada 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Es lo que ha 
dado en llamarse prejudicialidad del contencioso de anulación 
respecto del contencioso de reparación, que se propone supri- 
mir. La práctica ha demostrado hasta el cansancio que este 
condicionamiento no se justifica. El actor debe tener derecho a 
optar entre pedir la anutación del acto, en cuyo caso podrá 
pedir luego la reparación, si obtuviere una sentencia favorable, 
y pedir directamente la reparación del daño sufrido, en cuyo 
caso no podrá pedir luego la anulación del acto. 


Es evidente que se trata de una solución mucho más prácti- 
ca y más justa que la que se consagra en la Carta de 1952 y 
que, además, ha sido largamente esperada. 
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d) Abreviación de la vía administrativa. (Artículos 317, 
318 y 319) 


No se elimina totalmente al agotamiento previo de la vía 
administrativa como requisito para demandar luego la anula- 
ción del acto lesivo, pero sí se faculta a la ley, en el artículo 
319, a suprimir en el futuro este condicionamiento. 


Y también se propone su abreviación, al eliminarse el re- 
curso de revocación y exigirse sólo la interposición del recurso 
jerárquico, salvo en los casos en que el acto hubiere sido dicta- 
do por un órgano no sometido a jerarquías, en cuyo caso no 
puede plantearse sino un único recurso, que es el de revoca- 
ción. 


Además, en el mismo artículo 317, se elimina la referencia 
al plazo de diez días para interponer un recurso administrativo 
y se establece que será la ley la que determinará dicho plazo, 
así como las condiciones, efectos y tramitación de los recursos 
en cuestión. Se desconstitucionalizará así, una materia que es 
de inequívoco rango legal y aun reglamentario. 


Por otra parte -y siempre con la finalidad de abreviar los 
trámites- en el artículo 318 se reduce a sesenta días el actual 
plazo de ciento veinte días de que disponen hoy las autorida- 
des administrativas para adoptar resolución respecto de los 
recursos administrativos y de las peticiones que les sean for- 
muladas, trátase de un conjunto de innovaciones claramente 
beneficiosas. 
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OTRAS MODIFICACIONES 


Por último, se sugieren otras series de reformas a diversas 
disposiciones de la Carta vigente, que no tienen tanta importan- 
cia y que brevemente pasamos a detallar: 


a) En el artículo 6? se sugiere que, a propósito de la cláusu- 
la de arbitraje u otros medios pacíficos para resolver las dife- 
rencias entre partes contratantes, que la República debe propo- 
ner en los tratados internacionales que celebre, la misma se 
transforme en una directiva de carácter general y que sea suge- 
rida en todo caso de diferencias surgidas entre Estados, haya o 
no un tratado de por medio. 


En el inciso segundo de este artículo, relativo a la integra- 
ción latinoamericana, se suprime la referencia a la defensa 
común de sus productos y materias primas, por entenderse que 
directivas precisas de política económica, como la referida, no 
deben figurar en el texto de una Constitución, con el riesgo de 
que se transformen a menudo en letra muerta. 


b) En el artículo 17, tras el tradicional texto relativo al 
“habeas corpus”, se da consagración constitucional al recurso 
de amparo, prácticamente en los mismos términos en que lo 
hace la ley vigente en la materia. 
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c) En el artículo 31, relativo a la suspensión de la seguri- 
dad individual, se suprime la posibilidad de que ésta se dispon- 
ga con el acuerdo de la Comisión Permanente y se requiere, 
además, que la anuencia de la Asamblea General deba ser 
otorgada por el voto de la mayoría absoluta de sus componen- 
tes. 


Parecen ser garantías mínimas y necesarias para que sea 
autorizada una medida tan excepcional como lo es la suspen- 
sión de la seguridad individual por el Poder Ejecutivo. 


d) En el artículo 50, se mantiene el principio de que el 
Estado orientará el comercio exterior de la República, pero se 
eliminan algunas de las precisas directivas y orientaciones 
económicas que la norma imponía en esta materia. Y ello, por 
las mismas razones expresadas al referir al inciso 2do. del 
artículo 6”, 


En el segundo inciso de este precepto, que refería al contra- 
lor que el Estado debía ejercer respecto de toda organización 
comercial o industrial trustificada, se prohíbe ahora “un grado 
excesivo de concentración en las Organizaciones comerciales e 
industriales”. Se considera que ello es más severo que el con- 
trol anteriormente impuesto que, en verdad, no se ejercía, y que 
no es conveniente hablar de trustificación, por ser un concepto 
impreciso, en lo jurídico y en lo económico. 


e) En el artículo 53 ingresa a la Constitución el tema del 
medio ambiente, cuya protección se declara de interés general. 
Además, se obliga a las personas a abstenerse de cualquier acto 
que perjudique al medio ambiente, se comete a la ley la regla- 
mentación del precepto y se la autoriza a prever sanciones para 
sus transgresores. 


Parece innecesario extenderse en justificar o explicar el por- 
qué de esta norma. 


f) En el artículo 77, numeral 11, se agrega un literal c), 
que establece para los partidos políticos el deber de cumplir 
con requisitos de unidad programática, organización interna y 
disciplina partidaria, a determinarse por ley dictada por el voto 
de los dos tercios del total de componentes de cada Cámara. 
También puede la ley, por igual mayoría, prever sanciones a 
los partidos políticos y a sus integrantes que no cumplieren con 
dichas obligaciones. 


Se avanza, así, en el camino del ordenamiento y del disci- 
plinamiento interno de los partidos políticos. Y se avanza por 
buen camino. 


e) En el inciso 2? del artículo 79, se reduce el término para 
interponer el recurso de referéndum contra las leyes, de un año 
a ciento veinte días. Es inconveniente que exista incertidumbre 
acerca de si uma ley importante regirá en el futuro, durante el 
término de un año. Y la experiencia así lo ha demostrado. Por 
otra parte, la ley reglamentaria de este recurso prevé únicamen- 
te dos oportunidades en que los ciudadanos puedan expresar su 
voluntad en el sentido de recurrir una ley, por la reforma que 
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aquí se introduce, los ciudadanos dispondrán de sesenta días 
corridos para expresar esa voluntad en Jos locales que al efecto 
habiliten las Juntas Electorales. 


Parece claro, por tanto, que la reducción del plazo no dis- 
minuye la posibilidad de interponer este recurso, sino que lo 
encauza en términos de razonabilidad y de menor prolongación 
de una situación de confrontación política. 


h) En el artículo 85, numerales 4” y 9", se legitima la prác- 
tica ya habitual en la legislación tributaria, en el sentido de 
delegar inconstitucionalmente en el Poder Ejecutivo la fijación 
de las alícuotas de los tributos, dentro de ciertos límites. Y, al 
hacerlo, para controlar y encauzar esta patología jurídica, se 
autoriza así la delegación, dentro de los límites y condiciones 
que la ley establezca por el voto de la mayoría absoluta de los 
componentes de cada Cámara y limitada a los tributos sobre el 
consumo, el comercio exterior y las operaciones cambiarias. 


Es'una solución intermedia y razonable entre la resignación 
total de la clásica competencia legislativa en esta materia y la 
práctica inconstitucional seguida hasta el presente. Esta solu- 
ción, además, se inspira en la evolución constitucional del De- 
recho Comparado en esta materia y, particularmente, en las 
Constituciones de México y Brasil. 


i) En el artículo 106, congruentemente con lo dispuesto en 
los artículos 88 y 94, se establece que cada Cámara nombrará, 
de acuerdo a su reglamento, aquellos de sus vicepresidentes 
que no hubieren sido electos en las umas. 


j) En el artículo 118 se incluye a la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto entre los organismos estatales respecto de 
cuya gestión los legisladores pueden pedir informes por escrito. 
Actualmente la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, cuya 
competencia, en el área de la política económica es trascenden- 
te, está al margen de este control de los representantes del 
pueblo, y ello no es conveniente. 


k) En los artículos 138, 139 y 141, se introducen algunas 
modificaciones importantes en el complejo tema del trámite de 
las observaciones que el Poder Ejecutivo puede interponer a los 
proyectos de ley que se le remiten para su promulgación. 


En el artículo 138 se reduce a treinta días el actual plazo de 
sesenta días para la aprobación ficta de las observaciones del 
Poder Ejecutivo y se aclara que se trata de observaciones a la 
totalidad del proyecto. No hay razón para que el plazo tenga la 
extensión actual, manteniendo durante dos meses la incerti- 
dumbre acerca de la entrada en vigencia de un proyecto de ley. 


Se precisa, además, que la aprobación ficta se producirá 
toda vez que no haya nueva aprobación expresa del proyecto ni 
de las observaciones del Poder Ejecutivo, pues el texto actual 
dice que aquélla se produce cuando el término transcurre “sin 
mediar pronunciamiento de la Asamblea General”, expresión 
equívoca, que ha dado lugar a importantes problemas prácticos. 
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En el artículo 139, para los casos en que las leyes pueden 
ser observadas parcialmente, se establece que el pronuncia- 
miento de la Asamblea General debe realizarse por el voto de 
los tres quintos de los miembros presentes, al igual que en el 
caso de observación total de un proyecto. 


El quórum mínimo que el actual artículo 139 exige para 
ratificar un proyecto, aprobando las observaciones del Poder 
Ejecutivo, que es de la mayoría absoluta de los miembros pre- 
sentes, produce, en la práctica y a menudo, a una situación 
confusa e inconveniente. En efecto suele ocurrir que no haya 
en la Asamblea General tres quintos de votos para levantar las 
observaciones del Poder Ejecutivo y ratificar el proyecto origi- 
nal, ni tampoco mayoría absoluta de votos para aceptar las 
observaciones del Poder Ejecutivo y sancionar el proyecto, con 
las modificaciones emergentes de las mismas. 


Muy serias dudas, que este precepto disipa, surgen cada vez 
que en la Asamblea General se produce esta situación, que no 
es teórica ni de laboratorio, acerca de cómo debe procederse 
cuando ni una ni otra cosa resuelve expresamente la Asamblea 
General. 


Por último, en el artículo 141, se precisa que las votaciones 
que deben recaer en todos los casos de reconsideración de un 
proyecto devuelto por el Poder Ejecutivo, deben referir al mis- 
mo proyecto observado, es decir, al proyecto original y no a 
disposiciones modificativas de aquél, que algunas veces se han 
propuesto por la Asamblea General o por el Poder Ejecutivo. 
Es obvio, además, que esto último no puede ni debe hacerse sin 
desconocer el principio bicameral y también las facultades del 
Poder Ejecutivo como colegislador. 


1) En el artículo 168, numeral 10, se elimina el requisito 
de la venia del Senado para destituir a los funcionarios públicos 
y se intenta precisar lo que debe entenderse por ineptitud y por 
omisión, como causales de la destitución de los funcionarios. 
En función de otras garantías constitucionales y legales, este 
control del Senado, que lo recarga con tareas ajenas a sus 
funciones específicas, no parece necesario a esta altura de los 
tiempos. 


Anteriormente, en el literal f) del numeral 7? del mismo 
artículo 168, se reduce el plazo de que dispone la Asamblea 
General para pronunciarse sobre las discrepancias surgidas en- 
tre las dos Cámaras con motivo de la consideración de un 
proyecto de ley de urgencia, de veinte a diez días. 


11) En el artículo 174 se suprime la referencia al número de 
Ministerios. Este puede variar, en función de necesidades o 
criterios coyunturales, y no es razonable que la Constitución 
diga cuántos Ministerios deben existir, sobre todo, cuando en la 
misma norma se dice que la ley puede modificar dicho número, 


m) En el artículo 183, por último, se agrega un inciso se- 
gundo, que faculta a la ley a aumentar el número de subsecreta- 
rios en uno o más Ministerios. La experiencia y el ejemplo de 
otras naciones, así como la complejidad de los cometidos que 
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tienen algunos Ministerios, avalan sobradamente la convenien- 
cia de esta innovación. 


Es cuanto tenemos que informar al Senado. 
Sala de la Comisión, 16 de marzo de 1994, 


Gonzalo Aguirre Ramírez (Miembro Informante), 
Danilo Astori (discorde), Alvaro Alonso Tellechea, 
Federico Bouza, Jaime Pérez (discorde), Walter 
R. Santoro, Alberto Zumarán, Juan Carlos Blan- 
co, José Korzeniak (discorde), Carlos Julio Pereyra, 
Juan Andrés Ramírez. Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


El presidente es el miembro informante designado por la 
Comisión Especial de Reforma Constitucional, por lo que debe 
pasar a hacer uso de la palabra. Como aún no se han designado 
los vicepresidentes del Cuerpo para este último período de la 
legislatura, la Presidencia solicita que se designe un presidente 
ad hoc, a efectos de ocupar su lugar mientras hace uso de la 
palabra. 


SEÑOR KORZENIAK. - Propongo al señor senador Zuma- 
rán como presidente ad hoc. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


La Presidencia solicita al señor senador Zumarán que pase 
a ocupar la Presidencia. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Zumarán) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Zumarán). - Tiene la 
palabra el señor presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor presidente: veni- 
mos hoy a defender con hénor, con orgullo y tranquilidad de 
conciencia, este proyecto de ley de reforma constitucional que 
hemos presentado en el Senado con la firma de 16 integrantes 
del Cuerpo. Llegamos a él en una superior conjunción de vo- 
luntades inspiradas en el mismo deseo y en el mismo propósito: 
el de buscar una reforma de la Constitución que represente, en 
este instante de la vida del país, en este momento tan particular 
de la historia de nuestro país, un paso positivo y firme, un 
adelanto cierto y una actitud que abra la posibilidad instrumen- 
tal de un nuevo tiempo. 


No vamos a caer, por cierto, en el fetichismo constituciona- 
lista al que pagaron tributo los hombres de los siglos XVIII y 
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XIX, creyendo que en las Constituciones pueden estar las solu- 
ciones para todos los problemas y que ellas pueden tener el don 
mágico de resolverlo todo. 


Sin embargo, no creemos que las instituciones sean poca 
cosa, porque si en ellas no está la solución a todos los proble- 
mas, constituyen, empero, parte fundamental en su dilucida- 
ción y aportan los instrumentos para que aquellos que quieran 
emprender caminos de progreso y soluciones de justicia, en- 
cuentren en ellas los medios adecuados. 


Las que acabamos de pronunciar no son, en realidad, pala- 
bras nuestras, aunque las compartimos en su integridad, en la 
particular circunstancia en que nos encontramos. Son las pala- 
bras que, al iniciarse en 1966 el debate sobre la reforma de la 
Constitución en la Asamblea General, pronunció quien tuvo a 
su cargo la pieza oratoria fundamental en defensa de la llamada 
“Reforma Naranja”. Me refiero al ex presidente de la Repúbli- 
ca, doctor Julio María Sanguinetti. Fue él quien dijo estas pala- 
bras, cuyo espíritu y sentido nosotros -y todos los que estamos 
convencidos de la necesidad de reformar la Constitución en 
este año de 1994- compartimos en su plenitud. Es con el mis- 
mo espíritu que lo dominaba a él y a quienes lo acompañaron 
en aquella instancia fundamental de la vida política y cívica del 
país y con la misma preocupación por el mejor funcionamiento 
de las instituciones en el futuro de la República, que iniciamos 
este debate que deberá proseguir luego del interregno provoca- 
do por la semana santa o de turismo. 


También queremos recordar -nos parece que es un hecho 
que no puede pasar desapercibido ante alguna de las objeciones 
hechas a nuestro propósito de reformar la Constitución- que 
dichas palabras se dijeron y aquel debate se inició y desarrolló 
a tres escasos meses de las elecciones de 1966. Además, no se 
debatía ni se presentaba un único proyecto de reforma, sino que 
eran varios: la llamada “Reforma Naranja”, la “Gris” y la “Ama- 
rilla”. Es decir que había una verdadera eclosión de iniciativas 
reformistas y ello determinaba, además que se realizara -y así 
se hizo- un plebiscito simultáneo con las elecciones, con toda 
la complejidad que ello determina, según la experiencia nacio- 
nal, a la hora en que el ciudadano tiene que concurrir a las 
urnas y emitir el sufragio. 


Durante estos últimos meses, algunos críticos de la reforma 
han manifestado que no es propicio intentar una modificación 
de la Carta Máxima en un año electoral. Se ha dicho, además 
-y se puede compartir- que no es conveniente realizar un ple- 
biscito sobre la reforma de la Constitución simultáneamente 
con las elecciones por todas las complicaciones que ello trae. 
Sin embargo en el año 1966 no se vaciló al respecto, puesto 
que se entendió que convenía reformar la Constitución y estas 
objeciones se dejaron de lado y, al igual que en 1942, se plebis- 
citó afirmativamente una reforma de la Constitución en forma 
simultánea con las elecciones. Esto no sólo se hizo en aquellas 
dos instancias. Si la memoria no nos es infiel, en 1958 y 1971 
se plebiscitaron reformas constitucionales y se llegó a votar por 
dos sistemas electorales distintos con la preocupación inherente 
a esa situación para los ciudadanos que acompañaban la refor- 
ma, con la única diferencia de que en esas otras dos instancias, 
la misma no fue aprobada por el soberano. 
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Recordamos aquel debate de la Asamblea General de 1966 
porque en esta instancia estamos más lejos de las elecciones y 
no planteamos un plebiscito simultáneo con los comicios. Pro- 
ponemos la aprobación de una ley constitucional por dos ter- 
cios de votos en cada una de las Cámaras, tal como lo autoriza 
el artículo 331 de la Constitución, y la realización de un plebis- 
cito ratificatorio varios meses antes de las elecciones, de modo 
que el ciudadano, a la hora de emitir el sufragio, tenga plena 
certidumbre de cuál es el sistema electoral que está utilizando y 
cuál va a ser el destino de su voto. 


Con estas precisiones previas, indudablemente, debemos dar 
una primera respuesta al porqué de la reforma, es decir, el 
motivo por el cual determinados dirigentes políticos, hace ya 
más de un año, comenzaron a reunirse para tratar de conjugar 
sus voluntades en un esfuerzo sincero y tenaz, convencidos de 
la necesidad de llegar a una reforma de la Carta vigente, Para 
contestar a esa pregunta central en este debate, debemos tener 
presente que han pasado casi tres décadas de la aprobación de 
la Constitución de 1967 y que ésta, por cierto, no parece haber 
llenado las expectativas que, legítimamente y de buena fe, en 
ella se depositaron cuando entró en vigencia. 


En este momento, no está de más recordar que la reforma 
de 1966, además de reestablecer la Presidencia de la República 
y suprimir el Ejecutivo Colegiado y los llamados Concejos 
Departamentales, estableciendo las Intendencias -órganos eje- 
cutivos de gobierno en lo departamental- tenía por objetivo 
fundamental obtener una eficiencia en el gobierno -ya que se 
consideraba que el Colegiado no la había logrado- mediante 
instrumentos de centralización, definición, conducción y ejecu- 
ción de la política económica por parte del Poder Ejecutivo, 
También tenía por objetivo fundamental lograr una tecnifica- 
ción y modernización de la Administración. 


Transcurrieron esas casi tres décadas a que he aludido y, 
durante ese lapso -que puede sostenerse que es apenas un se- 
gundo relampagueante en el devenir de la historia, pero es 
mucho tiempo en el gobierno de un país y en la vida de quienes 
tienen que actuar dentro de una sociedad en el corto lapso de su 
existencia- el mundo cambió en forma vertiginosa. Nadie pue- 
de negar esto ni que nuestro país también está cambiando. A 
partir de 1995 podrá acceder a un muy rápido proceso de inte- 
gración económica en el marco regional, que puede considerar- 
se el cambio cualitativo más importante que ha experimentado 
la Nación desde que se constituyó en Estado independiente y 
desde que consagró por el juramente del pueblo, su Carta fun- 
dacional en 1830, Junto a ege proceso de integración económi- 
ca regional hasta hace poco impensado, se da el avance de la 
tecnología -una verdadera revolución tecnológica- el ocaso del 
estatismo, con un nuevo concepto sobre el rol del Estado y 
nuevas concepciones educativas para formar a los trabajadores 
y a los ciudadanos del futuro. 


Para poder situarnos ante esta realidad y para poder juzgar 
si es conveniente o no realizar en esta instancia una reforma de 
la Constitución, debemos plantear el problema a la luz de las 
experiencias recogidas desde 1967 a 1994. Siempre recuerdo 
que un maestro en muchas disciplinas como lo fue el doctor 
José Irureta Goyena, cuando despedía los restos mortales del 
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gran rector de la Universidad, Alfredo Vázquez Acevedo, refi- 
riéndose al proyecto de Constitución que éste había presentado 
en la Constituyente de 1917 -y que tuvo el honor de presidir- 
decía que una Constitución no se juzga como una tela o una 
joya, por su belleza o por la magnificencia de sus formas, sino 
que se juzga, ante todo, por sus resultados en el funcionamiento 
de la democracia. Los resultados que ha tenido la Constitución 
de 1967 en el funcionamiento de la democracia -aun dejando 
de lado el interregno autoritario que lamentablemente vivimos 
durante once años- no han sido por cierto buenos. El país no ha 
tenido bajo la vigencia de esta Constitución gobiernos ágiles, 
que contaran con mayorías operativas en el Parlamento. ¿Por 
qué ha ocurrido esto? Porque el mapa político del país, el 
fraccionamiento espontáneo de la opinión pública, que no se 
puede constreñir ni impedir en una democracia, y el sistema 
electoral firmemente asentado en la representación proporcio- 
nal, conducen sin duda a ese resultado, Queremos corregir esa 
situación; no porque lo reclame el pueblo -somos conscientes 
de ello- sino porque sus representantes, quienes ellos han elegi- 
do una y otra vez en las urnas para actuar en el Poder Ejecutivo 
o en el Parlamento, ya sea desde el gobierno o desde la oposi- 
ción, convivimos con las dificultades de nuestro sisterna insti- 
tucional, luchamos por superarlas y sentimos que no podemos 
salir de esa situación que ha sido definida por los analistas 
como el bloqueo político, 


Esta es una realidad que la vivimos y experimentamos to- 
dos quienes tenemos el honor de que el pueblo nos haya con- 
fiado un mandato para ejercer, el gobierno, coparticipar en él o 
controlarlo. 


Ante este reconocimiento de que la reforma no es iniciativa 
del pueblo, sino que lo es de los líderes políticos y que la 
sugieren los gobernantes, nos preguntamos cuándo la reforma 
de la Constitución, en el Uruguay o en otros países, ha sido un 
reclamo del pueblo, es decir, un movimiento espontáneo de la 
opinión pública. Eso nunca ha ocurrido, tal como lo demuestra 
un breve repaso de la historia constitucional del Uruguay. 

La reforma de 1918 fue el resultado de la voluntad podero- 
sa de Batile y Ordóñez, quien por su sola decisión planteó en 
1913 una reforma sustancial de la Carta de 1830, que generó 
un profundo debate y una gran división, aunque no a nivel 
popular sino de los partidos políticos. Fueron estos últimos los 
que, apoyando o combatiendo la iniciativa de Batlle y Or- 
dóñez, decidieron llevar a cabo la reforma y modificar, de una 
vez por todas, la Carta de 1830, 


En 1934 la reforma de la Constitución fue obra de la deci- 
sión del presidente de la República, el doctor Gabriel Terra, 
quien apoyado por uno de los sectores del Partido Nacional, el 
Herrerismo, dio un golpe de Estado y propició la elección de 
una Constituyente para reformar la Carta Magna. 


Lo mismo ocurrió, con el apoyo de fuerzas políticas distin- 
tas -pero también mayoritarias- en 1942, Fue una iniciativa del 
presidente Baldomir, apoyada por los partidos que habían ac- 
tuado antes en la llamada Junta Consultiva de los Partidos, en 
1940 y 1941. 
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Por su parte, la reforma de 1951 no fue una iniciativa del 
pueblo. Este no sentía como necesidad sustituir la Presidencia 
por el Colegiado, Por el contrario, fue una iniciativa generosa, 
que honró por su desprendimiento cívico al entonces presidente 
de la República, don Andrés Martínez Trueba, quien contó con 
el apoyo del doctor Luis Alberto de Herrera y de quienes se- 
guían las orientaciones políticas de aquel gran caudillo, 


Acercándonos a la historia más reciente, en 1966 la reforma 
fue producto de una decisión acordada por una serie de dirigen- 
tes y líderes políticos, algunos de los cuales aún hoy ocupan un 
lugar preponderante en el escenario político nacional. 


Entonces, no parece razonable ni tiene sentido que se pre- 
gunte por qué se va a propiciar una reforma, si no hay un 
reclamo del pueblo. ¿Cuándo ésta se llevó a cabo debido a un 
reclamo del pueblo? ¿O es un reclamo del pueblo la reforma 
que se acordó y se está gestando en la República Argentina? 
No, fue una iniciativa del presidente de esa Nación, el doctor 
Menem, acordada con el líder del Partido Radical y ex presi- 
dente, el doctor Alfonsín. 


Así ocurre en todas las naciones cuando se plantea una 
reforma de la Constitución. Son las personas que lidian con el 
gobierno, que luchan contra las dificultades de ejercerlo, las 
que quieren mejorar el funcionamiento de las instituciones y 
buscan en el ejemplo de otras naciones y en la experiencia 
propia las ideas e iniciativas adecuadas para lograr un gobierno 
más eficiente, por medio de normas inscriptas en la Constitu- 
ción de cada país. 


Para salir del bloqueo político al que aludíamos y de las 
dificultades que enfrentamos y que se han puesto de manifiesto 
en nuestro país desde hace muchos años -prácticamente desde 
que comenzó el gobierno del general Gestido, en 1967- es que 
debemos buscar nuevos mecanismos y hacer modificaciones en 
nuestra Carta, Sin expresar ninguna originalidad, porque ya ha 
sido dicho por cuantos han confrontado distintas iniciativas y 
enfoques del problema, afirmo que sólo hay dos maneras de 
lograr gobiernos más eficientes y que cuenten con mayorías 
claras y definidas en el Parlamento. Por un lado, se puede 
modificar profundamente el sistema electoral y suprimir o mo- 
derar en gran medida la representación proporcional, adjudi- 
cando una mayoría artificial al partido que gana la elección. 
Por otro, se pueden implementar mecanismos de coordinación 
que favorezcan -respetando la representación proporcional- la 
creación de gobiernos de coalición. Pero la supresión de la 
representación proporcional va contra ideas muy arraigadas, no 
sólo en muchos líderes políticos, sino también en la propia 
opinión pública. La representación proporcional, que se logró a 
principios de siglo, luego de cruentas guerras civiles, forma 
parte de la cultura política del país. De allí surge la convicción 
de que sería muy difícil lograr una mayoría en los partidos y en 
la opinión pública que aceptara una reforma a fondo de esa 
pieza fundamental de nuestro sistema electoral y de nuestra 
forma de organización de este Poder Legislativo. 


Por otra parte, si se diera una mayoría artificial al partido 
que gana la elección, sin duda se correría el riesgo de que 
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cuando éste quisiera llevar adelante sus políticas, sus orienta- 
ciones, sus cambios profundos en el seno de la sociedad, la 
mayoría, privada de la representación que aritméticamente le 
correspondería en las Cámaras, se sentiría víctima de una injus- 
ticia, pudiendo originarse enfrentamientos muy duros tanto en 
la sociedad como a nivel político. 


Por ello, hemos preferido apostar a la creación de esos 
mecanismos de coordinación que, naturalmente, debieran con- 
ducir a la formación de gobiernos de coalición, si es que el 
partido que gana las elecciones, alcanza la Presidencia de la 
República y dispone del Poder Ejecutivo, no obtiene la mayo- 
ría que le permita gobernar sin ese tipo de acuerdos. Esta es la 
solución civilizada y a la que se llega en todas las naciones 
donde el partido que gana las elecciones no logra mayoría en 
las urnas o donde el sistema electoral no le da artificialmente la 
mayoría. Por ella optamos, para lograr el gran objetivo de esta 
reforma. ¿Cuál es este gran objetivo? Creo que no podemos 
definirlo mejor que con el concepto que acuñó y consagró en la 
vida política del país Wilson Ferreira Aldunate, en su histórico 
discurso de la explanada municipal, el 4 de diciembre de 1984. 
El gran objetivo de esta reforma constitucional es obtener o, 
por lo menos, favorecer en gran medida la gobernabilidad. 
¿Qué significa el término “gobernabilidad”? Simple y sencilla- 
mente, quiere decir que el partido que gane las elecciones ten- 
ga en la Constitución de la República la estructura normativa, 
los mecanismos institucionales y las formas de coordinar su 
actuación con el Parlamento, que le permitan desarrollar una 
gestión de gobierno que no se vea continuamente obstruida por 
la oposición legítima -naturalmente, desde su punto de vista- 
de aquellos que no suman los votos en las elecciones, pero sí lo 
hacen en el Parlamento para oponerse a la gestión del Poder 
Ejecutivo, Cuando digo esto no pretendo hacer ningún cargo a 
los partidos y sectores políticos que, durante el gobierno del 
Partido Nacional, del doctor Lacalle, han estado a menudo en 
esa situación, puesto que ello también ocurrió en el mandato 
del doctor Sanguinetti. Si bien es cierto que en todas las instan- 
cias cruciales el Partido Nacional, bajo el liderazgo de Wilson 
Ferreira Aldunate, hizo honor al compromiso que en su nombre 
se había asumido y permitió la gobernabilidad, también lo es 
que en otras muchas situaciones no definitorias ni traumáticas, 
este mismo partido, desde el Parlamento y desde las bancas que 
nosotros ocupamos, discrepó hasta tal punto con el gobierno 
del doctor Sanguinetti que, inclusive, un año llegó a no votarle 
una Rendición de Cuentas. No estamos haciendo este razona- 
miento para formular una queja implícita por las dificultades 
que ha tenido el gobierno del Partido Nacional. Se trata de 
obstáculos que debió enfrentar nuestro gobierno, el del doctor 
Sanguinetti, el del general Gestido y el del señor Pacheco Are- 
co, y que va a seguir enfrentando cualquier administración que 
no obtenga mayoría en las urnas, si la Constitución de la Repú- 
blica no se modifica. 


Y como todo este problema tiene una trascendencia política 
muy importante y la forma en que se ha ido logrando avanzar 
por etapas en el camino de la reforma hasta un punto muy 
cercano en el tiempo -en que han sobrevenido ciertas dudas 
sobre su viabilidad a nivel legislativo, dadas las amplias mayo- 
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rías exigidas por la Constitución- considero más que necesario 
imprescindible, historiar su proceso político, en el que me ha 
tocado jugar un papel no digo de primera fila, sí, por lo menos, 
de cierta importancia entre los actores fundamentales. 


Se puede decir que todo empezó, o por lo menos cobró 
estado público, cuando en el mes de febrero del año anterior se 
constituyó el llamado “Grupo de los Cuatro”. Había conversa- 
ciones informales a nivel de ciertos diputados integrantes del 
Movimiento Nacional de Rocha, el Batllismo Radical y el Par- 
tido Por el Gobierno del Pueblo. El señor senador Pereyra -hoy 
ausente del Senado- nos invitó amplia y generosamente a parti- 
cipar de esas reuniones, porque nos sabía animados de la con- 
vicción de que era menester alcanzar en algunos aspectos una 
reforma de la Constitución. Ese grupo, en forma muy rápida, 
acordó ciertos lineamientos generales y no había allí coinciden- 
cia de propósitos electorales porque, forzosamente, pertene- 
ciendo a tres partidos distintos, podíamos sí conjugar ideas 
comunes para mejorar el funcionamiento de las instituciones, 
pero no aspiraciones electorales que, necesariamente, no po- 
dían ser coincidentes. Á poco andar ese grupo de los cuatro 
hizo públicas las bases generales de su iniciativa reformista y 
espontáneamente surgió el apoyo de los señores intendentes de 
todo el país, más precisamente, del Congreso de Intendentes, 
que como sabemos es el ámbito donde los diecinueve titulares 
de las administraciones comunales se reúnen para tratar de 
armonizar sus políticas, resolver sus problemas y coordinar su 
acción. Este Órgano formuló una declaración pública -que aho- 
ra ha quedado un poco olvidada pero que en su momento tuyo 
innegable trascendencia política- apoyando los esfuerzos por 
reformar la Constitución. 


Dos o tres meses más tarde, luego de un proceso interno 
para llegar a una decisión, se incorporó el herrerismo, lo que 
naturalmente supuso el acuerdo del señor presidente de la Re- 
pública. Así se formó el llamado “Grupo de los Cinco”, que 
posteriormente buscó un acuerdo con el Frente Amplio. Traba- 
josamente se fueron acercando las posiciones pero, en definiti- 
va, por diferencias que no eran mayores y que referían a dos 
aspectos concretos, tales negociaciones no llegaron a buen fin. 
Nos encontrábamos ya en el mes de octubre y el desacuerdo 
versó sobre la imposibilidad de que en un episodio de elección 
anticipada, dispuesto por el presiente de la República, éste pu- 
siera en juego su cargo O llegara a caer, como se dice vulgar- 
mente, si el pronunciamiento popular era adverso a su orienta- 
ción política y determinaba la caída del Consejo de Ministros. 
Tampoco se llegó a un acuerdo respecto a la aspiración fren- 
teamplista de que se suprimiera definitivamente la diferencia 
que consagra la Constitución entre los llamados lemas perma- 
nentes y los que no lo son y que habitualmente son considera- 
dos como lemas accidentales. 


Inmediatamente, en la segunda quincena del mes de octu- 
bre, el señor senador Batalla propuso su fórmula sobre coali- 
ciones, que primeramente tenía una gran amplitud, porque per- 
mitía que éstas presentaran candidaturas múltiples, como desde 
hace 60 años lo hacen habitualmente los partidos tradiciona- 
les. Esto no fue aceptado, porque se consideró que podía 
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conducir -para emplear una expresión lo menos cáustica posi- 
ble- si se quiere, a un desorden electoral, que consistiría en que 
dos partidos distintos presentarían, cada uno, por ejemplo, tres 
candidatos. Entonces, si actualmente se censura que un ciuda- 
dano vota a un candidato de un partido y sale electo otro de ese 
mismo partido, razono que sería mucho más censurable, confu- 
so y desorientador para los ciudadanos, que se votara al candi- 
dato de un partido y, como éste está coaligado con otro partido 
bajo una especie de “super lema”, saliera electo un candidato 
de otro partido que, por supuesto, nu había sido su intención 
votar ni elevar a la primera magistratura de la República. 


En consecuencia, se resolvió que la fórmula sobre coalicio- 
nes se aceptaba, entre Otras, sobre dos bases. Las coaliciones 
tendrían que realizarse entre partidos que ya tuvieran lemas 
permanentes y, además, debían presentar candidaturas únicas, 
tanto para la Presidencia de la República como para las Inten- 
dencias. Una vez resuelto este punto el proyecto de ley de 
Reforma de la Constitución fue firmado por dieciséis señores 
senadores y formalmente se presentó en el Senado, si no re- 
cuerdo mal, el día 1? de noviembre. Con anterioridad, la Unión 
Colorada y Batllista, bajo la firma del señor senador Blanco, 
había presentado su propio proyecto de reforma, sobre bases 
parcialmente distintas, pero poniendo de manifiesto también 
una constructiva voluntad de llegar a fórmulas comunes que 
viabilizaran la reforma. 


La Comisión Especial de Reforma de la Constitución sesio- 
naba ya buscando ensanchar la base que asegurara los dos 
tercios de votos en ambas Cámaras. Fuera de ese ámbito se 
fueron desarrollando negociaciones paralelas. El doctor Jorge 
Batlle negoció dentro del Partido Colorado con el doctor San- 
guinetti y con el señor Pacheco Areco, y por nuestra parte lo 
hicimos en el Partido Nacional con quien hoy está presidiendo 
el Cuerpo, el señor senador Zumarán, para incorporar al acuer- 
do al tlamado Polo Progresista. En esos primeros días de di- 
ciembre, cuando el doctor Lacalle regresaba de su viaje a la 
China, se logró el acuerdo sobre estas bases que voy a enun- 
ciar, en dos capítulos fundamentales de la reforma de la Consti- 
tución: en lo institucional y en lo atinente al sistema electoral. 
En lo institucional, es decir en cuanto al sistema de relaciones 
entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo, el acuerdo se asentó 
en la aceptación de la consagración de tres institutos y no sobre 
las fórmulas concretas o sobre la redacción de los textos, pro- 
blema de extremada complejidad, como luego hubimos de com- 
probar, pero de ninguna manera insoluble. 


Se aceptó la presentación inicial del Gabinete ante la Asam- 
blea General, al constituirse el gobierno, para exponer el pro- 
grama o plan de gobierno y requerir de la misma su aceptación, 
su voto de confianza o de respaldo, o como quiera llamársele. 
Sin duda, este instituto es la piedra anular de esta reforma 
constitucional y la modificación básica que, en nuestro concep- 
to, se introduce en la Carta Máxima. 


Por otra parte, se aceptó el mantenimiento del procedimien- 
to, que ya existe en la Constitución, de censura a los ministros 
por iniciativa de una de las Cámaras y resolución de la Asam- 
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blea General, pero con diversas innovaciones tendientes a me- 
jorar el funcionamiento eventual de este instituto y a liberar al 
presidente de la República de las trabas que le significan la 
posibilidad de que la Asamblea General adopte sus decisiones 
por determinadas mayorías que lo obligan a aceptarlas sin más. 


En tercer lugar se acordó sobre la crisis de gabinete -que 
luego se dio en. llamar crisis de respaldo parlamentario o políti- 
ca- que habilita al presidente de la República a declarar esa 
falta de respaldo, a modificar su integración y la de los Entes 
Autónomos sin venia del Senado, así como a requerir un nuevo 
voto de confianza, cuya negativa puede desembocar en una 
elección anticipada, pero no por iniciativa de la Asamblea Ge- 
neral sino por decisión del presidente de la República, 


Este fue el acuerdo que logramos, en lo institucional, entre 
todo el Partido Colorado, todo el Partido Nacional y el Partido 
Por el Gobierno del Pueblo. 


En lo relativo al sistema electoral, que fue el aspecto más 
complicado de la negociación, el Partido Colorado -o mejor 
dicho la Unión Colorada y Batllista y el Foro Batllista, con el 
asentimiento de la Cruzada 94- rechazó la propuesta de segun- 
da reelección de los intendentes y la supresión de la acumula- 
ción por sublemas o triple voto simultáneo o, por decirlo de 
modo más claro, rechazó que se eliminaran las cooperativas. 
Aceptó la candidatura presidencial única para 1999 -una de las 
grandes innovaciones- y también el voto cruzado, es decir, la 
posibilidad de que el ciudadano tenga libertad -si así lo consi- 
dera conveniente- de votar por candidatos de un partido a la 
Presidencia de la República y por otro, de un partido diferente, 
a la Intendencia de su departamento. Asimismo, aceptó la fór- 
mula sobre coaliciones que había propuesto el señor senador 
Batalla, con las modificaciones que ya fueron explicadas. Si- 
multáneamente, el Partido Por el Gobierno del Pueblo y el 
Partido Nacional aceptaron modificar la integración de] Senado 
y crear la figura del segundo vicepresidente de la República, de 
modo tal que este Cuerpo llegue a tener treinta y dos integran- 
tes. Por otro lado, también aceptaron modificar la forma de 
elegir tres miembros de la Cámara de Representantes: su presi- 
dente y su primer y segundo vicepresidente, electos en circuns- 
cripción nacional y adjudicados al partido que ganare las elec- 
ciones. Se trata, pues, de dos modificaciones importantes, en 
beneficio del partido triunfador en las elecciones. 


Al mismo tiempo, se acordó aceptar que el reclamo del 
Partido Demócrata Cristiano y de la Unión Cívica para que se 
les restituyera su calidad o condición de lema permanente fuera 
reconocido en la Constitución por vía de una disposición transi- 
toria. 


Todo esto fue lo acordado en lo institucional y en lo electo- 
ral y, como en todo acuerdo, hubo recíprocas concesiones de 
las partes, habiéndose llegado al mejor resultado posible. No 
hubo, como sucedió en 1917, la firma de un acuerdo y tampoco 
existió un pacto suscripto, tal come ocurrió, por ejemplo, luego 
de la revolución de 1897, cuando representantes del gobierno y 
del partido alzado en armas firmaron el Pacto de la Cruz. Sin 
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embargo, hubo un acuerdo indudable entre los principales líde- 
res políticos del país pertenecientes al Partido Colorado, al 
Partido Nacional y al Partido Por el Gobierno del Pueblo, todos 
ellos personas serias, dignas y responsables. Nadie puede decir 
que no haya habido tal acuerdo. Tan es así que, a partir de 
alrededor del 10 de diciembre, con un propósito absolutamente 
elevado, con una finalidad patriótica, se iniciaron nuevas nego- 
ciaciones con el Frente Amplio, en la esperanza de llegar a 
acordar también con él y dar al país la magnífica nueva de que, 
por primera vez en su historia, se iba a hacer una reforma de la 
Constitución apoyada por la unanimidad de sus fuerzas políti- 
cas. Así, en primera instancia quien habla, como representante 
de todos los partidos políticos acuerdistas, concurrió al domici- 
lio del general Seregni, presidente del Frente Amplio, quien 
con amplitud recibió la propuesta de reiniciar las negociacio- 
nes, prestándose a ello luego de consultar con su fuerza políti- 
ca. Más tarde, el señor senador Bataila, el doctor Jorge Batlle y 
quien habla volvimos allí y, en nombre de los tres partidos 
acuerdistas, comenzamos a progresar nuevamente en el camino 
de las negociaciones. En días previos al fin del año se llegó a 
un punto en que fue menester aceptar alguna postura o pro- 
puesta del Frente Amplio o rechazarla y formular una nueva 
contrapropuesta. Con ese fin, una mañana concurrimos al do- 
micilio del ex presidente de la República, señor Jorge Pacheco 
Áreco, quien nos estaba esperando junto al doctor Sanguinetti. 
Estuvimos presentes quien ahora está presidiendo el Senado, 
señor senador Zumarán, los señores senadores Ramírez, Pereyra, 
Batalla y quien habla. Allí acordamos formular una contrapro- 
Puesta al Frente Amplio, que consistió en lo siguiente: si bien 
se rechazaba la posibilidad de que en un episodio de elección 
anticipada pudiera estar en juego el cargo del presidente de la 
República y éste pudiera “caer” -como se dice vulgarmente en 
la jerga política- sí se aceptaba otorgarle calidad de lema per- 
manente a los Partidos Socialista y Comunista, así como tam- 
bién la idea tantas veces sugerida por el señor senador Korze- 
niak de que, en un episodio de enfrentamiento y de convocato- 
ria a elecciones anticipadas, no hubiera disolución del Parla- 
mento sino interrupción de su funcionamiento. Asimismo, se 
aceptaba que la crisis de gabinete pudiera ser declarada una 
sola vez en todo el período de gobierno, por el presidente de la 
República y sólo en los treinta y tres meses intermedios de su 
mandato. 


Quien habla pregunta al señor presidente, a los señores se- 
nadores y a la opinión pública, lo siguiente. Si no había acuer- 
do entre nosotros, si no se había llegado a un acuerdo -como 
algunas personas han sostenido- entre el Partido Colorado, el 
Partido Por el Gobierno del Pueblo y el Partido Nacional, ¿a 
título de qué nos reuníamos? Pregunto a título de qué nos 
reuníamos, si no estábamos de acuerdo entre nosotros mismos, 
para decirle al Frente Amplio “estas son las bases sobre las 
cuales podemos acordar con ustedes, de modo de llegar a una 
reforma apoyada por la unanimidad del espectro político del 
país”. ¿En qué cabeza puede caber la idea de que estuviéramos 
en esa situación de. indefinición respecto de nuestro propio 
acuerdo y estuviéramos haciendo una propuesta al Frente Am- 
plio? En ese caso, ¿qué pasaba si este partido político nos 
contestaba que sí? Hubiéramos tenido que pasar por la ver- 
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giúienza o por el papelón de decir “no, ahora ustedes nos dijeron 
que sí, pero resulta que recién nos dimos cuenta de que todavía 
no estamos de acuerdo entre nosotros”. Esta no podría ser una 
postura seria de dirigentes políticos más que experimentados. 
Aquí, quien habla se excluye, pero menciona, por ejemplo, a 
los señores senadores Batalla, Pereyra, Zumarán, al doctor San- 
guinetti, al señor Pacheco Areco y al señor presidente de la 
República. ¡Cómo le íbamos a hacer una propuesta al Frente 
Amplio y luego, un mes más tarde, nos íbamos a dar cuenta de 
que todavía no habíamos Hegado a un acuerdo entre nosotros! 


El acuerdo estaba hecho y le fuimos dando forma en el seno 
de la Comisión y ajustando los textos, ya que se trata de meca- 
nismos institucionales delicados. Hemos realizado ese trabajo 
durante todo el verano y finalmente, cuando la Comisión esta- 
ba concluyendo su labor, surgió un escollo imprevisto, en fun- 
ción de una nueva realidad política que, aclaro, no nos molesta, 
porque sabemos que la vida política es dinámica. Todas las 
fuerzas políticas tienen el derecho de plantear la modificación 
de sus posiciones con respecto a un acto electoral próximo. Sin 
embargo, esa nueva realidad política no estaba a la vista, no era 
pública, por lo menos cuando se arribó a un acuerdo en el mes 
de diciembre; por ello no se buscó ningún mecanismo, así 
como tampoco la inclusión de ninguna fórmula que contempla- 
ra esa realidad a la que hice referencia. Entonces, no formaba 
parte del acuerdo, Fue en función de esa nueva realidad políti- 
ca que el señor senador Batalla formuló dos planteos sucesivos: 
uno de ellos fuera de la Comisión y el otro en el seno de la 
misma. El primero de ellos lo expuso a los representantes del 
Partido Nacional y de los sectores del Partido Colorado inte- 
grantes de la Comisión. En esa instancia, el señor senador 
Batalla volvió a proponer la fórmula de coaliciones con candi- 
daturas múltiples, Por las mismas razones que en la oportuni- 
dad anterior y con las mismas objeciones, esa fórmula no fue 
aceptada por lo que el doctor Batalla, sin ninguna violencia de 
su parte, la retiró. Todos quedamos de acuerdo en que se iba a 
votar la otra fórmula sobre coaliciones, o sea la disposición 
transitoria C), que estaba incluida en el texto del proyecto. 
Luego, en Comisión, propuso otra fórmula, como disposición 
transitoria, para llegar a que un lema permanente -es decir, un 
lema cuyo partido participó de la elección anterior y obtuvo 
representación parlamentaria- pudiera votar, en el marco de un 
entendimiento político, como sublema de otro lema permanen- 
te y conservar, para el futuro, sin embargo, su calidad de lema 
permanente. No sólo eso, sino conservar también su individua- 
lidad como partido, es decir, el funcionamiento de acuerdo con 
sus estatutos o Carta Orgánica y el cumplimiento de su progra- 
ma de principios. No por unanimidad, sino por siete votos 
contra cuatro en el seno de la Comisión se rechazó esta pro- 
puesta, por tres razones que a continuación explicaré. Primero, 
porque esa fórmula es contradictoria con el reclamo de funcio- 
namiento orgánico de los partidos y con el objetivo de alcanzar 
la gobernabilidad en el país mediante el funcionamiento de 
partidos que cumplan sus Cartas Orgánicas, sus programas de 
principios, sus planes de gobierno y cuyos legisladores estén 
comprometidos a respaldar al presidente electo bajo su lema. 
Naturalmente, es contradictorio con esos objetivos porque esa 
fórmula si bien autorizaba a que esos partidos sumaran Sus 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 81 


caudales en el plano electoral, el día de los comicios, y ayuda- 
ran así a elegir a determinados ciudadanos como presidente y 
vicepresidente de la República, luego seguían funcionando como 
dos partidos distintos, cada uno con sus órganos, su Carta Or- 
gánica y su programa de principios. 


Eso es evidentemente contradictorio con los propósitos ge- 
nerales de la reforma, en esta materia. 


Además, se dijo -por parte del señor senador Bouza- que 
era una disposición discriminatoria y no igualitaria para con los 
demás sublemas de los otros partidos, porque un partido que 
pasa, a los efectos de esta elección, a ser sublema, puede usu- 
fructuar la posibilidad de constituirse nuevamente en partido 
aparte -si se me permite la expresión- mientras que los suble- 
mas o sectores tradicionales que constituyen desde hace ya 
muchos años realidades políticas en la vida del país, como el 
Movimiento Nacional de Rocha o como la Unión Colorada y 
Batllista, por ejemplo, no pueden beneficiarse de esa situación. 
Si mañana tienen discrepancias grandes en el seno de su parti- 
do y quieren constituirse en partidos separados, de acuerdo con 
la Constitución no pueden ser lemas permanentes. 


La tercera razón, que nosotros expresamos, por la cual no 
se aceptó esta fórmula, fue que, más allá de la honrada convic- 
ción de quienes puedan proponerla, más allá de la buena fe con 
que fue propuesta, evidentemente tiene clara incidencia electo- 
ral y no fue pactada, es decir, no forma parte del acuerdo. 


Un comentario periodístico del día de hoy, pone en duda 
que, de aceptarse esta fórmula, ello tenga alguna incidencia 
electoral. Admito las dudas de cualquier analista político o de 
cualquier periodista; pero digo que nadie pacta para perjudicar- 
se. Si se hace un acuerdo político entre un sector de un partido 
y otro partido que hasta ayer eran entidades políticas separadas, 
es porque se estima, se supone o se calcula que dicho acuerdo 
va a permitir sumar fuerzas y va a dar un beneficio electoral 
para ambas organizaciones políticas. Nadie pacta para perjudi- 
carse; nadie plantea que se sancione una norma aplicable a la 
situación a pactar, si no es para favorecer ese acuerdo. 


Queremos que se nos entienda bien: no nos oponemos a 
ningún acuerdo. Todas las fuerzas políticas, incluida la nuestra, 
tienen el derecho de acordar dentro y fuera de su partido. Pero 
ello no puede obligar a las demás fuerzas políticas a incluir en 
una reforma de la Constitución una disposición “ad hoc” que, 
desde que favorece a determinados partidos o sectores políti- 
cos, indudablemente está perjudicando a otros partidos o secto- 
res políticos. 


En conclusión, este fue el proceso de la reforma. Sin duda, 
hubo acuerdo entre el Partido Colorado, el Partido Nacional y 
el Partido Por el Gobierno del Pueblo, Entendemos que el acuer- 
do se debe cumplir. En la vida política del país han habido 
muchos pactos y siempre -o casi siempre- se han cumplido. 
Además, si se cumple el acuerdo el escepticismo o las dudas, 
válidas o no, sobre el destino de la reforma de la Constitución a 
nivel de la sanción de una ley constitucional no tienen, aparen- 
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temente, razón de ser, porque los votos están; los partidos acuer- 
distas o pactantes tienen más de los dos tercios de votos, tanto 
en el Senado de la República como en la Cámara de Represen- 
tantes. Esto es así, entre otras razones, porque ahora también 
forma parte del acuerdo el Partido Demócrata Cristiano, que 
tiene un voto en la Cámara de Representantes. 


De modo tal que esta es la realidad política surgida de ese 
proceso en el que todos participamos con la mejor buena fe, 
con espíritu patriótico y levantado, buscando las oportunidades 
debidas y haciendo las concesiones imprescindibles a los crite- 
rios de las otras fuerzas políticas, de modo de llegar a una 
resultante que fuera aceptable para todos. Personalmente tengo 
la convicción de que lo es. Si hiciéramos un balance de las 
modificaciones que el proyecto de ley de reforma constitucio- 
nal introduce en la Carta vigente, su resultado sería indiscuti- 
blemente favorable. 


A riesgo de alargar mi exposición, voy a tratar de hacer ese 
balance en la forma más sintética posible. 


Reconozco que este proyecto de reforma constitucional con- 
tiene innovaciones que pueden criticarse y ser discutibles. Estas 
han sido criticadas en el seno de la Comisión y algunos senado- 
res las han votado en contra. En lo que a mí respecta, he votado 
todo a favor, porque considero que formaba parte del acuerdo y 
salvo aquellas normas que se acordó no votar y excluir del 
proyecto de reforma constitucional, lo demás, aun en los casos 
en que no estoy totalmente convencido de la bondad de la 
solución, lo he votado afirmativamente, 


Uno de los aspectos más discutibles refiere a la modifica- 
ción de la elección de los tres integrantes de la Cámara de 
Representantes, quienes formarán su Mesa. Es discutible, por- 
que representa una atenuación -que personalmente he califica- 
do de homeopática- del principio de la representación propor- 
cional integral, que se mantiene para los otros noventa y seis 
miembros de dicha Cámara. No obstante, es una concesión que 
se hace en favor de la gobernabilidad; en favor de ayudar al 
partido que gana la Presidencia de la República a tener algo 
más de respaldo en las Cámaras y algo menos de dificultad 
para realizar un acuerdo que le dé mayoría en el Parlamento. 


También es discutible que se le dé a la ley la posibilidad, 
por mayoría especial, de eliminar el tercer escrutinio. Hay quie- 
nes sostienen que el tercer escrutinio es necesario, porque es la 
garantía total de la representación proporcional integral; otros 
creemos que desvirtúa la representación entre los departamen- 
tos y que genera distorsiones, que realmente molestan a los 
ciudadanos que ven mermada su representación. No obstante 
haberla votado, admitimos que este es uno de los aspectos 
discutibles, aunque de inmediato no va a tener ninguna inci- 
dencia práctica, porque es simplemente una facultad que se le 
otorga a la ley, para el futuro. 


Asimismo, aceptamos que es discutible la creación del se- 
gundo vicepresidente o, si se quiere, del senador número treinta 
y dos. Esta es otra concesión que se hace al propósito de favo- 
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recer la gobernabilidad y la concreción de coaliciones, tenien- 
do el partido que gana la elección una representación algo 
mayor, tanto en la Cámara de Representantes como en el Sena- 
do. 


Es discutible, o más que discutible, la norma sobre coalicio- 
nes. Me refiero a la famosa disposición transitoria C que, evi- 
dentemente, no puede ser usufructuada por los partidos que van 
a presentar candidaturas múltiples a la Presidencia de la Repú- 
blica -es decir, los partidos tradicionales- y sí puede serlo por el 
o los partidos que tienen costumbre de presentar un candidato 
único. Pero la hemos votado, porque formaba parte del acuerdo 
político y, además, porque el señor senador Batalla solicitó que 
se mantuviera como parte de ese acuerdo. 


Es discutible también -problema técnico jurídico muy com- 
plejo en el que no voy a abundar- que se establezca que la 
competencia de la Suprema Corte de Justicia para declarar la 
inconstitucionalidad de las leyes comprende a las leyes anterio- 
res a la Constitución, lo cual, de acuerdo con cierta tesis, en esa 
hipótesis están derogadas por la Constitución y ello lo podría 
declarar cualquier juez y no sólo la Suprema Corte de Justicia. 


Es discutible la reducción del plazo para interponer el re- 
curso de referéndum contra las leyes, de un año a 120 días, 
aunque nosotros creemos que esa reducción termina con la 
inconveniencia de la incertidumbre sobre la vigencia de una 
ley importante durante un año y no impide, en modo alguno, a 
los ciudadanos que quieran recurrir una ley, de hacerlo en un 
plazo consecutivo de sesenta días, en el que deberán estar abier- 
tos locales de las Juntas Electorales a los efectos de efectuar la 
expresión de voluntad correspondiente. 


Es discutible, y realmente no me entusiasma, suprimir la 
venia del Senado para destituir a los funcionarios públicos, 
aunque puede suponerse que con otras garantías que existen en 
la legislación actual, ese trámite que distrae al Senado de sus 
funciones habituales, puede constituir una garantía superabun- 
dante. 


Sin embargo, la reforma tiene muchísimos aspectos positi- 
vos que paso a enunciar por el mismo orden en que están 
tratados los temas en el informe que redacté como miembro 
informante de la Comisión Especial de Reforma. 


Ya dije que el aspecto fundamental, la piedra angular o la 
base del mejoramiento del funcionamiento institucional -es de- 


“cir, del relacionamiento armónico entre el Poder Ejecutivo y el 


Parlamento- lo que pone claridad y sinceridad en esas relacio- 
nes, es la presentación del gabinete. Se inicia el período de 
gobierno y no hay equívocos: el gabinete dice “este es nuestro 
plan de gobierno”. El Parlamento toma conocimiento de él y le 
da su respaldo, naturalmente en base a la formación anterior de 
una coalición, que se supone estará también representada en el 
Poder Ejecutivo. Los parlamentarios, al levantar la mano para 
dar ese respaldo, se están comprometiendo pública y política- 
mente, por lo que no pueden luego manifestar, por ejemplo, 
que determinado Presupuesto, ley de Rendición de Cuentas o 
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de reforma del Estado no les satisfacen. Es la garantía básica 
de la gobernabilidad y del entendimiento entre el Poder Ejecu- 
tivo y el Parlamento. 


Constituyen otro aspecto positivo los cambios introducidos 
en la fórmula o el mecanismo de censura del gabinete por la 
Asamblea General, con la supresión de los referidos impedi- 
mentos que ya expliqué que pesan sobre el presidente de la 
República cuando las decisiones de la Asamblea General se 
toman por mayorías especiales, con la supresión, además, de la 
posible disolución del Parlamento si el presidente convoca a 
elecciones anticipadas, con la extensión de doce a quince me- 
ses del plazo en que el presidente no puede convocar a eleccio- 
nes anticipadas al final de su gobierno y con idéntica solución 
para los doce meses iniciales. De modo tal que hay una especie 
de veda, al principio y al final del gobierno, en la que las 
situaciones conflictivas no pueden producirse. 


Otra innovación positiva es la crisis de respaldo parlamen- 
tario, que solamente se puede declarar una vez por período de 
gobierno y no durante sus últimos quince meses; si el efecto de 
la declaración de esa crisis es la posible presentación del Gabi- 
nete a la Asamblea y si no se le da un voto de respaldo, cabe la 
convocatoria, por el presidente, a elecciones anticipadas. En 
este supuesto, además, se otorga al presidente, por primera vez 
en la historia institucional del país, la posibilidad de remover 
libremente a los directores de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, de modo que aquellos sectores políticos que 
se retiran del gabinete y pasan a la oposición no queden aden- 
tro de la Administración, en organismos claves para la econo- 
mía del país, obstaculizando su gestión y oponiéndose desde 
esos cargos a la aplicación de la política que sustenta el Poder 
Ejecutivo. 


Se desconstitucionaliza el número dde integrantes de los Di- 
rectorios de los Entes. Hasta ahora, éste está fijado preceptiva- 
mente en el artículo 185 de la Constitución, solución inconve- 
niente que se flexibiliza dándole a la ley, en adelante, la posibi- 
lidad de fijar libremente ese número. Se rebaja la mayoría 
requerida para que el Senado otorgue la venia para designar a 
esos directores. Actualmente, es de tres quintos de los compo- 
nentes electos directamente por el pueblo y si el acuerdo inicial 
que debe ser refrendado por la Asamblea General cuando otor- 
ga el respaldo al gabinete se concede por mayoría absoluta, no 
tiene sentido que para acordar la integración de los Entes Autó- 
nomos, se exija una mayoría superior en el Senado, lo cual 
muchas veces ha tenido a esta Cámara durante varios meses sin 
poder adoptar la decisión por la que se renueva la integración 
de los Directorios de los Entes Autónomos. Mientras tanto, 
estos siguen funcionando con la mayoría que había designado 
el anterior gobierno. 


Se constitucionaliza la actual integración del Directorio del 
Banco de Previsión Social, dándole a los afiliados activos y 
pasivos la seguridad de que su actual representación en el mís- 
mo no va a poder ser modificada, en el futuro, por una ley. 


y 
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Se prohíbe que los directores de los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados sean candidatos hasta pasados cinco 
años de su cese, con la única excepción de que lo sean a la 
Presidencia o Vicepresidencia de la República o al Senado. 
Esta prohibición, que en la actualidad rige con carácter general 
para el Directorio del Banco de Previsión Social, es una inno- 
vación fundamental de la reforma, que se hace con el propósito 
de tecnificar la administración de estos Entes y despolitizarlos, 
sin la seguridad absoluta de que ello se logre, pero con el 
designio inequívoco de transitar por ese camino, con ese propó- 
sito levantado que, seguramente, la opinión pública compartirá. 


Por otra parte, se obliga al Tribunal de Cuentas a informar 
al Poder Ejecutivo de sus observaciones a la gestión de los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, de modo que 
dicho Poder esté debidamente informado de las mismas y pue- 
da ejercer los poderes de contro] que la Constitución le acuer- 
da, sobre dichos Entes y Servicios. 


En el terreno electoral, la innovación fundamental, que mu- 
cha gente en nuestro país ha reclamado durante años, es la que 
tiene que ver con el candidato único obligatorio para la elec- 
ción del presidente de la República, a partir de los comicios de 
1999, que no se aplicará en los próximos porque no existe la 
posibilidad de poner en vigencia la reforma constitucional, que 
recién estamos tratando, y realizar luego una elección interna 
en los partidos o arbitrar algún mecanismo de decisión para ver 
cómo éstos llegaban a elegir o seleccionar su candidato único. 
No interesa que no se pueda hacer ahora, lo realmente impor- 
tante es tener la certeza de que regirá en adelante y para siem- 
pre, y que, en el futuro, los ciudadanos no tendrán más esa 
incertidumbre de que están votando en su partido y no saben si, 
al votar al candidato de su preferencia, en realidad están votan- 
do a otro candidato. Esta es una innovación fundamental y 
positiva, que viene en este proyecto de reforma constitucional, 


Junto a ella, aparece un asunto mucho menor, que tiene que 
ver con la supresión de la prohibición de reelegir al vicepresi- 
dente de la República. En ese sentido, nadie se alarme, porque 
no tengo el propósito de acceder a tal reelección, como no lo 
tenía cinco años atrás el doctor Tarigo. Sin embargo, creo que 
es una reforma lógica, porque no tiene sentido esa prohibición, 
ya que desde el cargo que ocupo no existe la menor posibilidad 
de ejercer ningún tipo de presión sobre los votantes. 


Otra innovación fundamenta] es la referida a la libertad de 
votar por cualquier lema y candidato en las elecciones departa- 
mentales, cualquiera sea el sentido del voto que se emita en lo 
nacional. Es decir, el llamado “voto cruzado”. Esto significa 
que el ciudadano va a poder elegir al mejor candidato que se 
postule en su departamento independientemente del partido a 
que pertenezca. Si el intendente en funciones puede postular su 
reelección y ha hecho una gran gestión, lo podrán votar. Si un 
gran ciudadano aparece postulándose a intendente, también lo 
podrán acompañar con su voto. Al respecto, no habrá más 
ningún constreñimiento artificial de la voluntad de los ciudada- 
nos, como lo hay actualmente, porque éstos eligen primero el 
partido al cual votan a la Presidencia de la República, que es lo 
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lógico, y en ese mismo instante pierden la libertad de elegir al 
candidato que desean como intendente para su departamento. 
Esto es así porque, si quieren a un candidato que es de otro 
lema, tienen prohibido votar por él, so pena de que su voto sea 
anulado. 


Se instituye también la novedad de la hoja de votación 
aparte, para votar las Juntas Locales electivas, de modo de 
eliminar un elemento de confusión que se puede dar desde que, 
en otra innovación que favorece la democraticidad del sisterna 
y la descentralización real en el ejercicio de las funciones de 
gobierno y de la prestación de los servicios públicos locales, se 
instituye como regla de principio, la electividad de tas Juntas 
Locales. Estas dejan de ser, en principio, designadas discrecio- 
nalmente por el intendente del departamento y pasan a serlo 
por el sufragio libre de los respectivos vecindarios. 


Se faculta a la ley que disponga la posible separación cro- 
nológica de los comicios departamentales respecto de los na- 
cionales. Esta es una experiencia que se llegará a hacer en el 
futuro o no, pero que hasta hoy estaba prohibida. En ese aspec- 
to, esta reforma de la Constitución autoriza a la ley a disponer 
esa separación cronológica. 


Se dispone el fin de las presidencias rotativas anuales de la 
Cámara de Representantes, que determinan la necesidad de 
trabajosos acuerdos políticos y traen como consecuencia que 
todos los años un nuevo señor representante deba aprender a 
presidir la Cámara, en lugar de hacerlo durante cinco años, con 
evidente beneficio del funcionamiento administrativo y de la 
coordinación de su trabajo con el del Senado. 


SEÑOR ARANA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Zumarán). - Puede in- 
terrumpir el señor senador Arana, 


SEÑOR ARANA. - Formulo moción para que se prorrogue 
el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Zumarán). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la moción formulada. 


S ta: 
(Se vota:) F 


-26 en 27. Afirmativa. 
Puede continuar el señor presidente del Senado. 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Muchas gracias. 


Se faculta a la ley a suprimir la tan combatida distinción 
entre lemas permanentes y accidentales, Hasta hoy, esta distin- 
ción es inmodificable, está cristalizada en la Constitución y la 
ley no puede suprimirla. Esta es otra ventaja indudable de la 
reforma constitucional. En un acto de justicia -aunque quizá 
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nos perjudique políticamente- se otorga el lema permanente 
que reclaman el Partido Demócrata Cristiano y la Unión Cívi- 
ca. 


En otro orden de cosas y en materia de gasto público y 
leyes presupuestales, se llega a ampliar y definir mejor las 
hipótesis en que, por ley, no se pueden autorizar gastos sin 
financiamiento genuino, en el artículo 86. También se amplían 
las hipótesis o materias legales que requieren iniciativa exclusi- 
va del Poder Ejecutivo, tanto para aumentar gastos como para 
disminuir recursos, en los artículos 86 y 133. Se instituye en el 
artículo 215, una prohibición terminante de aumentar gastos en 
las leyes presupuestales, sí no consta o no existe iniciativa del 
Poder Ejecutivo. 


Asimismo, se propicia una reforma de enorme importancia 
-en nuestra opinión y en la de todos los sectores acuerdistas- al 
disponer la reducción de los plazos, tanto para presentar los 
proyectos de Rendición de Cuentas como para considerarlos. 
El plazo para presentar los proyectos por el Poder Ejecutivo, se 
reduce de seis a cinco meses; el que dispone cada Cámara para 
considerarlo, de 45 a 30 días; en caso de que la segunda Cáma- 
ra lo modifique, se reduce el plazo que tiene la primera, de 15 a 
10 días y, por último, también se reduce el tiempo de que 
dispone la Asamblea General -en caso de que deba intervenir 
para laudar la discrepancia entre ambas Cámaras- de 15 a 10 
días. Tengamos en cuenta que el total de estos términos, en la 
Constitución actual, es de diez meses, mientras que de esta 
forma se reduciría a tan sólo 7 meses y 20 días. 


En lo que tiene que ver con los gobiernos departamentales, 
debemos destacar que se establece con carácter preceptivo, en 
el artículo 262, que deben existir autoridades locales en toda 
población que reúna las condiciones mínimas que fijará la ley 
y, además, se admite -de acuerdo con la experiencia que ya se 
está realizando en el departamento de Montevideo- la posible 
existencia de esas autoridades locales en las plantas urbanas de 
las capitales departamentales. De esta forma, se transita por el 
camino de la descentralización y la democraticidad en la desig- 
nación de esas autoridades. 


Por otra parte, se autoriza al intendente a delegar en las 
Juntas Locales la ejecución de determinados cometidos, lo cual 
también favorecerá el proceso de descentralización. 


Quizás sea más importante aun en este artículo 262 -pro- 
puesto por el señor senador Blanco- la autorización para cele- 
brar acuerdos entre las Intendencias y entre éstas con el Poder 
Ejecutivo, los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 
a fin de coordinar la ejecución de sus cometidos y para colabo- 
rar en su cumplimiento. Indudablemente, esto también va en 
favor del proceso de descentralización. 


A su vez, se reduce el número de ediles y se autoriza a que 
el mismo -con un tope de 31 y un mínimo de 15- pueda ser 
modificado por ley, Se prohíben las suplencias automáticas en 
las Juntas Departamentales, las que han constituido un meca- 
nismo por el cual, de hecho, se ha aumentado el número de 
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ediles y se ha creado una confusión entre la calidad de titular y 
de suplente. En la práctica, estos cuerpos han pasado a tener 
124 ediles, quienes incluso se dan ese nombre en su actuación 
pública. 


Otro elemento a tener en cuenta es el hecho de que se 
establece el control de los presupuestos internos de las Juntas 
Departamentales por los intendentes, quienes en el futuro po- 
drán -respecto de ellos como de cualquier otro decreto de las 
Juntas Departamentales- ejercer el poder de observarlos o de 
veto, sometido a un control eventual de la Asamblea General, 
en caso de que la Junta no acepte esas observaciones. Sin lugar 
a dudas, todo ello va en defensa del correcto funcionamiento de 
las finanzas departamentales. 


Por otro tado, también se establece un recurso, ante la Junta 
Departamental, contra el incumplimiento de las resoluciones de 
las Juntas Locales por parte de los intendentes, lo que suele 
ocurrir en la práctica en desmedro de la importancia de estos 
organismos. 


Asimismo, por una razón de lógica que nadie ha podido 
discutir, se establece el carácter rentado de los ediles, porque 
nadie puede pretender que se desempeñe una función pública 
de trascendencia y responsabilidad en forma honoraria. Inclusi- 
ve, se determina que la fijación de su sueldo y el de los inten- 
dentes deba ser aprobado por los dos tercios de los componen- 
tes de las Juntas Departamentales, pero con un eventual control 
de la Asamblea General, de modo que ésta, fijando topes, pue- 
da asegurar que no se produzcan distorsiones irritantes o injus- 
tificadas, por el hecho de que unas Juntas fijen sueldos exage- 
rados y, otras, demasiado modestos. También se autoriza a las 
Juntas Departamentales a fijar dietas a los miembros de las 
Juntas Locales, creo que por iniciativa del intendente, lo que 
parece razonable, 


Por otra parte, se termina con la inconveniente situación del 
recurso amparado en el artículo 303 de la Constitución, que es 
un recurso por razones de jurisdicidad, fundado en la convic- 
ción de que los actos impugnados violan la Carta o las leyes y 
que, actualmente, lo resuelve la Cámara de Representantes, que 
es un organismo político que no se pronuncia por razones jurf- 


dicas sino políticas. En consecuencia, como es de toda lógica, 


se transfiere esa competencia a la Suprema Corte deYusticia. 


Si bien no hubo tiempo para estudiar la reforma del Poder 
Judicial, se reconoció queno es posible que el número de 
integrantes de la Suprema Corte de Justicia esté cristalizado en 
la Constitución y que sea el mismo desde 1907, es decir, desde 
hace 87 años. Por consiguiente, se faculta a la ley a variar el 
número de sus integrantes y a autorizar su funcionamiento en 
salas especializadas en determinadas materias. 


En lo vinculado al Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo, se recoge una aspiración largamente sentida por todos los 
especialistas en la materia y se separa el contencioso de anula- 
ción del de reparación. Esto quiere decir que un ciudadano 
lesionado por un acto ilegal del gobierno o de un Ente Autóno- 
mo, no deberá esperar años a que se anule dicho acto por el 
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Tribunal de lo Contencioso Administrativo, sino que directa- 
mente podrá optar por reclamar en vía judicial la indemniza- 
ción a que crea tener derecho. Además, se abrevia la vía admi- 
nistrativa, estableciéndose que, en lugar de haber dos recursos 
administrativos sucesivos, habrá uno solo: ante la autoridad que 
dicta el acto. Asimismo, el plazo para decidir sobre las peticio- 
nes y los propios recursos administrativos, se reduce de 120 a 
60 días. También se determina que, por ley, se puede suprimir 
el agotamiento previo de la vía administrativa como requisito 
para requerir la anulación de un acto de la Administración. 
Todos sabemos que, actualmente, si no se recurre primero ante 
la Administración, es imposible ir ante el Tribuna! de lo Con- 
tencioso Administrativo y argumentar que se ha sido destituido 
arbitrariamente o que se le han cobrado impuestos que no de- 
bía, solicitando que se devuelva el importe, si antes el jerarca 
no decide revocar el acto que dictó. Por supuesto, que casi 
nunca revoca el acto ilegal. 


En otro orden de cosas, se constitucionaliza el recurso de 
amparo, lo que significa una garantía importante para defender 
las libertades de los ciudadanos. Á su vez, se mejora el instituto 
de la suspensión de la seguridad individual, estableciéndose 
que no podrá disponerse por la Comisión Permanente, sino sólo 
por la Asamblea General y por la mayoría absoluta de sus 
integrantes, 


Otro aspecto a destacar es que ingresa a la Constitución el 
tema del medio ambiente, no porque esté de moda sino porque 
todos somos conscientes de que es una preocupación legítima y 
que es necesario que los gobernantes también tengan presente 
la preservación del medio ambiente. Se declara, pues, de inte- 
rés general su protección y se consagra la obligación de todas 
las personas de abstenerse de actos que lo perjudiquen y, ade- 
más, se faculta a la ley a instituir sanciones a quienes incum- 
plan ese deber, 


Otro aspecto muy importante que contiene este proyecto -a 
iniciativa del Foro Batllista, planteado en la Comisión por el 
señor senador Ricaldoni y aceptado por todos sus integrantes- 
es la consagración de nuevas obligaciones para los partidos 
políticos en el numeral 11 del artículo 77. Estas refieren a 
establecer y cumplir con requisitos de unidad programática, 
organización interna y disciplina partidaria. 


En lo que tiene que ver con la materia tributaria, podemos 
decir que constitucionalizando o legitimando en parte una equi- 
vocada costumbre que se arrastra desde hace no menos de dos 
décadas, se autoriza la delegación legislativa, en el Poder Eje- 
cutivo, de la fijación de las alícuotas de algunos tributos, es 
decir, de ciertos impuestos. Esto quiere decir que la tasa del 
impuesto, su cuántum -que en definitiva es lo que determina 
qué debe salir del bolsillo de cada contribuyente- puede ser 
fijado por el Poder Ejecutivo bajo control parlamentario, aun- 
que cabe aclarar que se trata solamente de ciertos impuestos, 


En el artículo 118 se autorizan los pedidos de informe a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, órgano fundamental en 
el funcionamiento económico del gobierno, que fasta el pre- 
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sente no estaba obligado a suministrar esos informes a los le- 
gisladores, 


Como se observará, en esta reforma de la Constitución hay 
muchas innovaciones beneficiosas y de trascendencia. 


En cuanto a los vetos, debo decir que se reduce el plazo 
para su aprobación ficta de 60 a 30 días. Actualmente, si la 
Asamblea General deja transcurrir 60 días sin pronunciarse, se 
dan por aceptadas las observaciones hechas por el Poder Ejecu- 
tivo, ya sea para rechazar en bloque una ley, como para supri- 
mir parcialmente alguna de sus disposiciones. Es inconveniente 
esa incertidumbre durante 60 días, por lo que, reitero, se reduce 
el plazo a 30 días. 


Actualmente se requiere mayoría absoluta para aprobar ob- 
servaciones o vetos parciales, lo cual trae una situación com- 
pletamente inconveniente porque, a veces, no hay tres quintos 
para levantar las observaciones y ratificar el proyecto original, 
pero tampoco existe mayoría absoluta para aprobar las observa- 
ciones del Poder Ejecutivo. Se entra así en un “impasse”, en 
una situación de confusión, donde no se sabe si se puede pro- 
mulgar ta ley original, la ley con las observaciones del Poder 
Ejecutivo o, en realidad, no hay ley y no se puede promulgar 
nada, que es lo que siempre hemos sostenido. De ese modo, si 
existen tres quintos, se aprobarán las observaciones parciales y 
si los hay en el otro sentido, se confirmará el proyecto original 
y se saldrá de esta situación de inconveniente confusión, que a 
veces se da en la práctica. 


Se prohíbe, además, que con motivo de considerar vetos se 
voten nuevas disposiciones, ya sean propuestas por el Poder 
Ejecutivo o en el seno de la Asamblea General, lo cual viola el 
principio bicameral. Asimismo, se establece que la mayoría de 
los tres quintos de presentes se computa separadamente respec- 
to de cada Cámara, lo cual favorece la posición del Poder 
Ejecutivo y el principio bicameral, porque en la práctica actual, 
se puede dar la situación de que, contra la voluntad de todos los 
senadores, 80 señores representantes levanten o aprueben un 
veto. 


En materia de ley de urgencia se estipula que el plazo de 
que dispone la Asamblea General para arbitrar un conflicto 
entre las dos Cámaras, se reduce de 20 a 10 días, lo que es 
lógico, porque en la Asamblea General están todos los legisia- 
dores que ya tomaron posición en cada una de las Cámaras. 


Se suprime la referericia al número de Ministerios, desde 
que éste es modificable por ley y no tiene sentido que esté 
consagrado en la Constitución de la República. 


Por último -recogiendo una experiencia extranjera- se facul- 
ta a la ley a modificar el número de subsecretarios, en uno O 
más Ministerios y, desde que, sabido es, algunos de ellos tienen 
un cúmulo de tareas y, por lo tanto, no es razonable que el 
ministro, asistido de un solo subsecretario, tenga que manejar 
todas las materias. Basta pensar en el Ministerio de Economía 
y Finanzas o en el de Educación y Cultura para que resulte 
evidente la conveniencia de esta lógica innovación. 
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Así he concluido esta larga y quizás tediosa enunciación, 
pero la he considerado imprescindible para que se tenga una 
visión de conjunto de la reforma, para que no se la juzgue por 
el debate, no digo pequeño pero sí circunscripto a una cuestión 
o a una expectativa electoral, a un instituto de relacionamiento 
entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento y no a este conjunto 
de innovaciones que configuran la reforma de la Constitución. 
Nadie puede dejar de reconocer que el balance es ampliamente 
positivo y esto es así porque favorece nítidamente la goberna- 
bilidad. En este sentido, le da mejores instrumentos al Poder 
Ejecutivo para conducir el funcionamiento de las instituciones, 
para llevar a la realidad sus orientaciones en todas las materias 
básicas y para poder acordar con otros sectores políticos la 
formación de una sólida mayoría parlamentaria que, por el 
mecanismo de la coalición, asegure esa gobernabilidad. El ba- 
lance es ampliamente positivo porque, sin duda, se mejora y se 
sincera el sistema electoral, en beneficio de la libertad de los 
ciudadanos y porque, además de ello, se consagran muchas 
otras modificaciones convenientes para el mejor funcionamien- 
to de las instituciones. 


Esto no lo he dicho solamente yo; también lo han expresado 
otros senadores en el seno de la Comisión Especial de Reforma 
de la Constitución, que, por decisiones de sus respectivos parti- 
dos políticos, quizás no voten esta reforma de la Constitución. 


En la sesión celebrada el 4 de noviembre de 1993 en la 
Comisión Especial de Reforma de la Constitución, el señor 
senador Astori dijo: “Nos parece que en el tema de las relacio- 
nes entre los poderes, el proyecto de ley del denominadq *Gru- 
po de los Cinco” mejora la situación actual. Más allá de alguna 
salvedad que podamos tener, y dejando especialmente para el 
final un rasgo que voy a tener que adelantar en el día de hoy, 
ese texto imprime mayor agilidad y menor potencialidad de 
bloqueo político a las relaciones entre los poderes. Al hablar de 
mayor agilidad, me estoy refiriendo a que introduce modifica- 
ciones que permiten a los Poderes Ejecutivo y Legislativo ac- 
tuar con más armas, a los efectos de salir de una situación de 
empantanamiento político, En este marco, nos parece muy im- 
portante que haya espacio para que la participación popular 
termine arbitrando y laudando en estos posibles bloqueos. Esta 
es una característica que vemos como muy positiva”. "Luego 
agregaba el señor senador Astori: “Queremos destacar, en par- 
ticular, que la novedad -al menos para el Uruguay; sé que para 
otros medios no es novedad- de la presentación del gabinete es, 
a nuestro juicio, positiva. Aquí desearíamos, sobre todo, desta- 
car entre los aspectos positivos, más que la presentación de 
hombres, la de programas. De esa forma, se podrá debatir -acor- 
dando o discrepando- acerca de un conjunto de programas que 
marcan la orientación gubernamental. Creemos que esta nove- 
dad es absolutamente fundamental en un proyecto de"ley de 
reforma constitucional.” 


En la sesión celebrada el día 8 de noviembre de 1993, el 
señor senador Astori agregaba brevemente: “Simplemente que- 
remos decir que conceptualmente acompañamos la dirección 
en que transita el proyecto del llamado *Grupo de los Cinco”, 
es decir, el camino hacia el establecimiento de candidaturas 
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únicas por partido. Entendemos que esta es una contribución 
decisiva a uno de los objetivos fundamentales de la reforma 
constitucional, como es la de otorgar mayor transparencia y 
libertad de opción al elector.” Estas palabras no las decíamos 
nosotros, sino el senador Astori, quien, por otra parte, no ha 
ocultado estas Opiniones, ya que las ha hecho públicas en fun- 
dados artículos que ha publicado en la prensa del país. 


Por otra parte, en la sesión del día 4 de noviembre de 1993, 
el señor senador Batalla expresó lo siguiente: “En este sentido, 
creemos que el proyecto significa un paso adelante en el rela- 
cionamiento entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Tam- 
bién consideramos que hay mecanismos novedosos como es el 
instrumentar la forma de presentación del Gabinete, no sólo en 
cuanto al nombre, sino también respecto del programa. Opina- 
mos que ello implica no sólo un cambio de la estructura institu- 
cional, sino también la necesidad de un cambio en la conducta 
política...” “... El mecanismo previsto en el proyecto establece 
la necesidad de la búsqueda de encuentros, de la colaboración 
entre los distintos partidos y, en caso de conflicto, de situacio- 
nes límite, busca el camino lógico y natural o sea, que el 
mismo se dirima por el soberano, que es la nación, a través de 
elecciones.” Asimismo expresó algo que en nuestro concepio 
es mucho más importante, cuando dijo: “Creo que debemos ser 
muy flexibles respecto de la defensa de determinados esquemas 
en materia de reforma constitucional, cosa que es verdadera- 
mente necesaria, Pienso que es imprescindible una reforma, 
aunque no estemos de acuerdo en los instrumentos, tal como se 
señalaba hoy. También considero que el estar sentados en esta 
mesa” -como hoy lo estamos en el Senado, agregarfa- “abre un 
camino para ese acuerdo indispensable que debe realizarse. Ya 
señalamos, como lo hizo el herrerismo, que respecto de este 
tema debe transitarse a través del camino de los dos tercios de 
votos de cada una de las Cámaras.” 


Nosotros hacemos pie en estas sabias y saludables palabras 
del señor senador Batalla -que lamento no se encuentre presen- 
te en sala- para ratificar que es imprescindible la reforma de la 
Constitución, que es indispensable no deshacer el acuerdo opor- 
tunamente alcanzado y trabajosamente logrado con espíritu pa- 
triótico, por parte de todos si deshiciéramos el acuerdo, no sólo 
-retrocederíamos todo lo avanzado, no sólo desertaríamos del 
propósito que todos alentamos inicialmente de mejorar el fun- 
cionamiento de las instituciones y el sistema electoral del país, 
sino que también le daríamos una muy mala señal a la ciudada- 
nía, porque si luego de haber trabajado durante tanto tiempo, 
de haber dispuesto de tantas horas, quitándolas a nuestras otras 
obligaciones para con el pafs, dijéramos ahora, porque estamos 
en año electoral y porque en algún aspecto electoral no hemos 
logrado ponernos de acuerdo: “Bueno, el próximo gobierno que 
funcione con las mismas dificultades con que lo hizo el del 
doctor Sanguinetti, el del doctor Lacalle y muchos años antes 
el del general Gestido y del señor Pacheco Areco.” Á este 
acuerdo llegamos pensando en el país. 


SEÑOR ALONSO (Dr. Nelson). > ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Si es breve, se la concedo 
con mucho gusto. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 87 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Zumarán). - Puede in- 
terrumpir el señor senador. 


SEÑOR ALONSO (Dr. Nelson). - Agradezco la interrup- 
ción que me concede el señor presidente del Senado. 


Habíamos pensado dejar una constancia una vez finalizado 
el informe, que estamos siguiendo con mucha atención, ya que 
somos conscientes de la vastedad del tema y de la dificultad de 
abarcarlo en todos sus aspectos en tan poco tiempo, pero algu- 
nas de sus manifestaciones nos obligan a recurrir a la vía de la 
interrupción y robarle algunos minutos. 


En primer lugar, suscribimos Jas palabras que transcribía el 
señor presidente refiriéndose al señor senador Batalla. Digo 
más: toda su actuación, como parlamentario y en representa- 
ción de nuestra fuerza política en todo este proceso de elabora- 
ción de la reforma constitucional, hace honor -puedo decirlo 
con todo orgullo- a esas palabras que inicialmente expresó. Es 
decir que no le damos la derecha a nadie en cuanto al espíritu 
reformista y al reconocimiento de la necesidad de modificar 
determinados aspectos, algunos de los cuales, lamentablemente 
no se corregirían en esta instancia. 


En la parte final de la exposición del señor miembro infor- 
mante me pareció percibir la atribución de cierto espíritu me- 
nor en alguna actitud asumida por el señor senador Batalla en 
las últimas sesiones de la Comisión. Creemos que él podría 
explicar esa actitud con mayor fundamento que nosotros, ya 
que no hay nada como la palabra de los actores para relatar los 
hechos vividos. Pero igualmente podemos decir que ella res- 
ponde a no haberse sentido recíprocamente atendido en cuanto 
al espíritu de generosidad, apertura y amplitud para con todos 
con que permanentemente él encaró las instancias de la refor- 
ma constitucional. Su molestia no responde a intereses electo- 
rales inmediatos -que, como tales, siempre son respetables, pero 
también suelen ser menores- sino fundamentalmente al hecho 
de haber sentido que no existía una actitud de reciprocidad 
hacia su amplitud y comprensión que, incluso, llegó a la cir- 
cunstancia de luchar, discutir y pelear para obtener el reconoci- 
miento de determinado “status” para otras fuerzas políticas, 
respondiendo de esta forma a un espíritu de justicia. 


Quiero decir que en la tarde de hoy hemos ofdo, en forma 
muy reiterada -y este hecho nos llamó la atención- la referencia 
a la importancia del cumplimiento de los acuerdos contraídos 
y de la palabra empeñada. Ya he dicho en algún medio pú- 
blico -y lo reitero en el Senado de la República- que al Partido 
por el Gobierno del Pueblo, en 32 años de vida, jamás nadie 
tuvo necesidad de reclamarle el cumplimiento de la palabra 
empeñada. La palabra que haya sido empeñada será cumplida, 
pero ello no quiere decir que esto se malentienda. Una cosa es 
un acuerdo, un compromiso, en torno a metas comunes, y otra 
es que un proyecto, en el cual el contexto tiene una importan- 
cia fundamental, se pretenda que quede sujeto a un compromi- 
so sobre metas finales, que se contraen antes de comenzar a 
elaborar y discutir el propio tema. 


88 -OS. 


De manera que puede haber aspectos polémicos en la inter- 
vención del señor miembro informante y queríamos dejar cons- 
tancia de que en el momento en que nos corresponda hacer uso 
de la palabra, haremos referencia a ellos desde nuestro punto 
de vista. 


Agradezco mucho la gentileza del señor presidente del Se- 
nado y solicito a la Mesa que sea tolerante en este caso en 
cuanto al manejo del tiempo, ya que me ha cedido un tiempo 
precioso sabre el final de su intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Zumarán). - Puede con- 
tinuar el señor presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Reconozco sin violencia 
la pertinencia de la interrupción del señor senador Alonso y 
espero, de todas maneras, terminar mi informe dentro del breve 
tiempo que me resta, 


Estaba diciendo que se trató de un acuerdo al que llegamos 
pensando en el país y me viene bien la interrupción del señor 
senador Alonso para decir que todos los que participamos en el 
acuerdo lo hicimos con esa idea. Cuando digo todos me refiero, 
por supuesto, al Partido por el Gobierno del Pueblo -y al señor 
senador Batalla en primer lugar- a todos los sectores del Parti- 
do Colorado y a todos los del Partido Nacional; no estoy exclu- 
yendo a nadie en absoluto. 


(Intervención del señor senador Korzeniak que no se oye) 


-Me estoy refiriendo al acuerdo; lamentablemente, quisi- 
mos todos acordar con el Frente Amplio y éste, a su vez, 
intentó hacerlo con las demás fuerzas políticas, pero no fue 
posible hacerlo. No estoy diciendo que el Frente Amplio no 
tuviera el mismo propósito, ni que no se inspirara su pensa- 
miento en lo mejor para el país. 


Creo que todos llegamos al acuerdo sin tratar de obtener 
ventajas electorales y aquí perdóneseme que haga una referen- 
cia concreta al partido que integro, el Partido Nacional. En 
algún momento se dijo en el seno de la Comisión que el Parti- 
do Nacional obtiene en esta elección una ventaja con el voto 
cruzado. Digo, en primer lugar -como manifestó el señor sena- 
dor Bouza en la Comisión- que esta es una disposición de 
carácter permanente, para siempre, y no una transitoría, para 
esta elección. Esta es una disposición para favorecer la libertad 
de elección de los ciudadanos y que se aplicará de aquí en 
adelante, si hay reforma, en todas las elecciones. Por lo tanto, 
en esta elección puede beneficiar en parte a un partido y en la 
próxima puede favorecer en parte a otro. Nadie tiene un seguro 
de beneficio electoral para siempre. Pero, además, digo que no 
hay tal seguro, ni siquiera para esta elección, en beneficio de 
nadie, porque la consecuencia de esta disposición es darle li- 
bertad al ciudadano para elegir al mejor candidato. Beneficiará 
al Partido Nacional, al Partido Por el Gobierno del Pueblo, al 
Partido Colorado o al Frente Amplio, según quien sea el que 
presente los mejores candidatos, porque lo que van a hacer los 
ciudadanos es votar por los mejores candidatos, con indepen- 
dencia de a quién votan en lo nacional. 


CAMARA DE SENADORES 


24 de Marzo de 1994 


Por supuesto, nadie puede ser tan ingenuo para pensar que 
la reforma es la panacea que va a solucionar todos los proble- 
mas nacionales. No nos acercamos al tema con esa ilusión. La 
reforma es simplemente -y ya es mucho- el instrumento idóneo 
para mejorar la gestión del gobierno y alcanzar su funciona- 
miento coordinado con el Parlamento, lo que no existe en el 
presente ni ha existido en el pasado inmediato. Este mejora- 
miento de la gestión del gobierno, esta coordinación en el fun- 
cionamiento entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento, es lo que 
-estoy seguro de ello- la ciudadanía anhela ver, quizás incons- 
cientemente, aunque ho acierte a expresarlo y a reclamarlo, 
porque no sabe cuáles son las fórmulas para lograrlo. 


La reforma, en definitiva, señor presidente, señores senado- 
res, honesta y objetivamente analizada, constituye un imperati- 
vo del patriotismo al cual creo que todos vamos a terminar 
haciendo honor, en función de la felicidad del país, del progre- 
so de la República y del mejoramiento del nivel de vida de 
todos sus habitantes. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Zumarán). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - Quisiera dejar una constancia y con- 
testar una alusión política. 


+ 

El informe del señor presidente del Senado no ha sido ago- 
tador, sino que por el contrario ha sido tremendamente ilustra- 
tivo. Pero en su comienzo y sobre el final incursionó en aspec- 
tos que son de neto corte político, que están más allá del texto 
que estamos comenzando a examinar. En alguna de sus reitera- 
das afirmaciones acerca de la existencia de un acuerdo, en el 
cual inclusive involucra a líderes políticos insoslayables del 
acontecer nacional, prácticamente condiciona la actitud que de 
aquí en más deberíamos asumir vastos sectores parlamentarios. 
Sin hacer alusión a ningún otro, la sola mención a un acuerdo 
suscrito por el doctor Julio María Sanguinetti está condicionan- 
do, obviamente, las opiniones y los votos de los tres seriadores 
del Foro Batliista y de los dos de la Cruzada 94. A 


Creo que también la misma actitud -no sería la primera vez 
en la vida- puede interpretarse de una manera distinta. Ninguno 
de los cinco senadores que he mencionado participaron de las 
conversaciones a las cuales se ha hecho referencia en esta di- 
sertación. Pero quiero dejar muy claramente establecido, de 
una manera breve y contundente -para poder abocarnes, con 
tranquilidad de conciencia por parte de todos, a un examen, 
que va a ser muy extenso, de esta propuesta de reforma consti- 
tucional- que la Cruzada 94 -y tengo entendido que también los 
legisladores del Foro Batilista- no se considera sujeta a ningún 
acuerdo. 


Tal vez debería hablar a título personal, pero me atrevo a 
hacerlo a título colectivo. La palabra empeñada del doctor Ju- 


24 de Marzo de 1994 


lio María Sanguinetti a quien habla, sólo se la trasmite él mis- 
mo y esto no significa que le falte el respeto absolutamente a 
ninguno de los compañeros del Cuerpo, con los que me honro 
haber trabajado durante todos estos años. 


Tengo entendido que los cinco señores senadores de que 
hablaba, en conjunto o por separado, tenemos una relación 
personal o política con el doctor Julio María Sanguinetti. Lo 
que aquí se ha dicho no es lo que él nos ha manifestado y, 
menos aun, lo que ha trascendido públicamente. 


Creo que es público y notorio -al menos en lo que a la 
Cruzada 94 concierne- que este texto constitucional merece 
muchos reparos. Con esto no quiero decir que vayamos a ne- 
garle nuestro voto al mismo, sino que comenzamos una discu- 
sión que esperamos sea fructífera, paralelamente a algunas ne- 
gociaciones que ojalá lleguen a buen fin. No estamos desertan- 
do, retrocediendo ni dirigiendo ninguna mala señal a la opinión 
pública. Simplemente alentamos la esperanza de que la pro- 
puesta sea mejorada sustancialmente, porque a nosotros, como 
sector parlamentario, no nos satisface, Tal vez tengamos que 
votarla, porque hemos atesorado como herramienta para mo- 
vernos en la política lo de la disciplina partidaria sin lo cual, en 
mi modesta opinión, no hay partidos políticos, 


Si por disciplina partidaria -digo esto con orgullo- nos vié- 
semos obligados a votar el texto tal como viene, lo haríamos 
con salvedades muy claras de que este proyecto, tal como está 
redactado, no soluciona el gran problema que tienen los orien- 
tales, el pueblo uruguayo. Me refiero a lo dificultoso que se 
torna para quien gana las elecciones tener la gobernabilidad. 
Queda muy claro que hay sectores parlamentarios involucrados 
en esto. Al mencionar al doctor Julio María Sanguinetti habla- 
mos, concretamente, del Foro Batllista y de la Cruzada 94, que 
han hecho hincapié en tres temas fundamentales. El primero de 
ellos es el que se refiere a las mayorías parlamentarias para 
quien gane las elecciones; el segundo tiene que ver con la 
descentralización municipal y el tercero, quizás el más impor- 
tante, es el relacionado con la disciplina partidaria. Ninguno de 
estos tres aspectos está contemplado en el texto que hoy co- 
menzamos a estudiar. No deseo establecer una polémica, pero 
quiero dejar claramente precisada cuál es la posición con la que 
comenzamos a realizar este análisis. 


Si votamos o no el texto, lo veremos sobre la marcha. 
Reitero que no nos considepamos embretados ni condicionados 
por ningún acuerdo del que no tenemos conocimiento. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ, - Pido la palabra para con- 
testar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Zumarán). - Tiene la 
palabra el señor presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - En ningún momento de 
mi quizás demasiado larga exposición manifesté que el doctor 
Sanguinetti ni ningún otro dirigente político hubiera suscrito un 
acuerdo. El verbo suscribir tiene una connotación inequívoca 
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en el idioma castellano: significa firmar. Es más, dije que no se 
había redactado ningún acuerdo como en el año 1917 o como 
en el Pacto de la Cruz, al finalizar la Revolución de 1897. Lo 
que señalé fue que hubo un acuerdo expreso o implícito entre 
las personas que participamos de determinadas negociaciones y 
que la instancia final se- produjo en el domicilio del señor 
Pacheco Areco. Me refería a las personas que nos encontrába- 
mos presentes, sin comprometer la opinión de quienes no esta- 
ban allí, que tienen todo el derecho de suponer que no hubo un 
acuerdo o que no les fue comunicado. Dije que quienes estába- 
mos ahí interpretamos que se había llegado a un acuerdo verbal 
y que tan era así que íbamos a formular una propuesta, sobre 
determinadas bases, al Frente Amplio. No era una propuesta 
del señor presidente del Senado ni del doctor Jorge Batlle, sino 
de todos los sectores del Partido Colorado, de todos los del 
Partido Nacional y del Partido por ei Gobierno del Pueblo. 
Estoy seguro que como tal la recibió el Frente Amplio y la 
contestó el día 26 de enero diciendo -lamentablemente para 
todos- que no había podido llegar a un acuerdo y que, por lo 
tanto, no daba una respuesta afirmativa. Eso fue lo que expresé 
y no otra cosa, 


Con respecto al hecho de que el texto que está a considera- 
ción no refleje determinadas aspiraciones de algunos sectores 
del Partido Colorado, digo que por cierto es exacto que el 
mismo no refleja la posición de esos sectores en cuanto a darle 
al partido que gana la elección mayorías más amplias, sino una 
mejora muy pequeña en la integración del Senado y en la 
forma de elección de tres miembros de la Cámara de Represen- 
tantes. De todos modos, creo que ese es un paso en la dirección 
señalada. Fue solicitado por dichos sectores políticos y les fue 
concedido. 


En relación con el tema del disciplinamiento de los partidos 
políticos, es obvio que, por su sustancia, debe figurar en la Ley 
de Partidos Políticos. Todos nos hemos comprometido a que, 
una vez votada esta ley de reforma de la Constitución, pasare- 
mos a considerar esa ley de inmediato, con la intención inequí- 
voca de aprobar con mejoras el proyecto venido de la Cámara 
de Representantes. No obstante, como ya mencioné en mi ex- 
posición, por moción del señor senador Ricaldoni se aprobó 
una disposición que inequívocamente establece obligaciones 
para los partidos políticos y sus integrantes en el sentido de 
mejorar el funcionamiento orgánico y la disciplina interna. No 
existe ninguna discrepancia en cuanto a ese propósito. 


En lo que tiene que ver con descentralización territorial o 
municipal, he enunciado diversas normas con las que clara- 
mente se ha avanzado en ese sentido, tanto a nivel de las 
Intendencias como de las Juntas Locales y, particularmente, en 
el artículo 262, propuesto por el señor senador Blanco y votado 
por unanimidad en el seno de la Comisión. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Zumarán). - Tiene la 
palabra el señor senador. 
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SEÑOR CASSINA. - Como entiendo que es propósito co- 
mún, luego de escuchar el informe del señor presidente del 
Senado, pasar a cuarto intermedio para continuar el tratamiento 
del proyecto de ley de reforma de la Constitución luego del 
feriado de la próxima semana y en una fecha que acordaremos, 
propongo declarar de urgente consideración y tratar de inme- 
diato el proyecto de ley -que ya ha sido distribuido y está en la 
banca de todos los señores senadores- que intenta dar una solu- 
ción a la situación que se ha creado en el Poder Judicial a partir 
del decreto del Poder Ejecutivo de 19 de enero de 1994. Si no 
hay objeciones, formulo moción en ese sentido. Como se com- 
prenderá, si votamos el pase a cuarto intermedio, no estaríamos 
en condiciones de votar este proyecto de ley. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 
SEÑOR KORZENIAK:. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK, - Pienso que podríamos presentar 
una moción de orden que tuviera dos puntos. 


En el primero se recogería el sentir común, que señalaba el 
señor senador Cassina, de pasar a cuarto intermedio en la con- 
sideración del tema de la reforma constitucional, hasta la pri- 
mera sesión ordinaria posterior a la Semana de Turismo. 


En el segundo punto habría que proponer al Senado la con- 
sideración urgente en el día de hoy del proyecto que ya ha sido 
distribuido, Creo que de esa manera no incurrimos en ningún 
desorden reglamentario y se evita que el segundo punto deba 
plantearse luego de votar un pase a cuarto intermedio. 


Aprovecho para fundamentar mi voto a esta moción de 
orden, que voy a apoyar en ambos puntos. Quiero señalar que 
en torno al primero hemos permanecido absolutamente en si- 
lencio ante el informe tan ordenado y versado del señor presi- 
dente del Cuerpo, sin que ello signifique -en absoluto- compar- 
tir todas y cada una de las afirmaciones que ha planteado. 


SEÑOR CASSINA. - Acepto la sugerencia del señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ninguna de las dos mociones 
admite discusión de acuerdo con el Reglamento y, como versan 
sobre cuestiones distintas, pueden ser objeto de votaciones se- 
paradas. Por lo tanto, se votarán por su orden. 


La primera moción establece que una vez que termine esta 
sesión se pase a cuarto intermedio hasta el primer día hábil 
posterior a la Semana Santa. Creo que es el día 4 de abril. Ese 
día se reiniciaría la discusión general de este proyecto de ley 
constitucional. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
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SEÑOR CASSINA, - Simplemente para consultar sobre si 
no sería preferible continuar el tratamiento de este tema el 
martes 5 de abri). 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Acaso el día lunes todavía pue- 
de haber cansancio? 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Deseo recordar que, además del can- 
sancio, precisamente, el lunes 4 de abril está programada una 
importante sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, que coincidiría con el horario en que normalmente se- 
siona el Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presenta- 
da en el sentido de proseguir con la discusión de este tema el 
día martes 5 de abril. 


(Se vota:) 
-29 en 29, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) PODER JUDICIAL. Aumento a sus funcionarios. Pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se declara urgen- 
te y se trata de inmediato el proyecto de ley a que ha hecho 
referencia el señor senador Cassina y que ya ha sido disteibuido 
a los señores senadores. 


(Se vota:) 
-28 en 29. Afirmativa. 


Por vía de fundamento de voto, la Presidencia desea expre- 
sar que ha votado en contra de esta moción porque, si bien le 
consta que hay razones fácticas, de urgencia, para tratar de 
resolver el problema que encara este proyecto de ley, el mismo 
tiene, en nuestro concepto, complejidades y dificultades de or- 
den constitucional, bastante importantes así como otras relati- 
vas al trámite o a la actuación de la Justicia en los procesos 
sometidos a su decisión. Por esta razón, consideramos que no 
se trata de un texto que esté constituido por un simple artículo, 
que arbitra una solución práctica para un problema, sino que es 
un proyecto de ley de bastante complejidad, en el que figuran 
una cantidad de referencias a normas legales y reglamentarias, 
por lo que amerita una reflexión. Además, ha llegado a nuestro 
poder prácticamente en el momento en que se inició esta se- 
sión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo con lo resuelto por el 
Senado, se pasa a considerar el asunto cuya urgencia fue decla- 
rada: “Proyecto de ley por el que se otorga un aumento a los 
funcionarios del Poder Judicial”. 


(Antecedentes:) 
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“PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Facúltase a la Suprema Corte de Justi- 
cia a otorgar a partir del 1” de enero de 1994, a los 
funcionarios del Poder Judicial de los escalafones II al 
VI, un aumento del 6% (seis por ciento) sobre las remu- 
neraciones que perciben con cargo a los créditos presu- 
puestales, proventos y leyes especiales vigentes al 31 de 
diciembre de 1993, excluido “el adelanto a cuenta de 
futuros incrementos salariales otorgados por el artículo 
1* del decreto 327/983 del 16 de setiembre de 1983 y 
modificativos (artículo 3” del decreto 18/94 del 12 de 
enero de 1984) y la contribución para el pago de las 
cuotas mensuales de salud, creada por el artículo 14 de 
la ley N” 15.903 de 10 de noviembre de 1987. 


Art. 2*, - Facúltase a la Suprema Corte de Justicia a 
otorgar a partir del 1” de enero de 1994, a los funciona- 
rios del Poder Judicial de los escalafones I y Q, un 
aumento del 3% (tres por ciento), sobre las bases esta- 
blecidas en el artículo anterior. 


Las erogaciones resultantes de lo dispuesto en este 
artículo y el precedente, serán atendidas con cargo a los 
fondos a que se refiere el Art. 96 de la ley N” 16.134 y 
sus modificativas. 


Art, 3”. - El tribunal de la causa controlará el pago 
del tributo creado por los artículos 87 y siguientes de la 
ley N” 16,134 de 24 de setiembre de 1990, y sus modifi- 
cativas. A tales efectos, presentada la demanda o la re- 
convención en su caso, fijará la cuantía del asunto. Tal 
determinación, no obstará a la revisión de la misma, de 
oficio o a petición de parte, en cualquier etapa del pro- 
ceso, si surgieren elementos que llevaran a modificar la 
estimación del valor de la causa. 


Art. 4”. - La determinación de la cuantía por el tri- 
bunal podrá ser impugnada con los recursos de revoca- 
ción y jerárquico ante la Suprema Corte de Justicia, de 
conformidad con el Capítulo IV de la Sección XVI de 
la Constitución de la República. 


La interposición de los recursos administrativos co- 
rrespondientes no tendrá efecto suspensivo. Si no se re- 
pusiere el tributo en un plazo de 5 días perentorios des- 
de la notificación de la resolución que fija la cuantía del 
asunto, la demanda, reconvención o contestación en su 
caso, se tendrán por no presentadas. 


Art. 5”. - Sin perjuicio de lo establecido en el artícu- 
lo precedente el tribunal, en cualquier etapa del proceso, 
podrá controlar el correcto pago del tributo. 


Deberá, asimismo, al dictar sentencia definitiva o 
interlocutoria o providencia que clausure el proceso, en 
primera o ulteriores instancias, realizar el mismo con- 
trol. 
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A los efectos de lo dispuesto en los incisos anteriores 
el tribunal ordenará a la Oficina Actuaria que realice la 
liquidación de lo adeudado en un plazo de tres días 
hábiles. Cumplida la liquidación, si surgiere adeudo, de- 
terminará su monto y mandará intimar a la parte que 
corresponda el pago de la suma debida en un plazo de 
10 días hábiles. Esta resolución también será recurrible 
de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4". 


Art. 6”. - Declárase que el no pago del tributo por 
una de las partes o alguno de los terceros intervinientes 
en el proceso, luego de que haya transcurrido el plazo 
de la intimación, será considerado presunción en su con- 
tra a los efectos de calificar su conducta procesal. 


Transcurridos treinta días a partir del vencimiento de 
la intimación y en el caso de que no se hubieren abona- 


do los tributos, la Sede dispondrá de oficio y sin más 


trámite, la traba del embargo sobre bienes del deudor, 
en el orden previsto en el artículo 380 del Código Gene- 
ral del Proceso y de conformidad a los antecedentes que 
surjan del expediente. Deberá asimismo el tribunal co- 
municar a la Suprema Corte de Justicia el embargo tra- 
bado, remitiéndole el correspondiente testimonio judi- 
cial para que a través de sus oficinas especializadas se 
encargue de obtener el cobro efectivo de lo adeudado, 
que se regirá en lo pertinente por la normativa del de- 
creto-ley N* 14.306 (Código Tributario). 


Art. 7". - Los procedimientos de contralor estableci- 
dos en los artículos anteriores son sin perjuicio de la 
obligación expresa establecida por el artículo 94 de la 
ley N” 16.134 de 24 de setiembre de 1990, en el sentido 
de que el tributo deberá ser abonado en forma previa a 
la presentación de los escritos y a la comparecencia a 
las audiencias, siendo de cuenta de la respectiva Oficina 
Actuaria el contralor del cumplimiento de la obligación, 


Art. 8”. - Las disposiciones establecidas en la pre- 
sente ley son de aplicación inmediata y rigen inclusive 
para los procesos que se encuentren en trámite al mo- 
mento de su entrada en vigencia. 


Art. 9”. - Comuníquese, etc. 
Wilson Elso Goñi, Carlos Cassina. Senadores. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


El adjunto proyecto de ley importa una modificación * 
parcial al ajuste de los salarios de los funcionarios públi- 
cos dispuesto por decreto del Poder Ejecutivo del 19/1/94, 


En el caso, el Poder Legislativo reasume la compe- 
tencia que le es propia -en cuanto a la determinación de 
las retribuciones de los funcionarios- y que fuera delega- 
da en el Poder Ejecutivo por la ley N” 15.809 en sus 
artículos 6 y 7. 
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Acorde con el mismo criterio de la ley mencionada, 
que establece que los ajustes trimestrales o cuatrimestra- 
les deben determinarse sobre la base de las disponibili- 
dades de la Tesorería, en el proyecto de ley, simultánea- 
mente con el incremento de erogaciones que implica el 
aumento porcentual de las retribuciones de los funciona- 
rios del Poder Judicial, se crean los recursos necesarios 
para hacer frente a ese incremento, lo cual, además, es 
de sana política financiera. 


Es de hacer notar que para ello no ha sido necesario 
aumentar la carga tributaria a-los justiciables, En efecto, 
de acuerdo a lo que surgió de las entrevistas mantenidas 
en el seno de la Comisión Permanente durante el receso 
parlamentario, la tasa judicial creada por los artículos 87 
y siguientes de la ley N” 16.134 de 24 de setiembre de 
1990, no es recaudada adecuadamente. 


En consecuencia, en el proyecto de ley a considera- 
ción no se crean nuevas hipótesis tributarias sino que se 
establecen mecanismos, que juzgamos adecuados, a fin 
de perfeccionar el contro] del correcto pago del tributo 
ya vigente en cada uno de los actos procesales gravados, 
de acuerdo a la cuantía del asunto litigioso. 


Asimismo, se crean procedimientos de control a pos- 
teriori, a cargo del magistrado y de la Oficina Actuaria 
así como de cobro ejecutivo de los tributos adeudados 
en caso de que no hubieran sido satisfechos en la opor- 
tunidad legalmente fijada. 


Finalmente, resta expresar, que los aumentos han sido 
establecidos en un 6% para los escalafones II a VI y 3% 
para los escalafones 1 y Q. 


La razón de la discriminación realizada, estriba en 
que las dos últimas categorías de funcionarios (magis- 
trados y de particular confianza) han percibido aumen- 
tos importantes en las oportunidades presupuestales an- 
teriores, superiores a las que se refieren a los incluidos 
en los restantes escalafones del Poder Judicial. 


Montevideo, 24 de marzo de 1994, 
Wilson Elso Goñi, Carlos Cassina. Senadores”. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Léase el proyecto. | 
(Se lee) 


-En discusión general. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: antes que nada de- 
seo aclarar que trataré de ser muy breve. 
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En primer lugar, como no me agrada atribuirme méritos 
que no son míos, quiero señalar que mi firma al pie de este 
proyecto de ley y de su correspondiente exposición de motivos 
no tiene otro propósito que habilitar su consideración en el 
Senado. Es notorio -y quiero destacarlo- que este proyecto de 
ley es el fruto de un trabajo realizado, en particular. por el 
señor senador Ramírez. 


SEÑOR ASTORI. - Apoyado. 


SEÑOR CASSINA. - No sólo es el fruto de su trabajo, sino 
que el texto propiamente dicho es también de su autoría. Asi- 
mismo, si bien algunas de las soluciones que en materia de 
liquidación de tributos judiciales consagra este proyecto de ley 
pueden ser opinables, y a pesar del escaso término de que se ha 
dispuesto para su elaboración, se ha consultado a especialis- 
tas -particularmente a los redactores del Código General del 
Proceso- y se han tenido en cuenta las demandas formuladas 
por los funcionarios del Poder Judicial, una vez conocido el 
texto del decreto del Poder Ejecutivo de fecha 19 de eriero de 
1994, 


Por otro lado, agrego que vamos a votar este proyecto de 
ley, con respecto al cual no tenemos objeciones fundamentales. 
Naturalmente, hubiéramos preferido -quizás mediante una dis- 
cusión más extensa- llegar a algunas soluciones un tanto dife- 
rentes en lo que hace al control por parte de los tribunales de la 
liquidación correcta de los tributos que deben abonarse en las 
actuaciones ante la Justicia. De todos modos también es evi- 
dente que por esta vía se pretende resolver el tema de los 
ajustes salariales de los funcionarios del Poder Judicial que de 
otro modo resultarían de difícil solución. 


Deseo también agregar, señor presidente, que la exposición 
de motivos, que tampoco he redactado, en lo que hace a la inter- 
pretación del ya célebre artículo 6” de la ley N* 15.809 -Ley de 
Presupuesto de la Administración anterior- no refieja estricta- 
mente mi punto de vista que de todas formas, no voy a expresar 
ahora porque creo que no vale la pena. Es más, ya he expuesto 
mi pensamiento en esta legislatura en múltiples oportunidades, 
tanto en el Plenario como en las Comisiones, sobre todo cuan- 


"do hemos debatido el tema de la política salarial, fundamental- 


mente hacia el sector público. 


Finalmente, quiero manifestar que al igual que lo ocurrido 
en relación con los funcionarios de ANEP, estamos ante un 
problema que si bien no fue creado por el Parlamento, ahora 
éste termina solucionándolo. Incluso, cuando tantas voces se 
levantan en el país para denostar al Parlamento por lo que se 
presume son su ineficacia e ineficiencia en el cumplimiento de 
sus cometidos, dos grandes problemas nacionales -por én lado, 
el conflicto de los aproximadamente 50.000 funcionarios do- 
centes y no docentes de ANEP y, por otro, el del Poder Judi- 
cial- vienen a ser ahora solucionados por él, a pesar de no 
haberlos creado. 


Era cuanto deseaba manifestar. Muchas gracias, señor pre- 
sidente. 
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SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - También en forma muy breve quiero 
señalar que nosotros vamos a acompañar este proyecto de ley. 
Al mismo tiempo, coincido prácticamente con todos los argu- 
mentos y fundamentos que ya ha expuesto el señor senador 
Cassina, comenzando -y me place destacarlo- por la labor que 
asumió y realizó el señor senador Ramírez acerca de este pro- 
blema. Dicha tarea comenzó incluso antes de la iniciación de 
este período legislativo, estando en funciones la Comisión Per- 
manente, que el propio señor senador Ramírez presidía. 


Por nuestra parte, acompañamos esta solución que, aunque 
contiene algunos fundamentos que, como bien decía el señor 
senador Cassina, pueden ser discutibles, sin duda constituye 
- una vía tendiente a superar uno de los grandes obstáculos que 
en el campo salarial enfrentó el país en las últimas semanas. 


Por otro lado, deseamos destacar brevemente -como do hizo 
también el señor senador Cassina- la satisfacción por el hecho 
de que el Parlamento, y en particular el Senado, en la tarde de 
hoy pueda sortear rápidamente un escollo que a todo el Uru- 
guay le resulta muy difícil y que ninguno de quienes aquí 
estatrios presentes deseamos. 


Entiendo que en estas circunstancias no conviene extender- 
se demasiado en el uso de la palabra, sino más bien aprovechar 
los puntos de acuerdo que hemos encontrado para que la solu- 
ción sea efectivamente rápida y se pueda sancionar este pro- 
yecto de ley en el Senado, convirtiendo esta iniciativa en una 
ley que nos permita a todos expresar con satisfacción que he- 
nos sorteado otra situación difícil. 


Nada más, señor presidente. 
SEÑOR OLASCOAGA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Señor presidente: con el ánimo 
de solucionar este problema que se ha generado en el país, 
hemos votado la pronta consideración del proyecto de ley. 


Esta situación no ha sidp creada por nadie, sino que se trata 
de algo que ha surgido y a lo que hay que dar solución. Precisa- 
mente, el cuerpo competente para ello es el Parlamento. Por 
ese motivo estamos aquí considerando el proyecto para que 
este reclamo que formulan los funcionarios judiciales pueda 
tener la debida dilucidación. 


En consecuencia, señor presidente, vamos a acompañar esta 
iniciativa, > 


SEÑOR RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
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SEÑOR RAMIREZ. - Voy a hacer uso de la palabra, en 
primer lugar, para dejar expresa constancia de que en la elabo- 
ración de este articulado no solamente ha actuado el que habla, 
sino también -como se comenzó a trabajar en el seno de la 
Comisión Permanente- el señor senador Astori en su oportuni- 
dad, los señores representantes Piñeyrúa y Ayala, así como 
algún otro integrante de la Comisión Permanente en su mo- 
mento. 


Durante el funcionamiento de la Comisión Permanente, en 
el receso parlamentario, contamos también con la colaboración 
de la Asociación de Magistrados del Uruguay, en lo que tiene 
que ver con los mecanismos de control a los efectos de la 
mejor recaudación y fiscalización del pago del mal llamado 
impuesto judicial -en realidad es una tasa judicial- creado por 
la Ley de Rendición de Cuentas de 1990. 


En segundo término, debo manifestar que no hemos suscri- 
to el proyecto de ley, a pesar de haber sido importantes colabo- 
radores en su redacción, porque la bancada de gobierno tiene 
discrepancias en cuanto a la fecha de entrada en vigencia del 
aumento a otorgar a los funcionarios del Poder Judicial, por 
razones que seguidamente vamos a exponer. 


La tesis que básicamente defenderemos será la de que el 
aumento del 6% para los Escalafones 11 a VI y del 3% para el 
Escalafón 1 y Q entre en vigencia a partir del 1” de marzo. De 
todas maneras, estimamos que este no es el tema más impor- 
tante del proyecto de ley y, habida cuenta de que la mayor 
parte de las bancadas entendían conveniente que los incremen- 
tos rigieran a partir de enero de 1994, no hemos suscrito esta 
iniciativa presentada por los señores senadores Cassina y Elso 
Goñi. 


En cuanto a los fundamentos del proyecto en particular, y 
tal como se dice en la exposición de motivos -aunque pueda 
dar lugar a discrepancias por parte de algunos de los señores 
senadores- entendemos que la ley N” 15,809, en sus artículos 6” 
y 7”, está transfiriendo una facultad al Poder Ejecutivo que, por 
imperio constitucional, pertenece al legislador, como es la de 
fijar las retribuciones de los funcionarios públicos a los efectos 
de mantener o recuperar su salario, tal como se expresa en 
dicha ley. El criterio que surge de esa disposición implica que 
el autor de la norma, obviamente, puede reasumir transitoria y 
específicamente competencias delegadas o transferidas al Po- 
der Ejecutivo -o puede derogar la norma con carácter general, 
si así lo considera conveniente, aunque este no sea el caso- a 
los efectos del ajuste de las retribuciones trimestrales o cuatri- 
mestrales de los funcionarios públicos, con las potestades que 
la propia Constitución otorga al Poder Legislativo. Es en el 
ejercicio de esas competencias que el legislador otorgaría un 
aumento a los funcionarios públicos distinto al concedido el día 
19 de enero por el Poder Ejecutivo, establecido en el decreto en 
el que constan diferentes criterios pará el ajuste cuatrimestral a 
partir del 1” de enero, 


A los efectos de mantener o recuperar el salario de los 
funcionarios, en cuánto a los criterios legales la ley N” 15.809 
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por un lado establece que se tomará en cuenta la variación del 
indice de Precios al Consumo -no recuerdo exactamente el giro 
de la redacción, pero creo que es “tomando en consideración”- 
pero por otro menciona las disponibilidades de Tesorería. Y es 
con ese carácter -con el antecedente muy reciente de la solu- 
ción legislativa dada al problema de los funcionarios de ANEP- 
que el proyecto de ley procura salvar la falta de provisión de 
fondos suficiente por parte de la Tesorería para otorgar un 
aumento superior al ya concedido por el Poder Ejecutivo a 
través del decreto del 19 de enero, con vigencia a partir del 1? 
del mismo mes. En consecuencia, se trata de proveer a la Teso- 
rería de esos recursos para poder solventar el incremento de 
erogaciones que implica otorgar dichos aumentos, en este caso, 
a los funcionarios del Poder Judicial. 


¿Cuáles son los mecanismos ideados por el proyecto de ley 
a los efectos de mejorar Jos ingresos en las arcas del Estado con 
el fin de pagar este aumento? Básicamente, ellos serían no 
aumentar la carga tributaria y no crear nuevas hipótesis objeti- 
vas o subjetivas de gravamen sino, fundamentalmente, perfec- 
cionar los mecanismos de contralor de tributos que ya están 
vigentes, creados por la ley de 1990 que recién hemos mencio- 
nado. En esa Rendición de Cuentas se puso nuevamente en 
vigencia una tasa judicial que fue aplicada durante décadas en 
épocas en que nos regíamos por el proceso escrito, que consis- 
tía en gravar a los justiciables, cuando los asuntos eran suscep- 
tibles de estimación pecuniaria, de acuerdo con la cuantía del 
asunto, lo cual a nuestro juicio implica un correcto criterio de 
justicia tributaria, Cabe recordar que los administrados o los 
justiciables abonan los honorarios profesionales a sus abogados 
de acuerdo con el arancel del Colegio de Abogados, las prácti- 
cas corrientes y la proporción del trabajo realizado. Asimismo, 
en lo que hace a los costos judiciales, el pago de peritos tam- 
bién se hace en relación a la cuantía del asunto. En el caso de 
no hacer uso del aparato estatal en cuanto al dictado de justicia, 
sino de los mecanismos del arbitraje, también las normas con- 
suetudinarias indican que el honorario de los árbitros se paga 
igualmente de acuerdo con el monto o cuantía del asunto. 


Como señalé, en 1990 se restablece esa tasa, pero adecuán- 
dola al proceso oral vigente a partir del Código General del 
Proceso, y se aplica a un criterio general que dispone que los 
justiciables deben abonar al Estado -salvo en casos de auxilia- 
toria de pobreza expresamente previstos en la propia norma y 
de asuntos no susceptibles de estimación pecuniaria- una tasa 
proporcional al valor del asunto litigioso. 


Esa tasa o mal llamado impuesto judicial en la ley de crea- 
ción, en la práctica no es correctamente aplicado según nuestra 
experiencia profesional, por las propias manifestaciones de los 
integrantes de la directiva de la Asociación de Magistrados del 
Uruguay y por lo expresado por curíales, miembros de la direc- 
tiva del Colegio de Abogados del Uruguay, con quienes hemos 
conversado. Asimismo, tampoco es controlada ni fiscalizada en 
su correcta aplicación en las instancias procesales enmarcadas 
en la ley originaria, que menciona distintos actos procesales 
que son gravados y deben ser abonados mediante un timbre 
creado por la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo con el 


CAMARA DE SENADORES 


24 de Marzo de 1994 


valor o monto del asunto. En base a esto, se procura aumentar 
la recaudación del Estado y los ingresos de Ja Tesorería; en este 
caso, se afectan los ingresos del Poder Judicial, porque de acuer- 
do con la ley de 1990 y sus modificativas, sus fondos se vierten 
a la Tesorería de la propia Suprema Corte de Justicia y no a la 
Tesorería General de la Nación. El incremento de recursos se 
busca simplemente mediante mecanismos de mejor contralor y 
fiscalización. En la ley originaria sí se establece en forma clara 
que las oficinas actuarias deberán controlar el buen pago del 
tributo al ingreso del escrito y de las audiencias. Esto es de 
difícil aplicación en la medida en que no existe una resolución 
judicial que fije, por lo menos de manera transitoria, el valor 
del asunto a los efectos del control del correcto pago por parte 
de los funcionarios judiciales, en cada una de las oportunidades 
procesales -que no son muchas- en el Código General del Pro- 
ceso, en las cuales debe efectuarse el pago de dicha tasa. Du- 
rante la vigencia del proceso escrito y del viejo sellado judicial, 
la tasa que se pagaba de acuerdo con la cuantía del asunto y 
luego de medido el trabajo realizado según el número de fojas - 
propias y comunes de cada una de las partes- de que constaba 
cada uno de los expedientes, se calculaba en base a las leyes N* 
12.804 y N” 13.655, de Abreviación de los Juicios, de 1965, 
realizándose un procedimiento de liquidación de tributos que 
implicaba la suspensión del procesa durante 60 días en los 
cuales cualquiera de las partes podía abonar el tributo de la 
otra, subrogarse sus derechos y continuar con la ejecución, En 
aquella época se daba cuenta a la Dirección de Impuestos Inter- 
nos -actual Dirección General Impositiva- para luego de etlo 
permitir la continuación del proceso. En cambio, en el proyecto 
presentado que tenemos a estudio, los mecanismos de contro! y 
fiscalización no implican la suspensión del proceso, sino que 
no impiden su continuación ni su abreviación de acuerdo con 
las normas del actual Código General del Proceso. 


Podríamos decir que los mecanismos de contralor son tres, 
En primer lugar, se establece una carga jurídica. Una vez fijado 
por el juez en el primer auto, luego de la presentación de la 
demanda que puede ser modificado si existe reconversión -porque 
dada esta última puede aumentar la cuantía del asunto- él de- 
termina el monto del asunto a los efectos de la aplicación de la 
escala -que es muy sencilla- para establecer el tributo que co- 
rresponde en cada uno de los actos procesales. La no treposi- 
ción del tributo en el plazo de cinco días hábiles luego de 
notificada la resolución del juez fijando la cuantía del asunto, 
implica que -y por ello es una carga y no un deber jurídico- se 
tendrá por no presentada la demanda o, en su caso, la contesta- 
ción. Esa es una sanción especial, procesal muy concreta para 
los dos escritos iniciales que puede tener fundamentalmente un 
proceso civil. j 


En segundo término, existe otro mecanismo de control que 
ya no es una carga jurídica sino una sanción procesal. En la 
experiencia ante los tribunales, en el viejo sistema de tributo de 
sellado judicial, era un hecho frecuente que quien no abonaba 
los tributos en general era el perdidoso, es decir, quien no tenía 
interés en continuar adelante con el proceso y, por lo tanto, 
procuraba su detenimiento y postergación. Entonces, no pagaba 
el tributo correspondiente cuando tenía el mecanismo alternati- 
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vo de solicitar una auxiliatoria de pobreza -si fuera del caso la 
imposibilidad de pagar el tributo correspondiente- y ello, en los 
hechos, indicaba una coincidencia entre la ligereza culpable o 
la malicia temeraria -estos dos elemerftos eran considerados por 
la ley y el juez a los efectos de calificar la conducta procesal y 
sancionarla como tal- que eran elerméntos fácticos que podían 
hacer presumir la existencia de esa inconducta procesal que 
diera mérito a una sanción procesal dspecial. Es por eso que en 
el proyecto de ley se establece expresamente en su artículo 6": 
“Declárase que el no pago del tribito por una de las partes o 
alguno de los terceros intervinientes en el proceso, luego de 
que haya transcurrido el plazo de la intimación será considera- 
do presunción en su contra, a los efectos de calificar su conduc- 
ta procesal.” Esta es apenas una presunción simple que puede 
ser abatida por prueba en contrario y no implica la automatici- 
dad de la condena en costas, pero sí un elemento que puede 
constreñiir a los litigantes a realizar un correcto y pronto pago 
de tributo para no ser considerados litigantes temerarios o con 
ligereza. 


En tercer lugar, se establece otro mecanismo de contralor 
que consiste simplemente en un procedimiento mediante el 
cual, en cualquier etapa del proceso, el juez puede solicitar u 
ordenar a la oficina actuaria la liquidación de los tributos que 
se puedan adeudar hasta ese momento. Esto es facultativo del 
juez, pero luego es preceptivo para el magistrado que, en opor- 
tunidad de dictar sentencia interlocutoria, definitiva o provi- 
dencia de cualquier otro tipo que clausure el proceso -por ejern- 
plo, la homologación de una transacción- que por cierta parte 
de la doctrina fue considerado no sentencia, el juez, necesaria- 
mente, debe ordenar a la oficina actuaria la verificación con 
relación a si los adeudos han sido pagos, es decir si el tributo 
ha sido satisfecho correctamente por las partes litigantes. Una 
vez realizada la liquidación, el juez determina el tributo, orde- 
na la intimación con un plazo de diez días y si el pago no se 
efectuara en treinta días se siguen los procedimientos de ejecu- 
ción. Luego se comunica a la Suprema Corte de Justicia -ya 
que los foridos le pertenecen- a los efectos de que pueda proce- 
der a la ejecución del tributo en la vía ejecutiva, tal como está 
previsto en el Código Tributario. Reitero que no se suspenden 
los procedimientos y que además está establecido, de acuerdo 
con la más reciente jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia, que este tipo de resoluciones de los magistrados, aun- 
que estén incluidas en una sentencia, en un acto jurisdiccional, 
tienen naturaleza administrativa. Por este motivo no son recu- 
rribles según los procedimientos de recurrimiento de las sen- 
tencias interlocutorias, definitivas o de los autos de mero trámi- 
te, sino de acuerdo con el procedimiento establecido en la 
Constitución para los actos administrativos, de revocación y 
jerárquico ante la Suprema Corte de Justicia y, eventualmente, 
con la acción de anulación ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. Con esto queda claro que los justiciables se 
encuentran garantizados en cuanto a la posibilidad de defensa, 
cuando estimen que la calificación de la cuantía del asunto o 
los actos procesales de que se trata merecen estar gravados con 
la tasa judicial, ya que pueden discutir frente al Estado su 
derecho, pero no en la vía procesal de recurrencia de los actos 
de la causa, sino en la de recurrencia de los actos administrati- 
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vos con la culminación en el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo. 


Estas son, señor presidente, las bases fundamentales del 
proyecto de ley que está considerando el Senado y en torno al 
cual, como señalaron algunos señores senadores que nos prece- 
dieron en el uso de la palabra, fueron consultados, entre otros, 
tres profesores redactores del proyecto del Código General del 
Proceso: doctores Gelsi Bidart, Véscovi y Torello, quien ade- 
más es el actual presidente de la Suprema Corte de Justicia. 


Sólo nos resta referirnos a las razones por las cuales no 
acompañaremos los artículos 1? y 2” en lo que hace a la fecha a 
partir de la cual entra en vigencia el aumento del 6% para los 
escalafones II a VI y del 3% para los escalafones I y Q. Básica- 
mente, los motivos son dos. 


De acuerdo con el propio proyecto de ley y con el antece- 
dente de la solución legislativa encontrada para otorgar un au- 
mento salarial a los funcionarios de ANEP, lo que ha procurado 
el legislador no sólo es aplicar un criterio de mayor equidad a 
los incrementos salariales, sino también otorgar la provisión de 
fondos suficientes, ya sea a través de un aumento en la carga 
tributaria, o con mejores mecanismos de fiscalización y control 
de la ya existente. 


Entonces, dado que estos mecanismos comenzarán a tegir, 
como lo establece la propia norma legal, de inmediato -aun en 
los procesos en trámite- es obvio que la mejora en la recauda- 
ción no se hará palpable sino a partir del momento en que entre 
en vigencia la ley. Esta es la razón por la que entendemos no es 
conveniente hacer retroactivo el aumento al 1? de enero, por 
más que pudiera considerarse justo. En definitiva, esta es una 
razón de sana política financiera. 


Por último, queremos señalar que no vamos a acompañar 
estas normas porque el mismo criterio fue adoptado por el 
legislador con relación a los funcionarios de ANEP, a quienes 
se les otorgó un aumento, no a partir del 1” de enero, sino que 
entraría en vigor, tal como postulamos nosotros, desde el 1” de 


marzo. 
Estas son, pues, señor presidente, las razones de discrepan- 


cia en lo que tiene que ver con la vigencia de la retroactividad 
del aumento a conceder a los funcionarios del Poder Judicial. 


12) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de asuntos entrados 
fuera de hora llegados a la Mesa. 


(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 24 de marzo de 1994. 
Los señores senadores José Korzeniak, Jorge Trisity, 


Carlos Bouzas, Carlos Cassina, Jaime Pérez, Leopoldo 
Bruera, Nelson Alonso, Danilo Astori, Alberto Zumarán 
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y Mariano Arana, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 118 de la Constitución solicitan se curse un 
¿pedido de informes al Ministerio de Economía y Finan- 
zas relacionado con la situación del Banco Pan de Azú- 
car. 


-Procédase como se solicita. 


El señor senador Wilson Elso Goñi, de conformidad 
con el artículo 118 de la Constitución, solicita se curse 
un pedido de informes a los Ministerios de Transporte y 
Obras Públicas y Economía y Finanzas sobre la amplia- 
ción de los créditos presupuestales para el programa de 
Obras Municipales. 


-Procédase como se solicita”. 


13) PODER JUDICIAL. Aumento a sus funcionarios. Pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la discusión general del 
proyecto de ley por el que se concede un incremento salarial a 
los funcionarios del Poder Judicial. 


SEÑOR ELSO GOÑL - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ELSO GOÑI. - Señor presidente: adelanto que voy 
a ser muy breve. 


Para actuar con justicia, hubiésemos deseado hacer uso de 
la palabra antes de la intervención del señor senador Ramírez, 
por la explicación dada por el señor senador Cassina, que com- 
partimos en su totalidad. 


La firma nuestrá en él proyecto y en la exposición de moti- 
vos, además de demostrar nuestra conformidad con la iniciati- 
va, ha tenido la intención de habilitar su presentación en el 
Senado. 


Asimismo, queremos señalar que nuestro sector político va 
a acompañar el proyecto tal cual ha sido presentado. 


Por último, debemos decir que estamos de acuerdo con 
algunas expresiones vertidas en sala en cuanto a que, particu- 
larmente en los últimos tiempos, el Parlamento ha sido objeto 
de la tutoría de la culpabilidad de problemas propios y también 
ajenos. En consecuencia, entendemos que es conveniente y 
hasta saludable que ahora, cuando se va a resolver un problema 

. muy grave para el país, esa tutoría también sea del Parlamento. 


Es cuanto deseábamos manifestar, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a Votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En discusión particular. 
Léase el artículo 1”. 


SEÑOR CASSINA. - Formulo moción para que se suprima 
la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 1*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 1”. - Facúltase a la Suprema Corte de 
Justicia a otorgar a partir del 1% de enero de 1994, a los 
funcionarios del Poder Judicial de los escalafones Il al 
VI, un aumento del 6% (seis por ciento) sobre las remu- 
neraciones que perciben con cargo a los créditos presu- 
puestales, proventos y leyes especiales vigentes al 31 de 
diciembre de 1993, excluido el adelanto a cuenta de 
futuros incrementos salariales Otorgados por el artículo 
1” del decreto 327/983 del 16 de setiembre de 1983 y 
modificativos (artículo 3? del decreto 18/984 del 12 de 
enero de 1984) y la contribución para el pago de, las 
cuotas mensuales de salud, creada por el artículo 14 de 
la ley N” 15.903 de 10 de noviembre de 1987.*) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 22, Afirmativa. 

Por vía de fundamento de voto, la Presidencia desea expre- 


sar que votó negativamente. por las razones expuestas por el 
señor senador Ramírez con relación, no al aumento en sí, sino a 


la retroactividad al 1” de enero. 


Asimismo, quiere agregar que si bien votó en general el 
proyecto de ley y también acompañará otros artículos, por esta 
vía -que ya se inició en ocasión de la ley que rebajó el Impues- 
to de Enseñanza Primaria y afectó parte de su producido a un 
aumento para los funcionarios de ANEP- estamos incursionan- 
do en la práctica de ignorar el artículo 229 de la Constitución, 
que es claro y terminante en cuanto a que en los doce meses 
anteriores a la fecha de las elecciones ordinarias, no se pueden 
otorgar aumentos de sueldos y pasividades. Se nos podrá decir 
que éstos no son aumentos, sino que se trata de ajustes; pero en 
este proyecto se habla claramente de un aumento del 6%. 


De modo que la Presidencia participa del criterio de solu- 
cionar este problema y de hacer justicia con los funcionarios 
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del Poder Judicial que, al menos en nuestro concepto, no tenían 
por qué haber quedado fuera del ajuste o del aumento previsto 
en el decreto dictado el 19 de enero; pero lo cierto es que esta 
práctica de contemplar por ley este tipo de situaciones, hace 
letra muerta el artículo 229 de la Constitución. 


En consideración el artículo 2”. 


(El texto del artículo cuya lectura se. resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 2". - Facúltase a la Suprema Corte de 
Justicia a otorgar a partir del 1* de enero de 1994, a los 
funcionarios del Poder Judicial de los escalafones 1 y Q, 
un aumento del 3% (tres por ciento), sobre las bases 
establecidas en el artículo anterior, 


Las erogaciones resultantes de lo dispuesto en este 
artículo y el precedente, serán atendidas con cargo a los 
fondos a que se refiere el artículo 96 de la ley N” 16.134 
y sus modificativas”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 3". - El tribunal de la causa controlará 
el pago del tributo creado por los artículos 87 y siguien- 
tes de la ley N” 16.134 de 24 de setiembre de 1990, y 
sus modificativas. A tales efectos, presentada la deman- 
da o la reconvención en su caso, fijará la cuantía del 
asunto, Tal determinación, no obstará a la revisión de la - 
misma, de oficio o a petición de parte, en cualquier 
etapa del proceso, si surgieren elementos que llevarán a 
modificar la estimación del valor de la causa”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
$ ; 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 4”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 4”. - La determinación de la cuantía 
por el tribunal podrá ser impugnada con los recursos de 
revocación y jerárquico ante la Suprema Corte de Justi- 
cia, de conformidad con el Capítulo IV de la Sección 
XVII de la Constitución de la República. 
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La interposición de los recursos administrativos correspon- 
dientes no tendrá efecto suspensivo. Si no se repusiere el tribu- 
to en un plazo de 5 días perentorios desde la notificación de la 
resolución que fija la cuantía del asunto, la demanda, recon- 
vención o contestación en su caso, se tendrán por no presenta- 
das.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 5", 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 5”. - Sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo precedente el tribunal, en cualquier etapa del 
proceso, podrá controlar el correcto pago del tributo. 


Deberá, asimismo, al dictar sentencia definitiva O 
interlocutoria o providencia que clausure el proceso, en 
primera o ulteriores instancias, realizar el mismo con- 
trol. 


A los efectos de lo dispuesto en los incisos anteriores 
el tribunal ordenará a la Oficina Actuaria que realice la 
liquidación de lo adeudado en un plazo de tres días 
hábiles. Cumplida la liquidación, si surgiere adeudo, de- 
terminará su monto y mandará intimar a la parte que 
corresponda el“pago de la suma debidaen un plazo de -- 
10 días hábiles. Esta resolución también será recurrible 
de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4”.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el ld 6”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 


siguiente:.. 


“ARTICULO 6”. - Declárase que el no pago del 
tributo por una de las partes o alguno de los terceros 
intervinientes en el proceso, luego de que haya transcu- 
rrido el plazo de la intimación, será considerado prestn- 
ción en su contra a los efectos de calificar su conducta 
procesal. 


Transcurridos treinta días a partir del vencimiento de 
la intimación y en el caso de que no se hubieren abona- 
do los tributos, la sede dispondrá de oficio y sin más 
trámite, ta traba del embargo sobre bienes del deudor, 
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en el orden previsto en el artículo 380 del Código Gene- 
ral del Proceso y de conformidad a los antecedentes que 
surjan del expediente. Deberá asimismo el tribunal co- 
municar a la Suprema Corte de Justicia el embargo tra- 
bado, remitiéndole el correspondiente testimonio judi- 
cial para que a través de sus oficinas especializadas se 
encargue de obtener el cobro efectivo de lo adeudado, 
que se regirá en lo pertinente por la normativa del de- 
creto-ley N* 14.306 (Código Tributario).”) 


-La Presidencia desea sugerir algunas pequeñas correccio- 
nes de redacción. 


En los últimos renglones del segundo inciso se habla de “el 
correspondiente testimonio judicial para que a través de sus 
oficinas especializadas”, etcétera. Sugerimos que luego de la 
expresión “para que” se ponga una coma y que luego se diga 
“por intermedio de sus oficinas especializadas”. 


En el penúltimo renglón se establece “que se regirán en lo 
pertinente por la normativa del decreto-ley N” 14.306” etcétera. 
Creemos que la expresión “la normativa” sobra y, por lo tanto, 
proponemos que se diga: “se regirá en lo pertinente por el 
decreto-ley N” 14,306 (Código Tributario).” 


Si los señores senadores no tienen objeciones, se va a votar 
el artículo 6? con las modificaciones que acaba de proponer la 
Presidencia, 


(Se yota:) 


-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 7”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 7". - Los procedimientos de contralor 
establecidos en los artículos anteriores son sin perjuicio 
de la obligación expresa establecida por el artículo 94 
de la ley N” 16,134 de 24 de setiembre de 1990, en el 
sentido de que el tributo deberá ser abonado en forma 
previa a la presentación de los escritos y a la conpare- 
cencia a las audiencias, siendo de cuenta de la respecti- 
va Oficina Actuaria el contralor del cumplimiento de la 
obligación.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 23, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En coOEADOn el artículo 8”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 
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“ARTICULO 8". - Las disposiciones establecidas en 
la presente ley son de aplicación inmediata y rigen in- 
clusive para los procesos que se encuentren en trámite al 
momento de su entrada en vigencia”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-23 en 23, Aftrmatliva. UNANIMIDAD. 


El artículo no corresponde, según nos lo enseñó en la legis- 
latura pasada el extinto senador Ortíz, y no se utiliza más en los 
proyectos de ley, puesto que la comunicación es una obligación 
constitucional y no la podemos poner a votación. 


(Texto del proyecto de ley) 


“Artículo 1. - Facúltase a la Suprema Corte de Jus- 
ticia a otorgar a partir del 1” de enero de 1994, a los 
funcionarios del Poder Judicial de los Escalafones 11 al 
VI, un aumento del 6% (seis por ciento) sobre las remu- 
neraciones que perciben con cargo a los créditos presti- 
puestales, proventos y leyes especiales vigentes al 31 de 
diciembre de 1993, excluido el adelanto a cuenta de 
futuros incrementos salariales otorgados por el artículo 
1? del decreto 327/983 del 16 de setiembre de 1983 y 
modificativos (artículo 3” del decreto 18/984 del 12 de 
enero de 1984) y la contribución para el pago de las 
cuotas mensuales de salud, creada por el artículo 14_de 
la ley N” 15,903, de 10 de noviembre de 1987, 


Art. 2%, - Facúltase a la Suprema Corte de Justicia a 
otorgar a partir del 1? de enero de 1994, a los funciona- 
rios del Poder Judicial de los Escalafones 1 y Q, un 
aumento del 3% (tres por ciento), sobre las bases esta- 
blecidas en el artículo anterior, 


Las erogaciones resultantes de lo dispuesto en este 
artículo y el precedente, serán atendidas con cargo a los 
fondos a que se refiere el artículo 96 de la ley N” 16.134 
y sus modificativas. y 


Art, 3”. - El tribunal de la causa controlará el pago 
del tributo creado por los artículos 87 y siguientes de la 
ley N” 16,134, de 24 de setiembre de 1990, y sus modi- 
ficativas. A tales efectos, presentada la demanda o la 
reconvención en su caso, fijará la cuantía del asunto. Tal 
determinación, no obstará a la revisión de la misma, de 
oficio O a petición de parte, en cualquier etapa del pro- 
ceso, si surgieren elementos que llevaran a modificar la 
estimación del valor de la causa. 


Art. 4% - La determinación de la cuantía por el tri- 
bunal podrá ser impugnada con los recursos de revoca- 
ción y jerárquico ante la Suprema Corte de Justicia, de 
conformidad con el Capítulo TV de la Sección XVII de 
la Constitución de la República. 
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La interposición de los recursos administrativos co- 
rrespondientes no tendrá efecto suspensivo, Si no se re- 
pusiese el tributo en un plazo de 5 días perentorios des- 
de la notificación de la resolución que fija la cuantía del 
asunto, la demanda, reconvención o contestación en su 
caso, se tendrán por no presentadas. 


Art. 5”. - Sin perjuicio de lo establecido en el artícu- 
lo precedente el tribunal, en cualquier etapa del proceso, 
podrá controlar el correcto pago del tributo. 


Deberá, asimismo, al dictar sentencia definitiva o in- 
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por intermedio de sus oficinas especializadas se encargue 
de obtener el cobro efectivo de lo adeudado, que se regi- 
rá en lo pertinente por el decreto-ley N” 14,306 (Código 
Tributario). 


Art. 7”. - Los procedimientos de contralor estableci- 
dos en los artículos anteriores son sin perjuicio de la 
obligación expresa establecida por el artículo 94 de ta 
ley N” 16,134, de 24 de setiembre de 1990, en el sentido 
de que el tributo deberá ser abonado en forma previa a la 
presentación de los escritos y a la comparecencia a las 
audiencias, siendo de cuenta de la respectiva Oficina 


C€.S.- 99 


terlocutoria o providencia que clausure el proceso, en 


primera o ulteriores instancias, realizar el mismo control. Actuaria el contralor del cumplimiento de la obligación. 


Art. 8”. - Las disposiciones establecidas en la presen- 
te ley son de aplicación inmediata y rigen inclusive para 
los procesos que se encuentren en trámite al momento de 
su entrada en vigencia”. 


A los efectos de lo dispuesto en los incisos anteriores 
el tribunal ordenará a la Oficina Actuaria que realice la 
liquidación de lo adeudado en un plazo de tres días hábi- 
les. Cumplida la liquidación, si surgiere adeudo, deter- 
minará su monto y mandará intimar a la parte que co- 
rresponda el pago de la suma debida en un plazo de 10 
días hábiles. 


14) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo más asuntos a con- 


Esta resolución también será recurrible de conformi- siderar, se levanta la sesión. 


dad a lo dispuesto en el artículo 4”. 
(Así se hace a la hora 17 y 44 minutos presidiendo el doctor 


Aguirre Ramírez y estando presentes los señores senadores 
Alonso, Arana, Astori, Azzini, Belvisi, Besozzi, Bouzas, Brue- 
ra, Cassina, Elso Goñi, Irisity, Irurtia, Korzeniak, Lombar- 
do, Mascheroni, Millor, Olascoaga, Pérez, Priore, Ramírez, 
Silveira Zavala y Zumarán). 


Art. 6". - Declárase que el no pago del tributo por 
una de las partes o alguno de los terceros intervinientes 
en el proceso, luego de que haya transcurrido el plazo de 
la intimación, será considerado presunción en su contra a 
los efectos de calificar su conducta procesal. 


Transcurridos treinta días a partir del vencimiento de DR. GONZALO AGUIRRE RAMIREZ 
la intimación y en el caso de que no se hubieren abonado Presidente 
los tributos, la Sede dispondrá de oficio y sin más trámi- 


te, la traba del embargo sobre bienes del deudor, en el Dn. Dardo Ortiz Alonso 
orden previsto en el artículo 380 del Código General del : 
: : Dn. Guillermo Facello 
Proceso y de conformidad a los antecedentes que surjan Pr Ñ 
del expediente. Deberá asimismo el tribunal comunicar a osecretarios 
la Suprema Corte de Justicia el embargo trabado, remi- 
Dn. Carlos E. Moreira 


tiéndole el correspondiente testimonio judicial para que, 
Director del Cuerpo de Taquígrafos 


Corrección y Control de la Impresión 
División Publicaciones del Senado 


Dep. Legal N* 205147/94 


